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Introducción

El tema de este libro

Cuando en 2010 un juez federal dictó una resolución requi-
riendo la “eliminación de obstáculos” de los bordes del Ria-
chuelo, difícil hubiera sido anticipar los conflictos y contro-
versias que sobrevendrían. Sucede que, además de albergar
industrias contaminantes y basurales a cielo abierto, la ribe-
ra se destacaba por ser el hábitat de miles de personas que
habían hallado en esas tierras su rincón en la ciudad y que, a
partir de esta decisión de la justicia, se vieron implicadas en
un largo y complejo proceso de relocalización involuntaria.

Esta orden judicial era apenas una de las múltiples
ramificaciones de una sentencia emitida por la Corte
Suprema dos años antes en favor del saneamiento de la
cuenca de ese río. Tras conminar a la ciudad de Buenos
Aires, la provincia de Buenos Aires y el Estado nacional (las
tres jurisdicciones con competencia sobre el territorio) a
elaborar y llevar adelante un plan integral de recuperación
del ecosistema, el máximo tribunal había señalado metas
y tareas ineluctables y establecido mecanismos de control
sobre el proceso de acatamiento de la condena.

El fallo, inédito por sus alcances y pretensiones, mar-
caría un antes y un después en los modos de percepción
y tratamiento público de la contaminación de esta zona
metropolitana, acaso la más ambientalmente degradada de
la Argentina. Al dictar su sentencia, la Corte Suprema daba
inicio a una “causa estructural” por medio de la cual se
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trascendían los intereses de los denunciantes originales1

–un grupo de vecinos que había reclamado un resarcimien-
to por la polución– y, en su lugar, se colocaban en escena
objetivos colectivos y de largo plazo (Rodríguez Garavito,
2011; Merlinsky, 2013; Puga, 2013). En otras palabras, ade-
más de apuntar a remediar determinado derecho dañado –e
involucrar en el acto a un sinfín de instituciones estatales–,
la causa generaba legitimidad política y reconocimiento
social hacia una cuestión históricamente irresuelta.

Como se anticipó arriba, el eje de este libro está colo-
cado en una de las numerosas facetas del proceso: aquella
por la cual un juez de ejecución –nombrado por el máximo
tribunal a tal fin– les ordenó a los condenados que des-
pejasen la ribera de obstrucciones con el fin de abrir un
“camino de sirga”2 a lo largo del Riachuelo. Ahora bien,
¿en qué medida –y de qué modos– aquello que desde los
tribunales se concibió como una solución, desde el punto
de vista de la política pública se convirtió en un problema?
Las implicancias de esta orden no fueron menores para los
actores que debieron llevar adelante la tarea: los gobiernos
de ocho municipios más el de la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires –un total de nueve distritos adyacentes a los 64
kilómetros del Riachuelo–. Éstos se hallaban a sí mismos
frente a una resolución de la justicia que marcaba el compás
de su agenda y un juez que controlaba –condicionando– las
políticas implementadas.

1 Sin desconocer los debates actuales en torno a la impronta sesgada del cas-
tellano, pero teniendo en cuenta que las distintas variantes de “lenguaje
inclusivo” en ocasiones incordian la lectura, en este libro se hará uso del
masculino sin distinción de género.

2 Nacida con el Código Civil de 1871, esta figura jurídica remitía original-
mente a la necesidad de que a cada lado de los ríos navegables existiese una
franja libre de 35 metros para permitir el acarreo de barcos por medio de
cuerdas (o “sirgas”). Pero el juez de ejecución, Luis Armella, le otorgó un
nuevo significado ambiental, aduciendo que la creación de un sendero cos-
tero era un paso indispensable para el saneamiento de la cuenca en su con-
junto.
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No obstante, los desafíos tampoco escasearon para
aquellos actores que, al momento en que se emitió la orden,
les otorgaban otros usos a las tierras costeras: entre ellos,
empresarios cuyas fábricas lindaban con el espejo de agua
(como la de Coca-Cola, Laboratorios Roemmers y Molinos
Río de la Plata) y comerciantes que emplazaban allí sus
puestos de venta en el marco de ferias populares (como “La
Salada”, una de las más grandes de su tipo en América Lati-
na). Tanto unos como otros debieron apelar al litigio y la
negociación con las autoridades políticas para, finalmente,
reubicar sus actividades fuera de las zonas implicadas en el
reordenamiento de la ribera.

Pero en este libro tiene protagonismo un tercer grupo
de actores afectados por la orden del juez Armella: los miles
de personas que, para el momento en que la resolución
judicial vio la luz, ya habían organizado sus vidas en villas
y asentamientos ubicados sobre el Riachuelo. Se trata de
barrios informales marcados por una pronunciada preca-
riedad sociohabitacional que, con el correr de las décadas,
se extendieron hasta los propios taludes del río, volvién-
dose paradigmáticos de la estrecha asociación existente en
Buenos Aires entre la vulnerabilidad social y la exposición
al riesgo ambiental (Herzer y Gurevich, 1996; Torres, 1999;
Di Pace, Cichero y Perelman, 1992).

Insertos en una causa judicial que los forzaba a ser relo-
calizados en condiciones, tiempos y hacia lugares incier-
tos, los afectados ofrecieron respuestas dispares. En algunos
casos, contaron con escasa capacidad de reacción, debido a
que sufrieron desalojos intempestivos; en otros, se organi-
zaron y prestaron resistencia a los términos planteados por
las autoridades. Pero en general, sus expectativas e intereses
discreparon con las modalidades con las que las agencias
estatales condenadas actuaron para obedecer la sentencia.
En efecto, este libro se pregunta ¿cómo se articularon los
términos jurídicos con los que la justicia diagnosticó la
situación con las dinámicas sociales presentes en los barrios
ribereños?

Más allá del lawfare • 13
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Por otro lado, del proceso de implementación de las
políticas de relocalización formaron parte organismos de
defensa pública pertenecientes al Poder Judicial, signados
por su anclaje político en el paradigma de los derechos eco-
nómicos, sociales y culturales –tales como a la vivienda, la
salud, la educación y el medio ambiente– (Delamata, Seht-
man y Ricciardi, 2014; Scharager, 2019). En su carácter de
patrocinadores de la población afectada, no sólo jugaron
un papel relevante en la conformación de los repertorios
de acción colectiva sino que contribuyeron a delinear las
estrategias y lenguajes con los que éstos tramitaron sus
demandas y disputaron las condiciones de implementación
de las políticas derivadas del fallo. Así, en los barrios de la
ribera los reclamos reivindicativos se tradujeron en clave
de derechos, creándose una imbricación entre formas de
protesta características de las organizaciones villeras con la
apelación a herramientas del mundo jurídico.

En suma, el proceso desatado con la orden de apertura
del camino de sirga se volvió fiel expresión de la creciente
gravitación que han adquirido la justicia y el derecho sobre
los conflictos sociales y los asuntos políticos, fenómeno
conocido en el debate público y académico como judicia-
lización. Global y polifacético, ha sido foco de atención en
diversos países y regiones, y se lo ha estudiado bajo térmi-
nos como “democracia judicial” (Kaluszynski, 2006), “juris-
tocracia” (Hirschl, 2004) y “giro judicial” (Hilbink, 2008).

En América Latina, la bibliografía lo ha abordado en
función de problemas tan disímiles como la inserción de
las cortes en los conflictos políticos, su influencia sobre
la consolidación democrática y las transformaciones en el
sistema de división de poderes (Kapiszewski y Taylor, 2008;
Nosetto, 2014; Abdo Ferez, 2013). Asimismo, se ha reali-
zado una vasta cantidad de trabajos sobre la productividad
de la judicialización, esto es, sus efectos estructurantes y de
largo alcance sobre las instituciones, la conflictividad, las
representaciones sociales y el orden político.

14 • Más allá del lawfare
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Inspirándose en una visión constructivista sobre la
relación entre el derecho y la sociedad (Bourdieu, 1986),
algunos autores han destacado cómo los procesos judiciales
no sólo cuentan con efectos directos e instrumentales, sino
también indirectos y simbólicos. En otras palabras, el dere-
cho y las decisiones de la justicia generan transformaciones
sociales no sólo “cuando inducen cambios en la conducta”,
sino también “cuando provocan transformaciones indirec-
tas en las relaciones sociales, o […] legitiman visiones del
mundo” (Rodríguez Garavito y Rodríguez Franco, 2015:
22). A su vez, otros trabajos han mostrado cómo la canali-
zación judicial de los conflictos –esto es, su tramitación con
las reglas y el lenguaje jurídicos– puede conducir a cambios
en los propios horizontes de expectativas de los actores,
siendo más propicio en este sentido hablar de juridificación
(Azuela, 2006; Melé, 2008).

Si bien se halla presente a lo largo de toda la región, en
la Argentina las investigaciones han estado particularmen-
te centradas en la predisposición de determinados jueces,
juzgados y organismos estatales –sobre todo los de defensa
pública– a usar estrategias legales para alcanzar objetivos
políticos y sociales; esto es, prácticas a menudo conceptuali-
zadas como activismo judicial (Delamata, Sehtman y Ricciar-
di, 2014; Martín, 2011; Falcon, 2010). Asimismo, se halla
un especial énfasis en cómo la vía judicial se ha incorpo-
rado a los repertorios de protesta de distintos colectivos
(Smulovitz, 2008; Domingo, 2004) y se vuelve fuente de
producción de políticas estatales (Abramovich, 2005; Mer-
linsky, 2013; Maneiro, 2004; Cravino, 2016; Arcidiácono
y Gamallo, 2011).

La orden de apertura del camino de sirga –pero tam-
bién la causa Riachuelo en general– es un ejemplo de la
creciente tendencia de los jueces a involucrarse en pro-
cesos políticos, así como de los alcances de las sentencias
activistas, que, valiéndose del poder simbólico y alecciona-
dor del derecho, apuntan a generar transformaciones en

Más allá del lawfare • 15
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asuntos sobre los cuales otros actores –primordialmente las
autoridades gubernamentales– dan cuenta de escaso interés
político o de incapacidades burocráticas.

No obstante, lejos se halla este libro de dar por sentado
el pretendido carácter resolutorio de la orden del juez
Armella. Por lo contrario, fallos como este deben ser enten-
didos como puntapié para la redefinición de los problemas,
fundamentalmente cuando dictaminan la implementación
de políticas y requieren un proceso de “transcodificación”
(Lascoumes, 1996) de las gramáticas y registros de la justicia
hacia las lógicas de acción político-institucionales.

En efecto, la orden de relocalización se presentó como
un paso hacia la clausura del conflicto en torno a la degra-
dación ambiental del territorio, pero catalizó una nueva
disputa signada por el desplazamiento de la población ribe-
reña. Por lo tanto, cabe preguntarse, ¿de qué modos se
redefinió el problema al salir de los tribunales y volcarse al
terreno de la formulación e implementación de políticas?
¿Cómo se imbricó la formulación jurídica de la cuestión
con los intereses y estrategias de los actores implicados en
el proceso judicial?

Existen numerosos trabajos que han analizado las for-
mas por las cuales los conflictos sociales se transforman al
ingresar al campo del derecho (Bermúdez, Barrenechea y
Royo, 2014; Azuela y Cosacov, 2013; Vaccotti, 2017; Azue-
la, 2006; Arcidiácono y Gamallo, 2014), e incluso abunda
la literatura que los analiza como parte de un fenómeno
más general de movilización legal (Domingo, 2004; Sieder,
Schjolden y Angell, 2008; Vallinder, 1994; Delamata, 2013),
por el cual determinados actores utilizarían los instrumen-
tos y discursos que invocan derechos como “instrumentos
para hacer política” (Smulovitz, 2008: 287). Sin embargo,
son escasos los estudios que entrelazan la sociología de las
políticas públicas –o, como veremos, de la acción pública–
(Lascoumes y Le Galès, 2014; Shore y Wright, 1997; Muller,
2004; Oszlak y O’Donnell, 1976) con los enfoques sobre la
judicialización de los conflictos para dar cuenta del proceso

16 • Más allá del lawfare
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inverso. Es decir, que en lugar de analizar los modos por
los cuales una disputa se modifica al comenzar a procesarse
en términos jurídicos, expliquen los conflictos suscitados
cuando una iniciativa del Poder Judicial se convierte en un
problema de implementación de políticas.

Siguiendo las definiciones de Abramovich (2005), el
conflicto en torno a la apertura del camino de sirga da
cuenta del modo en que los tribunales no necesariamente
se circunscriben a dictar sentencia en torno a problemas
o políticas públicas preexistentes, sino que también operan
como puntapié de una batería de medidas que se ejecutan
bajo su orden y supervisión. Por lo tanto, al relativizar las
rígidas fronteras entre lo ejecutivo y lo judicial –en cuanto
poderes del Estado con atribuciones y campos de influencia
formalmente diferenciados–, el proceso de relocalizaciones
permite matizar lecturas instrumentales sobre la judiciali-
zación de la política –como aquellas centradas en la noción
de lawfare (Albujas, 2020; Luque, Moreno y Zubizarreta,
2020; Romano, 2020)– y examinar sus zonas grises en cuan-
to fenómeno sociopolítico.

Este libro sostendrá que causas como ésta constituyen
un ejemplo de cómo jueces, tribunales y las reglas del campo
del derecho avanzan hacia esferas típicamente reservadas al
ámbito político, y al mismo tiempo demuestran los modos
en los que el derecho se territorializa y se incorpora a las
dinámicas cognitivas y las estrategias colectivas elaboradas
por los afectados por políticas estatales. Por ende, las relo-
calizaciones del camino de sirga remarcan la necesidad de
indagar en los efectos de largo alcance de la judicialización
para con los modos de desenvolvimiento de los conflic-
tos y la implementación de políticas (Melé, 2008). Como
advierten Rodríguez Garavito y Rodríguez Franco (2015), el
destino de las sentencias activistas una vez que abandonan
los tribunales suele ser un punto ciego en la investigación
científica, tendiendo a quedar sin respuesta sus impactos
sobre los movimientos sociales, la opinión pública o la
organización estatal, e incluso sus consecuencias prácticas
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sobre la protección de los derechos vulnerados. En esta
clave, parafraseando a Giddens (1995), la apuesta del libro
es abonar a una sociología de los efectos no buscados del
activismo judicial.

No obstante, no es la intención evaluar los impactos de
la decisión del juez Armella sobre el cumplimiento de dere-
chos, ni se pretende –como sí lo han hecho valiosos trabajos
desde la teoría política– examinar la legitimidad social de
las prácticas judiciales activistas o sus implicancias sobre el
orden democrático. El propósito aquí tampoco es identifi-
car las capacidades institucionales de los actores estatales
condenados para llevar a cabo las políticas indicadas. Más
que hallarse una “urgencia de lamentar los bajos ‘índices
de cumplimiento’ de las normas o la escasa vigencia de los
derechos” (Azuela, 2016: 11), estas páginas están orientadas
por la curiosidad por desentrañar los efectos sociopolíticos
que engendra este tipo de fenómenos jurídicos.

Ubicado en la intersección entre los estudios sobre la
producción de políticas, la conflictividad social y la cre-
ciente influencia de los poderes judiciales en los asuntos
públicos, este libro se propone abonar a una sociología polí-
tica de la judicialización en la Argentina contemporánea. Su
objetivo es analizar las formas por las cuales la resolución
que ordenó la relocalización de los habitantes del camino
de sirga se convirtió en un problema de política pública,
indagando en las controversias y conflictos emergidos en
dicha transformación.

En términos empíricos, este interrogante apunta a
ampliar la comprensión de lo que probablemente consti-
tuye el mayor proceso de desplazamiento estatal de pobla-
ción desde la última dictadura (1976-1983). Pero si en aquel
entonces se trató de una erradicación forzosa que diezmó a
las villas de Buenos Aires aduciendo que sus residentes no
“merecían la ciudad” (Oszlak, 1991), aquí ha consistido en
una causa construida en torno a argumentos de reparación
ambiental y “mejora de la calidad de vida” (Corte Suprema
de Justicia de la Nación, 2008). ¿Qué clase de tensiones ha

18 • Más allá del lawfare
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generado este modo de abordar jurídicamente el problema
con las expectativas, acciones y demandas invocadas por los
actores implicados?

El interés está puesto en examinar los modos por los
cuales las lógicas político-institucionales, sociales y jurídi-
cas se entrelazan –y en qué medida friccionan– en la imple-
mentación de una política judicializada. De este modo, se
apunta a contribuir a la comprensión de los efectos y claros-
curos de las sentencias activistas cuya ejecución involucra a
diversos actores gubernamentales y territoriales. En efecto,
procesos como el que tuvo inicio con la resolución del juez
Armella tienen consecuencias que, si bien exceden al mun-
do jurídico, no por ello son autoevidentes. Como afirma
Cuéllar Vázquez (2014), dado que el derecho está presente
en todos los espacios de la vida social, se vuelve socioló-
gicamente desafiante captar sus modos de intervención y
regulación. Por ende, examinar qué cambia en los procesos
de producción de políticas como parte del activismo judicial
resulta un reto para la investigación.

En particular, el libro cuenta con tres objetivos espe-
cíficos. En primer lugar, caracterizar las controversias jurí-
dicas suscitadas a partir del mandato de “limpieza de már-
genes” de la Corte Suprema, analizando los modos por los
cuales éstas transformaron y definieron la fisionomía de
la causa. En segundo lugar, establecer la incidencia de las
estrategias de los afectados y sus defensores en las dinámi-
cas socioterritoriales que adoptó el proceso de implementa-
ción de las políticas de relocalización. En tercer lugar, exa-
minar los dispositivos y mecanismos institucionales crea-
dos por los condenados para dar cumplimiento a las polí-
ticas ordenadas por la justicia, identificando sus límites y
potencialidades para la tramitación de los conflictos deri-
vados de la sentencia. En última instancia, la sumatoria
de estos objetivos permitirá comprender de qué maneras
el traslado de los habitantes de la ribera del Riachuelo en
cuanto problema judicial se transformó al institucionalizar-
se y territorializarse.

Más allá del lawfare • 19
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Sobre el abordaje metodológico

La definición del objeto de análisis

Los 64 kilómetros de río implicados en el proceso de “lim-
pieza de márgenes” guardan contacto con ocho municipios
(pertenecientes a la provincia de Buenos Aires) y la ciu-
dad de Buenos Aires (que cuenta con plena autonomía). Sin
embargo, la densidad urbana a lo largo de tan extenso terri-
torio es dispar, y también lo es la cantidad de “obstáculos”
identificados por la justicia. De un total de 2389 familias
originalmente relevadas sobre los márgenes del curso de
agua, 1837 (esto es, más de un 75%) fueron censadas dentro
de los límites de la capital del país (Nápoli, 2013).

Además de concentrar una cantidad significativa del
total de viviendas ribereñas a relocalizar, la ciudad de Bue-
nos Aires se destaca por el dinamismo y desarrollo de sus
entidades de defensa pública. Éstas poseen allí un relevante
protagonismo en conflictos por vulneración de derechos
económicos, sociales y culturales, y a su vez cuentan con
un considerable despliegue territorial. Las veintitrés sedes
de la Defensoría General de la Ciudad, distribuidas en dis-
tintos barrios populares, son apenas un emergente de la
preminencia del activismo judicial en este distrito, que tam-
bién se observa en una especial predisposición de diver-
sos grupos sociales en conflicto a apelar a la vía judicial
(Scharager, 2019).

Debido a estas dos características –su peso cuantitativo
dentro del proceso de relocalizaciones y la mayor elocuen-
cia que allí asume la judicialización de la conflictividad–,
este libro se centra en el caso de la ciudad de Buenos Aires.
Como afirma Stake (1999: 20), el cometido real del estu-
dio de casos es observar el caso escogido en su unicidad:
esto requiere conocer otros casos diferentes, pero siendo la
finalidad primera la comprensión de aquel que se halla bajo
la lupa. Por lo tanto, el propósito principal del estudio del
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proceso de relocalizaciones en el distrito elegido es cono-
cerlo en su particularidad, y no tomarlo en sí mismo como
el puntapié para un ejercicio teórico de generalización.

Esto no implica que el objeto tratado en este libro
pueda explicarse aisladamente, como si fuera autónomo de
toda lógica macrosocial. De hecho, aunque en un estudio
de caso el interés está posado en la especificidad, en él
siempre se expresan –al menos parcialmente– fenómenos
de orden más general. Por esta razón, todo análisis de este
tipo siempre puede ayudar a refinar la caracterización de
las regularidades que se hacen presentes en el conjunto de
los casos; y aunque raramente se alcance una comprensión
enteramente nueva, sí se logrará una definición más precisa.
En consecuencia, a partir del estudio de las relocalizaciones
en el Riachuelo será posible refinar el conocimiento sobre
los procesos de implementación de políticas judicializadas,
y cautelosamente realizar aportes para la comprensión de
las implicancias más generales de este tipo de fenómenos.

Esto significa que el análisis que se lleva adelante en
este libro permite realizar lecturas en dos escalas paralelas
pero interrelacionadas. Desde un punto de vista intrínseco,
el caso en cuestión no es de interés porque su estudio per-
mita aprender sobre otros casos o sobre algún problema en
general, sino porque su naturaleza vuelve relevante cono-
cerlo en lo que tiene de particular. Desde un punto de vista
instrumental, el caso es el punto de partida para la compren-
sión de algo más: si bien en sí mismo debe ser abordado
con profundidad, este conocimiento oficia de puntapié para
examinar un problema de amplio alcance que se manifiesta
allí, en el ámbito de lo particular (Stake, 1999: 16). Para ello,
claro está, el caso escogido debe probar su capacidad de
permitir un ejercicio de generalización analítica (Merlinsky,
2009: 48), de modo tal que diversos fenómenos sociales de
orden extenso tengan en esa posición localizada un punto
legítimo de intersección.
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Las tareas realizadas

Dado que los objetivos de este libro están signados por un
análisis del proceso de relocalización en términos de sus
lógicas sociales, políticas y jurídicas de desarrollo, se privi-
legió un diseño de investigación de tipo cualitativo. Preci-
samente, el tratamiento del problema implicó la utilización
de variados mecanismos de recolección de información,
tales como observaciones participantes y no participantes,
entrevistas en profundidad y análisis de documentos y con-
tenidos audiovisuales. Asimismo, se adoptó una estrategia
de triangulación que requirió el uso de fuentes tanto pri-
marias como secundarias con el fin de validar los resul-
tados obtenidos y verificar la consistencia interna y fiabi-
lidad (Jick, 1979).

El primer objetivo específico, referido al estudio de las
controversias jurídicas suscitadas a lo largo de la ejecución
de la sentencia, demandó dos tipos de tareas. Por un lado,
la realización de entrevistas a integrantes de entidades judi-
ciales vinculadas a la causa: a) la Defensoría General de la
Nación, b) la Defensoría General de la Ciudad, c) la Asesoría
Tutelar ante la Cámara de Apelaciones Nº 1 y d) el Juzgado
Federal de Quilmes (a cargo de la ejecución de la sentencia
en los primeros años). Por otro lado, este objetivo requirió
un relevamiento de distintos tipos de materiales directa o
indirectamente conectados al proceso judicial: fundamen-
talmente, a) el expediente principal de la causa Riachuelo; b)
acordadas y resoluciones emitidas por la Corte Suprema de
Justicia de la Nación; c) resoluciones del Juzgado Federal de
Quilmes y del Juzgado Federal de Morón (que, como se verá
en el tercer capítulo, a partir de 2012 asumió las responsa-
bilidades de ejecución de la sentencia con las que contaba
aquel); d) informes elaborados por la Asesoría Tutelar; e)
presentaciones realizadas ante la justicia por parte de la
Defensoría General de la Ciudad; y f) documentos públicos
e internos de este último organismo (tales como revistas
oficiales e informes de actuación, entre otros).
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Por medio de estas dos clases de fuentes se logró
reconstruir las representaciones de los actores acerca del
proceso y examinar sus posiciones institucionales tal como
se plasmaron en la causa. A partir de la sistematización de
las resoluciones del juez de ejecución y de las presentacio-
nes de la defensa pública en una base de datos se secuencia-
ron los principales hitos jurídicos, mientras que su análisis
en clave comparativa permitió hallar el solapamiento, evo-
lución y contradicción de distintos núcleos argumentales.

El segundo objetivo específico, centrado en el análisis
de los conflictos socioterritoriales, requirió tres clases de
tareas. En primer lugar, la realización de una etnografía en
uno de los barrios implicados en la orden del juez Armella.
La misma implicó una asistencia, en los años 2014 y 2015,
a las asambleas semanales de los habitantes del camino de
sirga de la Villa 21-24. Estos encuentros, de los que par-
ticipaban regularmente los organismos de defensa pública
–en particular, la Asesoría Tutelar y la Defensoría General
de la Ciudad– constituían el ámbito por excelencia tan-
to para la discusión de las relocalizaciones como para la
organización del conflicto. En ellos se informaba sobre el
estado de la causa, se planificaban acciones de protesta y
se acordaba la adopción de medidas jurídicas. Por lo tanto,
fueron el espacio más propicio para comprender el sentido
subjetivo otorgado por estos actores al proceso, así como
para dilucidar diferentes modos de elaboración de estra-
tegias. Sin embargo, el trabajo etnográfico no se limitó a
una presencia en las reuniones vecinales, sino que, además,
supuso la realización de recorridas por las zonas ribere-
ñas, el sostenimiento de un sinnúmero de conversaciones
con sus habitantes y el acompañamiento a los afectados en
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“talleres participativos” organizados por el gobierno porte-
ño3 y en audiencias públicas en la Legislatura de la ciudad
de Buenos Aires.

La segunda clase de tarea efectuada en el marco del
segundo objetivo específico fue la realización de entrevistas
en profundidad. Éstas se llevaron a cabo con cinco grupos
de actores: a) referentes vecinales del camino de sirga; b)
trabajadoras del equipo territorial del Instituto de Vivienda
de la Ciudad (IVC), el organismo del gobierno porteño a car-
go del cumplimiento de la orden de relocalización; c) abo-
gados de los organismos de defensa pública (la Defensoría
General de la Ciudad y la Asesoría Tutelar); d) la referente
de la Fundación Temas (una organización no gubernamen-
tal que realiza trabajo social en la Villa 21-24 y se volvió
una aliada relevante de los afectados en el conflicto de ese
barrio); y e) integrantes de otras organizaciones no guber-
namentales vinculadas a la causa (la Fundación Ambiente
y Recursos Naturales –FARN– y el Centro de Estudios
Legales y Sociales –CELS–). Estas entrevistas resultaron
imprescindibles para comprender el punto de vista de los
distintos actores involucrados en la producción de los con-
flictos socioterritoriales.

El tercer tipo de tarea llevado a cabo para alcanzar el
segundo objetivo específico fue el análisis de fuentes secun-
darias tales como: a) notas periodísticas gráficas y audio-
visuales sobre los conflictos (presentes en periódicos de
circulación nacional, sitios de noticias locales y platafor-
mas de video en línea); b) planos de la ribera del Riachue-
lo y de los barrios afectados que contuviesen información
sobre la delimitación del camino de sirga y las alteraciones
proyectadas y realizadas sobre el territorio; c) informes y

3 “Porteño” es el gentilicio utilizado para referirse a los habitantes e institu-
ciones de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, mientras que el término
“bonaerense” se refiere a aquellos de la provincia de Buenos Aires.
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documentos institucionales de los organismos de defensa y
del IVC; d) resoluciones judiciales; y e) legislación relevante
en el marco de la causa.

En suma, la observación participante en uno de los
barrios afectados, la realización de entrevistas en profundi-
dad y el estudio de documentos cartográficos, legales, insti-
tucionales y periodísticos proveyeron de información que,
a partir de ser procesada en notas de campo y sistematizada
en bases de datos, me permitió examinar el desarrollo de
los conflictos socioterritoriales en función de las estrate-
gias de los actores.

Para alcanzar el tercer objetivo específico, referido al
estudio de los dispositivos y mecanismos institucionales
generados en el marco del proceso, el foco de atención se
desplazó fundamentalmente –pero no de manera exclusi-
va– al ámbito del IVC. Se realizaron, a este propósito, dos
tipos de tareas. Por un lado, entrevistas en profundidad
semiestructuradas a sus integrantes. Entre ellos se destacan
tres niveles de jerarquía: a) baja (trabajadores de territo-
rio); b) media (responsables de equipo/coordinadores); y
c) alta (el presidente del organismo). Estas conversaciones
permitieron indagar en la perspectiva de los agentes del IVC

respecto de sus decisiones procedimentales, el conflicto y
la causa judicial en general. Como se verá sobre todo en el
sexto capítulo, fue relevante a los fines de esta labor analíti-
ca diferenciar las responsabilidades inherentes a estos car-
gos, que provisoriamente podemos denominar “técnicas” y
“políticas” (esta distinción cumple aquí una función heurís-
tica, dado que –según se observará– las responsabilidades
técnicas cuentan con una dimensión política, y las tareas
políticas requieren el uso y aplicación de conocimientos
aplicados). Por otro lado, se estudiaron y sistematizaron
diversos tipos de documentos institucionales y jurídicos,
hallándose entre ellos: a) un protocolo de acción para la
implementación de las relocalizaciones; b) actas de “mesas
de trabajo” (reuniones realizadas en el IVC en las que inter-
actuaban los principales actores implicados en el proceso);
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c) el acta constitutiva del “cuerpo de delegados” de la Villa
21-24; y d) informes de rendición de cuentas presentados
por el organismo de vivienda ante la justicia.

Hoja de ruta

Este libro combina toda clase de recursos narrativos: a
lo largo de los capítulos se hallarán fragmentos de notas
de campo, transcripciones de entrevistas, actas de reunio-
nes, resoluciones judiciales e informes técnicos, entre otros
tipos de documentos. Mediante ellos, se espera otorgarle
dinamismo a la lectura, darle voz a los actores e instan-
cias por las que transitó la ejecución de la sentencia, y a
su vez ilustrar los diversos lenguajes y códigos de cuyo
solapamiento emerge, al menos parcialmente, el carácter
complejo del proceso.

Asimismo, en estas páginas se entrelazarán momentos
de descripción con otros de explicación. En otras palabras,
por instantes se caracterizará a los actores, los aconteci-
mientos y los conflictos, mientras que en otros se intentará
dar cuenta de las motivaciones, las causas y los efectos. Sin
embargo, no se trata de un libro a dos tiempos; la separa-
ción de dichas tareas es apenas una idealización, ya que en
la práctica serán indisociables. La narración está organiza-
da bajo el convencimiento de que, en ocasiones, la mejor
manera de explicar el porqué está en el cómo.

Por último, debe mencionarse la contingencia de la
estructura de este libro. Las decisiones aquí tomadas exclu-
yeron muchas otras opciones que podrían haber sido posi-
bles (y válidas) a los fines de sostener los argumentos que
aquí se expondrán. El problema abordado –como en todo
tema de investigación– tiene un sinnúmero de modos de
presentarse, desarrollarse y justificarse. Tienen aquí una
relevancia significativa las limitaciones y capacidades crea-
tivas, retóricas e inventivas de quien escribe; y, en defini-
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tiva, el grado de desarrollo de una imaginación sociológica
(Wright Mills, 2003). Aun así, la contingencia no quita res-
ponsabilidad, en especial dado el hecho de que la forma bajo
la que se presenta este trabajo es inseparable del contenido:
aquí también vale afirmar que aquello que se dice está en
cómo se lo hace.

El libro está dividido en seis capítulos. El número
uno, abocado a examinar la judicialización de la política
y los conflictos, tiene como fin delinear metodológica y
conceptualmente un enfoque de análisis, presentándose los
modos de abordaje de la cuestión en el campo académico
y destacándose algunas de las perspectivas desarrolladas a
nivel global, regional y local. En una primera sección, se
realiza una genealogía de la judicialización en Argentina,
resaltándose los modos en que, a partir de la transición
democrática, la reforma constitucional y el fortalecimiento
del neoconstitucionalismo, el derecho y el Poder Judicial se
reposicionaron como ordenadores de las relaciones socia-
les. En segundo lugar, se aborda cómo diversos tipos de
conflictos sociales han tendido a desplazarse hacia la esfera
de la justicia, hallándosela como ámbito con la capacidad
de canalizar demandas y abrir horizontes de acción; asimis-
mo, se presta particular atención a cómo la judicialización
cambia las reglas bajo las que se dirimen los conflictos y
puede transformar los marcos de expectativas de los acto-
res. En tercer lugar, se examina el rol de jueces y defensores
públicos en la tramitación judicial de los conflictos, subra-
yándose los modos de involucramiento de la justicia en el
dictado e implementación de políticas públicas. Por último,
se presentan propuestas para el abordaje sociológico de los
procesos de judicialización de la política y los conflictos,
indagándose en los límites de las visiones lineales sobre las
políticas públicas que reifican al Estado.

En el capítulo dos se exhibe el problema de la degra-
dación ambiental de la cuenca Matanza-Riachuelo, enten-
dido como punto de partida para el nacimiento de la causa
judicial y la aparición de la orden de apertura del camino
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de sirga. Para ello, en primer lugar se abordan los antece-
dentes más recientes de la puesta en debate del Riachuelo,
resaltándose los planes de saneamiento fallidos, la revitali-
zación de determinadas agrupaciones territoriales, la con-
solidación de organizaciones no gubernamentales abocadas
a la protección ambiental y el renovado protagonismo de la
Defensoría del Pueblo de la Nación como articuladora de
un informe sobre el estado de la cuenca. En segundo lugar,
se analizan los factores más inmediatos que explican la
emergencia de la sentencia de la Corte Suprema, destacán-
dose entre ellos la presentación de una demanda por daños
y perjuicios por parte de habitantes próximos a la desembo-
cadura del río, y la crisis de legitimidad en la que se hallaba
el máximo tribunal luego de la crisis que clausuró una etapa
histórica en Argentina en el año 2001. Finalmente, se des-
criben las características del fallo, en particular cómo dio
lugar a la creación de una autoridad de cuenca y la formu-
lación de un plan integral de saneamiento ambiental.

El tercer capítulo se centra en la emergencia del camino
de sirga como problema jurídico y, por ende, en las con-
troversias suscitadas por la resolución del juez Armella. El
objetivo es, en última instancia, examinar las diversas aris-
tas de la construcción jurídica de las relocalizaciones, los
debates surgidos en torno a la orden y los pasos dados en
pos de su sustanciación. Para ello, en primer lugar se indaga
en la mirada del juez acerca de la geografía de la ribera
y en cómo, a partir de la labilidad de sus definiciones, se
habilitó al gobierno porteño a llevar adelante los primeros
desalojos de modo violento e inconsensuado. En segundo
lugar, se presentan las discusiones jurídicas surgidas a par-
tir de la intervención de la Defensoría General de la Ciu-
dad. Anteponiendo argumentos basados en la defensa de los
derechos económicos, sociales y culturales de la población
ribereña, este organismo denunció la ilegalidad del accio-
nar gubernamental y reclamó la definición de procedimien-
tos de acción para las sucesivas relocalizaciones. En tercer
lugar, se exploran las reglas procesales establecidas para
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la tramitación de la causa. Caracterizadas por la exclusión
de los afectados del expediente, éstas se volvieron objeto
de discusión en sí mismas ya que negaron la existencia de
víctimas en términos formales y, de este modo, sentaron
bases desfavorables para los afectados. Por último, la cuarta
parte analiza las concepciones sobre el ejercicio del derecho
subyacentes al accionar del juez de ejecución y la defensa
pública, remarcándose cómo esta última centró su estra-
tegia en la búsqueda de reconocimiento de los derechos
fundamentales de la población del camino de sirga.

El capítulo cuatro versa sobre los sentidos sociales
sobre la justicia y las relocalizaciones a partir del caso de la
Villa 21-24, y tiene como propósito comprender el porqué
de la conflictividad socioterritorial surgida con la orden del
juez Armella. En primera instancia se presenta la historia
de las villas de la ciudad de Buenos Aires, la oscilación
entre las políticas de erradicación e integración urbana, y el
crecimiento poblacional atravesado en los últimos años. En
segundo lugar, se examinan las representaciones en torno a
la orden de relocalización y su relación con las trayectorias
de los habitantes del camino de sirga, los vínculos de éstos
con el barrio y las heterogeneidades presentes en el territo-
rio. A continuación, se abordan las motivaciones atribuidas
por los afectados a la orden judicial, subrayándose cómo
ésta aparece como una amenaza y, simultáneamente, como
una oportunidad. Entre las sospechas de negocios inmo-
biliarios y la esperanza de mejorar la calidad de vida, se
muestra cómo la resolución judicial es, para la población
ribereña, ambivalente y foco de contradicciones. Finalmen-
te, se analizan las representaciones de los afectados respecto
de la mudanza, resaltándose la oposición entre la razón ins-
trumental con la que se implementaban las relocalizaciones
y las nociones sobre la justicia y la vida en el barrio.

El quinto capítulo se centra en las demandas y con-
flictos suscitados a partir de la implementación de la orden
judicial y, junto con ello, en las transformaciones territoria-
les generadas por la redefinición jurídica de la ribera. En
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un primer apartado se presenta a los actores involucrados
en la defensa de los afectados frente a las relocalizaciones.
Entre ellos, se destacan cuatro: la Fundación Temas –carac-
terizada por un trabajo barrial de larga data–, el Cuerpo
Colegiado –un colectivo de organizaciones nombradas por
la Corte Suprema para garantizar la participación de la
sociedad civil en el control de la ejecución de la sentencia–,
la Asesoría Tutelar y la Defensoría General de la Ciudad
–organismos autárquicos pertenecientes al Poder Judicial–.
En segundo lugar, se examina el proceso de delimitación del
camino de sirga y la realización del censo que determinó la
población a ser relocalizada, indagándose sobre todo en los
intereses y lógicas de acción que orientaban a los actores
involucrados. La tercera parte explora los dilemas genera-
dos por las primeras mudanzas con relación a la definición
de las zonas a demoler. En función de ello, se destacan com-
parativamente los criterios sostenidos por el IVC y aquellos
exigidos por los habitantes del camino de sirga. En cuarto
lugar, se presentan las denuncias suscitadas a partir de las
primeras relocalizaciones al complejo “Padre Mugica”. El
estado de las viviendas, la falta de cupos escolares y otras
falencias del barrio y de la infraestructura, según se analiza
aquí, fueron objeto de presentaciones judiciales por par-
te de la Defensoría General de la Ciudad. Por último, se
analizan las formas de protesta de las que se valieron los
afectados y cómo, en articulación con los defensores, com-
binaron repertorios de acción política con las herramientas
del campo jurídico.

En el capítulo seis se examinan los efectos político-
institucionales de la orden dictada por el juez Armella, y
cómo el conflicto se transformó a partir de la conforma-
ción de entramados normativos y procedimentales para el
cumplimiento de aquella. Luego de una presentación de
la relevancia analítica de la relación entre conflictividad e
institucionalización, se despliegan cuatro secciones. En la
primera se presenta la generación de canales de diálogo y
negociación entre los afectados y el IVC. Se argumenta aquí
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que las “mesas de trabajo” evidencian una institucionaliza-
ción “desde abajo”, dado que su puesta en funcionamiento
respondió a la presión de los afectados y sus defensores.
La segunda sección aborda el derrotero de la demanda por
que los futuros complejos habitacionales se ubicasen en las
cercanías del barrio de origen. En particular, se identifican
cuatro momentos: un relevamiento de terrenos realizado
por los propios afectados; la construcción de argumentos
jurídicos que justificasen la voluntad de permanecer en los
alrededores de la villa; la apelación a medidas de movili-
zación a raíz de la obturación de los canales de diálogo;
y el desplazamiento del reclamo a la esfera legislativa, por
medio de la formulación de una ley de expropiación de
los lotes pedidos por los habitantes de la ribera. En tercer
lugar, se coloca el foco en el papel del equipo territorial del
IVC, y en cómo sus iniciativas se volvieron determinantes
para el desarrollo del proceso de relocalización. Se presta
particular atención a la formulación de un “protocolo de
relocalizaciones” y a cómo por medio de éste se incorporan
demandas de los afectados al entramado institucional del
organismo de vivienda. Por último, se plantean interrogan-
tes relativos a la relación entre el proceso judicial analiza-
do y la situación sociohabitacional en la ciudad de Buenos
Aires. Específicamente, se indaga en el inicio de una nueva
etapa signada por la dinamización de las relocalizaciones
y se examina su vínculo con determinados cambios en el
abordaje gubernamental de la problemática villera.

El libro finaliza con unas conclusiones que recapitulan
los principales argumentos desplegados a lo largo de los
seis capítulos y sistematizan los modos de desarrollo de
cada uno de los objetivos específicos. Asimismo, se realizan
reflexiones generales en torno a la relación entre la judicia-
lización, la política y el conflicto, y se plantean interrogan-
tes aún no respondidos que se desprenden de este trabajo y
podrían ser abordados en futuras investigaciones.
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1

La judicialización de la política,
un fenómeno multidimensional

Las últimas décadas han mostrado un renovado protagonis-
mo del derecho y la justicia en la vida pública de la Argen-
tina1. No sólo jueces, fiscales o la misma Corte Suprema
han dado señales de una creciente capacidad de influencia
en el devenir de conflictos que antes parecían reservados
a canales extrajurídicos, sino que diversas organizaciones
no gubernamentales, movimientos sociales, grupos empre-
sariales e instituciones estatales han expresado una disposi-
ción cada vez mayor a recurrir a estas vías para vehiculizar
sus demandas y hacer valer sus intereses.

Por un lado, cuantiosas protestas populares que en
el pasado se hubieran impuesto gracias a la mediación de
partidos políticos o a través de la acción directa se vie-
ron trasladadas a los tribunales. Trátese de reclamos por
aumentos de precios en el transporte público, la instalación
de transformadores eléctricos, el desalojo de asentamien-
tos informales o la construcción de edificios y estaciones
de subterráneo, abundan –y son cada vez mayores– los
casos que han hallado cauce en los mecanismos ofrecidos
por la justicia. Para actores tales como sindicatos, asam-
bleas ambientales, organizaciones vecinales o asociaciones

1 En Scharager (2020a) puede hallarse un estudio basado en este capítulo que
versa específicamente sobre las diversas facetas de la judicialización de la
política.
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de consumidores, la canalización de los conflictos a través
del litigio se ha vuelto una opción cuya presencia se halla en
aumento entre sus repertorios de acción.

Asimismo, numerosas iniciativas de gobierno y dispu-
tas empresariales han estado signadas por la intervención
judicial. Desde leyes bloqueadas por recursos de ampa-
ro hasta obras públicas obstruidas por medidas cautelares,
las relaciones entre los actores políticos y económicos del
país se han visto cada vez más intersectadas con las reglas,
dinámicas y potestades de la justicia. Así, algunas medidas
gubernamentales trascendentales –como la regulación de
los medios de comunicación o reformas en el sistema previ-
sional– se desplazaron hacia el terreno del Poder Judicial.

Según Arrimada (2017), “la judicialización de la política
llegó para quedarse”, y las investigaciones judiciales han
sido instrumentalizadas para tomar decisiones de carácter
netamente político y discrecional, pues han hecho del expe-
diente un “arma” y de la justicia la continuación de la polí-
tica por otros medios. Señala así que los actores políticos
tienden a hallar en la judicialización una oportunidad para
degradar el capital político de los adversarios, clausurar
debates, dilatar la resolución de conflictos, forzar negocia-
ciones y legitimar u ocultar decisiones políticas.

Los jueces, sin embargo, no se han limitado a ser
meros receptores pasivos de estas nuevas formas de trami-
tación de los conflictos y de conducción de las relaciones
entre actores político-institucionales, sino que han mos-
trado una sustancial predisposición a involucrarse en los
asuntos públicos por medio de sentencias que sembraron
controversias respecto de los alcances de los dominios de lo
judicial vis à vis la política. Fuera por pedidos de detención
de altos funcionarios, órdenes de urbanización de barrios
informales lindantes a zonas de lujo o la declaración de
inconstitucionalidad de derechos como la gratuidad univer-
sitaria, los magistrados han tendido a ubicarse en el ojo de
la tormenta, acusados de pretender alcanzar objetivos polí-
ticos por medio de interpretaciones extremas del derecho
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que acaban traspasando fronteras preestablecidas. Así, en el
último tiempo, los tribunales han mostrado su influencia en
la desactivación de programas sociales, pero al mismo tiem-
po han resguardado las negociaciones salariales paritarias;
han cuestionado la constitucionalidad de viejos derechos,
pero a su vez han bloqueado incrementos exponenciales en
las tarifas de los servicios públicos. Pero acaso el denomina-
do lawfare (o “guerra jurídica”) llevado a cabo contra líderes
del “ciclo progresista” (Katz, 2017) de América Latina sea el
ejemplo más difundido de las nuevas inclinaciones políticas
de la justicia. Casos como la deposición de Manuel Zela-
ya (Honduras), el encarcelamiento de Lula Da Silva (Bra-
sil) y los procesamientos a Cristina Fernández de Kirchner
(Argentina) han dado cuenta de que el lugar cada vez más
preponderante del Poder Judicial en la definición de las
pugnas políticas es un fenómeno de carácter regional.

En casos como estos, diversos magistrados han sido
acusados de no ajustarse a las leyes vigentes y de crear
inéditos antecedentes en la jurisprudencia. De hecho, sus
argumentos, procedimientos y resoluciones generaron en
algunos casos acalorados debates entre constitucionalistas,
dirigentes políticos y en la opinión pública. Aunque hayan
apelado, como de rigor, a la confrontación de pruebas con
corpus legales para fundamentar sus sentencias, numerosos
abogados y juristas han afirmado que sus actos han escapa-
do a las reglas del campo del derecho.

En efecto, podría sostenerse que, amén del carácter
polémico de sus decisiones, las mismas han reposado sobre
un universo intrínsecamente lógico, que los juicios de valor
se hallaron subsumidos al raciocinio y procedimientos lega-
les y que, por ende, el Poder Judicial apenas se ha limitado
a resguardar el orden jurídico y a responder a las denuncias
de los ciudadanos conforme al derecho público. No obstan-
te, como señala Abdo Ferez (2013), los jueces han tendido
a adquirir un protagonismo y visibilidad pública cada vez
mayores, habiéndose hecho de un gran poder decisorio res-
pecto del derrotero de numerosos conflictos. En este marco,
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han asumido un rol proclive a la intervención en coyun-
turas políticas que coloca sobre la mesa los alcances de su
poder. Como indica Santos (2009: 82),

El nuevo protagonismo judicial […] se traduce en un enfren-
tamiento con la clase política y con otros órganos de poder
soberano, en especial con el poder ejecutivo. Y por esto […]
ahora se habla de la judicialización de los conflictos políticos.
Si bien es cierto que en el origen del Estado moderno el
sector judicial es un poder político –órgano de soberanía–,
sin embargo sólo se asume públicamente como poder político
en la medida en que interfiere con otros poderes políticos.
O sea, la política judicial, que es una característica matricial
del Estado moderno, sólo se afirma como política del sector
judicial cuando se enfrenta en su terreno con otras fuentes
de poder político. De ahí que la judicialización de los conflic-
tos políticos no pueda dejar de traducirse en la politización
del sistema judicial.

En definitiva, la judicialización excede su faceta ins-
trumental. Lejos de limitarse a ser una herramienta utiliza-
da premeditada e intencionalmente para dirimir las dispu-
tas políticas en el terreno de los tribunales, es un fenó-
meno polifacético con múltiples implicancias sociológicas.
En otras palabras, no sólo alude a la existencia de relacio-
nes ilegítimas e intereses espurios al interior de los pode-
res judiciales –como demuestra la noción de lawfare–, sino
que incide en el funcionamiento de las sociedades actuales
de manera más transversal: modifica los marcos de acción
colectiva, trastoca los modos en que se implementan políti-
cas e incluso –como veremos más adelante– altera las for-
mas sociales de percepción de los problemas.

Más aún, se trata de un asunto cuya discusión no se
ha limitado a los medios de comunicación o a la dirigencia
política, sino que se vio acompañado por la conformación
de un campo de análisis académico de alcances internacio-
nales. La producción sobre el tema ha recorrido países tan
disímiles como Filipinas (Neal Tate, 1994), Israel (Edelman,
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1994), Estados Unidos (Shapiro, 1994), Suecia (Holmström,
1994) y China (He, 2013). Sin embargo, la diversidad geo-
gráfica no expresa de por sí que se trate de un fenómeno de
dimensiones homogéneas; más bien, existen múltiples defi-
niciones en juego, englobadas bajo términos como “demo-
cracia judicial” (Kaluszynski, 2006), “juristocracia” (Hirschl,
2004) o “giro judicial” (Martin, 2011; Hilbink, 2008).

En Turquía, por ejemplo, Aydin-Çakir liga la judicia-
lización a lo que según él es una relación directa entre la
proximidad a las elecciones y la apelación a los tribuna-
les por parte de partidos de oposición que denuncian la
inconstitucionalidad de políticas gubernamentales. Según
el autor, éstos hallan en el traslado de sus diferencias polí-
ticas a la justicia una forma de aumentar su exposición
pública (2014: 490).

En la bibliografía europea, como apunta Abdo Ferez
(2013: 59), el problema a menudo ha estado asociado a los
debates por la creciente cesión de potestades y atribuciones
legislativas y de gobierno hacia instituciones supranaciona-
les u organismos multilaterales. Análisis como los de Sun-
kin (1994), Ten Kate y Van Koppen (1994), Davies (2012) y
Stone Sweet y Brunell (1998) se detienen en las implicancias
de la adhesión a convenciones, normativas y tratados de
la Unión Europea. Según el primero de ellos, que basa su
estudio en el caso del Reino Unido, la integración “[está]
ejerciendo presiones fundamentales sobre la Constitución
[…] y su cultura legal [que] sin dudas incrementarán” y por
ende “[las] cortes se acercarán más a la vida política y econó-
mica”. Finalmente, concluye que “conceptos como la supre-
macía del Parlamento se están transformando en la medida
en que las cortes se ven obligadas a pronunciarse sobre la
compatibilidad de la legislación primaria con la ley de la
Unión Europea” (Sunkin, 1994: 130, traducción propia).

Análogamente, en Estados Unidos se han multiplicado
las indagaciones sobre la judicialización con relación a las
transformaciones ligadas a la suscripción de pactos inter-
nacionales. En particular, es el caso de las controversias
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generadas por el Tratado de Libre Comercio de América
del Norte (NAFTA) y el Acuerdo General sobre Aranceles
Aduaneros y Comercio (GATT), así como por la integración
a organismos como la Organización Mundial del Comercio
(Zangl, 2008; Halliday y Osinsky, 2006; Chorev, 2005; Stein,
2001; McCall Smith, 2000).

En América Latina, mientras tanto, se han desarrollado
investigaciones orientadas por distintos tipos de preocu-
paciones. Por un lado, se halla un grupo de estudios que,
influenciados por tradiciones de la filosofía y la ciencia
política, perciben a la justicia como crecientemente poli-
tizada, y se preguntan por los efectos de este fenómeno
sobre las prácticas de gobierno. Siguiendo a la teoría políti-
ca moderna –deudora de la división de poderes montesque-
vinos–, la retratan como el “poder más débil, el que [debe]
ser protegido de la voracidad de los restantes”, aunque no
como “un fin en sí mismo” sino con el objetivo de “proteger
un fin mayor: la existencia de la República” (Abdo Ferez,
2013: 55). En última instancia, sostienen una concepción de
la justicia como poder contramayoritario que se resguardaría
del vaivén de los humores sociales y garantizaría la estabili-
dad del régimen político (Nosetto, 2014)2.

2 Según Abdo Ferez (2013), esta perspectiva oculta la politicidad de la justicia
y presenta sus prácticas como la mera aplicación de la letra de la ley. Desde
una sociología constructivista, Bourdieu (1986) coincidiría en señalar que el
campo jurídico se vale de recursos simbólicos y lingüísticos para construir
márgenes de autonomía, sentido de la universalidad y, por ende, ajenidad
respecto de la esfera de los valores (Dezalay y Rask Madsen, 2012; Roussel,
2004).
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Según Kapiszewski y Taylor (2008)3, estos tipos de tra-
bajos tienden a preguntarse por los modos en que las cortes
se insertan en los debates políticos, el tipo de control que
ejercen sobre los poderes ejecutivos y legislativos, las con-
secuencias de su intervención sobre la consolidación demo-
crática y los posibles riesgos que sufriría el sistema de divi-
sión de poderes. A su vez, en algunos casos, se destacan por
imprimirle una sustancial carga valorativa a los procesos
de judicialización. Un ejemplo de ello son estudios como el
de Couso (2004: 45), quien asegura que “en países con una
débil tradición de respeto al Estado de derecho, la judiciali-
zación de la política suele acabar con la independencia de la
judicatura, ya que los gobernantes –al advertir el potencial
de poder político de las cortes– sucumben a la tentación
de intervenir[la] con personas que les parezcan confiables”.
Por lo contrario, Pérez Perdomo se refiere elogiosamente a
la creciente intervención judicial al afirmar que “reciente-
mente, abogados y jueces han mostrado más independencia
y se han convertido en actores políticos activos, al usar el
derecho como instrumento de oposición a prácticas políti-
cas arbitrarias” (2006: 179, traducción propia).

A menudo, estos trabajos se han ligado al contexto
político de principios de este siglo, signado por el ascen-
so al gobierno de fuerzas que impugnaron las políticas

3 El trabajo de Kapiszewski y Taylor (2008) realiza un amplio estado del arte
acerca de las investigaciones sobre judicialización en América Latina. El
artículo se destaca especialmente por su capacidad de categorización y siste-
matización de las principales preguntas-problema y ejes de análisis. En par-
ticular, exponen los estudios centrados en las cortes han atravesado cuatro
etapas. En primer lugar, una serie de trabajos que hicieron foco en los proce-
sos de reforma judicial de fines de la década de 1980 y 1990, así como en
problemas relativos a la “justicia transicional” tras la caída de las dictaduras.
En segundo lugar, señalan que la literatura se centró en los “enclaves autori-
tarios” remanentes y en las formas de construcción de justicia al calor de la
consolidación democrática. Tercero, indican que la atención se amplió hacia
el rol de las cortes en relación con la justicia social y la garantía de derechos
ciudadanos. Por último, argumentan que emergió un corpus de estudios que
apuntaron a analizar al problema de la justicia en tanto instituciones políti-
cas, es decir, los procesos de judicialización.
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neoliberales y, en diversos grados, entraron en conflicto
con los poderes judiciales. En este marco, la judicialización
como objeto de análisis atravesó al conjunto de la región,
hallándoselo en naciones políticamente tan disímiles como
Brasil (Santiso, 2004; Ríos-Figueroa y Taylor, 2006), México
(Finkel, 2005; Domingo, 2005), Ecuador (Conaghan, 2012;
Basabe-Serrano, 2012), Costa Rica (Wilson, 2005), Chile
(Hilbink, 2003; Couso, 2005“a”) y Venezuela (Pérez Perdo-
mo, 2005; Sánchez Urribarri, 2011).

Otro grupo de trabajos en América Latina se ha carac-
terizado por una preocupación acerca de los efectos más
duraderos de la judicialización sobre la vida social (Azuela,
2014), es decir, sus efectos estructurantes –tanto materiales
como simbólicos– sobre las relaciones sociales, la organi-
zación política y el desarrollo de los conflictos (Rodríguez
Garavito, 2011). En lugar de valorar estos fenómenos según
su impacto sobre la división de poderes y el funcionamiento
de la democracia, estos trabajos exploran las transforma-
ciones que acarrea la creciente influencia de la justicia y
el derecho en la tramitación de demandas. En particular,
algunos de ellos se focalizan en las potencialidades y lími-
tes del litigio a la hora de garantizar derechos (Gargare-
lla, 2006; Hilbink, 2008), trátese de los referidos al acce-
so a medicamentos (Biehl et al., 2012), a la salud sexual y
reproductiva (Peñas Defago y Morán Faúndes, 2014) o a la
vivienda (Konzen, 2014). Otros tantos, por su parte, inda-
gan en torno a los efectos de la constitucionalización de los
derechos sociales y su exigibilidad, es decir, la existencia de
herramientas legales mediante las cuales los actores puedan
reclamar su cumplimiento (Brinks y Gauri, 2014).

A este respecto, en la Argentina se han acrecentado los
estudios que abarcaron problemáticas como la judicializa-
ción de la política habitacional (Bermúdez, Barrenechea y
Royo, 2014), de los derechos sociales (Bertrau, 2014; Arci-
diácono y Gamallo, 2014), de los derechos de las comunida-
des indígenas (Álvarez, 2014), de la protesta social (Axat et
al., 2003; Maneiro, 2004), de las reivindicaciones en materia
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de género (Cardinaux et al., 2012), de los conflictos ambien-
tales (Merlinsky, 2013), de las luchas por la urbanización
de villas (Vaccotti, 2017; Cravino, 2006, Delamata, 2016)
y de las disputas por los usos del suelo urbano (González
Redondo, 2015; Azuela y Cosacov, 2013). Los ejes de aná-
lisis han variado desde el rol de los jueces y las transfor-
maciones institucionales generadas por sus sentencias hasta
los usos del derecho por parte de los actores y sus modos
de movilización. El denominador común, a fin de cuentas,
ha sido una preocupación por las tensiones inherentes al
tránsito de los conflictos de un lado al otro de la frontera
político-judicial.

De aquí en adelante, este capítulo se divide en cuatro
apartados. En primer lugar, se realizará una breve genealo-
gía del proceso de judicialización en Argentina, destacándo-
se acontecimientos e hitos de las últimas cuatro décadas que
han influido en un reposicionamiento del Poder Judicial y
del derecho como ordenadores de las relaciones sociales.
Veremos que la transición democrática, la reforma consti-
tucional y el fortalecimiento del enfoque jurídico neocons-
titucionalista apuntalaron simbólica y normativamente a la
justicia como reguladora de la política y los conflictos.

En segunda instancia, a partir de la presentación de
cuatro casos, se examinarán los modos en que diversos con-
flictos sociales han tendido a desplazarse hacia la justicia,
entendida como ámbito con la potencialidad de canalizar
demandas y abrir horizontes de acción. Se observará, a este
respecto, que la judicialización no sólo cambia las reglas
bajo las cuales se dirimen estos procesos sino que tiende a
modificar los marcos de expectativas y por ende las cosmo-
visiones de los actores.

En tercer lugar, se analizará la judicialización desde el
punto de vista de los operadores jurídicos, describiéndose
los modos en que jueces y defensores públicos se involucran
en asuntos tradicionalmente dirimidos en términos políti-
cos. En particular, se abordarán las formas en que la justicia
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se implica en el diseño, formulación e implementación de
políticas públicas, subrayándose como paradigmáticas las
cualidades del “litigio estructural”.

Por último, se realizarán propuestas teórico-
metodológicas para el análisis sociológico de los procesos
de judicialización de la política y los conflictos, indagándo-
se en los límites de las visiones lineales sobre las políticas
públicas que reifican al Estado. En su lugar, se examinarán
las potencialidades de la perspectiva de la “acción pública”
y se sugerirá la necesidad de contemplar las instituciones
estatales en su carácter desagregado y heterogéneo.

El reposicionamiento del derecho y el Poder Judicial
en la Argentina democrática

La transición democrática constituye un momento insosla-
yable para periodizar y explicar la expansión del fenómeno
de la judicialización en la Argentina. Desde el primer golpe
de Estado ocurrido en 1930 hasta el fin de la última dicta-
dura en 1983, el país había experimentado décadas política-
mente turbulentas en las cuales las interrupciones del orden
legal, la restricción de la democracia a raíz de la proscrip-
ción del peronismo y la violencia política se habían vuelto
moneda corriente. En este marco, la caída del régimen mili-
tar fungió como parteaguas que dio inicio a una nueva etapa
signada por el repliegue político de las Fuerzas Armadas,
la estabilización del sistema de partidos y la vigencia de las
garantías constitucionales.

En particular, el juicio a las juntas militares llevado a
cabo tras la caída del régimen tiende a ser identificado como
determinante para el inicio de un reposicionamiento políti-
co y simbólico del Poder Judicial y del Estado de derecho en
su conjunto (Smulovitz, 2008; Nosetto, 2014). Por un lado,
implicó que los tribunales en los que se enjuiciaba a los res-
ponsables de la dictadura militar se colocaran en el centro
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de la agenda pública, pues del resultado de esos juicios
dependería el devenir del regreso a la democracia en aque-
llos turbulentos primeros momentos de la transición. Por
ende, la experiencia de los juicios facilitó también un proce-
so de autoafirmación de los jueces, que estaban teniendo un
protagonismo sin precedentes en temas políticos altamente
sensibles (Domingo, 2004), en oposición al lugar subordi-
nado que hasta entonces solía tener la justicia en relación
con la mayoría de los asuntos de discusión social.

Por otro lado, el juicio no consistió en un mero proce-
dimiento de impartición de justicia penal, sino en un pro-
ceso con profundas implicancias y ramificaciones de orden
cultural y político. Como indica Galante, la potencia des-
criptiva y escenificante del juicio para con los delitos de
lesa humanidad cometidos en los años previos construyó
desde el punto de vista comunitario la idea de la vigencia
del sujeto de derecho:

La existencia de las víctimas, y su reconocimiento por la voz
judicial, conllevaría un reconocimiento del valor general de
la idea del derecho desde el punto de vista de la preservación
de la comunidad política. En esta dirección, la idea de sujeto
de derecho y la de Estado de derecho operarían como tér-
minos equivalentes, porque lo que subrayaban una y otra no
eran necesariamente los derechos de individuos particulares
determinados sino la vigencia de un orden comunitario que
se apoyaba en el enunciado de la vigencia de esos derechos al
nivel de la sociedad (Galante, 2011: 6).

El proceso de irradiación del sujeto y el Estado de dere-
cho como ordenadores políticos y culturales de la sociedad
en el período posdictatorial no sólo se ancló en el juicio
a las juntas militares, sino que incluso se convirtió en una
marca distintiva de la figura de Raúl Alfonsín, quien enca-
bezó el primer gobierno democrático y se volvió un ícono
de la vigencia de los derechos como principio regulador de
las relaciones sociales. En efecto, éstos se volvieron uno de
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los principales ejes discursivos del alfonsinismo, en tanto
operaban como ruptura con el régimen autoritario (Aboy
Carlés, 2001; Galante, 2011).

La centralidad del discurso de derechos y la potencia
política y cultural del juicio a las juntas militares conlle-
varon sobre todo un aumento de las expectativas para con
la capacidad de las instituciones de resolver los problemas
sociales, especialmente luego de años en que el autorita-
rismo, la violencia y la censura tendían a ser la respuesta
habitual a la conflictividad. Asimismo, el protagonismo de
los movimientos de derechos humanos en aquellos años
de reinstauración democrática, así como el de grupos de
abogados que durante la dictadura batallaban legalmen-
te contra la desaparición forzada de personas mediante la
presentación de recursos de amparo, también reposicionó
socialmente a la justicia (Domingo, 2004). Si a mediados del
siglo XX la “cultura de derechos” era más bien estatalista,
pues se encarnaba en las conquistas alcanzadas bajo el lide-
razgo de Perón, ésta se transformaría en la transición de
la década de 1980 de la mano del movimiento de derechos
humanos, que interpelaba a la sociedad con el principio
del “derecho a tener derechos” (Martin, 2011: 368). En este
período, apuntan algunos autores, se reconoció el valor de
los derechos como reguladores sociales (Nosetto, 2014), las
propias percepciones acerca de la ley se vieron transforma-
das, y el sistema judicial se visualizó como un espacio para
la canalización de los conflictos (Smulovitz, 2008).

A estos elementos que dan cuenta de una nueva “cultu-
ra legal” (Domingo, 2004), consistente en el reconocimiento
del sistema judicial y la ley como instrumentos ordenadores
del nuevo Estado de derecho, se agregan factores interna-
cionales que también han afectado las formas de interacción
entre el derecho y la política. El lenguaje y el discurso en
torno a los derechos humanos, cada vez más universalmen-
te aceptados (ver recuadro), impactaron no sólo en el plano
de las reivindicaciones e imaginarios sociales, sino en la
emergencia de marcos legales y tratados que se difundieron

44 • Más allá del lawfare

teseopress.com



transnacionalmente en un proceso de “globalización legal”
(Sieder, Schjolden y Angell, 2008) y adquirieron estatus
jurídico a nivel local por medio de su incorporación a la
Constitución Nacional en 1994.

La expansión del neoconstitucionalismo

El enfoque de los “derechos fundamentales”, cono-
cido también como “neoconstitucionalista”, consiste en
un discurso jurídico que, expandido en América Latina
en las últimas décadas, reivindica la importancia de la
justicia como reguladora de los conflictos que llegan a
los tribunales y subraya su aptitud para impulsar cam-
bios acordes a los proyectos y derechos plasmados en
las nuevas leyes y constituciones. Este enfoque coloca
a los derechos inherentes a las personas –esto es, los
derechos humanos– en el centro del análisis, convir-
tiéndose en un fundamento argumental explícito de la
reflexión jurídica en su conjunto (Carbonell, 2007, cita-
do en Azuela, 2014: 11).

Diferenciada del constitucionalismo que sucedió a las
revoluciones burguesas de fines del siglo XVIII, esta corrien-
te puede ser entendida como teoría o concepción acerca de
la realidad jurídica e incluso como postura ideológica acerca
de la función que los jueces están llamados a realizar en una
democracia constitucional (Santiago, 2008: 4). Surgido tras la
conmoción política y moral de la Segunda Guerra Mundial,
este enfoque trasladó al plano jurídico el avance del paradig-
madelosderechoshumanos,quepormediodetratadosycon-
venciones internacionales estaba en vías de institucionalizar
una nueva moral y un inédito piso de garantías individuales
y sociales. Estos preceptos fueron incorporados al entrama-
do jurídico de algunos países europeos en reformas constitu-
cionalestempranas(Italia,en1947;Alemania,en1949),mien-
tras que otros lo hicieron luego de tardías aperturas democrá-
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ticas (Portugal, en 1976; España, en 1978). En América Lati-
na, por su parte, este proceso también tuvo su puntapié en la
caída de las dictaduras y el fin del período autoritario: modi-
ficaron su Carta Magna países como Ecuador (1978), Brasil y
Chile(1989),Colombia(1991),Paraguay(1992),BoliviayPerú
(1993),yArgentina,NicaraguayGuatemala(1994).

La transformación neoconstitucional de los marcos legales
endiversasregionesdelglobofuelaexpresiónenelplanonor-
mativodelacrecientecentralidaddelosderechoshumanosen
la vida pública e institucional (Santiago, 2008; Rendón, 2005;
Pozzolo, 2015). Pero además de tomar la forma de cambios
legislativos y volverse valores que extendían su influjo a las
relaciones sociales mismas, comenzaron a impregnar el orde-
namientopolítico-jurídicodelEstadopormediodeundetalle
minucioso de los derechos constitucionales de las personas y
unaconsagracióndelasgarantíasqueloshacenefectivos.

Aunque este paradigma no se volvió hegemónico y, de
hecho, compite con otras posturas en el debate público y en
la práctica del derecho (Azuela, 2014), ciertamente tendió a
modificar el lugar político y jurídico de la Constitución con
relaciónalospoderesdelEstado.SegúnSantiago(2008),mien-
trasqueantesellaeraconsideradacomounacartadirigidafun-
damentalmente al Parlamento –proveyendo a los represen-
tantes de marcos dentro de los cuales se podría legislar–, se
pasó a su consideración como norma jurídica suprema y de
aplicación directa, dirigida en especial a los tribunales y a la
CorteSuprema:“delEstadolegaldeDerechosepasaalEstado
ConstitucionaldeDerecho,dondelaconstitución,muchomás
que la ley, se convierte en el centro de todo el sistema norma-
tivo. De la centralidad del Estado y de sus prerrogativas, se da
lugar a la consideración de la persona humana y sus derechos
comoejesdelsistemajurídico.Delasoberaníadellegisladorse
pasaalapalabrafinalacargodelosjueces”(Santiago,2008:7).
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Puntualmente, el proceso constituyente implicó la
incorporación a la Carta Magna de nuevos derechos deno-
minados “de segunda generación” y de “tercera generación”,
muchos de los cuales se habían plasmado en la Declaración
Universal de los Derechos Humanos de 1948 y en el Pacto
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales de 19664. Pero además de generar herramientas para
la lucha contra la discriminación, jerarquizar el derecho a
la vivienda y otorgar protección a pueblos originarios, a
consumidores y al medioambiente, la reforma de la Consti-
tución también reconoció herramientas como el amparo, la
cual legitimó la apelación a la justicia tanto de parte de ciu-
dadanos afectados como de asociaciones civiles y de nuevas
entidades de defensa de derechos destinadas a “[defender]
la legalidad de los intereses generales de la sociedad” (Art.
120, Constitución Nacional)5.

En efecto, tanto en el caso argentino como en toda la
generación de reformas constitucionales en América Latina
de aquella época se incrementó el tipo y la cantidad de

4 Mientras que los derechos de primera generación refieren a los derechos
civiles y políticos (la libertad de expresión y de culto, el sufragio, la libre cir-
culación, reunión y manifestación, la presunción de inocencia, entre otros),
los de segunda y tercera generación tienden a hacer alusión a los derechos
económicos, sociales y culturales. Éstos incluyen el derecho al trabajo, a la
asociación sindical, a la salud, a la educación, a la participación en la vida
cultural, al agua, a la vivienda, a la alimentación y al ambiente.

5 En una sintética y efectiva descripción de los cambios que introdujo la
reforma constitucional, Mariela Puga afirma que “la incorporación de las
acciones colectivas […] convirtió a la justicia en un terreno potencialmente
más accesible a cierto tipo de demandantes y de demandas […] [como] recla-
mos de clase de grupos minoritarios, o demandas de recomposición del
ambiente”. Además de habilitar la vía judicial para canalizar reivindicacio-
nes sociales, “condujo a la juridización de determinados conflictos que no
pueden verse como meramente individuales, y que ahora se ajustan a la idea
de ‘violaciones de derechos’, en base a una clara perspectiva estructural de
los conflictos”. Por otro lado, la autora destaca una tercera innovación de la
reforma: la habilitación de la acción de amparo “no sólo para casos de viola-
ción de derechos constitucionales, sino también para la violación de normas
de jerarquía inferior”, con lo cual “se ampliaron las posibilidades jurídicas
para que el ciudadano común enfrente, a bajo costo, tanto a las leyes del
gobierno como a las prácticas privadas” (2013: 43).
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actores legitimados para presentar demandas, y se estipuló
la conformación de organismos encargados de litigar en
nombre del interés público, tales como la “Procuraduría
Federal de los Derechos del Ciudadano” en Brasil, la “Pro-
curaduría para la Defensa de los Derechos Humanos” en El
Salvador, el “Defensor de los Habitantes” en Costa Rica y el
“Defensor del Pueblo” en Argentina. Estas entidades, a las
que en el caso de la ciudad de Buenos Aires se agregan otras
como el Ministerio Público Fiscal, de la Defensa y Tute-
lar, ampliaron las vías de acceso a las cortes y en conjunto
con organismos no gubernamentales se volvieron condi-
ción de posibilidad para la canalización judicial de diver-
sas demandas sociales. Particularmente, estas plataformas de
apoyo (Smulovitz, 2008) o redes de patrocinio (Arcidiácono y
Gamallo, 2011) se han abocado a la defensa de población
vulnerable afectada por políticas estatales y, como se verá
en profundidad en los próximos capítulos, adoptaron como
tarea garantizar el acceso a la justicia por medio del trabajo
territorial (Scharager, 2019). Más aún, estas redes han con-
formado una “comunidad legal garantista” que, a la par de
jueces y abogados-académicos,

[ha] venido potenciando y expandiendo el discurso jurídico
en asuntos tradicionalmente abordados por el discurso políti-
co, mediante su participación en debates públicos, demandas
judiciales, sentencias, etc. En otras palabras, se constituyó un
patrón activista, de corte normativo y estratégico, que atra-
viesa la democratización y que, en lo esencial, supone una
nueva relación entre el discurso jurídico y el lenguaje político
en el tratamiento de problemas comunitarios, imantado por
el enfoque de derechos (Delamata, 2013: 151).

En diálogo con la sociología de la acción colectiva,
podría afirmarse que las redes de patrocinio y la pro-
pia reforma constitucional apuntalaron la judicialización
al otorgar jerarquía a un vasto conjunto de derechos y al
crear novedosas herramientas para garantizarlos (Nosetto,
2004). Es decir que los cambios generados en la estructura
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de oportunidades sociales y legales (Smulovitz, 2008; Tilly,
2008) se convirtieron en la condición de posibilidad para
que diversos colectivos de actores concibieran la utilización
de nuevas herramientas para dar curso a la conflictividad.
Como señala Smulovitz (2008), las redes y organismos abo-
cados al litigio de derechos facilitaron el acceso a las cortes
y permitieron la persistencia de las acciones de demanda,
especialmente por parte de actores sin habilidades profesio-
nales, conocimientos técnicos, o incluso tiempo y capacidad
de canalizar sus reclamos por otras vías.

Finalmente, algunos autores colocan a la crisis del Esta-
do de bienestar surgida en la década de 1970 como factor
explicativo del creciente traslado de los conflictos políti-
cos y sociales a la esfera del litigio. Tanto Nosetto (2014)
como Smulovitz (2008) sostienen que la retracción de este
modelo y el ascenso del Estado neoliberal dieron lugar a
una complejización de la estructura social y la aparición de
nuevos movimientos, identidades y demandas que, al verse
incapaces de ser satisfechas por un bienestarismo en reti-
rada, encontraron su cauce por vía judicial. A sabiendas de
las dificultades y arbitrariedades propias de toda explica-
ción causal (Weber, 1993), podría afirmarse que, en el mar-
co de esta crisis y la transición democrática, la expansión
del “catálogo de derechos” (Delamata, 2013), la creación
de nuevas herramientas legales y la emergencia de actores
intermediarios cuyo rol es facilitar el acceso a la justicia
funcionaron “como pinzas” (Nosetto 2014) que condujeron
a la tramitación judicial de asuntos que anteriormente se
hallaban restringidos a la acción política.

Más allá del lawfare • 49

teseopress.com



El desplazamiento de los conflictos y las demandas
sociales a los tribunales

Analizar la judicialización en sus múltiples aristas implica
no circunscribir la política a su sentido más estricto, res-
tringiéndola a términos partidarios o institucionalistas.
Más bien, supone contemplar cómo conflictos sociales de
todo tipo han encontrado cauce en los tribunales, incluso a
iniciativa de los actores en posiciones estructuralmente más
débiles. La apelación a la justicia no sólo ha sido elección de
políticos sino que, como resalta Smulovitz (2008), también
ha sido preferida por actores desorganizados, pequeños o
con objetivos precisos. Para ellos, las condiciones de acce-
so a los tribunales resultan menos exigentes que las que
caracterizan a otras formas de intervención política, cuyo
éxito suele depender de la capacidad de emprender acciones
colectivas y dar cuenta de algún grado de generalidad en
sus reclamos. Para intervenir en la arena judicial, señala la
autora, los actores no precisan demostrar la extensión de
sus reivindicaciones, y por ende no deben de por sí diluir la
particularidad de sus demandas. En su lugar, apenas se les
exige la justificación de sus peticiones según reglas preexis-
tentes y con argumentos razonables, y aunque esto no les
garantiza resultados, sí reduce los requisitos que habilitan
su acción. Por ende, “al enmarcar sus acciones en el len-
guaje y la lógica del derecho, actores minoritarios pero con
objetivos intensos consiguen sortear las dificultades que
enfrenta la organización de acciones colectivas en la arena
política” (2008: 289). Basta con remitirse a casos recientes
como resistencias vecinales a la construcción de aeropuer-
tos o edificios en barrios residenciales para tomar nota de
estos modos de apelación a la justicia.

A fines de 2017, en la localidad bonaerense de El Palo-
mar comenzó la remodelación de una base aérea militar con
el fin de adaptarla a usos comerciales, en particular para
las operaciones de una nueva aerolínea de “bajo costo” (o
low cost) que, como es habitual en este tipo de compañías,
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suelen apuntar a la utilización de aeropuertos alternativos
para abaratar costos de funcionamiento. Una vez que inicia-
ron las obras, grupos de vecinos que habitaban en las pro-
ximidades comenzaron a movilizarse, distribuir panfletos
y realizar campañas públicas alertando contra los perjui-
cios que traería el uso intensivo del predio: contaminación
sonora y ambiental, afectación a las escuelas circundantes,
riesgo para espacios naturales protegidos, alteración de la
tranquilidad de la zona y daño a un Sitio de Memoria des-
de donde operaban los “vuelos de la muerte” durante la
dictadura militar6. En busca de frenar esta obra –princi-
pal emblema de la decisión gubernamental de implementar
la libre competencia (o política de “cielos abiertos”) en el
transporte aéreo–, los vecinos presentaron un recurso de
amparo reclamando su cese. Pocas semanas después, una
jueza dio lugar al pedido exigiendo asimismo una evalua-
ción de impacto ambiental y un informe de la Secretaría
de Derechos Humanos.

Un segundo conflicto que amerita traerse a colación
tuvo sus orígenes en 2002, cuando inició un proceso de alza
exponencial en la edificación en la ciudad de Buenos Aires:
en sólo cuatro años, la construcción autorizada aumentaría
de cerca de 250 mil metros cuadrados a más de tres millo-
nes (Dirección General de Estadística y Censos, 2012). En
algunos barrios, como Caballito, los cambios fueron par-
ticularmente pronunciados, pues allí se concentraron gran
parte de las nuevas obras, en su mayoría edificios de depar-
tamentos que sobresalían entre las construcciones bajas
que caracterizaban a la zona. En 2006, grupos de vecinos
comenzaron a movilizarse alertados por el abrupto cambio
en la fisionomía de sus calles, denunciando la alteración del
estilo del barrio, la falta de luz natural que generarían las
sombras de las grandes torres, y el riesgo de la saturación

6 Se denomina “vuelos de la muerte” a una práctica llevada a cabo por las
Fuerzas Armadas durante la dictadura (1976-1983) consistente en el arrojo
de personas detenidas-desaparecidas desde aviones hacia el río.
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del servicio eléctrico, de agua y de gas. Por medio de cor-
tes de calle, cacerolazos y movilizaciones lograron instalar
el conflicto en la agenda mediática, y a partir de la pre-
sentación de recursos de amparo obtuvieron resoluciones
judiciales que ordenaron al Gobierno de la Ciudad la sus-
pensión de nuevos permisos de edificación.

Siguiendo a Azuela y Cosacov (2013), puede argumen-
tarse que, en este caso, la judicialización tuvo consecuencias
significativas que excedieron a los efectos directos de las
resoluciones de los jueces intervinientes. El fundamento
con el cual se presentaron los amparos, que en su mayoría
referían al peligro de que se generase un daño ambien-
tal, condujeron a una “ambientalización” del conflicto: al
redefinirse, éste tendió a desplazarse del eje de controver-
sias por los “usos del suelo” y se comenzó a insertar en el
amplio campo de luchas ambientales que estaba en auge en
aquel entonces. Por eso, Azuela (2014) recuerda que deben
tenerse tres precauciones al analizar un caso como éste. En
primer lugar, que el hecho de que un conflicto se judicialice
no implica que se convierta en su totalidad en procedimien-
tos jurídicos; en segundo lugar, que al entrar al mundo del
derecho aparecen relaciones de poder que son propias del
campo jurídico y que pueden afectar el resultado del con-
flicto; y finalmente, que su ingreso a dicho campo produce
una redefinición del mismo, por lo cual también se trans-
forma lo que está en disputa. Por ende, la inscripción de
los conflictos en el plano judicial supone un desplazamiento
hacia otras arenas y a la vez una mutación de las reglas con
las que éstos se dirimen.

El vertiginoso ascenso en la última década de las luchas
por los derechos LGBT7 constituye otro ejemplo de cómo la
conquista de reivindicaciones y la instalación de determi-
nadas problemáticas sociales en la agenda pública ha sido
facilitada por el traslado de las demandas a los tribunales.
El caso de mayor resonancia fue la aprobación en el año

7 Las siglas refieren al colectivo de Lesbianas, Gays, Bisexuales y Trans.
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2010 de una ley que habilitó el matrimonio entre perso-
nas del mismo sexo tras extendidos debates parlamenta-
rios, en los medios de comunicación y en la sociedad en
general. Conocida como “Ley de Matrimonio Igualitario”,
esta iniciativa fue motorizada por organizaciones ligadas al
movimiento LGBT que, además de apelar a movilizaciones
y a la vía legislativa para instalar sus reclamos en la agen-
da pública, recurrieron paralelamente a la justicia a partir
de 2007 siguiendo una estrategia político-judicial planifica-
da (Federación Argentina LGBT, s/f). La acción que cobró
mayor resonancia fue la solicitud de turno para casamien-
to en el Registro Civil de la ciudad de Buenos Aires por
parte de la presidenta de la Federación Argentina LGBT y
su pareja. Ante la negativa del organismo, presentaron un
amparo que, resguardándose en la garantía constitucional
de igualdad entre las personas, reclamaba la declaración de
inconstitucionalidad de los artículos del Código Civil que
impedían el matrimonio de dos hombres o dos mujeres
entre sí. Este recurso fue elevado a la Corte Suprema, la cual
en pleno debate parlamentario dejó trascender que avalaría
el pedido de casamiento. Si bien tal pronunciamiento no
sucedió –pues el Congreso sancionó la normativa pocos
días antes de que se diera a conocer el fallo–, el tránsito
de esta demanda por los tribunales constituyó un canal de
presión que instaló el debate a nivel social e impulsó la dis-
cusión legislativa. Procesos similares sucedieron con otros
proyectos de alto impacto público, como la Ley 26.862 de
Fertilización Asistida –que tiene por objeto “garantizar el
acceso integral a los procedimientos y técnicas médico-
asistenciales de reproducción médicamente asistida” (Art.
1)– y la Ley 26.743 de Identidad de Género –que permite
que las personas trans puedan inscribirse con el nombre
y género de su elección e incluye en el Programa Médico
Obligatorio todos los tratamientos de adecuación–.

Puede traerse a colación un último caso que, contraria-
mente al argumento de Smulovitz (2008) expuesto anterior-
mente, muestra cómo los actores sociales en conflicto que
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han apelado a la justicia también han contado con una signi-
ficativa capacidad de movilización y captación de atención
pública. En 2003, un grupo de vecinos de la ciudad argen-
tina de Gualeguaychú se anotició de que a escasos kilóme-
tros, sobre la costa del Río Uruguay –que hace las veces de
frontera con el país homónimo–, iniciaría la construcción
de dos fábricas productoras de pasta de celulosa. Alertados
por su carácter potencialmente contaminante, los habitan-
tes de esta localidad reclamaron la suspensión de los pro-
yectos por medio del bloqueo de un puente internacional,
manifestaciones en la ciudad de Buenos Aires y en cumbres
políticas regionales, e incluso a través del tejido de redes
con asambleas ambientales de otras localidades ribereñas
de su provincia que, en solidaridad, cortaron el resto de los
accesos terrestres al país vecino. En paralelo a las protestas,
la “Asamblea de Gualeguaychú” le exigió continuamente al
gobierno argentino la elevación de una demanda a la Corte
Internacional de Justicia contra la República Oriental del
Uruguay por incumplimiento del tratado de uso comparti-
do del río. En 2006, luego de años de escalada diplomática
y de crecimiento del conflicto, el gobierno aceptó el pedido
de los manifestantes y trasladó el conflicto a dicho tribunal,
que dictó sentencia en 2010 reconociendo violaciones al
Tratado del Río Uruguay pero descartando cualquier orden
de desmantelamiento, que aparecía como la única solución
viable para los asambleístas (Merlinsky, 2009).

El ingreso de la justicia a este extenso y profundo
conflicto –o bien el desplazamiento del conflicto hacia la
justicia– permite extraer dos conclusiones relevantes a la
luz de las discusiones hasta aquí planteadas. Por un lado,
la demanda presentada ante el tribunal de La Haya abrió
una ventana de cuatro años de espera que, lejos de llevar
a una suspensión de las medidas de acción directa, las vio
sostenerse e incluso radicalizarse. Como recuerda Abra-
movich (2005), las estrategias legales en ocasiones se ven
acompañadas por el activismo y movilización de los pro-
tagonistas del conflicto, que buscan mantener la visibilidad

54 • Más allá del lawfare

teseopress.com



de sus reclamos y dar cuenta –por vías extrajurídicas– de
aquello que está en juego en el expediente judicial. En otras
palabras, la movilización legal y la movilización política
no constituyen polos opuestos, sino que aquella puede ser
entendida como parte de los repertorios de ésta (Arcidiá-
cono y Gamallo, 2014: 44). Así, en el caso de Gualeguaychú,
la justicia no apareció como una vía suplementaria a los
métodos tradicionales de los movimientos sociales y los
grupos de protesta, sino que los complementó.

Por otro lado, sin embargo, el dictado de sentencia por
parte del tribunal internacional sí operó como punto de
quiebre para el inicio del fin del conflicto. Luego de pro-
nunciado el fallo, desgastes internos y presiones externas
condujeron a que paulatinamente los asambleístas de Gua-
leguaychú comenzaran a desmovilizarse. Las esperanzas
depositadas por los actores en la canalización judicial del
diferendo, y por ende en la capacidad de las instituciones de
la justicia en dar respuesta a una demanda popular cuando
todas las otras vías parecían no estar dando los resultados
esperados, da cuenta de cómo en paralelo a la judicializa-
ción de los conflictos puede evidenciarse una juridificación
de las expectativas de los actores. En otras palabras, un con-
flicto se juridifica no sólo cuando éstos apelan a la justicia
para dar curso a sus reivindicaciones, sino cuando se for-
mulan horizontes y representaciones que se adecúan a las
reglas de lo posible y lo esperable en el mundo jurídico8.

8 El traslado del conflicto hacia La Haya es pasible de otras interpretaciones
políticas: fundamentalmente, que la judicialización transnacional encapsuló
el diferendo y facilitó una normalización de la relación binacional.
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Jueces, defensores y formulación de políticas públicas:
los alcances del activismo judicial

En tanto la justicia es una técnica o dispositivo que erige
a un juez por sobre dos partes en disputa para operar
como reguladora de las relaciones sociales (Foucault, 1992;
Nosetto, 2014), la ampliación de su esfera de influencia
hacia conflictos que otrora se tramitaran y saldaran por
canales no judiciales es una problemática cuyos efectos
alcanzan a la sociedad y al funcionamiento del Estado. En
términos globales, la literatura tiende a coincidir en defi-
nir a la judicialización como un creciente involucramiento
del Poder Judicial en asuntos de la vida social y políti-
ca y un desplazamiento de las instancias por las que los
actores canalizan los conflictos, sea por iniciativa de los
jueces o porque los propios actores lo consideran venta-
joso (Arqueros et al., 2011). Dicho de otro modo, consiste
en un vínculo novedoso entre la política –entendida como
forma no judicial de tramitación de los conflictos– y la
propia esfera judicial, que comienza a implicarse en pro-
blemas usualmente zanjados en otros campos (Smulovitz,
2008; Sieder, Schjolden y Angell, 2008; Domingo, 2004) y
a volverse el ámbito donde ciertos actores sociales intentan
acotar los márgenes de acción de otros; especialmente, fis-
calizar o impugnar decisiones gubernamentales, así como
dialogar o confrontar con sus diferentes instancias (Dela-
mata, Sehtman y Ricciardi, 2014). Esta creciente presencia
de los tribunales en los horizontes de acción de los actores y
en el derrotero de los conflictos mismos produce, en última
instancia, una transformación en las relaciones entre los
grupos sociales en disputa así como una transferencia de
la toma de decisiones político-estatales de las legislaturas y
los ministerios a las cortes y los juzgados (Vallinder, 1994;
Abdo Ferez, 2013).

La judicialización, por lo tanto, debe entenderse como
un proceso de creciente entrelazamiento de la justicia con
los procesos políticos y sociales, que conlleva un uso cada
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vez más habitual del derecho y los mecanismos legales
por parte de diversos actores que se movilizan en torno a
determinados intereses, problemáticas o demandas. Así, se
extiende la discusión en clave jurídica y se incrementa la
invocación a los derechos en instancias tan variadas como
manifestaciones populares, discursos de funcionarios y el
quehacer de organizaciones de la sociedad civil (Arcidiá-
cono y Gamallo, 2014). Sobre todo, el derecho se fortalece
como marco interpretativo de los actores (Delamata, 2013),
es decir, como brújula con la cual se conducen ante la con-
flictividad. Siguiendo el concepto de Tilly (2008), podría
afirmarse que la judicialización coloca a la apelación a la
justicia en un lugar cada vez más relevante dentro de los
repertorios de protesta social. Los cambios en las posibili-
dades objetivas para emplazar demandas, junto con el forta-
lecimiento social del derecho, tienden a que la acción direc-
ta se vea complementada (y en algunos casos reemplazada)
por la acción en los tribunales. Como afirma O’Donnell,

La judicialización de la política se debe concebir, en parte,
como un aspecto del fenómeno más amplio de la judicia-
lización de las relaciones sociales en su conjunto. En gran
medida, la judicialización de las relaciones sociales (mediante
la cual las demandas sociales se procesan en los tribunales o
en estructuras similares a los tribunales) es quizá una expre-
sión de la creciente juridización de las relaciones sociales: el
grado ascendente en que las relaciones sociales, que antes se
dejaban a una regulación autónoma o informal, se entretejen
mediante normas legales formales […]. La juridización, por
supuesto, no es idéntica a la judicialización. Pero podemos
presumir que cuanto más se legalizan y regulan las relaciones
sociales, más incentivos y oportunidades surgen para recla-
marlos en las cortes (O’Donnell, 2008a: 353).

Por otro lado, algunos autores se han referido a las
variadas facetas de la expansión de la justicia como “activis-
mo judicial” o “movilización legal” (Delamata, 2013; Azue-
la, 2014; Martín, 2011; Falcon, 2012, entre otros). Estos
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conceptos resultan de especial interés pues remiten a la
judicialización en tanto puesta en acción, habilitando su aná-
lisis como proceso dinámico que se forja en la interacción
de actores y agencias disímiles.

En primer lugar, las nociones hacen alusión a cómo
determinados grupos de protesta apelan a los tribunales
en busca de canalizar por vía judicial sus demandas hacia
el Estado. Sean asociaciones vecinales que se oponen a la
construcción de pasos bajo nivel, movimientos ambienta-
listas que se proponen prohibir la fumigación con determi-
nados agroquímicos, o colectivos LGBT que intentan que se
reconozca la figura penal del travesticidio, consiste en una
búsqueda de conquistar reivindicaciones por medio del uso
de herramientas jurídicas. Pero la vía judicial no es nece-
sariamente la única escogida por los demandantes: formas
de reclamo como campañas públicas o movilizaciones sue-
len precederla o incluso acompañarla. Según argumentan
Balardini y Royo, el litigio de casos que involucran a estos
derechos ha aumentado considerablemente en los últimos
años. Una vez agotados –o en paralelo a– los mecanismos
de reclamo políticos y administrativos, estos actores optan
por la vía de la justicia, involucrando a tribunales y defenso-
res y reafirmando el carácter judicialmente exigible de sus
demandas (2012: 73). Como se ha mencionado, el ingreso a
los entramados del Poder Judicial no sólo implica un des-
plazamiento en los términos de tratamiento del conflicto
sino que, incluso, puede tener como correlato cambios en
los marcos de percepción y los horizontes de expectativas
de los actores.

En segundo lugar, el activismo judicial refiere al accio-
nar de organizaciones no gubernamentales u organismos
de defensa pública que reclaman a la justicia por la vio-
lación de derechos y buscan generalizar su cumplimiento.
Consiste, en otros términos, en el uso de estrategias lega-
les para alcanzar objetivos políticos y sociales (Smulovitz,
2008), en general ligados a la defensa de los recientemente
consagrados derechos económicos, sociales y culturales de
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la población más ambiental, económica o socialmente débil.
Como veremos luego, los organismos de defensa no suelen
aguardar la recepción de denuncias sino que tienen como
política garantizar activamente el acceso a la justicia. En
otras palabras, en lugar de ceñirse a recibir reclamos para
luego trasladarlos a los tribunales, mediante el trabajo terri-
torial salen a la búsqueda de vulneraciones de derechos.

Finalmente, el activismo judicial hace referencia a la
politización de los jueces. Pero no es el eje de atención
aquí si ello se traduce en un alineamiento más o menos
explícito con determinados sectores políticos. Más bien, el
interés está en cómo los límites de lo justiciable se expan-
den hacia terrenos habitualmente reservados a formas no
judiciales de tramitación de los conflictos, acrecentándose
la capacidad de la justicia de torcer el rumbo de éstos y
en particular de generar cambios en las agendas pública y
gubernamental por medio del involucramiento en la defini-
ción de políticas estatales.

Según Abramovich (2005), son idealmente cuatro los
modos posibles de implicación de la justicia en este últi-
mo plano. En primer lugar, las resoluciones judiciales que
juridifican medidas de política pública previamente pla-
nificadas (o incluso ya implementadas) por el gobierno:
esto implica que una determinada política impulsada por el
Poder Ejecutivo –según su criterio discrecional– ingresa a
la esfera de la justicia y se convierte en una obligación legal.
En casos como éste, el juez o tribunal no emite valoración
alguna respecto de la política, pero sí sujeta al gobierno a
sanciones jurídicas en caso de incumplimiento y se convier-
te de este modo en garante de la ejecución de esa medida.

En segunda instancia, existirían situaciones en las cua-
les además de juridificarla –es decir, incorporarla al campo
jurídico y sujetarla así a las reglas y potestades de la jus-
ticia–, el tribunal examina la política pública y evalúa su
grado de compatibilidad con los corpus legales aplicables.
De este modo, se realiza una valoración respecto de su
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idoneidad para la satisfacción de los derechos garantizados
por la legislación, y si el tribunal pondera que es incompa-
tible con tal obligación, solicita su reformulación.

En tercer lugar, Abramovich propone un tipo de judi-
cialización según el cual los jueces o tribunales definen por
su propia cuenta el tipo de modificación que requiere una
política pública ya formulada o bien, previamente a su exis-
tencia, identifican la vulneración de un derecho y determi-
nan qué debe hacer el gobierno para garantizarlo. En estos
casos suele haber una pasividad o incapacidad resolutiva del
resto de los poderes, frente a lo cual la justicia toma deci-
siones relativas al diseño y/o implementación de soluciones
y ordena su puesta en marcha.

Por último, el autor identifica un tipo de intervención
por la cual la justicia, sin disponer ninguna medida de repa-
ración, se ciñe a declarar la ilegitimidad o ilegalidad de la
omisión del Estado en relación con derechos vulnerados.
Se trata de sentencias judiciales no directamente ejecutables
–es decir, de las cuales no se desprende de modo direc-
to ninguna aplicabilidad– que señalan incumplimientos y
abren un escenario de indefinición.

Independientemente del “tipo” de judicialización
–según la clasificación de Abramovich–, son cada vez más
numerosas las causas en las que los jueces colocan deter-
minadas políticas públicas bajo su tutela, involucrándose no
sólo en su evaluación sino también en su diseño e inclu-
sive en su ejecución. Este aspecto de la judicialización es
acaso uno de los que más controversia despierta en el deba-
te público y entre las instituciones estatales, pues supone
el avance de los tribunales sobre lo que con frecuencia
se entiende como uno de los atributos del ejercicio del
gobierno por excelencia de acuerdo a la concepción mon-
tesquevina de la división de poderes –según la cual al Poder
Legislativo le concerniría la formulación de leyes, al Poder
Judicial el ejercicio de la justicia, y al Poder Ejecutivo la
implementación de políticas–. Más aún, la judicialización
en materia de políticas públicas pone de relieve que se trata
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de un fenómeno que no consiste meramente en el ingreso
de un conflicto al mundo de los tribunales –donde, tras
traducirse a términos jurídicos, se clausuraría– sino que
comprende también a los procesos por los que en el seno
de la justicia se construyen “soluciones” que, al traducir-
se posteriormente a términos políticos, se convierten en
conflictos.

Merecen mención en este sentido las decisiones judi-
ciales activistas que pretenden generar cambios cultura-
les extendidos, atención social en torno a determinado
tema, transformaciones institucionales o alteraciones en
las correlaciones de fuerza entre actores políticos. Pueden
traerse a colación los pedidos de prisión preventiva a diri-
gentes políticos en Argentina o bien la declaración de cons-
titucionalidad del matrimonio entre personas del mismo
sexo en Estados Unidos, pero también la nueva generación
de “casos estructurales” que conminan a múltiples agen-
cias estatales a buscar soluciones duraderas a la vulneración
masiva de derechos, como la “causa Verbitsky”, en la cual la
Corte Suprema de Argentina requirió la reforma del siste-
ma carcelario de la provincia de Buenos Aires (Puga, 2013:
44), la sentencia T-025, con la cual la justicia colombia-
na buscó solucionar la situación de los desplazados por el
conflicto armado (Rodríguez Garavito y Rodríguez Franco,
2015) o, claro está, la “causa Riachuelo”, que apuntó a gene-
rar una respuesta integral a la degradación ambiental de una
cuenca hidrográfica metropolitana (Merlinsky, 2013).

A diferencia del litigio tradicional (que plantea un con-
flicto de derechos limitado al demandante y el demandado),
el litigio “estratégico” o “estructural” expande el territorio
de lo justiciable más allá de los intereses de las partes proce-
sales (Puga, 2013: 46) y pone en la escena jurídica objetivos
colectivos y de largo plazo que acaban por involucrar a la
estructura y funcionamiento de determinadas instituciones
estatales. De este modo, además de remediar determinado
derecho dañado, suele generar reconocimiento social y legi-
timidad política en torno a una problemática (Martín, 2011:
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376). La causa Riachuelo es primordialmente paradigmática
de los litigios estructurales en la Argentina, y resulta espe-
cíficamente ilustrativa del activismo judicial en materia de
políticas públicas, pues ordenó la elaboración de un plan
integral de saneamiento ambiental allí donde anteriormen-
te no estaba siquiera recortado un terreno de intervención
en términos institucionales (Merlinsky et al., 2014).

En particular, el proceso de relocalización puesto en
marcha en el contexto de esta causa desató un conflicto
que condensa las tres dimensiones del activismo judicial tal
como aquí lo hemos definido: tiene origen en una reso-
lución (el “fallo Mendoza”) que ordenó la implementación
de una batería de políticas públicas, dio lugar a reclamos y
protestas por parte de los afectados que han sido –al menos
parcialmente– canalizadas por vías jurídicas, e involucró a
numerosas organizaciones no gubernamentales y organis-
mos públicos de defensa que se implicaron en el resguardo
de los derechos puestos en juego en el marco de su eje-
cución. Por lo tanto –como veremos a partir del segundo
capítulo–, constituye un verdadero analizador social (Mer-
linsky, 2013), que además de permitir conocer las trans-
formaciones, tensiones y efectos generados por la judicia-
lización a nivel institucional, social y territorial, relaciona
de forma intensa y contradictoria las diversas facetas de
la judicialización.

Una sociología de la judicialización de las políticas
públicas

Según Azuela (2006), la judicialización debe distinguirse
conceptualmente de la juridificación. En tanto aquella
remitiría a los mecanismos y procedimientos de la justicia,
ésta permitiría referirse a los modos en que la sociedad se
transforma cuando las expectativas y horizontes de acción
de los actores se adecúan a las reglas del mundo jurídico.
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Esta observación resulta de suma importancia para un
análisis sociológico de los efectos de la judicialización, ya
que abre las puertas a la adopción de una perspectiva mul-
tidimensional sobre el derecho: éste ya no se reduciría a un
entramado normativo, sino que se lo podría entender como
un lenguaje o cosmovisión que otorga determinados mar-
cos cognitivos para definir las situaciones. Es decir que si
efectivamente es posible hacer cosas con palabras y el discurso
cuenta con un poder performativo (Austin, 1975), entonces
el derecho no sólo tiene la capacidad de designar la reali-
dad sino también de instituirla. Más aún, como vimos con
el caso de la construcción de torres en un barrio de Bue-
nos Aires –que fue legalmente encuadrado como afectación
al medioambiente–, puede incluso contribuir al desplaza-
miento de un conflicto de un campo de demandas a otro.
Por ende, a la vez que cuenta con una función regulatoria,
el derecho posee una función simbólica; es un “sistema de
acción” y simultáneamente un “sistema de conocimiento”
(Habermas, 1998: 79, en Azuela, 2006) capaz de construir
categorías y modos de percepción.

Como apunta Azuela, a partir del “giro lingüístico”
–representado por autores como Austin (1975) y Searle
(1969)–, las ciencias sociales hallaron en el lenguaje no
sólo una capacidad de referirse al mundo social sino tam-
bién de instituirlo. En función de este punto de partida,
se habilita la concepción de los fenómenos jurídicos no
sólo como normas reguladoras de conductas sino, esencial-
mente, como discursos que se incorporan a los marcos de
percepción, pensamiento y acción de los actores (Bourdieu,
1986). Ahora bien, esto no significa, según Azuela, que el
derecho “cree” a la sociedad, pero sí que hace las veces de
vehículo mediante el cual se impone una manera de definir-
la. De hecho, “instituciones como el matrimonio o la pro-
piedad no serían lo que son si no fuese por el modo en que
son representadas por el discurso jurídico” (2016: 11)
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Analizar la judicialización con relación a su dimensión
simbólica, por lo tanto, supone asumir que las sentencias
y procesos judiciales, además de tener consecuencias de
orden material, generan transformaciones indirectas en los
vínculos sociales, en las representaciones de los actores y
por ende en las estrategias que éstos se dan ante lo que
está en disputa (Melé, 2011). Más aún –como veremos en
los próximos capítulos–, pueden cambiar todo el marco
de tratamiento de un problema público y hacer decible
algo previamente inenunciable (Rodríguez Garavito, 2011),
como el “derecho al ambiente” o el “derecho a la ciudad”, es
decir, significantes con la capacidad de volverse símbolos
maestros que estructuran las dinámicas de los conflictos
(Herzfeld, 2001; Shore, 2010).

Esta perspectiva requiere la adopción de una visión
constructivista de la relación entre derecho y sociedad
(Bourdieu, 1986), de modo tal de evitar una concepción de
la judicialización en términos patológicos –como si fuera
producto de una desviación política o jurídica respecto del
funcionamiento normal (o deseable) del Estado y las insti-
tuciones– y asimismo trascender el normativismo –que se
pregunta qué tan positiva o negativa resulta la expansión
de los terrenos de la justicia para la democracia, el ejercicio
del gobierno o la ciudadanía (O’Donnell, 2008b)–. Como
indica Rodríguez Garavito, la tarea no sólo es focalizarse
en los efectos materiales y directos de las decisiones de
la justicia, sino atender a cómo éstas generan transforma-
ción social cuando conllevan cambios de conducta, alte-
ran las relaciones sociales o modifican las percepciones de
los actores legitimando las cosmovisiones de los litigantes
(2011). De adoptarse este punto de vista, se debe asumir
entonces que los conflictos sobre los cuales la justicia inter-
viene no son expresión de una crisis o disfuncionalidad
social que requiere reencauzarse, sino instancias estructu-
rantes y generadoras de nuevos órdenes (Simmel, 1918;
Coser, 1970), es decir, momentos de constitución de lazos
y producción de transformaciones sociales duraderas. Por
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lo tanto, al permear el desenvolvimiento de la conflictivi-
dad, la judicialización engendra efectos de largo alcance que
pueden oscilar desde lo político y lo institucional hasta lo
distributivo y lo simbólico.

Las ciencias sociales y el abordaje de los fenómenos
jurídicos

Analizar desde las ciencias sociales el significado,
orígenes e implicancias de la judicialización presenta
un desafío ambivalente. Por un lado, en la medida en
que este proceso supone la expansión territorial de
los tribunales –es decir, una ampliación del ámbito de
influencia de las reglas que rigen a la esfera jurídi-
ca–, dicha tarea requiere indefectiblemente adentrarse
en sus lógicas de funcionamiento intrínsecas. La com-
prensión de los códigos y significados que orientan a
los actores integrantes del Poder Judicial es una deuda
de la sociología en la Argentina, la cual ha tendido a
rehuir a los entramados del derecho y cuenta con gran-
des déficits en la creación de conocimiento sobre esta
rama del Estado9.

9 Claro está, si bien se trata de un campo de estudios relativamente embriona-
rio, los trabajos en ciencias sociales acerca del Poder Judicial han abrazado
preocupaciones por demás amplias: se han estudiado las prácticas y proce-
dimientos que ordenan los procesos judiciales (Guemureman, 2010), el rol
que allí ocupan los argumentos de género (Pautassi, 2020; Gastrón, 2009;
Gastiazoro, 2013), los vínculos del sistema de justicia con problemáticas
como el narcotráfico (Renoldi, 2009) y la corrupción (Pereyra, 2013), los
modos de tratamiento mediático de los procesos judiciales (Weckesser,
2008), la historia de la conformación del sistema de justicia (Barreneche,
2001; Barreneche y Oyhandy, 2012) y los procesos de reforma legal (Mira,
2020; Weckesser, 2019; Sarrabayrouse Oliveira, 2014). Asimismo, se han
realizado análisis de trayectorias (Donatello y Lorenc Valcarce, 2016), se han
llevado a cabo investigaciones en clave etnográfica (Mira, 2019; Barrera,
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Por otro lado, no obstante, el acercamiento al mundo de
lajusticianoestáexentoderiesgos.ComorecuerdanDezalayy
RaskMadsen(2012),cualquierindagaciónsociológicasobreel
derechoquesecoloquedemasiadocercadesuortodoxiacorre
elriesgodequedaratrapadaensulógicadedominaciónyver-
seasíteñidaporlosviciosylimitacionesdelpensamientojurí-
dico. Este es, en definitiva, el gran problema con la sociología
del derecho (Bourdieu, 1986), por lo cual estudiar la judiciali-
zación desde las ciencias sociales implica hacer caso omiso a
toda pretensión de exclusividad sobre el tema esgrimida por
los juristas; esdecir, requierecuestionar ytraspasar las fronte-
rasdisciplinariasquereservanelanálisisdelosproblemasrela-
tivosalajusticiaaquieneslapracticanohabitualmentesearro-
ganlapotestaddecultivarsabersobreella(Nosetto,2014).

En otras palabras, debe adoptarse una concepción del
derechomásabierta,contextualyancladaensususossociales.
En lugar de analizarlo desde una posición interna –según su
puestaenobra,sucoherenciaysusfundamentos,comopropo-
nenjuristasyfilósofosdelderecho–,deberealizarseunestudio
externo (Melé, 2011). Eventualmente, en vías de comprender
la judicialización como fenómeno jurídico intrínseco podría
bastarelsaberqueelderechoproduceacercadesímismo,pero
éste es insuficiente si se procura analizarla como fenómeno
social.Suestudioimplicaentoncesundesafíoadelimitaciones
preestablecidas que requiere el entrecruzamiento del mundo
jurídicoconlapolítica,lahistoriaylascienciassociales.

A raíz de los desafíos institucionales, las transforma-
ciones territoriales y los impactos sociales que generan,
sentencias como la que dictaminó la relocalización de los
habitantes de los márgenes del Riachuelo –es decir, aque-
llas que ordenan a los gobiernos la implementación de

2012) y no han faltado aportes que indagaran en el punto de vista de los
jueces acerca de la politicidad de su función (Donatello y Lorenc Valcar-
ce, 2020).
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determinadas políticas– constituyen posiblemente el mejor
ejemplo de la productividad de los conflictos judicializados.
No obstante, no son escasos los recaudos que deben tenerse
para desarrollar una sociología de la judicialización de las
políticas públicas, especialmente cuando éstas se presentan
como apolíticas, utilizan un lenguaje instrumental y, sobre
todo, crean la ilusión de ser fácilmente delimitables (Wedel
et al., 2005). Recogiendo a Michel Foucault, Shore y Wright
(1997) las catalogan como tecnologías políticas, pues cap-
turan problemas políticos y los despolitizan trasladándolos
al terreno “neutral” de la ciencia y los expertos. Enmasca-
rando sus mecanismos de operación –y esquivando todo
escepticismo–, acaban siendo contempladas como herra-
mientas que ligan medios y fines y atraviesan un camino
lineal, lógico, ordenado y racional que fluye prolijamente de
la formulación a la ejecución (Shore, 2010: 32).

Por lo tanto, sea un nuevo plan de vacunación, el
asfaltado de una calle, la construcción de una escuela o la
instalación de sistemas de videovigilancia, las políticas en
general son entendidas como procesos que surgen en pasi-
llos ministeriales como proyecto de solución a determinado
asunto y finalizan una vez colocada la última piedra en un
ámbito social –esto es, cuando un hospital es inaugurado,
un puente habilitado o un satélite puesto en órbita–. Pero
aquí yace un problema de suma pertinencia para el análisis
de toda política pública judicializada: ¿Dónde inician y dón-
de terminan las políticas? Y en definitiva, ¿cómo se deter-
minan sus fronteras y qué dimensiones deben examinarse?
¿Los conceptos, las ideas y los discursos en torno a ellas
o sus efectos materiales en el corto plazo? ¿Las ideologías
y valores culturales que subyacen a su formulación o los
modos en que ellas son experimentadas por sus “destina-
tarios”? ¿La relación entre sus objetivos declamados y los
resultados alcanzados o bien las consecuencias que sobre-
pasan la voluntad de sus “autores”? Por más de que generen
el espejismo de constituir un todo coherente y monolítico,
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al observarlas de cerca inevitablemente se fragmentan y se
vuelve difícil de discernir precisamente qué constituye “una
política” (Shore y Wright, 1997).

Por un lado, esto obedece a que, una vez creadas, las
políticas públicas cobran “vida propia” (Kopytoff y Appa-
durai, 1986) e ingresan en una compleja red de agentes e
instituciones que genera efectos imprevistos (Shore, 2010).
Por otro lado, dado que los arquitectos y agentes de una
política pueden ser difusos, resulta complicado saber dónde
empiezan y terminan. Como remarcan Wedel et al. (2005),
en la actualidad las políticas no siempre son decididas por
los gobiernos siquiera, sino que se hallan involucradas en
su formulación una serie de organismos supranacionales,
empresas, organismos no gubernamentales y otros acto-
res de la sociedad civil (2005: 39). Al fin y al cabo, debe
procurarse no usar falsas dicotomías como “Estado” versus
“sociedad”, “macro” versus “micro”, “local” versus “global”,
etc., ya que ofuscan más de lo que iluminan los procesos de
las políticas públicas (Wedel et al., 2005: 43).

Por estos motivos, algunos autores han optado por uti-
lizar el término de acción pública. Aseguran que el enfoque
“top down” en el que se basa la noción de política pública
ha perdido vigencia, pues asume una supuesta capacidad
de previsión y conducción centralizada de los gobiernos
cuando en realidad las escalas de acción se han expandi-
do a nivel supranacional y subnacional, han proliferado
los actores sociales que se movilizan, se han multiplicado
las intervenciones de organizaciones no gubernamentales
y ha aumentado la incidencia de los expertos en su defi-
nición (Lascoumes y Le Galès, 2014: 85). En su lugar, la
acción pública supone un razonamiento “bottom up” que,
al apegarse a los actores en situación, sus solapamientos y
sus mecanismos de coordinación, desabroquela las políticas
públicas y da cuenta de sus procesos interactivos de produc-
ción y transformación. En efecto, sus definiciones se alteran
incluso (y particularmente) en plena implementación, pues
elaborar una política no sólo “resuelve” un problema, sino
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que también lo construye (Anderson, 1998, citado en Las-
coumes y Le Galès, 2014). De este modo, una sociología
de la judicialización de las políticas públicas debe analizar
las sentencias judiciales no como punto de fuga en el cual
converge –para clausurarse– un proceso previo de defini-
ción, sino como prisma que captura un asunto de interés
social –o bien sencillamente lo crea– para luego relanzar-
lo bajo nuevas formas. Por ende, lejos de culminar en el
fallo de un juez, la judicialización tiene una productividad
multidimensional que genera efectos no deseados o incluso
desconocidos para los propios actores. Claro está, el poder
simbólico que ejerce la justicia permite que los fallos se pre-
senten como solución, pero conforman instancias conflicti-
vas en sí mismas pues reconfiguran los problemas al poner-
los en marcha bajo otras reglas de juego, reformulando o
desplazando sus categorías. Retomando la noción de Las-
coumes (1996), podría afirmarse que la implementación de
una política judicializada supone un proceso de transcodage
(o “transcodificación”) por el cual, mediante un conjunto de
actividades, un problema se transforma y transfiere hacia
códigos, registros y lógicas diferentes.

En otras palabras, la propuesta aquí es analizar la judi-
cialización en tanto constitutiva de una arena pública en
la que se entrecruzan distintas racionalidades, lógicas de
acción y marcos interpretativos en torno a un problema de
política pública –fundamentalmente los de la justicia, las
agencias gubernamentales y los actores sociales implicados,
pero también los expertos o incluso los medios de comu-
nicación–. Es decir que deben estudiarse los conflictos y
controversias que se desatan en aquel espacio social en el
cual opera un conjunto organizado de negociaciones, pro-
testas, tensiones y acuerdos simbolizados y formalizados
en pos de un interés público (Cefaï, 2016: 45) más o menos
constituido. A su vez, en tanto involucran a organismos del
Estado que ponen en marcha procesos sostenidos, podría
afirmarse que los fallos judiciales que ordenan la imple-
mentación de políticas pueden no sólo crear arenas públicas
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sino también institucionalizarlas. Según Cefaï (1996), esto
sucede al constituirse actores colectivos con discursos que
encuentran eco en agencias de gobierno o poderes públicos,
cuando la naturaleza de lo que está en juego adquiere cierto
grado de evidencia, cuando los procedimientos de disputa
y negociación se estabilizan, o cuando las categorías y las
interacciones se rutinizan.

Esta perspectiva contraría a ciertos modelos que sugie-
ren que la construcción de problemas públicos atraviesa
una serie de etapas concatenadas antes de su llegada a la
agenda estatal. Spector y Kitsuse (1973) han propuesto que
la transformación de un “problema privado” en un “asunto
público” supone en primer lugar la identificación de un
asunto como “dañino”, “ofensivo” o “indeseable” por parte
de algún grupo, en segunda instancia el intento de crear
una controversia en torno a ello, y finalmente la captación
de la atención de alguna agencia estatal. Cobb, Ross y Ross
(1976), por su parte, desarrollaron una explicación simi-
lar bajo el nombre de outside initiative model, pero también
plantearon un camino inverso, denominado inside initiative
model. Según éste, son los tomadores de decisiones de algu-
na agencia gubernamental –es decir, grupos al “interior”
del Estado– los que motorizan la implementación de una
política. En cualquiera de estos casos, no sólo se coloca el
foco en la selección de los problemas que se vuelven objeto
de atención (y política) pública en detrimento de sus modos
de definición, sino que se supone la existencia de un Esta-
do independiente y separado de la sociedad, que opera de
forma autónoma a ella como si no hubiera relaciones per-
manentes, estrechas y grises (Lorenc Valcarce, 2005).

De hecho, es menester evitar las limitaciones que supo-
ne reificar la noción de Estado y concebirlo de modo homo-
geneizado, en tanto unívoco y escindido de la sociedad.
Cuando no lo da por sentado como objeto de análisis, la
literatura ha tendido a preguntarse por el grado de inde-
pendencia de una entidad respecto de la otra; pero en cual-
quier caso, el carácter resbaladizo de esa frontera ha sido
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abordado más como un problema de precisión conceptual
que como pista hacia la naturaleza del fenómeno (Mitchell,
1991 y 1999). Cierto es que el Estado, al atravesar la expe-
riencia vital de modo capilar (Trouillot, 2001), es decir, al
encontrarse “implicado hasta en el más mínimo aspecto de
la vida cotidiana” (Gupta, 2015), se aparece como un obje-
to naturalizado o preconstruido por la percepción (Balbi,
2010). Pero si su poder de nominación lo dota de la capaci-
dad de conformación de las categorías de los sujetos (Bour-
dieu, 2014), resulta una tarea necesaria evitar “fijar ciertos
contenidos al concepto como si éstos fueran inmanentes a
él, como si reflejaran su existencia ‘objetiva’” (Balbi, 2010:
173). Para algunos autores, en efecto, no puede estudiarse al
Estado sino a partir del reconocimiento de la tensión gene-
rada por su doble realidad, es decir, su existencia objetiva,
como “sistema”, y subjetiva, como “idea”.

La mayor parte de las corrientes marxistas, aunque han
sugerido el carácter imaginario del Estado, a menudo han
subrayado el primer problema en detrimento del segundo,
desatendiendo las consecuencias simbólicas y teóricas de
reafirmar su existencia. En un intento radical de decons-
truir esta disyuntiva, Abrams asegura que aquél no consti-
tuye una realidad última que se oculta detrás de una másca-
ra, sino que es él la máscara misma, pues impide entender
los mecanismos de las prácticas políticas. En otras palabras,
el sistema-Estado –un conjunto de prácticas institucionali-
zadas– se sustentaría por la idea-Estado, un artefacto ideo-
lógico que legitima la institucionalización política del poder
al atribuirle unidad, moralidad e independencia a lo desuni-
do, amoral y dependiente que es el ejercicio del gobierno
(1988). Por lo tanto, entender al Estado como entidad sus-
tancial y separada de la sociedad implicaría contribuir a su
perpetuación como “mistificación” (1988), al olvidar cómo
su constitución “ilusoria” enmascara a las instituciones de
dominación política bajo el manto del interés común (Marx
y Engels, 2004).
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Sin embargo, en algunos casos la sociología de las polí-
ticas públicas ha construido al Estado como maquinaria de
intenciones y procesos de decision making o policymaking
(Mitchell, 1999), es decir, un reino de planes y proyectos
que se vuelcan sobre la sociedad. Las consecuencias de este
razonamiento –en particular para el análisis de la imple-
mentación de políticas judicializadas– son sustanciales. Al
construir la imagen de que las instituciones estatales se ubi-
can por encima y por fuera de la sociedad, dota a éstas de
una “fuerza externa” orientada por una “racionalidad supe-
rior” (O’Donnell, 1978: 18), abonando así al sostenimiento
de una topografía imaginaria según la cual las disputas polí-
ticas vienen “desde abajo” y las políticas se implementan
“desde arriba” (Ferguson, 2007). A esta imagen que remite
a la verticalidad se suma, de acuerdo con Ferguson y Gupta
(2002), otra referida al imbricamiento: según ella, el Estado
se espacializa en series de círculos concéntricos que hallan
su frontera externa a nivel internacional y, pasando por
instancias-escalas intermedias como el Estado-nación, las
regiones y las ciudades, alcanza finalmente a las comunida-
des, las familias y los individuos.

Si estos debates no son llanamente dados por sentado
en buena parte de la literatura, cuanto mucho las reflexio-
nes en torno a ellos han sido insuficientes, pues se dejan
entrever concepciones sobre la naturaleza estatal que en
términos teóricos obturan más de lo que potencian el aná-
lisis de la productividad de la judicialización. Es el caso de
trabajos que recaen en la “topografía imaginaria” del Estado
al afirmar que cuando la judicialización es impulsada por
actores políticos o judiciales tiene un origen “desde arriba”
y cuando es estimulada por “sectores de la sociedad” su
origen se ubica “abajo” (Sieder, Schjolden y Angell, 2008:
4, traducción propia).

Pero si el sistema de poder –como afirma Foucault– se
extiende mucho más allá del Estado (Mitchell, 1999), ¿cómo
se definen los límites del aparato estatal? ¿Dónde se halla
el adentro y el afuera? Unidas en los imaginarios populares
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y los discursos académicos (Ferguson y Gupta, 2002), estas
ideas dificultan la posibilidad de comprender las caracte-
rísticas, los efectos y los alcances de las políticas públi-
cas judicializadas, no sólo porque perpetúan la escisión de
lo social respecto de lo político sino porque conducen a
analizar las consecuencias de la judicialización según una
lógica “top down”. Superar este meollo teórico requeriría
observar la judicialización más bien como un proceso “a
través”, para así rastrear los modos en que se crean redes
y relaciones entre actores, instituciones y discursos (Shore
y Wright, 1997).

El derecho, tal como señala Mitchell (1999), es un
ejemplo de este problema: el sistema legal consiste en un
complejo sistema que, al abarcar desde estatutos, agencias
penales y códigos hasta psiquiatras, universidades y círculos
académicos, dificulta hallar una línea divisoria exacta entre
la estructura legal y la sociedad. En la práctica se tiende
a pensar en el derecho como un código abstracto y a la
sociedad como el reino de su aplicación práctica, pero en
los hechos, el código y la práctica tienden a ser aspectos
inseparables. Por ende, no deberíamos pensar en el Esta-
do como un objeto coherente claramente separado de la
“sociedad”, por más de que parezca un actor autónomo que
interviene en ella. Si, por lo contrario, nos referimos a él
como un conjunto de prácticas, procesos y efectos, deben
entonces seguirse sus rastros en “espacios menos obvios
que aquellos de las políticas institucionalizadas y de las
burocracias establecidas” (Trouillot, 2001: 13). En conse-
cuencia, se lo concebirá como el paraguas de una serie de
prácticas que, aunque aparezcan unidas, coherentes y uní-
vocas, son a menudo desunidas, discordantes y heterogé-
neas. Más que entenderlo como un órgano de gobierno o
dominación monolítica, debe analizárselo entonces como
un ensamblaje de organismos y agencias diferenciadas y en
constante intercambio sobre las que se entrelazan deman-
das y orientaciones muchas veces no abroqueladas, cuando
no contradictorias.
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Hemos analizado en este capítulo las variadas facetas
de la judicialización, y cómo se trata de un fenómeno que
requiere atender a sus efectos tanto materiales como sim-
bólicos sobre la producción de políticas y las relaciones
sociales. En otras palabras, no sólo se ha imbricado con el
desarrollo de la conflictividad y con los horizontes de inteli-
gibilidad de los actores, sino que ha comenzado a evidenciar
una influencia decisiva en los modos en que se elaboran los
planes y programas estatales. No obstante, hemos señala-
do que debe procurarse no asumir al Estado como entidad
homogénea ni aislada; por lo contrario, debe reconocerse
su carácter fragmentado e indeterminado. Esta perspectiva,
que conlleva una concepción de la construcción de políticas
en términos de acción pública, habilita un análisis multi-
dimensional del desarrollo y los efectos de los procesos de
judicialización.
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2

La transformación de la cuenca
Matanza-Riachuelo en un problema

judicial

Inserta en un vórtice de degradación ambiental desde hace
largas décadas, la cuenca Matanza-Riachuelo es una de las
primeras imágenes que se hacen presentes en el ideario
sobre la vulnerabilidad social, la desidia y el riesgo en Bue-
nos Aires1. Acaso la mayor postal de la contaminación y
la pobreza urbana, este territorio conforma junto con sus
afluentes una cuenca hidrográfica con más de ocho millo-
nes de habitantes.

Históricamente relegada por parte de un Estado que
reguló escasamente sus usos industriales, desatendió a su
acelerado proceso de poblamiento y desestimó la imple-
mentación de políticas sistemáticas de integración a la tra-
ma urbana, esta zona de la ciudad vio disminuir paulatina-
mente su valor y se convirtió en el ámbito por excelencia
para el asentamiento de población con bajos recursos. La
fragilidad económica de sus habitantes, sumada al dete-
rioro ambiental del territorio, se enlazaron produciendo
un círculo vicioso que ha hecho de ella un área rezagada
para la agenda estatal y por ende desprovista de políticas
de mejoramiento del hábitat, acabando por combinarse así
un pronunciado riesgo ambiental con una alta vulnerabili-
dad social. Las enfermedades respiratorias, dermatológicas

1 En Scharager (2020b) pueden leerse algunas contribuciones basadas en el
análisis desplegado a lo largo de este capítulo.
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u oncológicas, los altos índices de mortalidad infantil y la
presencia de plomo en la sangre de niños, niñas y adoles-
centes, entre otros problemas de salud (Del Gaiso, 2014), no
son una excepción para cientos de miles de personas cuyas
casas se encuentran rodeadas de un polo petroquímico o
encima de basurales, que beben agua proveniente de cone-
xiones precarias, respiran gases emanados por ríos y arro-
yos altamente contaminados, duermen entre deterioradas
paredes de chapa, madera o cartón que permiten el ingreso
de roedores, y caminan sobre pisos de tierra impregnada
por sustancias tóxicas.

Con 2238 km2 de superficie que atraviesan catorce
municipios, la cuenca abarca gran parte del Área Metropo-
litana de Buenos Aires. Pero la ciudad, nacida hace más de
cinco siglos en las proximidades del Riachuelo, se diferencia
de otras grandes urbes ribereñas por haberse desarrollado
–como se la describe popularmente– “a espaldas del río”2.
En efecto, lejos de ser el epicentro de la vida social, funcionó
en un principio como límite con el mundo rural y déca-
das más tarde como división administrativo-jurisdiccional
entre la ciudad capital y el resto del conglomerado urbano
(Merlinsky, 2013: 60). Desde comienzos del siglo XIX, en
este curso de agua se instalarían actividades como matade-
ros, curtiembres y saladeros y así comenzarían a acumular-
se contaminantes de manera sostenida durante dos siglos.
La ausencia de políticas de control y planificación sobre los
usos de la tierra y los recursos hídricos condujeron a que,
en ese lapso, a las fuentes de polución de origen industrial
se sumasen también embarcaciones hundidas y abandona-
das, aguas pluviales que arrastran secreciones de residuos

2 En rigor, la ciudad de Buenos Aires está localizada en la intersección del
Riachuelo con otro curso de agua de caudal sustancialmente mayor: el Río
de la Plata. Según Silvestri (2003), el desarrollo metropolitano se ha caracte-
rizado históricamente por tender hacia un emplazamiento de los espacios
públicos y las áreas residenciales tierra adentro, y por reservar otros usos
para las zonas ribereñas. De este modo, puertos comerciales, un aeropuerto,
fábricas y silos son el paisaje característico de las costas de esta urbe.
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sólidos urbanos, fluidos cloacales vertidos sin tratamiento,
basurales a cielo abierto en las orillas y metales pesados
peligrosamente sedimentados en el lecho.

Mapa 1. Superficie de la cuenca Matanza-Riachuelo

Puede observarse en el mapa que la mayoría de los municipios sólo
se ven parcialmente bañados por la cuenca Matanza-Riachuelo. Sin
embargo, en su fallo Mendoza (véase apartado 3 en este capítulo), la
Corte Suprema definió que todos ellos quedarían jurídicamente impli-
cados en la causa.

Fuente: elaboración propia a partir de Fernández y Garay (2013).

Pero estas amenazas antrópico-contaminantes se ven
acompañadas, además, de otras de origen socio-natural
(Lavell, 1996). El Riachuelo es un río de llanura cuyo esca-
so caudal y mínima pendiente propenden al estancamien-
to, dificultan el escurrimiento y hacen el terreno proclive
a las inundaciones. Asimismo, fenómenos meteorológicos
como la sudestada y astronómicos como las mareas llevan
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a que frecuentemente se invierta el sentido de circulación
del agua. Finalmente, la localización de Buenos Aires sobre
la costa del caudaloso Río de la Plata ha hecho de éste una
fuente extraordinaria de agua para consumo; la contraca-
ra de esto ha sido que el Riachuelo y otros ríos urbanos
menores se conviertan en meros colectores de efluentes, sin
mediación de cálculos respecto de las consecuencias que
esto acarrearía para las cuencas en términos de su sustenta-
bilidad (Merlinsky, 2013: 70).

Con el correr de las décadas, esta sumatoria de factores
ha hecho del Riachuelo uno de los ríos más contaminados
del mundo (Caorsi, Di Paola y Sangalli, 2009). Su degrada-
ción ambiental, no obstante, no se limita al río en sí sino
que se extiende al conjunto de la cuenca, donde persis-
te un entramado complejo de déficits que demuestran el
profundo arraigo del deterioro. En un análisis de la situa-
ción de los sistemas hídricos de Buenos Aires, Merlinsky
(2013: 75) sistematiza la extensión del problema enumeran-
do los principales desafíos existentes para la recomposición
de este territorio: a) déficit de cobertura en infraestructura
sanitaria; b) contaminación industrial; c) alta concentración
de basurales a cielo abierto; d) falta de previsiones en el
ordenamiento ambiental del territorio3; e) instalación de la
población más vulnerable en las áreas más ambientalmente
degradadas4; f) superposición con zonas de riesgo tecno-
lógico, como polos petroquímicos; y g) crecimiento de la
población con vulnerabilidad habitacional.

3 La expansión urbana no planificada ha generado impactos ambientales cre-
cientes en Buenos Aires, como la proximidad de industrias altamente conta-
minantes con áreas residenciales, la ocupación de zonas bajas –sobre todo
humedales–, y la cesión de la toma de decisiones sobre el destino de las tie-
rras hacia el mercado inmobiliario, orientado a menudo por fines especula-
tivos.

4 Se calcula en 500 mil la cantidad de personas que habitan en asentamientos
y villas de emergencia en la cuenca Matanza-Riachuelo, estando bajo parti-
cular riesgo los que residen en las proximidades de ríos, arroyos y efluentes,
pero también cerca de polos industriales.
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En sintonía con estas descripciones, es posible afirmar
que la cuenca Matanza-Riachuelo se ha vuelto un emble-
ma, en tanto expresa elocuentemente las consecuencias de
un modo de desenvolvimiento económico y urbano que
ha transferido sus costos ambientales de forma dramática
hacia millones de habitantes. La prevalencia de plomo en
la sangre de gran cantidad de personas de la ribera del
Riachuelo es acaso uno de sus indicadores más significa-
tivos, ya que da cuenta con crudeza del riesgo ambiental
al que se encuentra expuesta la población. Como indican
numerosos estudios e investigaciones (Auyero y Swistun,
2008; Berney, 2000; Widener, 2000), el contacto con el plo-
mo vertido al medio ambiente por actividades industriales
–acumulado en la tierra así como en el agua y el aire– es
potencial causante de su introducción al cuerpo humano.
De hecho, el plomo “puede [generar] una gama de efectos
en la salud, desde problemas de conducta hasta problemas
de aprendizaje, convulsiones y muerte” (Auyero y Swistun,
2008: 106). Se trata de “un veneno que afecta el cerebro,
los riñones y el sistema nervioso de formas muy sutiles”
que pueden acabar causando encefalopatía y fallecimiento,
pero también “retardos severos […], problemas en la escue-
la, pequeños pero significativos cambios en el coeficiente
intelectual y [otras consecuencias] en el sistema nervioso
central” (Berney, 2000, citado en Auyero y Swistun, 2008:
107). Como indica Del Gaiso, “los efectos del plomo en el
cuerpo son potencialmente irreversibles. Los bajos nive-
les de plomo pueden causar ‘daño cerebral silencioso’ y
el envenenamiento ligero puede ser asintomático”. Es que,
fundamentalmente, “no existe un nivel de concentración de
plomo en sangre que pueda considerarse exento de ries-
go” (2014: 2).

El informe de Del Gaiso, Auditor General de la ciudad
de Buenos Aires, expresa a su vez las condiciones habita-
cionales bajo las que habita la población expuesta a este
riesgo ambiental. Señala que en el caso de la Villa 21-24
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el 42% de la población censada por la Acumar5 en 2013
no tenía inodoro o bien lo tenían sin descarga, es decir, se
encontraban en condiciones de “alto riesgo” que se acentua-
ban cuanto más próximos se encontraban a la ribera (2014:
3). Haciendo hincapié en uno de los barrios populares de
la cuenca –pero dando cuenta con este caso particular del
estado habitacional general en el que se encuentra la pobla-
ción más vulnerable de la cuenca– indica que en la villa
Rodrigo Bueno (ubicada en las cercanías de la desemboca-
dura del Riachuelo):

Se observaron pisos de tierra, cables, basura […] y agua en
los pasillos. Desniveles del terreno en dónde se asientan las
casas […]. De las 20 viviendas visitadas, al menos 15 pre-
sentaron condiciones de hacinamiento y expresan, junto a la
descripción anterior, condiciones de extrema vulnerabilidad
social. La infraestructura hídrica se encuentra en condiciones
inadecuadas (aguas no seguras). Si bien los caños de agua
fueron tendidos en el 2009, en muchos casos no se realizaron
las conexiones domiciliarias […]. La ausencia de cloacas es
otro problema importante con consecuencias para la salud.
Muchos vecinos juntan agua y tiran el producto de sus nece-
sidades en pozo ciego. Se observa poco nivel de conciencia
del propio estado de salud, sobre todo en los adultos: los
vecinos no han podido relacionar sus condiciones de salud
con sus condiciones de vida […]. Hay desconocimiento acerca
de las consecuencias en la salud de la presencia de plomo en
su organismo. Se detectaron muchas situaciones de eczemas,
irritación nasal y ocular por contacto con el polvo del suelo
(Del Gaiso, 2014: 10).

La estrecha asociación entre degradación del ambiente
y vulnerabilidad social en la cuenca Matanza-Riachuelo
–sobre todo en sus zonas más riesgosas, como los polos
industriales, los basurales y los márgenes del río y sus
afluentes– demuestran cómo a lo largo de los años este

5 Refiere a la Autoridad de Cuenca Matanza-Riachuelo. Nos detendremos en
ella hacia el final de este capítulo.

80 • Más allá del lawfare

teseopress.com



territorio ha puesto explícitamente en escena la injusti-
cia ambiental de Buenos Aires. En otras palabras, retra-
ta cómo el modelo de desarrollo metropolitano ha tenido
como corolario una distribución asimétrica de los costos
ambientales (o “externalidades”), de modo tal que la pobla-
ción más económica y socialmente frágil acaba siendo la
que se halla objetivamente más expuesta a riesgos vincu-
lados al entorno.

Imagen 1. Viviendas sobre los márgenes del Riachuelo en la ciudad
de Buenos Aires. Villa 21-24

Fotografía de Darío Alpern, publicada con licencia Creative Commons.
Disponible en https://bit.ly/3zOXRNf.

Asimismo, exhibe la historia de un deterioro de larga
data que, aunque parecería ser una cuestión tan estructural
como urgente –a juzgar por las descripciones de estas pági-
nas–, brilla por la ausencia de soluciones. Tan temprano
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como 1811, en plena consolidación del gobierno independi-
zado de la corona española, se dictaminó por primera vez la
necesidad de limpiar el río ante la contaminación provoca-
da por las industrias vinculadas a la alimentación. Pero esta
política fue incumplida, como tantas otras que le siguieron:
desde decretos como el que en 1822 prohibió la instalación
de nuevas curtiembres y mataderos hasta leyes como la que
en 1913 ordenó obras de rectificación –iniciadas pero nun-
ca terminadas– (La Nación, 2005), el Riachuelo se hundió
poco a poco en el desgobierno, su destino se ató al solapa-
miento de acciones descoordinadas y carentes de previsión,
y así el territorio estuvo lejos de volverse objeto de atención
institucional sostenida. Tan temprano como 1871 el diario
La Nación denunciaba que:

El lecho del Riachuelo es una inmensa capa de materias en
putrefacción. Su corriente no tiene ni el color del agua. Unas
veces sangrienta, otras verde y espesa, parece un torrente de
pus que escapa a raudales de la herida abierta en el seno
gangrenado de la tierra. Un foco tal de infección puede ser
causa de todos los flagelos, el cólera y la fiebre. ¿Hasta cuándo
inspiraremos el aliento y beberemos la podredumbre de este
gran cadáver tendido a espaldas de nuestra ciudad?

El siglo XX, sobre todo a partir de la década de 1930,
abrió una nueva etapa signada por la industrialización. Des-
de ese entonces, comenzaron a proliferar grandes fábricas
a lo largo de los márgenes del río, junto con pequeños y
medianos talleres que hacían las veces de proveedores de
insumos. De esta manera, se consolidaba en torno al Ria-
chuelo un polo productivo que no reparaba en los costos
ambientales de sus actividades. Según Greenpeace (2010:
21), los documentos de la época reconocían explícitamente
la decisión política de no realizar controles sobre las fuentes
de la contaminación bajo el argumento de que no se debía
poner en riesgo el desarrollo industrial o, más aún, que los
problemas ambientales sólo debían ser motivo de preocu-
pación en los países centrales.
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Pero esta etapa no sólo tendría como corolario la con-
solidación del Riachuelo como colector de efluentes tóxicos
a cielo abierto, sino que también se volvería el puntapié
de grandes corrientes migratorias que apuntalarían el pro-
ceso de urbanización. En aquellos años –y especialmente
desde la década de 1940–, miles de personas de distintos
puntos del país se trasladarían a la Capital en busca de las
nuevas oportunidades laborales que ofrecía la incipiente
industria. Y sería en las tierras más cercanas a las zonas
fabriles –en recovecos vacantes de una ciudad en expan-
sión– que muchos de estos nuevos trabajadores urbanos se
asentarían. De esta forma nacerían algunas de las grandes
villas de Buenos Aires, pero también, según describimos
arriba, una creciente asociación entre vulnerabilidad social
y riesgo ambiental. Años más tarde, el amontonamiento de
viviendas sobre los taludes del propio río –en lo que luego
se daría a conocer como “camino de sirga”– sería uno de los
mayores ejemplos de este fenómeno.

Lo que sigue de este capítulo examinará el derrotero
de sucesos acontecidos hasta que una resolución judicial
ordenase en 2010 la apertura de un camino ribereño a lo
largo de los márgenes de este curso de agua (y, a raíz de ello,
la relocalización de sus habitantes). Este recorrido impli-
cará analizar, en un primer apartado, los antecedentes más
recientes de puesta en debate del estado ambiental del río.
Desde el “plan de los mil días” –un recordado y fallido
programa de saneamiento anunciado en 1993– hasta la sen-
tencia de la Corte Suprema en 2008, veremos que se suce-
dieron un conjunto de hitos significativos como la conso-
lidación de nuevas agrupaciones barriales y organizaciones
no gubernamentales expertas en temáticas medioambien-
tales, la publicación de estudios sobre el estado de salud
de los habitantes de un barrio de la cuenca –que dieron a
conocer la existencia de intoxicación con metales pesados–,
y la redacción de un “informe especial” sobre la cuenca
Matanza-Riachuelo por parte de la Defensoría del Pueblo
de la Nación.
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En el segundo apartado se abordarán los orígenes más
directos de la sentencia de la Corte Suprema. Se exami-
nará la denuncia presentada por un grupo de habitantes
del barrio de La Boca y Villa Inflamable por daños y per-
juicios causados por la contaminación, y se analizarán las
circunstancias por las cuales el máximo tribunal optó por
declarar su competencia originaria. Veremos que la crisis
político-institucional que recientemente había atravesado
el país, así como el contexto de conflictos ambientales que
se reproducían a lo largo y ancho del territorio, operaron
como puntapié para que la antedicha demanda se viera cata-
pultada a lo más alto del Poder Judicial.

Finalmente, la tercera parte describirá la sentencia por
medio de la cual la Corte Suprema dio inicio a la “causa Ria-
chuelo”. También conocida como “fallo Mendoza” (por el
apellido de la persona que encabezó la denuncia), veremos
que este proceso dispuso la creación de un plan integral
de saneamiento de amplias repercusiones y efectos sociales,
políticos e institucionales.

El inicio de un cambio de etapa: del “plan de los mil
días” a los informes de la Defensoría del Pueblo

Si con el correr de la historia el Riachuelo se convirtió en
una postal de la degradación ambiental urbana, el fallido
proyecto de saneamiento presentado durante el gobierno
de Carlos Menem (1989-1999) lo apuntalaría como emble-
ma de la desidia y la corrupción. En 1993, la secretaria
de Recursos Naturales y Ambiente Humano, María Julia
Alsogaray, anunció un plan para sanear la cuenca del río
en mil días, asegurando que al cabo de ese plazo estaría
“descontaminado” y sería posible “tirarse a nadar” allí. En
efecto, el propio presidente se haría eco de la promesa,
afirmando que “en 1995 vamos a ir allí a pasear en bar-
co, a tomar mate, a bañarnos y a pescar” (Clarín, 2006).
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El otorgamiento de un crédito de 250 millones de dólares
por parte del Banco Interamericano de Desarrollo, así como
la creación de un Comité Ejecutor para un “Plan de Ges-
tión Ambiental y Manejo de la Cuenca Hídrica Matanza-
Riachuelo” (CEMR)6, fueron los primeros pasos dado en pos
del cumplimiento de tan ambicioso programa, que se pro-
ponía reducir la contaminación industrial, realizar obras de
control de inundaciones, elaborar un plan de manejo de
residuos sólidos y llevar a cabo una “rehabilitación urbana”
(Merlinsky, 2013: 67). Pero al igual que los barcos abando-
nados y oxidados que signaban el paisaje del río en aquel
entonces, el plan naufragó.

Hacia 2002, casi dos tercios de los fondos del préstamo
extranjero habían sido reasignados para el financiamiento
de planes sociales, mientras que la mayor parte del presu-
puesto nacional previsto para el CEMR se había destina-
do a cuestionados servicios de consultoría (Clarín, 2006;
Groisman y Maciel, 2005, citado en Merlinsky, 2013). Para
cuando el período menemista llegó a su fin, el “plan de los
mil días” sería visto como uno de los mayores ejemplos del
incumplimiento y el abandono del gobierno, mientras que
Alsogaray se volvería un ícono de la malversación de fondos
y los escándalos políticos de la época. Algunos años después,
a la sombra de un Riachuelo en iguales o peores condiciones
que en 1993, la exsecretaria sería condenada por enriqueci-
miento ilícito y defraudación a la administración pública.

Con este fracasado intento del menemismo sobre
sus espaldas –en cuanto principal antecedente–, la Corte
Suprema comenzó a escribir una nueva página en la historia

6 A diferencia del organismo que se crearía en 2006 (véase apartado 3 en este
capítulo), el CEMR no cumplía la función de autoridad de cuenca debido a
cinco motivos: 1) no se le habían delegado funciones de habilitación, san-
ción ni certificación; 2) no tenía poder de policía en materia de contamina-
ción industrial, de saneamiento ni de residuos sólidos urbanos; 3) no era
autoridad de aplicación en materia de radicación industrial ni ordenamien-
to territorial; 4) no contaba con injerencia en la regulación del curso de
agua; y 5) sus recursos humanos eran contratados con alta rotación (Herrero
y Fernández, 2008, citado en Ferro, 2016).
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del Riachuelo cuando declaró su competencia originaria
en la causa Riachuelo en el año 2006. Aunque, claro está,
mucha agua corrió bajo el puente entre uno y otro intento,
concatenándose una sucesión de hechos y actores: a) trans-
formaciones en el activismo de los barrios de la cuenca,
b) el surgimiento de nuevas organizaciones y herramientas
jurídicas en defensa del ambiente, c) la publicación de un
informe ambiental de alta visibilidad mediática y d) un cre-
ciente protagonismo y capacidad articuladora del Defensor
del Pueblo de la Nación. La combinación de estos elemen-
tos en clave de cuenca generó los cimientos de una arena
de deliberación pública sobre el estado de situación del
Riachuelo, la cual sería reimpulsada por la Corte Suprema
al dictar sentencia y catapultar la problemática hacia una
etapa de intensas controversias y una amplia batería de
políticas de saneamiento.

Los actores territoriales de la cuenca

La zona de la cuenca baja (que comprende a barrios por-
teños como La Boca y Barracas y localidades como Ave-
llaneda) fue históricamente intensa en materia de protesta
social y organización popular. Las villas lindantes al Ria-
chuelo, caracterizadas por luchas reivindicativas de larga
data, son uno de los ejemplos más acabados, pero sobre-
salen también formas asociativas más recientes como las
agrupaciones vecinales de barrios integrados o bien grupos
más volátiles conformados a raíz de la identificación de un
problema común. Es el caso, por ejemplo, de las resistencias
a la instalación de plantas de coque o las movilizaciones
contra el tendido de cableados de alta tensión. No obstante,
este conjunto de alertas no fueron de por sí concebidas en
términos ambientales, del mismo modo que tener origen
geográfico en la cuenca no conllevó automáticamente a que
ésta se volviese un espacio de referencia como tal.
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Pero detengámonos en Villa Inflamable, un barrio de
la cuenca baja severamente afectado por las actividades del
Polo Petroquímico Dock Sud, cuya situación –analizada en
detalle en una etnografía de Auyero y Swistun (2008)– da
fiel cuenta del tipo de dificultades existentes para la cons-
titución de conflictos ambientales en la cuenca Matanza-
Riachuelo. Allí, los grandes daños a la salud provocados por
las industrias circundantes han distado de ser el puntapié
para la conformación de un estado de movilización soste-
nido contra la contaminación. Por lo contrario, lo que más
se ha reproducido es la incertidumbre, la división y la inac-
ción: “[en Villa Inflamable] las percepciones son variadas y
van desde una negación casi absoluta hasta una visión crí-
tica, desde dudas hasta convicciones muy firmes; las creen-
cias, a su vez, en algunos casos son factualmente ciertas
y otras totalmente equivocadas” (2008: 117). Describien-
do los mecanismos que habilitan la pasividad y obturan la
acción de protesta, los autores resaltan que, cuanto mucho,
el malestar de los vecinos ha sido canalizado por medio de
abogados particulares. Prometiéndole el oro y el moro a sus
patrocinados, éstos presentaron demandas grandilocuentes
y millonarias contra las empresas del Polo Petroquímico
que, además de resultar infructuosas, contribuyeron a la
atomización, obstaculizaron la unificación de los puntos
de vista y por lo tanto impidieron la elaboración de un
diagnóstico conjunto que motorizase una salida colectiva.
De este modo, la judicialización de las demandas del barrio
acabó generando un negocio para los estudios jurídicos y
una desmovilización de los vecinos. Según veremos en las
siguientes páginas, tendrían que pasar varios años para que,
en oposición a aquellas demandas individuales, una nue-
va estrategia judicial revistiese el carácter de exigencia por
intereses colectivos. Así, los largos años de no-conflicto en
Villa Inflamable ilustran cómo la degradación y el riesgo no
necesariamente daban lugar a la problematización social de
la situación ambiental ni, menos aún, a la configuración de
una cosmovisión ordenada por una perspectiva de cuenca.
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El activismo en La Boca es posiblemente un ilustrativo
contraejemplo pues demuestra la efervescencia organiza-
tiva vecinal. Este barrio lindante con el Riachuelo, que
combina una población de clase media con zonas de cla-
se trabajadora, se caracterizó desde la década de 1990 por
la proliferación de agrupaciones abocadas a reclamar por
mejoramientos edilicios, el estado de las calles y las asi-
duas inundaciones. Pero a partir de la década siguiente,
en el marco del auge de la conflictividad ambiental en el
país, estas reivindicaciones comenzaron a articularse entre
sí unificándose sus marcos de referencia en torno a la nece-
sidad de alcanzar un saneamiento del río. La Asociación
de Vecinos La Boca, acaso la más importante de este tipo
de organizaciones, surgió de la mano de reclamos por el
mejoramiento de los efectores de salud, el espacio públi-
co y pedidos de mayor seguridad. Pero paulatinamente
sus demandas comenzaron a reencuadrarse, desplazándose
hacia el estado ambiental del Riachuelo: “por más especta-
culares que sean los secuestros, robos y asesinatos de cada
día, la inseguridad también es ambiental, y se cobra muchas
más vidas que la violencia callejera” (Asociación de Vecinos
La Boca, 2004). Así, se volvieron uno de los primeros (y
pocos) actores territoriales en preguntar públicamente por
el destino de los fondos del “plan de los mil días” y en inter-
pelar a las autoridades en búsqueda de los responsables del
saneamiento del río (Merlinsky, 2013: 86).

Aunque la ambientalización de las demandas de gru-
pos como éste era cada vez mayor –en sintonía con los
procesos en desarrollo en el resto del país–, aún no exis-
tía entre ellos un punto de vista ecosistémico e integral
de la cuenca Matanza-Riachuelo. Claro está, se trataba de
actores con una inscripción territorial local cuyas reivin-
dicaciones se ceñían a los problemas que afectaban a sus
vidas cotidianas en sus lugares de residencia. Del mismo
modo que el reclamo por un polo petroquímico se limi-
taba a ese polo petroquímico, o una determinada protes-
ta contra un basural a cielo abierto no se extendía hacia
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un cuestionamiento al sistema de gestión de residuos, si
del punto de vista de los actores dependiera, la cuenca no
tenía entidad real. Más aún, si acompañamos el teorema de
Thomas –de que si los individuos definen las situaciones
como reales éstas son reales en sus consecuencias–, podría
extenderse la afirmación anterior asegurando que la cuenca
Matanza-Riachuelo, de hecho, no existía socialmente. La
construcción de una nueva perspectiva requeriría su arti-
culación con saberes expertos y actores institucionales, de
modo tal que confluyesen la dispersión de reclamos y visio-
nes en el potencial de conformar un nuevo problema social
que se escenificase en la agenda pública.

Las ONG ambientalistas

Las organizaciones no gubernamentales fundadas con el
objetivo de proteger y defender el medio ambiente son
otro grupo de actores que explican la construcción del Ria-
chuelo como problema público. Se trata de instituciones no
estatales compuestas por profesionales que, si bien cuen-
tan con diversas ideologías, formas de financiamiento y
estrategias de acción, tienen en común el propósito cen-
tral de influir sobre las políticas públicas medioambientales
(Bryant y Bailey, 1997; Mermet et al., 2001). Resaltan entre
ellas Greenpeace, que se sustenta con aportes particulares y
se especializa en el despliegue de campañas de comunica-
ción masiva mediante acciones de alto impacto mediático
y visibilidad pública, y la Fundación Ambiente y Recur-
sos Naturales (FARN), que se financia con contribuciones
de empresas y organismos internacionales y sobresale por
abocase a influir en tomadores de decisión mediante el
lobby y la formación de opinión. Organizaciones como estas
fueron pioneras en la realización de actividades públicas
–tales como talleres, foros o seminarios– por medio de las
cuales se presentó públicamente el problema de la degra-
dación ambiental de la cuenca Matanza-Riachuelo (Mer-
linsky, 2013: 84).

Más allá del lawfare • 89

teseopress.com



Estas ONG, en su mayoría consolidadas durante la
década de 1990, han asimismo centrado su accionar en
las herramientas y canales brindados por la reforma de
la Constitución Nacional de 1994. Además de otorgar el
máximo estatus legal al derecho al ambiente sano, la nue-
va Carta Magna institucionalizó mecanismos participati-
vos como la iniciativa popular, la consulta popular y las
audiencias públicas, además de consagrar los derechos de
incidencia colectiva. Se trata de derechos transindividuales,
que pertenecen a un grupo indeterminado de personas y
permiten que cualquier ciudadano directa o indirectamente
afectado por la violación de tal o cual derecho pueda recu-
rrir a la justicia (Merlinsky, 2013: 85).

Las implicancias de estas modificaciones constitucio-
nales fueron sustanciales para las organizaciones ambien-
talistas. Al contar con aptitud legal para accionar judi-
cialmente, se volvieron capaces de interponer acciones de
amparo en defensa de los derechos de incidencia colectiva,
tales como el derecho al ambiente sano resguardado por
el Artículo 417. De este modo, adquirieron la legitimidad
jurídica de representar el interés general de la población,
mientras que el litigio se convirtió en una vía que adquiriría
cada vez mayor centralidad en sus repertorios de acción
política.

7 El Artículo 41 de la Constitución Nacional indica que “todos los habitantes
gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo
humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades
presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber
de preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la obligación
de recomponer, según lo establezca la ley. Las autoridades proveerán a la
protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos natura-
les, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad
biológica, y a la información y educación ambientales” (Constitución Nacio-
nal, 1994).
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Los informes sobre Villa Inflamable

La generación de una alerta pública en torno a la situación
ambiental de Villa Inflamable provino menos de la cons-
trucción de un conflicto por parte de sus habitantes (como
vimos algunas páginas atrás) que de la divulgación de infor-
mes científicos elaborados por actores externos. A raíz de
un convenio de monitoreo ambiental del Polo Petroquímico
Dock Sud, en 2002 se dieron a conocer los resultados de
un estudio financiado por la Agencia Japonesa de Coopera-
ción Ambiental (JICA, por sus siglas en inglés) que arrojó
una alarmante concentración de contaminantes como ben-
ceno, tolueno y xileno (BTX) en el aire de la zona. El año
siguiente, como parte del mismo programa, otra etapa de
la investigación –en este caso epidemiológica– indicaría
que el 50% de la población infantil del barrio contaba con
altos niveles de plomo en sangre. Así recogía estos datos un
diario de gran circulación nacional, en un artículo titulado
“Preocupante estudio ambiental en Dock Sud”:

Los datos que se conocieron ayer son elocuentes. En el
20% de los casos analizados en Villa Inflamable, las muestras
detectaron más de 10 microgramos de plomo por decilitro en
sangre, lo que indica, según el Centro para el Control y Pre-
vención de Enfermedades de los Estados Unidos, que existe
riesgo en esa población […]. Son los BTX lo que más [preocu-
pa]. Es que los análisis demuestran que tanto en la población
elegida como en la de control detectaron su presencia, y en
grados elevados. En el 20% de los casos, los resultados indican
que hay más de 140 microgramos por gramo en orina de
benceno y más de 1,5 gramo por gramo de tolueno, lo que se
considera como un nivel de riesgo (La Nación, 2003).

Los informes científicos de JICA cobraron repercusión
social tan pronto como fueron difundidos. Por un lado, al
brindar pruebas sólidas sobre la contaminación de los cuer-
pos, se convirtieron en un puntapié para la puesta en debate
de las condiciones de vida de la población de Villa Inflama-
ble. Sin embargo, como advertíamos anteriormente, estos
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datos fueron más apropiados por actores ajenos al barrio
–como organizaciones ambientalistas o medios de comu-
nicación– que por sus propios habitantes, para quienes la
nueva información alimentó temores antes que contribuir a
la construcción de una orientación política colectiva.

Por otro lado, los estudios volvieron a colocar sobre la
mesa los riesgos tecnológicos del Polo Petroquímico Dock
Sud, que durante largos años había sido objeto de polémi-
cas. En 1984, el buque petrolero “Perito Moreno” sufrió allí
una explosión cuando descargaba combustible, causando
diez muertos y un incendio que duraría once días. La situa-
ción se tornó especialmente dramática dado que durante
ese lapso las llamas amenazaron con alcanzar depósitos
inflamables que, de haber estallado, podrían haber causado
una catástrofe de envergadura en plena zona urbana. El
Polo Petroquímico se había instalado inicialmente en las
afueras de la ciudad, pero al cabo de poco tiempo quedó
cercado por una Buenos Aires que se había expandido a
sus alrededores. Por este motivo, existió históricamente un
debate en torno a su posible reubicación.

Casualmente, tras la divulgación de los informes de
JICA, en 2003 las secretarías de Medio Ambiente de la
Nación y de la provincia de Buenos Aires presentaron un
proyecto de ley en el Congreso para reubicar el complejo
industrial. Aunque al día de la fecha el Polo Petroquímico
permanece en su lugar original, los estudios ambientales se
volvieron un insumo científico indispensable para los acto-
res que buscaban poner en cuestión la situación ambiental
de Dock Sud o de otras zonas bañadas por el Riachuelo.
Sólo faltaba que éstos se articulasen, confluyendo en una
mirada común sobre lo que estaba en juego allí a lo lar-
go del río.
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El Defensor del Pueblo

El Defensor del Pueblo es un órgano independiente creado
a partir de la reforma constitucional de 1994 que “[actúa]
con plena autonomía funcional, sin recibir instrucciones
de ninguna autoridad” y tiene como misión “la defensa y
protección de los derechos humanos y demás derechos,
garantías e intereses tutelados en esta Constitución y las
leyes, ante hechos, actos u omisiones de la Administración;
y el control del ejercicio de las funciones administrativas
públicas” (Art. 86 de la Constitución Nacional). Desde su
creación, la Defensoría del Pueblo había recibido cuantio-
sas denuncias de uno u otro modo ligadas a la situación
ambiental de la cuenca, sea por afecciones en la salud, la
suciedad del río o la contaminación generada por el Polo
Petroquímico. Pero esta sumatoria de reclamos individuales
cobraron otro cariz cuando en 2002, a raíz de un reclamo
puntual presentado por la Asociación de Vecinos La Boca, el
organismo creó una Unidad de Investigaciones Especiales
que se abocó al seguimiento y unificación del conjunto de
las denuncias presentadas (Merlinsky, 2013: 94) y se plan-
teó como objetivos: a) “diagnosticar el estado de situación
de la cuenca Matanza-Riachuelo en sus distintos aspectos”;
b) “elaborar un informe especial tendiente a reafirmar la
gravedad de esta problemática y, por lo mismo, a reiterar la
necesidad de medidas concretas por parte de las autorida-
des responsables”, y c) “sugerir líneas de acción relativas a
esas medidas necesarias y urgentes que permitan recompo-
ner el ambiente de la cuenca y así preservar la salud de la
población mediante un adecuado manejo del recurso natu-
ral” (Defensor del Pueblo de la Nación, 2003: 9).
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Con el fin de dar respuesta a dichos objetivos, la Defen-
soría del Pueblo convocó a organizaciones no gubernamen-
tales, universidades y grupos vecinales8, con los cuales en
2003 presentaron un primer documento. Con el título de
“Informe especial sobre la cuenca Matanza-Riachuelo”, este
trabajo analizaba en clave histórica, ambiental e institucio-
nal el estado de situación del territorio, colocando el foco
en las condiciones de salubridad e infraestructura y propo-
niendo diagnósticos y medidas para su saneamiento. A su
vez, el estudio ofreció un enfoque original al hacer énfasis
en la cuestión sociosanitaria, enumerando las principales
enfermedades provocadas por la degradación del ambien-
te y estableciendo vinculaciones con las diferentes fuentes
de contaminación. En tanto realizaba un seguimiento de la
ejecución de los presupuestos de las políticas previamente
implementadas, brindó asimismo un punto de partida para
supervisar y realizar pedidos de informes a las agencias res-
ponsables, sobre todo el CEMR que se había creado en la
década anterior con motivo del fallido plan de los mil días.

Como señala Merlinsky –y según ilustra el caso de
Villa Inflamable–, la desinformación sobre la situación de la
cuenca era una poderosa herramienta de dominación sobre
quienes padecían su deterioro (2013: 96). Frente a la dis-
persión de enfoques y falta de conocimientos objetivados,
el documento permitió en este sentido encolumnar tras un
mismo ariete a actores con diversas necesidades, intereses
y visiones, reorientando el sentido de sus demandas y con-
solidando a la cuenca como territorio de referencia y pro-
blematización. Más aún, el informe se transformó en una
exitosa palabra autorizada para la presentación de la degra-
dación ambiental como asunto público: cuando en mayo de

8 Estas organizaciones fueron el Centro de Estudios Legales y Sociales, la
Defensoría Adjunta de la ciudad de Buenos Aires, la Fundación Ambiente y
Recursos Naturales, la Fundación Ciudad, Poder Ciudadano, la Universidad
Tecnológica Nacional y la propia Asociación de Vecinos La Boca.
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2006 sus autores presentaron un nuevo estudio9, las reper-
cusiones sociales, políticas y mediáticas fueron ampliamen-
te mayores. Apenas un mes más tarde, la Corte Suprema de
Justicia recogería el guante generando un cambio sin prece-
dentes en la historia de la cuenca Matanza-Riachuelo.

Crisis política y deslegitimación judicial. La Corte
Suprema y un relanzamiento en clave ambiental

Villa Inflamable había enseñado dos lecciones sobre la
invisibilización de la problemática ambiental en la cuenca
Matanza-Riachuelo. Por un lado, que el riesgo tóxico no era
de por sí un catalizador de alarma y por ende la contami-
nación podía convivir con la desmovilización social. Por el
otro, que el litigio podía conducir a la individualización de
los reclamos y que en consecuencia la vía judicial no era en
sí misma una salida que diese soluciones de largo alcance a
las demandas de la población.

Una decisión tomada en 2004 mostraría que la apela-
ción a la justicia podía tener efectos radicalmente distintos
e inesperados respecto de los ensayos anteriores. Ese año,
un grupo de habitantes del barrio, junto con trabajadores de
la salud de la Municipalidad de Avellaneda, presentaron una
demanda contra el Estado nacional, la provincia de Buenos
Aires, el gobierno de la ciudad de Buenos Aires y 44 empre-
sas por daños y perjuicios causados por la contaminación
del Riachuelo. La causa “Mendoza Beatriz Silvia y otros
c/Estado Nacional y otros s/daños y perjuicios” (popula-
rizada como “causa Mendoza”, por la mujer que encabezó
la presentación, pero también como “causa Riachuelo”) dio
inicio a un proceso que no sólo trascendió las expectativas
de quienes la impulsaron, sino que sacudió las reglas de

9 A las instituciones y organizaciones originales se sumaron para el informe
de 2006 otras como la Fundación Metropolitana, Greenpeace y la Universi-
dad Nacional de La Matanza.
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juego de la agenda ambiental. Basándose en la Ley General
de Ambiente sancionada en 2002, los demandantes exigían
el saneamiento de la cuenca como paso indispensable para
revertir el daño a su salud, así como una indemnización por
los daños y perjuicios provocados por el estado ambiental
del territorio10. A diferencia de la década anterior, se trata-
ba aquí de una demanda planteada en términos colectivos
por el respeto de derechos denominados “difusos” –esto es,
aquellos cuyo cumplimiento no es pasible de concretarse en
referencia a un individuo en particular–.

El 20 de junio de 2006 la Corte Suprema de Justicia
hizo su entrada en escena. Al declarar su competencia ori-
ginaria en relación con las pretensiones concernientes a la
prevención, recomposición y resarcimiento del daño colec-
tivo (y declararse incompetente frente al pedido de resarci-
miento por daños y perjuicios individuales), asumió el lugar
de principal autoridad en la conducción de la demanda y
adoptó un rol de alto protagonismo. La causa Riachuelo se
volvería el motor de uno de los mayores conflictos políti-
cos, institucionales y sociales vinculados al medio ambiente
hasta entonces y el máximo tribunal se otorgaba el papel
de director de orquesta.

No faltaban argumentos legales para que la Corte
Suprema se hiciera cargo de la demanda de los habitantes
de Villa Inflamable, La Boca y los trabajadores de la salud
de Avellaneda. Por un lado, la Ley General de Ambiente
preveía la competencia federal cuando la contaminación
involucrase múltiples jurisdicciones, como era el caso de la
cuenca Matanza-Riachuelo –que implicaba a catorce muni-
cipios, la provincia de Buenos Aires y la ciudad de Buenos
Aires–. Por otra parte, los derechos violados estaban expre-
samente garantizados por la Constitución Nacional, y los

10 A pesar de que la causa tuvo inicio en Villa Inflamable y se realizaron nume-
rosos planes para la relocalización de sus habitantes (Auyero y Swistun,
2008), este barrio permanece sometido a los peligros del Polo Petroquímico
hasta el día de hoy.
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artículos 116 y 117 de la Carta Magna otorgaban compe-
tencia originaria y exclusiva al máximo tribunal cuando se
tratase de asuntos en que la nación y/o las provincias fueran
parte (Merlinsky, 2013: 102).

Sin embargo, existían razones para que la Corte Supre-
ma tomase la decisión de asumir responsabilidad sobre la
denuncia encabezada por Beatriz Mendoza que trascendían
a los argumentos jurídicos. El año 2006 estaba todavía muy
cercano a una crisis que, además de dar por tierra con el
modelo de la convertibilidad monetaria, había expuesto las
profundas desconfianzas en el sistema de partidos y el régi-
men político en general. Si bien Néstor Kirchner –asumido
en 2003– había logrado restaurar la autoridad presidencial,
gozaba de alta popularidad y estaba comandando un nuevo
ciclo de crecimiento económico, la confianza popular en las
instituciones estatales no lograba recomponerse.

Las plazas del país se habían visto desbordadas en
2001 al clamor de “que se vayan todos”, un cántico que
expresaba el hartazgo social con las condiciones de vida y
especialmente con los partidos políticos. Y el nuevo bloque
al mando del Poder Ejecutivo había reconocido este agota-
miento: durante sus primeros años, el kirchnerismo desistió
de reposar sobre la estructura partidaria que formalmen-
te lo había llevado al poder –el Partido Justicialista– para
construirse más bien sobre un proyecto de “transversalidad”
que buscaba incorporar tanto a sectores de un partido his-
tóricamente enfrentado –la Unión Cívica Radical– como a
grupos piqueteros y movimientos sociales que habían mar-
cado el ritmo de la conflictividad en la etapa previa y aún
guardaban un significativo poder de movilización.

La Corte Suprema de Justicia no había quedado exenta
del descreimiento y el rencor popular. Durante la década
de 1990, sus fallos invariablemente favorables al gobierno
–en especial mediante los votos de cinco jueces designados
por el presidente Carlos Menem, conocidos como la “mayo-
ría automática”– expresaban una sumisión a los designios
del poder político. Encubridora de hechos de corrupción
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ligados a funcionarios, apañadora de actos ilícitos en el
marco del programa de privatización de empresas públicas
y sostén jurídico de las reformas políticas y económicas
llevadas a cabo por el gobierno, la Corte Suprema se había
vuelto el foco de escándalos de todo tipo.

Los meses más álgidos de la crisis de 2001 también la
habían colocado en el ojo de la tormenta, cuando apañó la
controversial medida del presidente Fernando De La Rúa
conocida como “corralito”. Decretada el 3 de diciembre de
2001, esta decisión restringía la libre disposición del dinero
depositado en cuentas corrientes, cajas de ahorro y plazos
fijos, limitando las extracciones a un monto máximo sema-
nal. Como consecuencia, los denominados “ahorristas” se
volcaron a las calles, protestando con cacerolas en las puer-
tas de los bancos por la retención de sus depósitos. Cuando
la crisis llegó a su punto cúlmine con un estallido social el
19 y 20 de diciembre, las movilizaciones se dirigirían no
solamente al Congreso de la Nación y a la Casa Rosada
–sedes del Poder Legislativo y Ejecutivo respectivamen-
te–, sino también al Palacio de Justicia. Denunciada como
cómplice del proceso que había desencadenado semejantes
penurias económicas, la Corte Suprema veía cómo el grito
de “que se vayan todos” arribaba a sus mismísimas puertas.

Nuevamente, el gobierno de Néstor Kirchner tomó
nota de la posición crítica en la que se hallaba la máxima
autoridad judicial. Interpretando las protestas que todavía
clamaban por la renuncia de sus integrantes y asumien-
do la necesidad de una renovación institucional, en 2003
el presidente pidió enérgicamente por cadena nacional de
radio y televisión que el Congreso pusiera en marcha un
juicio político contra los miembros de la “mayoría automá-
tica”, acusándola de actuar “a espaldas de la sociedad” y de
no estar “a la altura de las circunstancias”. Poco después,
tres de esos jueces renunciarían y otros dos que optaron
por resistir en sus cargos serían depuestos, tras lo cual
se firmaría un decreto presidencial que limitaba las capa-
cidades del Poder Ejecutivo para nombrar magistrados y
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transparentaba los mecanismos de designación. Así, tras la
asunción de nuevos jueces, culminaba un proceso de depu-
ración de la Corte Suprema y se abría otra etapa en la
cúspide del Poder Judicial.

Pero las impugnaciones sociales contra el sistema judi-
cial estaban lejos de haber culminado. El 17 de marzo de
2004 el secuestro extorsivo y posterior asesinato de un
joven de 23 años, Axel Blumberg, conmovió al país. Su
padre, Juan Carlos Blumberg, corporizó la puesta en agenda
de la “inseguridad” como asunto de preocupación social de
primer orden y encabezó movilizaciones multitudinarias
que, a la vez que le reclamaban al Congreso el endureci-
miento de las penas y le exigían al gobierno un cambio en
las políticas de seguridad, expresaban un potente malestar
con el Poder Judicial, acusado de incapaz de hacer justicia
–cuando no cómplice de los crímenes y delitos–.

La nueva Corte Suprema precisaba recomponer su
legitimidad, y la denuncia por daños y perjuicios provo-
cados por el Riachuelo brindaba una oportunidad. Por un
lado, uno de sus integrantes, Ricardo Lorenzetti –pocos
meses después del fallo nombrado presidente del tribunal–,
era uno de los principales especialistas en el país en dere-
cho ambiental, lo que le otorgaba al cuerpo de jueces un
determinado savoir faire para la conducción de una causa
vinculada a la restauración de un daño colectivo y la pro-
tección del derecho al ambiente sano. Hacia 2006, por otro
lado, a la par de una pujante recuperación económica lue-
go de la crisis que había llegado a su punto cúlmine cinco
años antes, los conflictos ambientales estaban generando
una creciente presión para insertarse en la agenda estatal.
Desde luchas contra explotaciones mineras en diversas pro-
vincias cordilleranas hasta el caso de las fábricas de pas-
ta de celulosa frente a Gualeguaychú (según se describió
en el capítulo anterior), la sensibilidad política y social en
torno a la cuestión ambiental se volvía cada vez mayor.
Según Merlinsky,
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Es importante prestar atención a la sincronía de los aconteci-
mientos […], pues entre 2005 y 2006, mientras el [conflicto de
Gualeguaychú] ganaba espacio en los medios de comunica-
ción y el propio presidente Kirchner mencionaba que el tema
ambiental era parte de la agenda del Estado, la Defensoría del
Pueblo de la Nación presentó los informes […] que denun-
ciaban el grave estado de situación de Riachuelo: aguas con-
taminadas a niveles inadmisibles, efluentes industriales sin
control, basurales a cielo abierto, población sin agua potable
ni saneamiento cloacal. De modo tal que el “caso Riachuelo”
fue ganando visibilidad pública a la luz de esa progresiva
politización del conflicto del Río Uruguay (2013: 117).

El estado de movilización en Gualeguaychú daba cuen-
ta de modo ejemplar de una generación de demandas socia-
les que pujaban por ser oídas, mientras que la situación del
Riachuelo retrataba los fracasos del Estado en la construc-
ción de una gobernabilidad ambiental. Al dictar una sen-
tencia que apuntaba a generar soluciones duraderas para un
problema histórico que afectaba a millones de habitantes,
organizando a distintos niveles de gobierno alrededor de
sus mandatos, la Corte Suprema se relanzaba socialmente y
construía un punto de inflexión en la política ambiental.

Pero el fallo del tribunal era, sobre todo, expresión de la
creciente judicialización de los conflictos y asuntos políti-
cos. La expansión de la esfera de lo justiciable en las décadas
precedentes, así como la reforma constitucional de 1994
que había jerarquizado derechos colectivos, sentaban las
condiciones para que se dictase una sentencia estructural11

y con ella se inaugurara un inusitado papel rector por parte
de la Corte Suprema sobre diversos actores estatales.

11 Véase el capítulo 1 para algunas reflexiones conceptuales sobre las causas
estructurales.
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Una vuelta de página en la historia del Riachuelo:
el fallo Mendoza y una nueva institucionalidad

Al dictar competencia originaria el 20 de junio de 2006,
la Corte Suprema impuso requerimientos a dos grupos de
actores. Por un lado, les exigió a las empresas denuncia-
das que en un plazo de treinta días elaboraran y entrega-
ran un informe acerca del tipo y cantidad de líquidos que
vertían al río, así como los sistemas de tratamiento de los
que disponían y si contaban con seguros ambientales. Por
otro lado, conminó al Estado nacional, a la provincia de
Buenos Aires y a la ciudad de Buenos Aires a presentar
un plan integral de saneamiento para la cuenca Matanza-
Riachuelo que, de acuerdo con la Ley General de Ambiente
nº 25.675, contemplase:

1. Un ordenamiento ambiental del territorio;
2. El control sobre el desarrollo de las actividades

antrópicas, de modo tal que “[se asegure] el uso ambiental-
mente adecuado de los recursos ambientales, [se posibilite]
la máxima producción y utilización de los diferentes eco-
sistemas, [se garantice] la mínima degradación y desapro-
vechamiento, y [se promueva] la participación social en las
decisiones fundamentales del desarrollo sustentable”, según
prevé el Artículo 10 de la ley nº 25.675;

3. Un estudio de impacto ambiental de las cuarenta y
cuatro empresas involucradas (y en caso de no haberlos, que
se les requiera en forma inmediata);

4. Un programa de educación ambiental; y
5. Un programa de información ambiental pública a

todo el que la requiera, especialmente los ciudadanos del
área territorial involucrada (Corte Suprema de Justicia de
la Nación, 2006).

Asimismo, a partir de una solicitud por parte del
Defensor del Pueblo de la Nación y las organizaciones que
habían colaborado en la producción de los informes sobre
el Riachuelo, la Corte Suprema incorporó a algunos de
estos actores como terceros en la causa. A raíz de que la
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Constitución Nacional los proveía de la legitimidad para
accionar frente a daños ambientales colectivos, el tribunal
evaluó el grado de adecuación de sus estatutos y aceptó
la inclusión de la propia Defensoría del Pueblo, la Funda-
ción Ambiente y Recursos Naturales (FARN), el Centro de
Estudios Legales y Sociales (CELS), Greenpeace y la Aso-
ciación de Vecinos La Boca (Merlinsky, 2013: 104). Estas
instituciones conformaron un órgano que luego se llamaría
“Cuerpo Colegiado”, cuya finalidad sería el control de los
avances en la ejecución de la sentencia, contribuyendo de
este modo a la supervisión del accionar de los condenados
y a su vez garantizando una cuota de participación de la
sociedad civil en el proceso –mayoritariamente a través de
organizaciones expertas–12.

El litigio conducido desde la cúspide del Poder Judicial
se caracterizó a su vez por la innovadora decisión de llamar
a audiencias públicas que expusieran ante los ojos de la
sociedad los grados de acatamiento a las condenas por par-
te de los condenados. Las cuatro convocatorias realizadas
entre 2006 y 2007 escenificaron el proceso judicial y visi-
bilizaron ante la sociedad y los medios de comunicación
cómo la Corte Suprema, desde su papel de organizadora,
exigía informes sobre los niveles de avance en la elabora-
ción y la ejecución del plan de saneamiento13.

En efecto, el gobierno nacional dio un paso institu-
cional sustantivo en 2007, cuando logró la aprobación par-
lamentaria del proyecto de constitución de la Autoridad
de Cuenca Matanza-Riachuelo (Acumar), integrada por la

12 Por motivos que se analizarán en los próximos capítulos, resulta importante
adelantar aquí que los afectados por la implementación de la sentencia
–inclusive los denunciantes originales– no fueron incorporados como acto-
res intervinientes en el proceso judicial. Su capacidad de acceso e incidencia
en el expediente se vio supeditada a la eventual mediación de determinados
actores legalmente autorizados.

13 En La Corte Suprema en escena. Una etnografía del mundo judicial, Leticia
Barrera (2012) realiza un interesante análisis sobre el funcionamiento coti-
diano de la Corte Suprema, inclusive sobre la etapa de audiencias públicas
por la causa Riachuelo.
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ciudad de Buenos Aires, la provincia de Buenos Aires y el
gobierno nacional. Este organismo, que apuntaba a cons-
truir una capacidad de articulación interjurisdiccional y
estaba dotado de potestades ejecutivas sobre el territorio, se
convertiría de allí en adelante en el principal interlocutor
del Poder Judicial. En la medida en que la mayoría de los
estudios sobre la situación de la cuenca ligaban los fracasos
de los intentos de saneamiento previos a la falta de coordi-
nación entre los gobiernos competentes, la creación de este
ente apareció como un salto significativo hacia la formu-
lación de un plan con posibilidades de éxito. No obstante,
el tribunal evaluó que los avances en lo concerniente a la
realización de un diagnóstico y el trazado de una hoja de
ruta habían sido escasos y deficientes:

Con relación al plan integral para el saneamiento de la cuenca
Matanza-Riachuelo presentado por la parte demandada se
han realizado audiencias y dictámenes que evidencian defi-
ciencias que este Tribunal debe tener en cuenta. De todo ese
proceso […] surge que existen importantes diferencias entre
las distintas versiones presentadas, y que en muchos aspectos
no hay una elaboración actualizada sino una reedición de
documentos que existían con anterioridad y que datan de
varios años. También han existido dificultades para conocer
datos objetivos, públicos y mensurables sobre las distintas
situaciones existentes, lo cual ha sido agravado por la disper-
sión de las fuentes de información y la falta de una termino-
logía homogénea. Por otro lado, la eficacia en la implemen-
tación requiere de un programa que fije un comportamiento
definido con precisión técnica, la identificación de un sujeto
obligado al cumplimiento, la existencia de índices objetivos
que permitan el control periódico de sus resultados y una
amplia participación en el control (Corte Suprema de Justicia
de la Nación, 2008: 15).

Bajo el amparo de estos argumentos, el 8 de julio
de 2008 el tribunal dictó una sentencia por prevención y
recomposición que, mientras dejó pendiente la definición
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de la reparación del daño ambiental colectivo14 y se declaró
incompetente en lo referido a los reclamos individuales,
determinó tres objetivos en relación a la recomposición y
prevención de daños futuros: 1) la mejora de la calidad de
vida de los habitantes de la cuenca; 2) la recomposición
del ambiente en todos sus componentes (agua, aire y sue-
los); y 3) la prevención de daños con suficiente y razonable
grado de predicción (Corte Suprema de Justicia, 2008: 16).
A su vez, brindó indicaciones expresas en materia de: a)
información pública, b) contaminación de origen industrial,
c) saneamiento de basurales, d) limpieza de los márgenes
del río, e) expansión de la red de agua potable, f) desagües
pluviales, g) saneamiento cloacal, y h) un plan sanitario de
emergencia.

Esta sentencia abría una nueva etapa en la que era
explícita la disposición del tribunal a determinar objetivos,
plazos de cumplimiento y lineamientos que, aunque con-
sistían en contenidos mínimos y generales, mostraban una
voluntad de que se alcanzasen resultados por medio de la
demarcación de tiempos y vías de acción15. De este modo,
la Corte Suprema realizaba con su sentencia una doble
operación: por un lado, captaba el conflicto del Riachue-
lo y lo trasladaba compulsivamente al campo del derecho,
sometiéndolo a los procedimientos del sistema judicial y
a las reglas jurídicas; por otro lado, se colocaba en un rol

14 Este aspecto de la sentencia no ha sido retomado por la Corte Suprema des-
de aquel entonces.

15 En el Considerando 15, la Corte Suprema indicó que “la recomposición y
prevención de daños al ambiente obliga al dictado de decisiones urgentes,
definitivas y eficaces [...]. El objeto decisorio se orienta hacia el futuro y fija
los criterios generales para que se cumpla efectivamente con la finalidad
indicada, pero respetando el modo en que se concreta, lo que corresponde al
ámbito de discrecionalidad de la administración. De tal modo, el obligado al
cumplimiento deberá perseguir los resultados y cumplir los mandatos des-
criptos en los objetivos que se enuncian en la presente, quedando dentro de
sus facultades la determinación de los procedimientos para llevarlos a cabo”
(Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2008: 14). Asimismo, el fallo impu-
so plazos oscilantes entre un mes y un año para el cumplimiento de algunas
de las disposiciones indicadas.
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de estructuradora y organizadora de un proceso crecien-
temente complejo que buscaba introducir al orden de lo
político a un área geográfica que apenas estaba recortada y
delimitada en términos sociales e institucionales. Aquí, en
la conversión de la cuenca en un territorio gobernable para
las múltiples escalas y facetas del Estado, yacía uno de los
principales desafíos del nuevo ente tripartito.

La primera y principal respuesta de la Acumar a los
requerimientos de la Corte Suprema fue la formulación de
un Plan Integral de Saneamiento Ambiental que, tras suce-
sivas reformulaciones –en base a indicaciones de la justi-
cia–, acabó tomando forma definitiva en 2010. A lo largo
de sus 636 páginas, el documento recogió los objetivos y
señalamientos planteados por el máximo tribunal y opera-
tivizó los mandatos traduciéndolos y transformándolos en
catorce líneas de acción: a) sistema de indicadores; b) siste-
ma de información; c) fortalecimiento institucional de Acu-
mar; d) ordenamiento ambiental del territorio; e) educación
ambiental; f) plan sanitario de emergencia; g) monitoreo
de la calidad del agua, sedimentos y aire; h) urbanización
de villas y asentamientos precarios; i) expansión de la red
de agua potable y saneamiento cloacal; j) desagües pluvia-
les; k) limpieza de márgenes; l) contaminación de origen
industrial; m) saneamiento de basurales; n) Polo Petroquí-
mico Dock Sud.

A partir de entonces, el Plan Integral de Saneamien-
to Ambiental se convirtió en la brújula del proceso de
recomposición de la cuenca Matanza-Riachuelo. Sus ejes
sintetizaban baterías de políticas públicas cuyo diseño e
implementación no estarían en su totalidad bajo la égida
de la Acumar sino que, en algunos casos, serían delegadas
a autoridades específicas. Así, tareas como la construcción
de sistemas de indicadores, el monitoreo a las industrias
y la recolección de residuos acumulados sobre los taludes
del río serían realizadas directamente por el ente tripartito,
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mientras que otras reposarían en los actores condenados16:
por caso, las obras relativas a la red de agua, saneamiento
y desagües pluviales estarían a cargo de la empresa AySA
–propiedad del Estado nacional–, y mandatos como la
urbanización de villas y asentamientos de la cuenca serían
cumplidos por los gobiernos locales –en todos los casos con
financiamiento nacional y en articulación con la Acumar–.

El hecho de que se creara ad hoc un organismo coor-
dinador para dar cumplimiento a las órdenes judiciales no
implicó, empero, que la Corte Suprema se desentendiera
de la sentencia. Por lo contrario, ésta designó a un juez de
primera instancia –Luis Armella, titular del Juzgado Federal
del partido de Quilmes– como responsable de controlar
y conducir la ejecución del fallo, iniciándose bajo su ala
una etapa en la cual el máximo tribunal buscaría garantizar
el cumplimiento de sus mandatos a partir de la adopción
–por delegación– de un rol dinamizador de las institucio-
nes políticas.

Como sostiene Merlinsky, a partir de la ejecución de
la sentencia el conflicto por el saneamiento de la cuenca
sufrió una transformación: la tensión central se ubicó en la
relación entre el Poder Ejecutivo, que debía llevar adelante
las políticas ambientales, y el Poder Judicial, que además de
vigilar su cumplimiento comenzó a proponer medidas ante
la ausencia de avances efectivos (2013: 159).

Los primeros años del juez Armella se caracterizaron
por la exigencia de informes periódicos a las autoridades
políticas, así como por la convocatoria a audiencias que
colocaban sobre la mesa los niveles de avance en el sanea-
miento. Sin embargo, ante los escasos progresos, en una
resolución de 2010 la Corte Suprema habilitó al juez de
ejecución a la “[adopción de] las medidas necesarias para
el inmediato y eficaz cumplimiento de la sentencia” (Res.
10/08/2010).

16 Recordemos que la sentencia de 2008 de la Corte Suprema condenó a la ciu-
dad de Buenos Aires, a la provincia de Buenos Aires y al Estado nacional.
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Desde aquel entonces, Armella adoptó la práctica de
imponerle a funcionarios tales como el propio presidente
de la Acumar el pago de una multa diaria por los incumpli-
mientos, la cual debía ser afrontada con su patrimonio per-
sonal. Pero además, el juez comenzó a insertarse de modo
más decisivo en el proceso de implementación. Así, con
respecto a la limpieza de los taludes del río, el juez exigió
el llamado a licitación para la realización de obras, definió
los actores responsables y estableció el contenido de las
tareas. Con relación al control de la contaminación indus-
trial, realizó un seguimiento de los avances en la inspección
de industrias, e incluso libró órdenes de allanamiento en los
casos en que las empresas se resistían a abrir sus puertas.
Y en cuanto a las obras de agua y saneamiento, demandó
la definición precisa de los planes de expansión de la red,
identificó a los beneficiarios y estableció plazos de ejecu-
ción (Merlinsky, 2013: 163). Asimismo,

En marzo de 2011 exigió que se unificara la provisión de agua
y saneamiento […] a través de un solo prestador; en mayo del
mismo año intimó a la realización de un plan único de trans-
porte para la cuenca Matanza-Riachuelo. Sobre la gestión de
los residuos sólidos urbanos, dictó una resolución señalando
que era necesario superar el ‘modelo de los rellenos sanita-
rios’ y propuso alternativas de gestión para la disposición de
los residuos a escala municipal. De esta manera, su accionar
se fue ampliando hasta alcanzar una escala incluso mayor
que la de la cuenca, y que involucró medidas que claramente
tienen que ver con decisiones estratégicas a escala metropo-
litana (Merlinsky, 2013: 164).

El accionar de Armella ponía paradigmáticamente en
cuestión las fronteras entre el ejercicio de la justicia y la
ejecución de políticas públicas. Su seguimiento pormenori-
zado de las diversas etapas del proceso de saneamiento, el
establecimiento de penalidades ante la falta de cumplimien-
to de sus indicaciones y su involucramiento en la definición
de los modos y plazos bajo los que se debía actuar con el
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fin de acatar la sentencia comenzarían a generar tensiones
significativas entre los actores implicados. En particular, la
ventana de conflicto abierta por su orden de apertura de un
camino ribereño expresaría de modo ejemplar los dilemas
de esta causa estructural.

En este capítulo hemos examinado el proceso de emer-
gencia de la “causa Mendoza”. Caracterizada por entrelazar
altos grados de riesgo ambiental con la vulnerabilidad social
de sus habitantes, la cuenca Matanza-Riachuelo fue históri-
camente objeto de olvidos, desaprensión y negligencias. Sin
embargo, la denuncia presentada por un grupo de vecinos
en el año 2004 derivó en una nueva etapa a partir de que la
Corte Suprema declarara su competencia originaria y dic-
tara sentencia contra todos los gobiernos con jurisdicción
sobre el territorio, exigiéndoles la mejora de la calidad de
vida de la población, la recomposición del ambiente y la
prevención de daños. El fallo expresaba la creciente tenden-
cia a la judicialización de las políticas y los conflictos, pero
a su vez respondía a una crisis del propio máximo tribunal
y a una puesta en agenda de la cuestión ambiental a nivel
nacional. Sobre todo, la causa exhibiría las capacidades de la
justicia en materia de producción de políticas: la sentencia
no sólo derivó en cambios institucionales (en particular, la
creación de una autoridad de cuenca) sino que abrió un
campo de tensiones a partir del nombramiento de un juez
de ejecución que se involucró en los modos de acatamiento
a las órdenes judiciales.
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3

Controversias sociojurídicas
en la ejecución de una sentencia

activista

De la obra pública a la exigencia de derechos

Los objetivos delineados por la Corte Suprema en su fallo
de julio de 2008 contaban con altos grados de generalidad1.
Al sentar grandes pautas pero no marcar con precisión una
hoja de ruta a seguir para garantizar su cumplimiento, el
tribunal dotó al juez de ejecución Luis Armella de una tarea
de carácter contingente. Se trataba la suya de una labor
interpretativa que, siguiendo a Azuela (2006: 122), consti-
tuye una conocida dificultad en la práctica del derecho. Una
de las invenciones del pensamiento jurídico de los siglos
XVIII y XIX fue la del juez autómata, según la cual las
leyes, inspiradas por la razón, serían tan perfectas que no
sería necesario ningún tipo de esfuerzo de interpretación.
Y aunque a la hora de aplicar la ley aparecen indefecti-
blemente situaciones para las que no existen dispositivos
claramente aplicables, esta idea aún ronda en el imaginario
de la cultura jurídica, que tiende a negar el carácter inde-
terminado del derecho.

1 En Scharager (2021) puede encontrarse una versión preliminar de los apor-
tes sobre activismo judicial y controversias sociojurídicas desarrollados en
este capítulo.
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Como afirman Azuela, Melé y Ugalde (2015), no es
posible anticipar con absoluta certeza cuáles serán los resul-
tados de una decisión jurídica ni cuáles serán sus efectos:
una solución que puede parecer definitiva en los términos
del derecho puede tener un impacto limitado al trasladarse
a las relaciones sociales, o bien convertirse en fuente de
nuevos problemas y conflictos. En efecto, lejos de ser un
conjunto de textos estáticos listos a ser aplicados, el dere-
cho es, por lo contrario, dinámico y polivalente. En otras
palabras, la “textura abierta” del derecho es en sí el origen
de numerosas indeterminaciones; y dado que la naturale-
za del lenguaje jurídico deja un margen de maniobra a los
jueces para interpretar la regla, resulta difícil anticiparse a
los efectos jurídicos de una acción o prever los resultados
de una medida judicial.

En definitiva, el derecho es esencialmente un discurso.
Y, como todo lenguaje, “el lenguaje del derecho es poli-
sémico, a pesar del esfuerzo de sus operadores y de los
legisladores para asegurar que cada nuevo dispositivo, sea
una norma técnica o la proclamación más solemne de un
derecho humano, tenga un sentido unívoco” (Azuela, Melé
y Ugalde, 2015: 7, traducción propia). Dicho de otro modo,
en lugar de ser producto de un conjunto unívoco y estable
de significados fijos, el derecho es el resultado de un pro-
ceso de constante atribución de sentido a las normas y los
principios. Y por lo tanto, su puesta en práctica requiere
una operación intelectual condicionada por factores ideoló-
gicos, valorativos y extranormativos (Arcidiácono y Gama-
llo, 2014: 53).

De aquí la contingencia inherente a la ejecución del
fallo: más que desentrañarlo correctamente, la cuestión
para el juez era cómo construir argumentos y definiciones,
dado que no bastaba la sentencia ni las leyes que lo funda-
mentaban –sobre todo la Ley General de Ambiente– para
resolver mecánicamente el problema que el máximo tribu-
nal se había propuesto solucionar (Azuela, 2006: 123). La
ejecución requería una tarea de traducción (Callon, 1986)
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o transcodage (Lascoumes, 1996), es decir, la puesta en rela-
ción de dos universos sociales imbricados pero ciertamen-
te diferenciados: el de los expedientes y el de las políti-
cas ambientales. Así, la implementación judicializada de las
medidas de saneamiento de la cuenca Matanza-Riachuelo
daría comienzo a un proceso de pujas entre múltiples acto-
res –arbitrado por el juez Armella– para determinar el
significado, los alcances y las vías que tomaría el fallo del
máximo tribunal al territorializarse bajo la forma de una
batería de políticas públicas.

Sin embargo, en la implementación de una sentencia
de semejante complejidad no escasearían los desafíos –ni,
como veremos luego, las oportunidades–. Si recuperamos
la propuesta de Puga (2013: 51) y entendemos la causa Ria-
chuelo como un caso policéntrico cuya estructura se asimila a
la de una telaraña –en la cual todas las partes en conflicto
están conectadas con las otras a través de múltiples inter-
secciones–, puede afirmarse que la labor del juez a cargo
del fallo consistiría en ejercer tensiones sobre esa red de
actores: principalmente, la Acumar (en cuanto articuladora
del gobierno porteño, el provincial y el nacional –es decir,
los condenados–), pero también otros que se verían invo-
lucrados a lo largo de la ejecución. Entre ellos, se hallaban
empresarios industriales, compañías proveedoras de agua y
saneamiento, los municipios ubicados en la cuenca y, claro
está, los habitantes del territorio en cuestión –sobre todo
los más directamente afectados por las políticas implemen-
tadas–. En este sentido, no puede sino anticiparse cómo,
en la medida en que las acciones del juez repercutían sobre
cada uno de esos puntos de conexión, sus decisiones no
sólo se ramificarían sino que podrían generar efectos de
alcances imprevistos.

Como señala Merlinsky (2013: 158), la delegación de
la ejecución de la sentencia sobre el juez Armella fue uno
de los pasos dados en pos de la producción de un ámbito
judicial de dirección y control. Se trataba, en otras pala-
bras, de “un lugar donde el poder de juzgar –mediante
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instrucciones precisas de cumplimiento obligatorio dirigi-
das hacia la administración pública– [iba] virando de rol,
buscando incidir sobre quienes tienen el poder de actuar”.
A partir de entonces, en el seno de dicho juzgado la recu-
peración ambiental de la cuenca se volvería el equivalente a
informes de actuación, monitoreo de resultados y sanciones
a los funcionarios incumplidores. Siguiendo a Azuela (2006:
133), era en esa instancia donde se definiría el significado
práctico del derecho ambiental:

Ese significado se construye en el contexto de los procedi-
mientos jurídicos, ya que por medio de ellos se hacen efec-
tivas las condiciones que restringen, al tiempo que posibi-
litan, las soluciones que realmente están al alcance de los
participantes. Estas condiciones se hacen evidentes cuando
observamos el modo en que los procedimientos redefinen
(filtran, seleccionan, recrean) los problemas ambientales que
son llevados al mundo del derecho.

La orden de relocalización de los miles de habitantes
de los bordes del Riachuelo, surgida a raíz de la disposi-
ción de la Corte Suprema de que se realizase una “limpieza
de márgenes” del río, fue uno de los mejores ejemplos de
las imprevisibilidades generadas por la concatenación de
interpretaciones y decisiones, y se convertiría en uno de
los principales conflictos del proceso abierto por la Corte
Suprema.

Un año después de la sentencia, Armella dio el primer
paso para poner en práctica la indicación del máximo tri-
bunal: en una resolución del 7 de julio de 2009, trajo a
colación el Artículo 2.639 del Código Civil recordando la
obligación, por parte de los propietarios de zonas ribereñas,
de asegurar una calle o camino público de 35 metros hasta
la orilla. En la época de su redacción (hacia el año 1871),
esta normativa apuntaba a garantizar una franja de libre
circulación –un “camino de sirga”– que posibilitase el aca-
rreo de barcos desde las orillas de los ríos. Pero para cuando
el juez la colocó sobre la mesa –casi 140 años después–,
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apenas era un constructo jurídico, pues distaba de ser la
realidad de las vías navegables de la Argentina. No obstante,
esta vieja noción, poco utilizada por los jueces y juristas, se
volvería su principal herramienta para definir y dinamizar
la “limpieza de márgenes” del Riachuelo.

En efecto, las sucesivas resoluciones de Armella fueron
dotando al “camino de sirga” de nuevos significados. El 28
de marzo de 2011, tras reconocer que “desde la aparición
de los barcos a motor [aquel] fue variando su finalidad”
y remarcar que “la legislación no lo ha derogado, encon-
trándose en la actualidad plenamente vigente”, el juez le
imprimió a esta noción un giro ambiental. Afirmó que este
instrumento “[encuentra] su norte no sólo en lo atinente a
la navegación, sino también en la protección de las aguas,
la biodiversidad, el ecosistema y, en definitiva, el medio
ambiente en general” y aseguró que obedece, al fin y al cabo,
a la “satisfacción de la dignidad humana”.

Al Suscripto no le quedan dudas que su implementación
debe ser aprovechada como un importante instrumento pro
ambiental a lo largo de todo el frente costero; más aún en
la prosecución de la presente ejecución de sentencia, que
se constituye como un mega objetivo de carácter ambien-
tal, cuyos cimientos encuentran sustento en nuestro dere-
cho constitucional y las normas internacionales al respecto,
erigiéndose como verdadero bastión para la protección no
sólo del medio ambiente, sino también de la dignidad del ser
humano (Res. 28/03/2011: 6).

En una resolución del 27 de abril del mismo año,
Armella ahondaría en sus argumentos en una búsqueda de
justificar la validez e importancia de este instrumento jurí-
dico para la causa Riachuelo. El juez ligaría el camino de
sirga a la necesidad de una “planificación seria y compro-
metida con el porvenir, que deje de lado el facilismo de
diseñar las obras pensando sólo en el hoy, desentendiéndose
del futuro”, y resaltaría que “la Cuenca Hídrica Matanza-
Riachuelo se [debe convertir] en una zona accesible y apro-
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vechable para los ciudadanos […], con fluidez en el tránsito
y de apreciable belleza ecológica y arquitectónica, apta para
la recreación y el disfrute, dejando de ser así, definitivamen-
te, el patio trasero de la casa donde se tiran los desechos”.
En este sentido, advertiría a los condenados que:

Al recuperarse la zona, se valorizará la misma haciendo que
el sector privado se interese en ella fomentando así la inver-
sión –siempre que se les dé las posibilidades e incentivos
indispensables–, convirtiendo la zona en un lugar de visita y
recreación (como lo es el caso de Puerto Madero o ciudades
de otros países, como el Sena o el Rin). Más aún, es en ese
entendimiento que las obras, acciones y planificaciones antes
apuntadas, a futuro seguramente se convertirán en una fuente
destacable y atrayente para el fomento del turismo local e
internacional (Res. 27/04/2011: 7)2.

A su vez, en uno de los pasajes que le ganarían el
mote de excéntrico y grandilocuente por parte de diversos
actores implicados en la causa, el juez afirmaría que la eje-
cución de la sentencia debía realizarse “pensando en una
Argentina grande y con proyección de futuro, como lo hizo
la clase dirigente de fines del siglo XIX y principios del
XX”. Recordando la época de auge del país como exporta-
dor de materias primas, diría que “a partir de 1880 nuestra
República ingresó de lleno en un proceso de transforma-
ción de características notables […], de apertura al mundo,
de cosmopolitización, donde la arquitectura acompañó de
manera destacable”, y destacaría que “a más de 100 años de
aquella gesta infraestructural […], el plan de obras a imple-
mentarse en la Cuenca [deben] convertirse en un verdadero
aporte al Bicentenario de la independencia de la República,
digno de ser imitado”.

2 Como se verá en los próximos capítulos, estas afirmaciones probarían tener
visos de realidad y se convertirían a su vez en fuente de rumores respecto de
las intencionalidades de las resoluciones judiciales ligadas a la apertura del
camino de sirga.
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Lo dicho aspira a sentar la postura de cómo pretende esta
Judicatura se realicen las obras finales a lo largo del deno-
minado “camino de sirga”, esto es, no se busca especificar las
obras a implementar, lo cual queda dentro del ámbito de la
discrecionalidad del Poder Ejecutivo, pero sí dar las pautas
indispensables para que las mismas sean acordes al fin pro
ambiental que esta ejecución de sentencia exige, y más aún
al anhelo que nuestro país espera. Así, el diseño del mentado
proyecto no podrá de ninguna manera obviar la variable de
la sustentabilidad ambiental ni los aportes indispensables que
en el presente procure disminuir de manera pronunciada la
contaminación del ambiente, a saber, la provocada por sus-
tancias tóxicas (como las emanadas de los automóviles y la
actividad industrial), por el ruido, la depreciación arquitectó-
nica, y demás (Res. 27/04/2011: 7).

Armella destacaba que no era tarea del Poder Judicial
determinar las obras a implementar para dar existencia real
al camino de sirga, pero lo cierto es que sus mandatos
avanzaban en esa dirección y reñían con las potestades del
Poder Ejecutivo. De hecho, ¿dónde se hallaba la frontera
entre garantizar el cumplimiento de una condena y estable-
cer los lineamientos de las políticas públicas que le darían
curso? A lo largo de sus resoluciones, el juez remarcaba qué
entendía jurídicamente por camino de sirga y a su vez, con
ello, generaba encuadramientos históricos, producía defini-
ciones políticas, graficaba paradigmas de desarrollo urbano
y plasmaba cosmovisiones sobre el significado de la causa
Riachuelo en su conjunto. De este modo, la vieja normativa
del Código Civil cobraba en sus escritos nuevos sentidos: de
su finalidad relativa a la navegabilidad se viraba hacia una
utilidad en términos de política ambiental3.

3 Debe recordarse cómo, según argumenta Santos (2009), la retórica no sólo
es un componente estructural del derecho sino también una estrategia clave
en la toma de decisiones. Toda posición jurídica –afirma el autor– implica
determinados niveles de uso de este recurso, ya que la justificación requiere
de una capacidad de persuadir, fundada a su vez en el potencial argumenta-
tivo de secuencias y artefactos verbales y no verbales aceptados como váli-
dos por determinado grupo social (Álvarez Ruiz, 2016).
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Desde su punto de vista, el sendero ribereño era una
condición sine qua non para una transformación estructu-
ral y perdurable de la cuenca cuyos efectos redundarían
en oportunidades inmobiliarias y de esparcimiento, mejo-
ras paisajísticas y una mayor “dignidad humana”. Pero al
mismo tiempo, Armella lo entendía como necesario en fun-
ción de las tareas de saneamiento que apremiaban en lo
más inmediato. Durante una entrevista, ante mi pregunta
respecto de cómo y por qué el mandato de “limpieza de
márgenes” había derivado en su orden de abrir el camino
de sirga, el juez respondería que sus actos están ceñidos
por las reglas del derecho y los marcos de la Constitución
Nacional, y que, por ende, toda decisión suya debía atenerse
a la legislación; en este sentido, si bien no rehuía a cierta
arbitrariedad, la elección del susodicho artículo del Código
Civil se adecuaba al mandato de la Corte Suprema. Pero a
su vez argumentaría que se trataba de una medida técnica-
mente indispensable para llevar adelante el saneamiento de
la cuenca en su totalidad: “es una cuestión de logística, hay que
tomar posesión del lugar, verlo, pararse, tomar idea del territorio
en el cual uno va a intervenir, sino es impenetrable y no se tiene
noción de lo que es”4 5. Ahondando en su visión del proceso,
afirmaría que “hay que pensar el camino de sirga recordando
cómo se construyó el Canal de Panamá. Primero hay que tomar
dominio político de la cuenca, tomar posesión del lugar. Y se

4 Las citas ligadas al juez Armella corresponden a una entrevista realizada el 6
de noviembre de 2017. Sin embargo, a pedido del entrevistado la conversa-
ción no fue grabada, razón por la cual las frases a él atribuidas fueron
reconstruidas a posteriori con la mayor fidelidad posible.
Aunque el resto de las entrevistas citadas en este libro fueron registradas
con grabador, no por ello se está más a salvo de la “ilusión positivista” que
hace de esos dispositivos un “cofre sagrado donde se cree poder conservar
las ‘representaciones’, ‘creencias’ y ‘valores’ de la gente, para ser, entonces,
examinadas y reproducidas de manera incontestable” (Quirós, 2011: 36).
Más bien, aquí considero que el vínculo entre los hechos y lo que se dice de los
hechos exige una tarea de reflexión continua, de acuerdo con los propios
límites inherentes a la construcción de conocimiento científico.

5 Las citas entrecomilladas y en itálicas constituyen fragmentos de entrevistas
realizadas a propósito de este libro.
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empieza por ahí”. Como comenzaría a evidenciarse luego, la
construcción del camino de sirga en la cuenca Matanza-
Riachuelo no podía disociarse de su construcción concep-
tual en las resoluciones judiciales ni del estilo que le daría el
propio juez al ejercicio de su rol.

En adelante, este capítulo se divide en cuatro partes,
que tienen por objetivo examinar las diversas aristas de la
construcción jurídica del problema de las relocalizaciones,
las controversias suscitadas en torno a ella y los pasos ini-
ciales dados en pos de su materialización. En función de
este propósito, en primera instancia se describirá la mirada
del juez acerca de la geografía de la ribera y se señalará
cómo, a partir de la misma, el gobierno porteño eliminó
los “obstáculos” del camino de sirga por medio de desalojos
intempestivos. Veremos que su proceder, caracterizado por
la falta de garantías y una metodología de hechos consuma-
dos, se sustentaba en la carencia de directivas judiciales y,
en definitiva, en la labilidad de las definiciones jurídicas.

En segundo lugar, se examinarán los modos por los
cuales, a partir de la intervención de distintos actores jurí-
dicos, comenzaron los primeros debates en torno a los des-
alojos. Por un lado, se trata del equipo de abogados de la
seccional Capital de la Central de Trabajadores Argentinos
(en adelante, CTA Capital), una central obrera que –naci-
da en 1992 como oposición a la histórica Confederación
General del Trabajo– cuenta con una tradición de compro-
miso con distintos tipos de causas sociales. Por otro lado,
la Defensoría General de la Ciudad (en adelante, también
“la Defensoría”6), un organismo del Poder Judicial abocado
a garantizarle a la población social y económicamente vul-
nerable el derecho a la defensa cuando se halla en conflicto
con el gobierno local. Veremos cómo ambas entidades (la
primera durante 2010 al calor de los primeros desalojos y la

6 No debe confundirse la Defensoría (esto es, la Defensoría General de la Ciu-
dad) con la Defensoría General de la Nación ni con el Defensor del Pueblo
de la Nación. Sus diferencias serán analizadas en las siguientes páginas.
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segunda desde 2011 en adelante) antepusieron argumentos
sustentados en los derechos económicos, sociales y cultura-
les para denunciar la ilegalidad del accionar del gobierno y
reclamaron la definición de un procedimiento para la aper-
tura del camino de sirga.

En tercer lugar, tras abordar las limitaciones en las que
se hallaron los defensores a la hora de realizar presentacio-
nes ante la justicia, se indagará en las reglas ad hoc que se
conformaron para la tramitación de la causa. Se describi-
rán las posiciones y capacidades de los actores involucra-
dos jurídicamente en el proceso, y cómo los mecanismos
establecidos generaron un punto de partida desfavorable
para los afectados en la medida en que fueron excluidos
del expediente, dificultándose así su aptitud para observar e
impugnar las etapas de ejecución7.

Finalmente, se contrastará la concepción sobre el ejer-
cicio del derecho que subyacía en las decisiones del juez
Armella con los principios ordenadores y estrategias de
la Defensoría. Según se verá, este organismo basaba su
actuación en la reivindicación de los derechos económicos,
sociales y culturales, dándose como principal tarea la bús-
queda de reconocimiento de su carácter operativo y por
ende exigible.

7 Valga anticipar aquí un problema que se desarrollará progresivamente a lo
largo de este capítulo y los que siguen. De acuerdo con la sentencia de la
Corte Suprema, los habitantes de la cuenca Matanza-Riachuelo eran (gené-
ricamente) la población perjudicada por la degradación ambiental, aquella
cuya calidad de vida debía ser mejorada. La condición de “afectados”, mien-
tras tanto, fue construida por los propios pobladores del camino de sirga
por medio del conflicto, una vez que el fallo fue puesto en marcha por un
juez de ejecución y tomaron noción de sus implicancias. Sin embargo, los
afectados no habían sido reconocidos como actores procesales en el fallo del
máximo tribunal, y por ende no contaban con capacidad de intervenir en el
curso del expediente. Es decir que mientras la justicia los reconocía como
titulares de derechos a ser garantizados, ellos (y sus defensores) pujarían por
demostrar que antes que afectados por la contaminación, estaban afectados
por una sentencia cuya ejecución contrariaba sus intereses.

118 • Más allá del lawfare

teseopress.com



Los primeros efectos territoriales: desalojar
para “recuperar el espacio público”

En su citado pronunciamiento de 2009, Armella recuperó
dos indicaciones del fallo de la Corte Suprema y se las reite-
ró a los condenados. En primer lugar, exigió a la Autoridad
de Cuenca la realización de una “desratización, limpieza y
desmalezado” de la zona, así como la definición de plazos
de cumplimiento, presupuestos y actores responsables. En
segundo lugar, ordenó la ejecución de obras para “transfor-
mar toda la ribera en un área parquizada”. Amparándose en
el Código Civil, señaló que el sendero a la vera del río debía
ser de un ancho de 35 metros y que, a los fines de su apertu-
ra, debían removerse todos los “obstáculos” en su trayecto.

Claro está, luego de siglos de crecimiento urbano a
lo largo de la cuenca Matanza-Riachuelo, lejos estaban los
bordes del río de estar vacantes. Se hallaban allí basura-
les, fábricas, edificios abandonados y, sobre todo, viviendas
precarias pertenecientes a villas y asentamientos que con el
correr de las décadas se habían expandido hasta los taludes
del río. Pero la existencia de población en situación de ries-
go ambiental y vulnerabilidad habitacional no formó parte
del diagnóstico inicial a partir del cual la Corte Suprema
emitió su fallo. De hecho, el desconocimiento jurídico de
esta realidad había conducido a que el mandato de gene-
rar un “área parquizada” a la vera del río estuviera inserto
bajo el ítem “limpieza de márgenes” del expediente judicial,
como con ironía lo recuerda Luciana Freire, una abogada
implicada en la causa como integrante de la Defensoría
General de la Ciudad8:

[Lo que] sabían era que había barcos, autos, basura. Para mí va con
esto, lo más burdo de lo ambiental, la basura en el margen del río.
Ahora, que el 90% de las villas de Buenos Aires den al Riachuelo, yo

8 El nombre de la mayoría de los entrevistados en este libro ha sido modifica-
do a los fines de preservar su anonimato.
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creo que nadie se lo había puesto a pensar. Que sacando bolsitas de
basura iban a encontrar a… 15 mil personas […]. Todo se manejaba
en el expediente de ‘limpieza de márgenes’: limpiando los márgenes,
en ese expediente, advierten que había gente. Te lo juro que no es
una metáfora […]. Y ahí la respuesta que encontró Armella es esta
figura jurídica del camino de sirga.

Una de las decisiones que caracterizaron la labor del
juez de ejecución fue la conformación de un equipo de fun-
cionarios judiciales que, en ocasiones encabezados por él
mismo, estuvieron encargados de supervisar en el terreno
el cumplimiento de sus mandatos y de corroborar presen-
cialmente los datos presentados por los condenados. En la
siguiente resolución, en la que se vuelcan los resultados
de una inspección ocular, se puede observar cómo Arme-
lla se topa sorpresivamente con viviendas sobre la ribera
del Riachuelo tras haber ordenado la eliminación de “obs-
trucciones”:

Se divisó una vivienda lindera al margen del río […], y llegan-
do al puente denominado Barracas Peña o Ferroviario de la
línea Roca se visualizó otra habitación de similares caracte-
rísticas a las mencionadas […]. Asimismo, en la continuación
de la inspección se advierte la imposibilidad de continuar
–ya sea a pie o en vehículo– la recorrida por la ribera del
Riachuelo debido a la inexistencia del camino e interferen-
cias de establecimientos privados y asentamientos, todo lo
cual se repite en distintas áreas de la Cuenca hídrica. A la
altura del meandro de Brian se logra ingresar a la ribera por
camino alternativo del lado de Provincia visualizándose del
lado de la CABA [Ciudad Autónoma de Buenos Aires] un
gran asentamiento emplazado en la margen con gran canti-
dad de sedimentos y chatarras casi sobre el espejo de agua
(Res. 13/12/2010: 2)9.

9 Se denomina “meandro de Brian” a una curva pronunciada en el Riachuelo
al margen de la cual se sitúa la Villa 21-24. En el Mapa 2 (y luego con foto-
grafías en el capítulo 5) se lo podrá apreciar gráficamente.
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Pero la exigencia de apertura del camino de sirga ya se
había dictado y, lentamente, las tareas ya se estaban ponien-
do en marcha. El gobierno de la ciudad de Buenos Aires, en
cuanto autoridad a cargo del reordenamiento del territorio
ribereño en dicha jurisdicción, comenzó a dar sus primeros
pasos hacia el cumplimiento de la sentencia sin indicaciones
respecto de cómo proceder, contando de este modo con
amplios márgenes de interpretación y acción.

Mapa 2. Zonas del camino de sirga ocupadas por viviendas en el margen
porteño de la ciudad de Buenos Aires

En la ciudad de Buenos Aires, El Pueblito, la Villa 21-24, Magaldi, la Villa
26 y Luján eran los cinco barrios que se extendían hasta la ribera del
Riachuelo al emitirse la orden de apertura del camino costero.

Fuente: elaboración propia en base a Google Maps.

El asentamiento Magaldi es uno de los tantos que, para
el momento en que la Corte Suprema dictó su sentencia,
se situaba en las mismísimas orillas del Riachuelo. La toxi-
cidad del agua, el aire y las tierras donde se asentaba no
habían sido impedimento para que 113 familias –casi 400
personas– sin otras opciones lo construyeran e hicieran de
él su lugar de residencia. Arribados en su mayoría como
consecuencia de situaciones de precariedad habitacional
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previas –como haber sido desalojados de sus viviendas
anteriores, o haberse hallado en la incapacidad de continuar
pagando sus alquileres–, los residentes de este barrio eran
fieles exponentes de cómo la desigualdad social y la crecien-
te crisis de vivienda en la principal ciudad del país tendían
a confluir con los más riesgosos contextos ambientales.

El 21 de abril de 2010, en respuesta a los dictados
del juez Armella, el Ministerio de Desarrollo Urbano de
la ciudad de Buenos Aires hizo llegar a los habitantes de
Magaldi cédulas de notificación que, amparándose en la
causa Mendoza, solicitaban “la liberación del camino de sir-
ga, correspondiente a la ribera del Riachuelo”. Como relata
Adrián Pagani, abogado de la Defensoría General de la Ciu-
dad, “les daban 48 horas […] para desocupar sus casas [pero] era
una contradicción en sí misma, porque [los] iban a dejar en una
peor situación que en la que ya estaban para mejorar su calidad
de vida”. La “mejora de la calidad de vida” de los habitantes
de la cuenca había sido planteada como uno de los tres
objetivos principales en el fallo de la Corte Suprema dos
años antes, pero el gobierno se prestaba a efectivizar los
desalojos sin construir consensos con los principales afecta-
dos por la causa ni velar por sus derechos constitucionales,
aquellos que diversos organismos públicos se encargarían
de poner en debate por medio de recursos administrativos
y judiciales contra el accionar oficial.

Pero a la vera del Riachuelo no se hallaban solamente
barrios como Magaldi –que, amén de su precariedad, con-
sistían en conjuntos más o menos extendidos de casas–,
sino también viviendas aisladas, dispersas a lo largo del zig-
zagueante río y ubicadas en los rincones formados entre
galpones, puentes y basurales. Sobre todo hechas de chapa
y cartón u otros materiales improvisados, en ellas habita-
ban familias expulsadas del mercado inmobiliario formal
que, en la mayoría de los casos, apenas sobrepasaban las
necesidades básicas para la supervivencia. Despojados no
sólo de recursos económicos sino también de capital social
y capacidad organizativa, cuando la orden de “eliminación
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de obstáculos” del camino de sirga llegó a sus puertas y se
insertaron en la causa Riachuelo, pasaron a ser conocidos
informalmente como los “sueltitos”10. Así se referiría Darío,
abogado de la Defensoría General de la Ciudad, al modo en
que fue llevado a cabo su desalojo:

La lógica fue […] empezar a desalojar primero algunas casas que
estaban sueltas […]. Un día se levantaban y les demolían la casa,
la metodología era esa. Venían con las máquinas y les tiraban la
casa abajo […]. Ni siquiera les daban preaviso, porque si les daban
preaviso tenían margen para moverse […]. A los ranchos los tiraban
abajo con las manos, iban veinte personas y… Era una situación
súper violenta, porque los dejaban en la calle […]. Era lo más fácil,
no había ningún tipo de organización y ningún tipo de resistencia
posible. Iban, tiraban abajo, se iban. Simple.

Tanto en el caso de Magaldi como en el de los “suelti-
tos”, el gobierno de la ciudad ofreció como única alternati-
va el otorgamiento de subsidios habitacionales, que apenas
eran suficientes para un puñado de meses de subsistencia en
una pensión o inquilinato. Como diría Darío, esta opción
implicaba que “pasaban de tener una casa a no tenerla”,
razón por la cual en lugar de morigerar las situaciones de
vulnerabilidad, la implementación de la sentencia acababa
reproduciéndolas o incluso agravándolas, pues se sometía a
la población ribereña a una erradicación violenta y forzosa
que los dispersaba y quebraba sus redes de solidaridad.

10 Como señala Carman (2017: 83), la liberación del camino de sirga en la ciu-
dad de Buenos Aires se estructuró bajo la forma de un degradé: primero se
removió a los “sueltitos”, luego a las villas de variable tamaño y organización
interna (Luján, Magaldi, El Pueblito) y finalmente a las de mayor magnitud y
politización: la Villa 26 y la Villa 21-24. Volveremos sobre este punto en el
próximo capítulo.
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Lapolíticade subsidiosen la ciudad

En la ciudad de Buenos Aires, la política de sub-
sidios fue ideada como respuesta a las situaciones de
emergencia habitacional a mediados de la década de
1980. Según Arcidiácono y Gamallo, fueron creados
como “prestaciones limitadas, de bajo monto, orienta-
das hacia circunstancias excepcionales” (2014: 194). Sin
embargo, con el correr de los años, ante la creciente
demanda social y la falta de una política de vivienda
integral, abandonaron su carácter extraordinario y se
volvieron una práctica recurrente.

Asimismo, de acuerdo a los autores, los subsidios no tar-
daronensersometidosadiscusiónjudicial,especialmenteuna
vezqueelgobiernoporteñointentósuspendersuotorgamien-
to. A partir de 2001, la Defensoría General de la Ciudad pre-
sentó los primeros recursos de amparo ante la justicia local
exigiendo que se sostenga su vigencia, y luego intensificó sus
demandas hasta volverse uno de los principales asuntos de
reclamo judicial en materia de política social. Así, “desde el
segundo semestre de 2007 hasta fin de 2012, la [Defensoría]
presentó 2176 recursos de amparo ante las distintas salas del
[Fuero Contencioso, Administrativo y Tributario] motivados
por subsidios habitacionales (sobre un total de 2557 en dicho
período”. Como producto de este crecimiento, hacia 2012 “el
32% del presupuesto de subsidios habitacionales […] se des-
tinaba a solventar erogaciones judicializadas” (Arcidiácono y
Gamallo,2014:194)11.

11 Ellitigiorelativoalapolíticahabitacionalnotardóenconvertirseenunadelasmásrele-
vantes tareas de la Defensoría, habiendo tramitado entre 2002 y 2017 cerca de 3500
reclamospormediodeaccionesdeamparo.AdemásdeArcidiáconoyGamallo(2011,
2014), lajudicializacióndelapolíticahabitacionaldelosúltimosañoshasidoanalizada
porotrosautorescomoBestardyRoyo(2012);BercovichyMaurino(2013)yGonzález
CastroFeijóo(2011).
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En una presentación ante la Corte Suprema, la Defen-
soría General de la Ciudad realizaría un racconto del des-
alojo de diversos grupos de “sueltitos”, denunciando con
ello la violencia de los procedimientos y el desamparo sufri-
do por los afectados a posteriori. El siguiente resumen de tres
de los casos relevados por el organismo ilustra la metodo-
logía imperante en el accionar del gobierno de la ciudad así
como la responsabilidad atribuida al juez de ejecución.

Familia Gómez y Lineras

[Cuando] se procedió a desalojar las viviendas […], el
gobierno de la ciudad ofreció un pago de la cuota de $700 del
subsidio del Programa para Familias en Situación de Calle.
Se les dijo que si no aceptaban la cuota del subsidio en ese
momento, firmando de conformidad, perderían el beneficio.
No tuvieron asesoramiento letrado. Aceptaron. Las casillas
fueron demolidas.

No tuvieron tiempo de empacar sus pertenencias,
hacer una mudanza, pensar alternativas -permanentes o
transitorias-, sino que ese día […] mudaron con apuro y por
sus propios medios algunos muebles y pertenencias al patio
de la casa de su madre y se acomodaron como pudieron todos
al interior de la única vivienda.

Familias Ramírez y Fernández Santángelo

En la Av. 27 de Febrero y su intersección con la calle Perga-
mino [se hallaban dos casas precarias]. Según un informe del
programa Buenos Aires Presente (BAP) en [ellas] vivían siete
personas, incluyendo niños […]. [En] el allanamiento […] se
destruyeron las casillas precarias en las que vivían, junto con
el cartón que acopiaban como medio de subsistencia.

No consta en el expediente que haya existido solución
habitacional alguna para estas personas. No consta que los
hayan consultado previamente sobre las alternativas de relo-
calización, ni que hayan contado con asesoramiento letra-
do para hacer valer sus derechos. No consta que los hayan
escuchado siquiera. No consta que les hayan informado su
derecho a recurrir la orden. La única constancia es un pedido
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de desalojo, y una orden de allanamiento efectivizada, con
el acta respectiva. Luego de esta medida, estas siete personas
quedaron en situación de calle.

José Manzanillo y Jorge Lopegui

El Juez Federal de Quilmes [dispuso] remover los obstáculos
que se ubican sobre el camino de sirga, y dar inmediata y
efectiva ocupación al Estado […].

La casilla fue derribada. […] Nuevamente no hubo instancia
previa donde estas personas pudieran exponer sus necesi-
dades y analizar diversas alternativas para su relocalización.
No se les consultó previamente sobre la medida que se iba
a ejecutar, no se les permitió interponer recursos jurídicos,
ni contar con patrocinio letrado. Peor aún, cuando el Ase-
sor Tutelar de Cámara de la CABA se interesó formalmente
en su situación, el Juez Federal negó su participación, indi-
cándole que esas personas debían dirigirse a la localidad de
Quilmes para tener una entrevista con una Defensora ofi-
cial. Obviamente, esto no sucedió. El acceso a la justicia se
vio así vulnerado.

En la medida en que escaseaban las directivas judiciales
respecto de cómo debía conducirse el proceso y el foco
jurídico no estaba colocado sobre el resguardo del derecho
a la vivienda, el gobierno local actuaba sin ataduras. Tanto
en el fallo como en su largo derrotero por los tribunales,
la causa Riachuelo se tramitaba como afectación al derecho
a la salud y al ambiente sano, pero las condiciones habi-
tacionales de los millones de habitantes de la cuenca –y
particularmente de los del camino de sirga– sólo aparecían
de forma colateral. En efecto, los términos “erradicación” y
“relocalización” eran utilizados indistintamente en las reso-
luciones de los magistrados, sin importar que se tratase
del juez de ejecución o los propios integrantes de la Corte
Suprema (Chellillo et al., 2014a). En una resolución del 13
de diciembre de 2010, Armella afirmaría que:
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A partir del 01-03-11 personal de este Juzgado se constituirá
in situ […] a los fines de constatar la erradicación total y
definitiva de todas las viviendas precarias y/o construcciones
y/o materiales (chapas, maderas y demás) que se encuentren
sobre el talud del río o zona de restricción establecida como
“camino de sirga” […]. En el mismo sentido, corresponde que
la ACUMAR ponga en conocimiento a […] los particulares
que han avanzado sobre el ámbito del río, que deberán depo-
ner su actitud invasora y egoísta de manera inmediata […].
No caben dudas que sólo a través de la recuperación del espa-
cio público por parte del Estado podrán llevarse a cabo con
eficiencia las acciones exigidas por nuestro más alto Tribunal
de Justicia (Res. 13/12/2010: 7).

Como señala Azuela (2018: 13), cuando del mundo de
los tribunales se trata, el diablo está en los detalles: éstos
logran tener significativas implicancias para con los modos
de ejecutar los fallos, ya que la lógica burocrática es un rasgo
ineludible del sistema judicial y –según enseñó Weber– de
la modernidad. La resolución de Armella, en su ambiva-
lencia conceptual y su desentendimiento argumental res-
pecto del destino de la población de la ribera, habilitaba al
gobierno de la ciudad a que acoplase el cumplimiento de la
condena a sus políticas y metodologías en las que contaba
con mayor expertise. En aquella época, el presupuesto de
vivienda se hallaba en franco descenso, el déficit habita-
cional se profundizaba, el mercado inmobiliario formal se
destacaba por su desregulación y los desalojos se volvían
cada vez más asiduos (Rodríguez et al., 2011). Los operati-
vos violentos y la represión policial en casos de ocupaciones
de tierras12 graficaban los abordajes que regían en aquel
entonces en Buenos Aires, y anticipaban a su vez las con-
secuencias que tendría la sentencia para los habitantes del
camino de sirga, un sendero que lentamente comenzaría a
dibujarse en el mapa y en la costa del río.

12 Esta cuestión será retomada en el último capítulo.
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Una acción de amparo en defensa de los habitantes
del Riachuelo: el inicio de las controversias jurídicas

A partir de principios de 2010 surgió el primer intento
judicial de torcer el rumbo de los acontecimientos. Tras
haberse apersonado en las primeras demoliciones y pre-
sentar recursos para lograr que —cuanto menos— se les
garantizase a los desalojados un subsidio habitacional tem-
poral, el equipo jurídico de la CTA Capital interpuso una
acción de amparo contra el gobierno de la ciudad de Buenos
Aires en su carácter de patrocinadores de los habitantes del
asentamiento Magaldi. Su objetivo era detener los procesos
en curso y, al mismo tiempo, exigir reglas para los casos por
venir, de modo tal que se garantizara “un efectivo acceso a
la vivienda digna y adecuada y todos sus derechos conexos”
(CTA Capital, 2010: 2). Con este amparo, que partía de un
reconocimiento de la legitimidad de la sentencia de la Corte
Suprema, tuvo inicio una de las primeras batallas judiciales
en torno al cumplimiento de la orden del juez Armella.

Según el equipo jurídico de la CTA Capital, el proceder
del gobierno de la ciudad en pos de la “liberación” del
camino de sirga incurría en “malicias”, “desprolijidades” e
“ilegalidades”, y evidenciaba la carencia de políticas públi-
cas “respetuosas de los derechos humanos” (CTA Capital,
2010: 2). De acuerdo con el recurso de amparo, se corría el
riesgo de que las acciones ligadas al saneamiento ambiental
de la cuenca Matanza-Riachuelo riñeran directamente con
el resguardo de los derechos de las personas más afecta-
das por la sentencia. Más aún, denunciaba que el accionar
gubernamental “contrabandeaba” una “segunda intención”:
el desarrollo de políticas de vivienda expulsivas (CTA Capi-
tal, 2010: 3). Para los abogados, la notificación de desalojo
de los habitantes de Magaldi no sólo daba cuenta de “una
gran falencia en materia de publicidad y participación de
los afectados en la definición y realización de [una] política
pública que los afecta”, sino que ponía de relieve “una mani-
fiesta voluntad […] de utilizar decisiones dictadas por un

128 • Más allá del lawfare

teseopress.com



ajeno quitándose […] la responsabilidad sobre las medidas
adoptadas, que tienen un objetivo diferente de aquel que
las dictó” (CTA Capital, 2010: 9). En otras palabras, al tra-
ducir sus mandatos en políticas vulneradoras de derechos,
el gobierno de la ciudad contrariaba a la Corte Suprema,
ya que mientras intimaba a desalojar “no toma[ba] las más
mínimas previsiones ni presupuestarias ni procedimentales
de lo que implica un proceso de relocalización, conforme a
los objetivos del fallo y [a lo que] los estándares mínimos del
derecho prevén” (CTA Capital, 2010: 11). Por estos motivos,
en el amparo se aduciría que:

Cuando la Ciudad de Buenos Aires inicia un procedimiento
judicial o administrativo con el objeto de desalojar a familias
que están habitando sus inmuebles […] y no tienen otro […]
donde habitar, el Estado ingresa en una esquizofrenia jurí-
dica: por un lado afecta el derecho a la vivienda adecuada y
por el otro tiene la obligación de respetarlo y garantizarlo
(CTA Capital, 2010: 20).

Ahora bien, el cuerpo de abogados de la CTA Capital
no hacía hincapié en aquellas “mínimas previsiones del
derecho” y “estándares mínimos” basándose en intrinca-
das elucubraciones jurídicas sino en la vigencia de trata-
dos internacionales en materia de derechos económicos,
sociales y culturales con jerarquía constitucional desde su
incorporación a la Carta Magna en la reforma de 1994. Se
destacaba que el derecho a la vivienda se encuentra con-
sagrado en acuerdos como la Declaración Universal de los
Derechos Humanos, la Convención Americana de Derechos
Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales, todos explícitamente reconocidos
en la Constitución Nacional. A su vez, remarcaba cómo el
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de
las Naciones Unidas había sido enfático en acentuar que
“los desalojos no deberían dar lugar a que haya personas
que se queden sin vivienda o expuestas a violaciones de
otros derechos humanos”, y que “cuando los afectados por
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el desalojo no dispongan de recursos, el Estado Parte deberá
adoptar todas las medidas necesarias […] para que se pro-
porcione otra vivienda” (CTA Capital, 2010: 13).

En esta clave, se resaltaba la ausencia de un procedi-
miento de implementación de políticas públicas que fuera res-
petuoso de los derechos de los afectados, especialmente del
derecho a la vivienda. Si los desalojos habían sido ilegales
ello obedecía a que no se habían agotado exhaustivamente
“todas las medidas y recursos para respetar el principio de
radicación definitiva y de no regresividad” (CTA Capital,
2010: 92)13. Al poner en juego una interpretación jurídica
según la cual a los desalojados les correspondían viviendas
permanentes de estándares iguales o superiores a las que
serían demolidas, el equipo jurídico de la CTA Capital sen-
taba las bases para que los afectados por la resolución del
juez Armella pudiesen reclamar su relocalización más que
el mero otorgamiento de subsidios u otro tipo de solucio-
nes transitorias.

Por otro lado, el amparo alertaba sobre los efectos
sociales de los desalojos, remarcando entre ellos “la des-
composición del grupo familiar, la deserción o atraso esco-
lar de los niños, el desarraigo y un empeoramiento y enca-
recimiento generalizado de las condiciones de vida”. Por
estos motivos, se fundamentaba en el texto que de no
mediar un “procedimiento de ejecución […] que permita
avanzar en los objetivos del fallo de la Corte Suprema de
una manera respetuosa de los derechos humanos” (lo cual
constituiría “la única manera posible de leer las obligaciones
emanadas del fallo”14), el accionar oficial acabaría profundi-
zando el déficit habitacional de la ciudad de Buenos Aires y
vulnerando derechos (CTA Capital, 2010: 91).

13 En su Artículo 31, la Constitución de la ciudad de Buenos Aires “reconoce el
derecho a una vivienda digna y a un hábitat adecuado”, para lo cual “resuelve
progresivamente el déficit habitacional, de infraestructura y servicios […]
con criterios de radicación definitiva”.

14 Las itálicas son propias.
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Tal procedimiento de ejecución debía, en consecuencia,
guiarse por “la más elemental lógica de trabajo” propia de
un proceso de relocalización, que supondría cinco etapas:
a) involucrar a la población afectada; b) definir una polí-
tica pública tendiente a relocalizar las familias respetando
sus derechos, especialmente su derecho a la vivienda y sus
derechos conexos; c) construir el hábitat adecuado para
dichas familias; d) relocalizar a las familias; y e) desocu-
par los inmuebles actuales. Todo proceder contrario –esto
es, aquel sostenido hasta entonces por el gobierno de la
ciudad– “habilita[ría] a sospechar que en realidad [la] falta
de política no es una desidia, sino una política activa de
expulsión planificada”. Como conclusión, los abogados de
la CTA Capital exigían que, hasta tanto no se elaborara un
procedimiento “acorde a los estándares […] emanados del
derecho local y del derecho internacional” (CTA Capital,
2010: 2), se evitase la consumación de hechos instituciona-
les que pudieran poner en riesgo los derechos de los afec-
tados. Con su amparo, que concluía con un pedido de “no
innovación”, se evidenciaba por primera vez en el terreno
judicial la apertura de un conflicto por las relocalizaciones
en la ciudad de Buenos Aires.

Hacia un desborde de los marcos judiciales:
la exclusión procesal de los afectados

Cuando desde la CTA Capital se presentó la acción de
amparo ante un tribunal del Poder Judicial de la ciudad de
Buenos Aires, éste concedió el recurso y requirió la deten-
ción de los desalojos que estaba llevando a cabo el Poder
Ejecutivo. Sin embargo, el gobierno de la ciudad se dirigió
al Juzgado Federal de Quilmes, a cargo de Luis Armella, con
el fin de alertarle sobre la intromisión de otro juez en un
asunto que remitía, en última instancia, a una orden ema-
nada de su propio juzgado. La solicitud de los abogados de
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la CTA Capital se realizaba en representación de habitantes
de la ciudad de Buenos Aires, pero aquello por lo que éstos
reclamaban tenía origen en una causa conducida desde otra
jurisdicción. Con este acto en el que dos jueces se arroga-
ban potestad sobre el proceso, conocido en la jerga jurídica
como “conflicto positivo de competencia”, la apertura del
camino de sirga llegaba a un momento determinante: ¿dón-
de se iban a arbitrar las relocalizaciones? ¿Bajo qué reglas
de juego, en base a qué ámbitos de competencia jurídica y
con la participación de qué actores?

Como se observó en el capítulo anterior, los diagnós-
ticos sobre la degradación de la cuenca tendían a concluir
que su carácter interjurisdiccional era una de las raíces del
problema y que, por lo tanto, un abordaje en esa clave era
indispensable para la reversión de su condición. El proceso
abierto por el fallo Mendoza, que instó a la formulación de
un plan integral de saneamiento y a la conformación de un
ente articulador, se había dirigido también en esa dirección.
Pero la forma de lidiar con el solapamiento jurisdiccional
generado en el plano judicial una vez iniciada la ejecución
de la sentencia era más difícil de dilucidar. La Corte Supre-
ma, no obstante, había previsto la potencial existencia de
este problema. Por tal motivo, al determinar que la ejecu-
ción recaería sobre el Juzgado Federal de Quilmes, también
haría particular hincapié en que serían de su incumben-
cia aquellos recursos promovidos con el fin de recurrir las
decisiones tomadas por la Acumar o las jurisdicciones a
cargo del cumplimiento de la condena –en nuestro caso, el
gobierno de la ciudad de Buenos Aires–. Afirmaría que de
esa forma “se procura asegurar la uniformidad y consisten-
cia en la interpretación de las cuestiones que se susciten,
en vez de librarla a los criterios heterogéneos o aun con-
tradictorios que podrían resultar de decisiones de distintos
jueces de primera instancia”. De lo contrario, se llevaría
a una “[frustración en] la ejecución de la sentencia y [se
estimularía] una mayor litigiosidad que podría paralizar la
actuación de la agencia administrativa interviniente” (Corte
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Suprema de Justicia de la Nación, 2008). Por este motivo,
la Corte Suprema había establecido que ella misma sería la
única con capacidad de revisar las decisiones tomadas por
el juez de ejecución, por lo cual quedaba eliminada la posi-
bilidad de que, tal como indican los mecanismos habituales
del Poder Judicial, se pudiera recurrir antes a un juzgado
de segunda instancia.

De acuerdo con Maldonado (2016: 216), este pronun-
ciamiento de la Corte Suprema rompía con las reglas de
competencia establecidas en los mecanismos procesales de
la justicia argentina, y se diseñaba de este modo un sistema
recursivo sui generis. La decisión se orientaba a evitar litigio-
sidad y dilaciones en la ejecución de la sentencia, así como
a unificar criterios bajo el argumento de que se trataba del
tutelaje de un “bien de incidencia colectiva”. Así, estable-
ciendo un vínculo casi excluyente del juzgado de ejecución
con el máximo tribunal, quedaba eliminada la posibilidad
de que otros jueces interviniesen en cualquier asunto rela-
tivo a la causa Riachuelo.

Este esquema no eximió de problemas a los condena-
dos. La sentencia propició desestabilizaciones instituciona-
les que pusieron a prueba su capacidad de respuesta política
(Merlinsky, 2013) y los colocó bajo las órdenes de un juez
de ejecución que exigía avances e imponía sanciones. Para
los gobiernos de la ciudad de Buenos Aires, la provincia
de Buenos Aires y de la Nación, que debían moverse al
compás de audiencias en el juzgado, inspecciones oculares
en el territorio y multas a los funcionarios incumplidores,
el fallo era incontestable en tanto provenía del tribunal de
mayor jerarquía del país.
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El apartamiento del “sheriff” de la cuenca y el arribo
del juez Rodríguez a la causa

La impronta que el juez federal Luis Armella le
otorgó a la causa constituyó, desde los inicios, una
dimensión relevante del proceso de ejecución de la sen-
tencia. Caracterizado como “sheriff” o “intendente” de la
cuenca por parte de numerosos actores entrevistados, el
magistrado se destacó por una vocación dinamizadora
y aleccionadora sobre los condenados. Su tarea, ubica-
da en la intersección de la exigencia de resultados y la
definición de las vías necesarias para alcanzarlos, estaba
signada por la definición de plazos rigurosos para el
cumplimiento de sus mandatos, la imposición de mul-
tas a los funcionarios responsables en caso de que sus
órdenes fueran desoídas, y la convocatoria a audiencias
en las cuales los gobiernos implicados debían exhibir
avances. Así recuerda estos encuentros una integrante
de un organismo involucrado en el proceso:

Armella los cagaba a pedos en frente de todos como director de escuela.
Citaba a una audiencia […] y decía ‘¿y usted por qué no cumplió?’. ‘No,
porque nosotros…’. ‘No, no, no, dígame por qué no cumplió’ […]. Las
audiencias eran geniales […]. Iba con un dedo y decía “usted haga esto,
usted haga lo otro” […]. Todo el mundo decía que era el intendente de la
cuenca, porque se manejaba así. No tenía un modo de manejarse como
delPoderJudicialsinodeintendencia.

Sin embargo, fueron las multas una de las aristas más
emblemáticasdesurolcomojuezdeejecución.En2010,luego
de que el máximo tribunal estableciera en una resolución que
Armella estaba “investido […] de atribuciones suficientes para
la aplicación de las sanciones pecuniarias que considere ade-
cuadas en orden a la gravedad de los incumplimientos verifi-
cados”,impusocuatromultasdemilpesosdiariosalpresidente
delaAcumar,HomeroBibiloni.Medidascomoéstamarcaron

134 • Más allá del lawfare

teseopress.com



unpuntodeinflexión,yaquelaAutoridaddeCuencacomenzó
desdeentoncesadesempeñarseconmayorceleridad(Nápoliy
GarcíaEspil,2010:11,citadoenMerlinsky,2013).

Noobstante,estetipodeacciones,pormediodelascuales
desdelajusticiaselemarcabaabiertamenteelcompásalPoder
Ejecutivo, no tardaron en causar irritación en el gobierno
nacionalycobrarunaaltareverberaciónpública.Enundiscur-
soampliamentereproducido,lapresidentadelaNación,Cris-
tinaFernándezdeKirchner,expresaría:

Una sola recomendación a mis funcionarios, a todos los del
Poder Ejecutivo, sea Acumar o Secretaría de Obras Públicas
[…]. Los jueces no son dioses; Dios está en el cielo. Acá en la
tierra somos todos hombres y mujeres con responsabilidades
institucionales […]. [Pero] el juez le colocaba penalidades a los
funcionarios en sus propios patrimonios, una cosa nunca vista,
porque si un funcionario comete un delito lo que hay que hacer
es meterlo preso, hacerle juicio, procesarlo, indagarlo […]. Tal
obra tenía que hacerse en treinta días, en cuarenta, tenía ate-
rrorizado a todo el mundo. Pero no hay que aterrorizarse, sólo
hay que tenerle miedo a Dios. Y a mí en todo caso también un
poquito (Presidencia de la Nación, 2012).

Sienestaalocuciónlapresidentasereferíaaljuezentiem-
popasadoesporque,enaquelentonces–haciafinesde2012–,
Armella se hallaba en proceso de ser apartado de su cargo por
partedelaCorteSuprema.Unaseriedeinvestigacionesperio-
dísticas y de la Auditoría General de la Nación lo habían colo-
cado en el ojo de la tormenta como artífice de irregularida-
des en contrataciones para obras en el marco del proceso de
saneamiento. Según las denuncias, el magistrado había reali-
zado maniobras fraudulentas para que diversas contratacio-
nes acabaran en manos de empresas que, según se argumen-
tó, estaban ligadas a su propio entorno familiar. Pero para el
juez –como me insinuó él mismo en una entrevista–, se trató
enrealidaddeunacausaarmadadeliberadamente pararemo-
verlo. Según adujo, cometió “errores” como “haber sido muy
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inflexible” y ser “muy duro con las empresas”. Sea cual fuere el
caso, a nueve años de su apartamiento, el proceso en su con-
tra se halla archivado –pero no resuelto– en el Consejo de la
MagistraturadelaProvinciadeBuenosAires.

EnloquerespectaalacausaRiachuelo, losmecanismosy
modosdeimplementaciónsemodificaronapartirdesuremo-
ción.Endiciembrede2012,laCorteSupremadividiólaejecu-
ción de su sentencia en dos juzgados: al juez Sergio Torres, de
la ciudad de Buenos Aires, le transfirió la función de controlar
las contrataciones y la ejecución presupuestaria; y al juez Jor-
ge Rodríguez, del partido bonaerense de Morón, le otorgó el
resto de las tareas ligadas al fallo. En particular, fue este último
magistrado quien retuvo las potestades referidas a la apertura
del camino de sirga. No obstante, en gran medida fue durante
lostiemposdeArmellaqueseconformólaestructura jurídica,
lasdinámicasjudicialesylaslógicasdeconflictodelprocesode
relocalizacionesqueperduranhastalaactualidad.Comoseña-
laMaldonado,“elrolprotagónicoenloquerespectaalcamino
de sirga [fue] del juez Armella, pues todos los mandatos aso-
ciadosalmismo[fueron]emitidosporél”,mientrasqueRodrí-
gueztendióalimitarsearealizarpedidosdeinformesdeacuer-
doconloslineamientossentadosporsuantecesor(2018:488).
Porestarazón,enloquerestadel librolaatenciónestarásobre
todofocalizadaenlasaccionesde–einteraccionescon–elpri-
merodeellos.Amenosquesemencionelocontrario,yatodos
losfinesprácticos,seasumequelaoperatoriadelnuevomagis-
trado no implica la implementación de órdenes de diferente
naturalezaalasimpartidasporsupredecesor15.

15 Aunasí,deberemarcarsequeeljuezRodríguezexhibióunamayorpermeabilidadalos
reclamos hacia él presentados en materia de protección de los derechos económicos,
socialesyculturalesdelosafectadosporlasentencia.Noobstante–comosemencionará
másadelante–,estamayorpredisposiciónseviocontrapesadaporunapérdidadedina-
mismoenlaejecucióndelasrelocalizacionesenparticularydelfallodelaCorteSuprema
engeneral.
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El proceso iniciado por la sentencia de la Corte Supre-
ma también tuvo consecuencias significativas para la pobla-
ción directamente afectada por las decisiones de relocali-
zación y que, sin embargo, había quedado fuera del ámbito
procesal de ejecución. En otras palabras, el saneamiento de
la cuenca atañía a un territorio con millones de habitantes
que no tenían entidad jurídica en la causa pero que, sin
embargo –especialmente en lo que concernía a la pobla-
ción del camino de sirga–, resultaban directamente afec-
tados por ella. Por lo tanto, su falta de representación se
volvería uno de los principales conflictos disparados por el
fallo tanto en el plano social como en el jurídico, abrién-
dose controversias y disputas por su inclusión en el expe-
diente judicial.

Si a partir de los casos del barrio Magaldi y los “suelti-
tos” hemos ilustrado de qué modo la sentencia –y, más pre-
cisamente, la resolución de Armella– impactó en las vidas
de las personas con mayor exposición al peligro ambien-
tal, resulta indispensable detenerse por un momento en su
estatus jurídico, ya que éste determinó no sólo sus inter-
pretaciones y reacciones frente a la sentencia –como vere-
mos en los próximos capítulos–, sino también los conflictos
y las estrategias construidas en el plano judicial por sus
defensores.

La causa Riachuelo, si bien tuvo inicio en la demanda
presentada por trabajadores de la salud de la Municipa-
lidad de Avellaneda y un grupo de vecinos de La Boca y
Villa Inflamable, se transformó sustancialmente desde el
momento en que la Corte Suprema absorbió el reclamo.
En 2006 el tribunal declaró su competencia originaria con
respecto a las pretensiones relativas a la recomposición y
el resarcimiento del daño colectivo, pero se declaró incom-
petente en lo referido a la exigencia de resarcimiento por
daños y perjuicios individuales. Desde aquel entonces, la
demanda adquirió una fisionomía peculiar, pues se volvió
una causa sin víctimas en términos procesales: formarían
parte de ella los condenados, pero los afectados no tendrían
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entidad en el expediente judicial. Como consecuencia, los
“destinatarios” que debían recibir una reparación a través
de la sentencia –aquellos cuya “calidad de vida” debía ser
“mejorada” – fueron desprovistos de la posibilidad de ser
notificados, de apelar, de impugnar sus etapas de ejecu-
ción y de alertar a los jueces respecto de la vulneración
de derechos como consecuencia de las acciones realizadas
por los condenados.

Previendo este vacío, en su fallo de 2008 la Corte
Suprema hizo referencia al problema señalando la necesi-
dad de que se fortaleciese la “participación ciudadana en el
control del cumplimiento” del mismo. Este era, de hecho,
uno de los argumentos que había dado nacimiento al “Cuer-
po Colegiado”, el cual, integrado por organizaciones no
gubernamentales y coordinado por el Defensor del Pueblo
de la Nación, debía ser “capaz de recibir sugerencias de
la ciudadanía y darles el trámite adecuado”. Sin embargo,
no era función del Cuerpo Colegiado la representación de
los intereses de los afectados por la ejecución del fallo, ni
contaban éstos con la legitimación procesal para formar
parte del expediente judicial. Según Rodrigo, abogado de la
Defensoría General de la Nación, “la sentencia original dijo
que los intereses de los afectados van a estar representados por el
Cuerpo Colegiado. Lo que pasa es que aparecen casos particulares,
¿y quién les brinda patrocinio? […]. [La Corte] hizo un diseño
institucional ad hoc que no tiene precedentes”.

La existencia de un Cuerpo Colegiado encabezado por
el Defensor del Pueblo fue precisamente la razón esgrimida
por el juez Armella cuando, luego de que fuera resuelto a
su favor el conflicto de competencia, rechazó las demandas
presentadas por la Defensoría General de la Ciudad una vez
que este organismo de defensa pública comenzó a oficiar
de patrocinador de los afectados. En respuesta a una pre-
sentación en reclamo por los “sueltitos”, el juez resolvió que
“toda vez que la presentante [la Defensoría General de la
Ciudad] no resulta ser parte en el proceso, no corresponde
hacer lugar a lo peticionado”.
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Hágase saber a los peticionantes que la presente ejecución
encuentra su origen en la sentencia dictada por la Corte
Suprema de Justicia de la Nación el 08/07/08, donde ésta
estableció con precisión las partes intervinientes, por lo que
no deben ser tenidos por tales en los términos solicitados.
Consecuentemente […] deberá canalizar a través de las vías
procesales correspondientes e independientes el resguardo
de los intereses que creen afectados […]. La Corte Suprema
de Justicia de la Nación constituyó en cabeza de la Defensoría
del Pueblo de la Nación un frente activo de representación
ciudadana, sumado a las competencias que le asigna la pro-
pia constitución.

Rechazando la incorporación de nuevas partes en la
causa, la respuesta ofrecida era la existencia del Defensor
del Pueblo de la Nación –coordinador del Cuerpo Colegia-
do– como puente entre la causa y la ciudadanía. Pero ¿cuál
era la función de este organismo? Creado con la reforma
constitucional de 1994, consiste en una institución inde-
pendiente de los tres poderes del Estado cuya misión es
“la defensa y protección de los derechos humanos y demás
derechos, garantías e intereses tutelados en [la] Constitu-
ción y las leyes, ante hechos, actos u omisiones de la Admi-
nistración y el control del ejercicio de las funciones admi-
nistrativas públicas” (Artículo 86). En otras palabras, vela
por la protección de los derechos constitucionales de cara a
posibles violaciones emanadas del accionar estatal. Su papel
protagónico en la formulación de los primeros informes
sobre el estado del Riachuelo, así como su rol de supervisor
de la ejecución de la causa –en un “Cuerpo Colegiado” –
son acabados ejemplos de sus tareas y capacidades16.

16 Marcelo Galinde, coordinador del equipo de Acceso a la Justicia de la
Defensoría General de la Nación, daría cuenta en una entrevista de que, más
allá de lo que indican las leyes que rigen a los diversos organismos, lo que
prima en la práctica es una lógica pragmática que da lugar a superposiciones
entre instituciones y por lo tanto la flexibilización de las competencias.
Andrés: Pero entonces, ¿qué temas le corresponden a la Defensoría del Pueblo? No le
provee de abogados a los individuos…
Marcelo: No les provee de patrocinio jurídico, abogados sí pero para asesorar. Ante
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Pero a diferencia de la Defensoría General, no es tarea
del Defensor del Pueblo el patrocinio de individuos con
derechos vulnerados por medidas estatales. Aquella, como
veremos luego, sí cuenta con el objetivo de proveer de
abogados a personas que precisan accionar contra el Esta-
do, fuera en relación con derechos cuyo litigio correspon-
de a la justicia federal (siendo, en este caso, la Defensoría
General de la Nación) o a las justicias locales (en el caso
de la ciudad de Buenos Aires, la Defensoría General de la
Ciudad). Por tal razón, esta última afirmaría que, con su
resolución, el juez Armella estaba denegándole justicia a los
afectados: ¿qué significaba, de lo contrario, la denegación
de sus presentaciones y por ende de su capacidad de formar
parte de la causa?

Una cuestión de competencias

El Ministerio Público de la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires tiene origen en la Constitución local, san-
cionada en 1996, y se rige por la Ley orgánica nº 1903.
Es un organismo integrante del Poder Judicial porteño
que cuenta con autarquía y autonomía funcional y está
conformado por tres ramas: la Procuración General –o
Ministerio Público Fiscal–, la Asesoría General Tutelar
–o Ministerio Público Tutelar– y la Defensoría General
–o Ministerio Público de la Defensa–.

un tema de afectación de derechos, ¿a quién le corresponde? ¡A todos! De verdad, a
todos. Por eso tenés que tener el radar bien claro de quién está funcionando mejor
y quién tiene prioritariamente las competencias. Si yo pienso el acceso a la justicia
en clave de que sea efectivo ese acceso a la justicia, ¿qué me voy a encontrar? Por
ejemplo, vacantes escolares: ¿quién lo está trabajando mejor? ¿La Defensoría del
Pueblo de la Ciudad, la Defensoría General de la Ciudad, o la Defensoría del Pueblo
de la Nación? ¿Quién lo resuelve más rápido o tiene un mecanismo más aceitado?
Por más que la ley diga una cosa, se lo voy a derivar al que lo esté laburando
mejor, porque lo que me guía es la efectividad en el acceso a la justicia, más que las
divisiones burocráticas e institucionales.
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La Defensoría General tiene por función “la defensa y
representación en juicio de quienes invocaren y justificaren
pobreza” (Ley nº 1903) o, en otras palabras, la asignación de
defensores públicos a las personas con escasos recursos eco-
nómicos que cuenten con reclamos contra el gobierno de
la ciudad de Buenos Aires, o bien que estén imputadas por
contravenciones, faltas o delitos penales. Naturalmente, al ser
un organismo de la ciudad de Buenos Aires, estos defenso-
res sólo pueden actuar ante procesos judiciales que sucedan
bajo la órbita del Poder Judicial local. Sobre las causas federa-
lesonacionales tienecompetencia laDefensoríaGeneraldela
Nación,queformapartedeunaestructuraanálogaalaporteña
(elMinisterioPúbliconacional).

Tratándose el caso Mendoza de un proceso conducido
porlaCorteSupremaysobreunterritoriointerjurisdiccional,
lajusticiahatendidoarechazarlaspresentacionesdelaDefen-
soría General de la Ciudad, no sólo por el hecho de que los
afectados no forman parte del expediente, sino también por-
queelpropioorganismonocuentaconcapacidaddeincidiren
una causa federal. Como señala Luciana, una de sus integran-
tes,“nosotrospresentamosunescritoyprimeronosdicen ‘elvecinono
es parte’. El afectado: patada y afuera, roja. Y después viene la roja a
nosotros:nosdicen ‘noessucompetencia,ustedes [al]PoderJudicialde
laCiudad,nadatienenquehaceracá’”.

Por este motivo, en 2014 la Defensoría General de la
Ciudad firmó un convenio de cooperación con la Defensoría
General de la Nación, la cual, al tener capacidad de intervenir
en causas federales, cuenta con más posibilidades de ser oída
por el juez de ejecución o la propia Corte Suprema. Desde ese
entonces, laspresentacioneshechasapropósitodelasituación
de los afectados de la ciudad de Buenos Aires se realizan con
la firma del titular del organismo nacional. Y aun así, Rodrigo
–abogadodelaDefensoríaGeneraldelaNación–advierte:“en
realidad en la causa ni siquiera nosotros estamos autorizados, no hay
ningún defensor legitimado, sólo el Cuerpo Colegiado es el que repre-
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senta los intereses de los afectados según la sentencia original […]. [El
nuestro] es un rol gris, porque por ejemplo, el otro día íbamos a meter
unamparo,ynosabemossinosvanaadmitirunamparodeuna”.

Este sería el eje de una denuncia presentada en 2011
por la Defensoría ante la Corte Suprema, en un nuevo
intento judicial de legitimarse procesalmente como aboga-
dos de los habitantes del camino de sirga. Según este escrito,
la justificación que colocaba a la Defensoría del Pueblo de
la Nación en el papel de canalizadora de los reclamos indi-
viduales era obstructiva ya que “el reclamo de una persona
por un derecho individual se [vería] mediatizado por una
institución con otros objetivos”:

Si una persona tiene un conflicto individual, que afecta sus
derechos individuales, debe poder hacer valer su reclamo
ante un Juez, contando con un abogado de su preferencia que
lo represente, ya sea público o particular. No es función de
la Defensoría del Pueblo de la Nación patrocinar los recla-
mos individuales de las personas (Defensoría General de la
Ciudad, 2011: 21).

Según la presentación de la Defensoría, el argumento
de la Corte Suprema acerca de la existencia de un Cuerpo
Colegiado escondía un expreso cercenamiento de la tarea
de los organismos públicos de defensa y patrocinio. Por
lo tanto, el conflicto por los desalojos no sólo develaba la
“vulneración de derechos fundamentales” en el proceso de
ejecución de la sentencia (y en particular el “derecho a una
vivienda adecuada”), sino también su mismísimo “derecho
de acceder a la justicia”:

Se erradicó a numerosas familias de su barrio […] del peor
modo posible: sin otorgarles la posibilidad de ser oídos por
la justicia, sin realizar notificaciones previas, sin garanti-
zar el acceso a una defensa o un patrocinio jurídico, sin
permitirles participar en la definición de las alternativas de
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relocalización, sin garantizar la posibilidad de interponer
recursos jurídicos, sin intentar consensuar una salida no vio-
lenta del predio; sino por el contrario, mediante el uso de
la fuerza, con la presencia de fuerzas de seguridad, median-
te una orden de allanamiento de características penales, con
hermetismo previo, sin defensa alguna, lo que constituye un
verdadero desalojo forzado contrario a la normativa vigente
(Defensoría General de la Ciudad, 2011: 1).

En la presentación ante la Corte Suprema, la Defenso-
ría General de la Ciudad insistiría con su pedido de fijación
de estándares que garantizasen los derechos de los afecta-
dos, así como la admisión de su participación directa en la
causa por medio del patrocinio que eligiesen, atendiéndose
a “su localización y cercanía con los servicios de asistencia
jurídica”. Es que, como me diría Rodrigo, de la Defensoría
General de la Nación, “no está bien resuelto lo de las compe-
tencias de la Defensa […], siempre estamos pisando sobre terreno
resbaladizo […]. A nivel sentencia de la Corte no somos una parte
reconocida en la causa: no nos llaman a hablar y ni siquiera a
presenciar las audiencias. No nos llaman, no convocan al Minis-
terio Público de la Defensa a ser parte de esa audiencia. Una
situación muy gris y contradictoria al mismo tiempo”.
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Imagen 2. Resolución de la Corte Suprema expresando rechazo
a presentación de la Defensoría General de la Ciudad. Año 2011

Fuente: Corte Suprema de Justicia de la Nación.

En efecto, la falta de inclusión en el expediente de
los afectados por la orden de apertura del camino de sirga
catalizaría un desborde jurídico del proceso: al verse dificul-
tada la capacidad de tramitar las demandas por la vía del
litigio, los conflictos suscitados durante la ejecución de la
sentencia hallarían cauce por medio de otros canales de
acción. En definitiva, ¿de qué manera las demandas sociales
se trasladarían a los tribunales si los actores cuyos dere-
chos y reivindicaciones estaban en juego no contaban con

144 • Más allá del lawfare

teseopress.com



reconocimiento jurídico? ¿Por qué mecanismos canaliza-
rían sus reclamos si la justicia no los admitía como víctimas?
¿De qué recursos tendrían que valerse para hacer oír su voz
en un proceso judicializado de implementación de políticas
que los involucraba y a la vez los excluía? Más que invitar
a sumergirse en debates intrínsecos al campo del derecho,
estos interrogantes pueden oficiar de punto de partida para
hallar los modos por los que la causa judicial se ha trans-
formado al traducirse en un problema de política pública,
así como para dilucidar las estrategias políticas y jurídicas
que los actores se han dado para incidir en el conflicto. En
particular, como se verá en el próximo apartado, la puja de
la Defensoría General de la Ciudad por ingresar a la causa
y defender a los afectados expresaría la puesta en acción de
un paradigma –que llamaremos provisoriamente “neocons-
titucionalista” o “de los derechos fundamentales” – y una
máxima ordenadora –el “acceso a la justicia”–17.

El activismo judicial, una vía para hacer exigibles
los derechos fundamentales

Aunque el ejecutor de los desalojos era el gobierno de la
ciudad de Buenos Aires, y a pesar de que se trataba de
acciones llevadas adelante por orden judicial, las presenta-
ciones realizadas por la Defensoría General de la Ciudad no
alertaban sobre un presunto incumplimiento de las reso-
luciones de Armella. Dicho de otro modo, no era en base
a los fundamentos de la resolución del juez que se soste-
nían las denuncias de vulneración de derechos y las exigen-
cias de “no innovación”. Más bien, los argumentos de los

17 A su vez, como se verá en el capítulo 5, la Defensoría General de la Ciudad se
caracteriza por contar con una estrategia que denominaremos “anfibia”, y se
desarrolla en alianza o red con diversos actores (organizaciones no guber-
namentales, otros organismos de defensa pública, equipos académicos y
activistas villeros).
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defensores públicos apuntaban contra el propio magistrado
por no procurar en sus escritos el resguardo del derecho a
la vivienda y sus “derechos conexos”, propiciando, de este
modo, un “comportamiento esquizofrénico” por parte del
Estado. ¿Acaso la orden de “erradicación” de los “obstácu-
los” del camino de sirga no contrariaba incluso el objetivo
de “mejorar la calidad de vida de la población que habita en
la cuenca” planteado por la Corte Suprema?

Aunque escapa al propósito de estas páginas intentar
hallar en el propio fallo Mendoza el germen de tales con-
tradicciones –debido a las imponderables interpretaciones
y transformaciones que desató–, lo cierto es que, al arribar
al juzgado de Armella, la ejecución de la sentencia tomó un
curso por el cual la resolución de la problemática ambiental
se ancló en una perspectiva centrada en el potencial de la
obra pública. Este raciocinio “ingenieril” –como lo definiría
en una entrevista un abogado de la Defensoría– se des-
tacaría por soslayar la dimensión social de las decisiones
judiciales, subordinándola a las necesidades técnicas del pro-
ceso de saneamiento. Por este motivo, los citados pasajes de
las resoluciones del juez, lejos de ser meramente folklóricos
–como aquellos que visionaban el saneamiento de la cuenca
como una gesta de la ingeniería y al camino de sirga como
una proeza de la arquitectura–, eran más bien sintomáticos
de un enfoque sobre el derecho en sí mismo.

Es menester detenerse por unos instantes en el sig-
nificado y las implicancias de tal jerarquización –y diso-
ciación– de lo técnico por sobre lo social. Recuperando la
propuesta de Azuela (2014), el accionar de Armella podría
insertarse dentro del paradigma jurídico de la “gobernanza”,
según el cual lo que predomina es una postura utilitarista
que sólo ve en el derecho marcos institucionales que pueden
orientar o inhibir comportamientos. Como me señalaba en
una entrevista Adrián, uno de los abogados de la Defenso-
ría, “[el juez] no piensa en el proceso realmente, no piensa en su
implementación posterior, sino que opera sobre [una] fe de que lo
que dispone termina ordenando conductas, piensa que los caballos
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se iban a ordenar al andar”. En última instancia, esta confian-
za en el poder del derecho –subyacente a las decisiones de
Armella– reposa sobre una concepción del ejercicio de la
justicia que presupone no sólo la capacidad de regulación
de la realidad por medio del sistema jurídico sino también
la autoridad cognitiva de los operadores jurídicos respecto
de los sujetos sobre los que la ley se aplica. Como me diría
el magistrado en cuestión durante una entrevista, “la salud
de [los habitantes del camino de sirga] estaba mal y no podían
estar ahí. Cualquier lugar era mejor que ese. Cualquiera. Que
vengan y digan lo que quieran sobre cómo se sacó a la gente,
pero ahora están mejor”.

En una trascendente resolución firmada el 22 de febre-
ro de 2011, el juez Armella por primera vez reconoció el
derecho a la relocalización como alternativa a los desalojos,
y dio un ejemplo de las representaciones que subyacían en
sus mandatos acerca de la población del camino de sirga.
En dicho escrito, aludió a la existencia de “zonas de con-
flicto habitacional” y señaló que, “en razón de las particu-
lares características de sus habitantes”, existía una “necesi-
dad imperiosa de realizar […] un fuerte trabajo en materia
de concientización social”18. Sin la efectuación de esta tarea
de “sensibilización y persuasión”, “mal podría aspirarse a
que las relocalizaciones previstas se ejecuten sin obstáculos,
reticencias o dilaciones” (Res. 22/02/2011: 3).

En función del objetivo de facilitar el cumplimiento
de las disposiciones judiciales, Armella estableció que los
“procedimientos de sensibilización” debían realizarse según
“dos vértices”. En primer lugar, un “vértice legal”, que “con-
sistiría esencialmente en concientizar a los habitantes de las
zonas a relocalizarse de la obligatoriedad en el cumplimien-
to del fallo dictado por [el] Máximo Tribunal”. En segundo
lugar, un “vértice social”, que “consistiría en los trabajos
de campo a realizarse en la población, […] específicamen-
te en torno a los beneficios de la mentada relocalización

18 Las itálicas son propias.
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desde la óptica de lo habitacional (mejores condiciones de
vida, regularización dominial, etc.) […]. En pocas palabras,
poner de manifiesto que la relocalización […] solo redunda-
rá finalmente en su beneficio” (Res. 22/02/2011: 4)

Al posicionarse como autoridad a cargo de “concienti-
zar” a los afectados sobre lo que, según su perspectiva, sería
justo y necesario, el juez Armella ilustraba que el reconoci-
miento del derecho a la relocalización no iba en desmedro
de la negación jurídica de su carácter de víctimas con capa-
cidad de participación en la ejecución de la sentencia19. Por
lo tanto, ¿qué lugar le cabría a su voz? ¿Acaso sus sentidos
de justicia coincidirían con los “beneficios” que les ofrecía e
imponía el fallo? La obturación a su incorporación al expe-
diente, así como la vulneración de derechos que el proceso
comenzaba a evidenciar, no sólo acabarían siendo acusadas
de contrarias a leyes y tratados nacionales e internaciona-
les sino también de cosificadoras (Defensoría General de la
Ciudad, 2014) de las personas afectadas, dado que, aunque
ahora contaban con el derecho a ser relocalizadas, eran
trasladadas de forma autoritaria. Un ejemplo de ello es el
testimonio de Romina, una trabajadora del equipo terri-
torial del IVC –organismo a cargo de ejecutar las políticas
en materia de vivienda–, quien en una entrevista me narró
cómo se realizó la “relocalización exprés” (Cravino, 2018)
del barrio El Pueblito:

Se pusieron unos afiches que decían que en 72 horas se tenían que
relocalizar las familias que estuvieran dentro de los 35 metros, que
ya les iban a avisar quiénes eran… Y cayeron con fletes, levantaron
todas las cosas y los llevaron a las viviendas […]. Yo me acuerdo

19 La “delegación” de la participación ciudadana en el Cuerpo Colegiado no
estuvo exenta de razones prácticas y a la vez políticas por parte de la Corte
Suprema. Admitir el ingreso al expediente de las “víctimas” de la degrada-
ción ambiental del Riachuelo implicaba que, potencialmente, cada una de
los cientos de miles de personas afectadas por las políticas emprendidas en
el marco de la causa podría realizar una presentación cuestionando el pro-
ceso, solicitando su detención o reclamando ser debidamente informadas de
cada medida tomada.
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de una asamblea general de vecinos a la que fui [en el complejo],
eran un montón. Era la primera vez que llegaba alguien del IVC

después de la relocalización. O sea, estaban en llamas. Me acuerdo
de una vecina que me dice “a mí me trajeron con el calzón a
medio poner” […]. Tipo dictadura. Los trajeron a estas viviendas
y chau, los dejaron ahí.

Las primeras relocalizaciones, realizadas bajo la ausen-
cia de directivas por parte del juez de ejecución, probarían
ser antagónicas a los principios que ordenaban el discur-
so, la visión y la estrategia de la Defensoría General de la
Ciudad, organismo que –como se desprende de sus pre-
sentaciones antes descritas– se basaba en otra cosmovisión
jurídica a la presentada por Azuela: el paradigma de los
“derechos fundamentales”. Como vimos a lo largo de estas
páginas, los argumentos de los defensores se anclaban en
la defensa de los derechos económicos, sociales y culturales
de los afectados, consistentes no sólo en un conjunto de
garantías reconocidas por la legislación, sino también en
una visión sobre el sentido del derecho en sí mismo. Como
afirma Santiago (2008: 7), este enfoque desplaza el principio
según el cual los derechos humanos valen en la medida en
que los reconocen las leyes, hacia la idea de que las leyes y
las demás normas jurídicas sólo valen en la medida en que
respetan los contenidos esenciales de los derechos huma-
nos. Se trata de una cultura jurídica que, inspirada en los
derechos fundamentales, cuenta con una considerable carga
moral y gira en torno a la dignidad humana.

Ciertamente, la condición de posibilidad de que esos
derechos pudiesen ser reclamados por medio de los meca-
nismos ofrecidos por el sistema jurídico es su arraigo en la
legislación nacional e internacional. Hemos descrito hasta
aquí cómo las presentaciones de los defensores públicos se
legitimaban fundamentándose en leyes, artículos e incisos
de las normativas locales, y especialmente en el contenido
y el espíritu de los pactos y tratados globales que en la
Argentina cuentan con estatus constitucional. A pesar de
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que –retomando los argumentos del inicio de este capítulo–
la retórica y el ingenio argumental cumplen un papel indis-
pensable en la tarea de convencimiento inherente a las vías
de la justicia, no deja de ser una necesidad tan elemental
como indispensable que los derechos estén anclados en la
jurisprudencia y en la legislación. Éstas son, en definitiva,
las cartas en base a las cuales se torna viable el despliegue
creativo propio del sistema jurídico.

Sin embargo, la mera existencia de estos derechos de
segunda y tercera generación dista de equivaler a su vigen-
cia práctica. Por lo contrario, han proliferado los deba-
tes en torno a su carácter legal: ¿acaso su vulneración es
justiciable? ¿Deben los actores estar habilitados a –y ser
capaces de– reclamar su cumplimiento? ¿O consisten ape-
nas en principios marco, paraguas normativos cuyo fin
sería orientar el ejercicio del derecho (y, por derivación,
la política)?

Este problema es particularmente sensible para orga-
nismos como la Defensoría, guiados por una estrategia que
hace de los derechos económicos, sociales y culturales la
punta de lanza del litigio contra el Estado y la protección de
la población vulnerable. Pero ¿cómo batallar por la vigencia
de estos derechos y lograr que en la causa conducida por
el juez Armella el proceso judicial se reorganice en torno a
determinados fundamentos constitucionales que, de lo con-
trario, persistirían apenas como expresiones de deseo, no
más que lineamientos generales a los que la sociedad debe-
ría tender? Como indica Bienheim Barriguete (2007), “el
verdadero meollo del asunto [es que] para poder calificar a
los derechos económicos, sociales y culturales como autén-
ticos derechos no basta con incluirlos en una constitución,
en una ley o en un tratado internacional”. Por lo contrario,
para el titular del derecho debe ser jurídicamente posible
(tanto en lo formal como en lo material) alcanzar alguna
instancia judicial para que se garantice el goce efectivo de
sus derechos en caso de incumplimiento de los mismos.
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El activismo judicial de la Defensoría refiere, a este
respecto, a la disputa jurídica por transformar el carác-
ter programático de estos derechos en operativo20. Se trata,
en otras palabras, del problema de la exigibilidad de los
derechos fundamentales, es decir, de cómo los actores –y
por medio de qué recursos y estrategias– organizan sus
demandas en pos del cumplimiento de derechos vulnera-
dos. Para la Defensoría General de la Ciudad, la tarea era
garantizar su justiciabilidad, interponiendo en el sendero
judicial trazado por Armella el reclamo por el respeto a los

20 Analizar la exigibilidad de los derechos –en particular, aquellos que estaban
en juego en las relocalizaciones– supone indefectiblemente examinar de qué
modo para los actores vulnerados tales derechos se vuelven justiciables. En
otras palabras, se vuelve un asunto primordial cómo además de regular el
orden político, territorial o ambiental –por ejemplo, aquello que realiza al
dictaminar la apertura del camino de sirga–, el Poder Judicial se torna una
puerta de entrada para las demandas sociales. La noción de “acceso a la justi-
cia”, a partir de la cual la literatura a menudo ha abordado este problema (De
Stefano, 2012; Abramovich y Pautassi, 2008; Morales et al., 2008), permite
indagar en cómo las garantías, instituciones y procedimientos habilitados
con la reforma constitucional de 1994 (sobre los cuales nos hemos detenido
en el primer capítulo) entran en acción para allanar un canal de reclamo en
los tribunales, especialmente por parte de los sectores de menores recursos,
es decir, aquellos cuyos derechos fundamentales suelen ser los más vulnera-
dos y cuyas posibilidades objetivas de plantear una demanda judicial tien-
den a ser menores.
A raíz de estas limitaciones, son múltiples los actores que proveen acceso al
patrocinio jurídico gratuito. Desde colegios públicos de abogados y univer-
sidades hasta organizaciones no gubernamentales y defensorías públicas,
han proliferado las instituciones públicas y privadas que otorgan servicios
de asistencia legal gratuita (De Stefano, 2012). Sin embargo, como advierten
Morales et al. (2008), la ubicación geográfica, la escasez de recursos econó-
micos e incluso las perspectivas acotadas con los que estos espacios operan
impiden que los mecanismos de exigencia de los derechos constitucionales
se universalicen y se consoliden como una opción efectiva.
Como se analizará en el quinto capítulo, en pos de la superación de estos
obstáculos la Defensoría General de la Ciudad no sólo adopta un abordaje
territorial sino que elabora estrategias heterodoxas para el campo jurídico:
veremos que la exigencia de los derechos transita no sólo por vías judiciales
sino también por vías políticas. La creciente judicialización de las demandas
sociales supone ciertamente una juridificación de las expectativas de los
actores; no obstante, las reivindicaciones en clave de derechos pueden tra-
mitarse a su vez por medio de formas de acción colectiva ajenas a los tribu-
nales, complementando y/o polemizando con ellos.
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derechos económicos, sociales y culturales de los habitan-
tes del camino de sirga. Como se verá en mayor detalle
en los próximos capítulos, la cuestión no se ceñía a una
vulneración del derecho a la vivienda sino que se extendía
a sus “derechos conexos”, aquellos puestos en juego en un
proceso de relocalización inherentemente complejo: entre
otros, el derecho al arraigo, a la salud, al trabajo, a la educa-
ción, a la información y a la participación (e incluso, como
veremos, uno más de orden ideológico y reivindicativo que
de anclaje normativo: el derecho a la ciudad). Así, el despla-
zamiento masivo de personas probaría ser un conflicto no
solamente en el plano de las políticas públicas implemen-
tadas sino –según hemos visto– en el de los diagnósticos y
resoluciones jurídicas que las orientaban.

La orden judicial de que se construyese un camino
costero a lo largo del Riachuelo desató numerosas contro-
versias jurídicas. En este capítulo hemos visto que median-
te su resolución –una interpretación de la orden de “lim-
pieza de márgenes” y “transformar toda la ribera en un
área parquizada”–, el juez Armella dotó de un nuevo sig-
nificado ambiental a un viejo concepto del Código Civil.
Sin embargo, sus escritos inicialmente ignoraron la proble-
mática habitacional allí presente, lo cual acabó propician-
do desalojos violentos y la intervención de la Defensoría
General de la Ciudad. A partir de entonces, se expondría
abiertamente una oposición entre las tareas de saneamiento
–según fueron definidas por el magistrado– y las formas de
hábitat popular existentes en esas tierras.

Ante esta disyuntiva, el organismo de defensa se ampa-
ró en leyes, tratados y pactos nacionales e internacionales
para exigir el respeto del derecho a la vivienda y sus “dere-
chos conexos”. Aunque se daría un paso significativo en
esta dirección al lograrse que el juez Armella reconociese
el derecho a la relocalización (en contraposición a los des-
alojos habilitados hasta aquel entonces), el conjunto de las
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exigencias de los defensores permanecieron ligadas al desa-
rrollo del conflicto por canales extrajurídicos. Por otro lado,
las controversias estuvieron signadas por la exclusión de los
habitantes del camino de sirga del proceso judicial. Despro-
vistos de la capacidad de intervenir en el expediente, los
afectados y sus abogados contaron con escasas posibilida-
des de hacer oír su voz en el plano de la justicia, lo cual abrió
las puertas al desarrollo de otros modos de intervención
durante las etapas de implementación de las mudanzas.
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4

¿Qué es hacer justicia? Vivir
la judicialización desde los márgenes

urbanos

La transformación de la sentencia de la Corte Suprema
de Justicia en un plan de saneamiento ambiental conllevó,
como vimos en el capítulo anterior, un reordenamiento
territorial de las costas del Riachuelo1. Arguyendo la nece-
sidad de “mejorar la calidad de vida” de la población de la
cuenca, y aduciendo que el máximo tribunal había reque-
rido la reconversión de la ribera en un “área parquizada”
(Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2008), el juez
Armella dispuso la creación de una vía de libre circulación
a lo largo de los márgenes del río.

En la ciudad de Buenos Aires, la conducción judicial
del proceso de apertura del camino de sirga contó –según se
analizó hasta aquí– con dos etapas. En un primer momen-
to, se intimó al gobierno porteño a “eliminar obstáculos”
de los bordes del Riachuelo sin mayores precisiones: el
cómo lidiar con los basurales, fábricas y casas allí presen-
tes dependía de su libre arbitrio. En el caso de las vivien-
das –que constituye el objeto de atención de este libro–,
tendió a adoptarse como modalidad el mero desalojo; y

1 Para un estudio sobre los efectos sociales de la causa Riachuelo, puede con-
sultarse Scharager (2017), donde se profundiza en algunos de los aportes de
este capítulo.
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aunque eventualmente se otorgaron subsidios habitaciona-
les, a menudo se trató de actos inconsultos con dosis de
violencia en mayor o menor medida.

Sin embargo, a partir de la intervención de la Defen-
soría General de la Ciudad y sus denuncias contra la vul-
neración de derechos de los habitantes ribereños, tuvo ini-
cio un segundo momento, signado por el reconocimiento
–por parte de Armella– de que las personas que residían
en la costa tenían tanto la obligación como el derecho a ser
relocalizadas2. Como se vio en el capítulo anterior, esto no
implicó per se la construcción de mayores consensos (bas-
ta recordar los traslados forzosos con el “calzón a medio
poner”) pero sí consolidó el argumento judicial de que la
ribera era ambientalmente riesgosa y que no podía ser habi-
tada. El traslado de la población a otras viviendas –fueran
cuales fueran– era, en este sentido, una forma de apartarlas
de la contaminación.

Desde 2010, las resoluciones de Armella ya alertaban
sobre la necesidad de “[alejar] a los sectores vulnerables del
foco infeccioso que provoca la delicada situación sanita-
ria ocasionada por la actual contaminación ambiental que
afecta al Riachuelo” (Res. 08/09/2010). Y, en efecto, durante
una entrevista que mantuvimos en 2017, el juez Armella
me reafirmaría que: “[en los bordes del río] no se puede vivir
[…]. La gente tira basura ganándole terreno al río y construye
sus casas sobre tierras inestables y contaminadas. Ahí no pueden
estar, donde sea van a vivir mejor”.

Para los gobiernos condenados, el camino de sirga era
una figura jurídica a la que debía otorgársele entidad terri-
torial con el fin de llevar a cabo un saneamiento del territo-
rio. Para el juez de ejecución, la relocalización de la pobla-
ción costera era un modo de facilitar la circulación y las

2 Según veremos en los próximos dos capítulos, en esta instancia permanecie-
ron en disputa el significado, las implicancias y los modos de efectivizar este
nuevo piso de garantías, ya que la relocalización no implicaba de por sí nin-
guna base de acuerdos entre el gobierno y los afectados.
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tareas de limpieza y control, así como de mejorar las con-
diciones de vida. Pero ¿qué significados e implicancias tenía
para los “beneficiarios” (Res. 22/02/2011) de esta medida?
El camino de sirga era una noción desconocida, apenas un
concepto que, al materializarse, sacudiría su arraigo a la
ciudad y suscitaría lecturas y reacciones dispares. En otras
palabras, desde el punto de vista estatal la orden constituía
una de las vías hacia la recomposición de la cuenca; pero
desde la óptica de los afectados, se convertiría más en un
problema en sí mismo que en una solución.

Si en el capítulo anterior nos detuvimos en la emer-
gencia jurídica de la orden de apertura del camino de sirga
–haciendo hincapié en algunos de los debates y controver-
sias catalizadas en ese proceso–, en las páginas que siguen
se analizarán los significados que este problema judicial
adquirió desde el punto de vista social: ¿cómo se repre-
sentaron los habitantes ribereños esta resolución que los
obligaba a ser relocalizados? ¿Qué idearios suscitó y de qué
modos alteró su cotidianeidad? ¿Qué sentidos sobre la “cali-
dad de vida” imperaban entre ellos y qué relación guarda-
ban con la forma en que la concebía la justicia? Se trata,
en definitiva, de visibilizar una dimensión opacada por la
orden que argüía la necesidad de “eliminar obstáculos” de
los márgenes del río: aquella que se funda en la perspectiva
de las personas afectadas por la sentencia.

Como veremos a continuación, mientras el juez Arme-
lla los identificaba como población en riesgo ambiental y
ordenaba su traslado a otra zona de la ciudad, sus pro-
pias percepciones no parecían indicar que esta alternativa
fuera una lisa y llana solución a sus problemas. Más bien,
entre ellos se impusieron sospechas y descreimientos en las
autoridades, y un clima de angustia e incertidumbre en sus
vidas cotidianas. Es que, como veremos, habitar en la villa
–y ser villero– significa para los habitantes del camino de
sirga muchas cosas en simultáneo, y el escenario que ofrecía
la orden de relocalización se volvía motivo de preocupa-
ción más que de esperanza. Si bien el Poder Judicial y los
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brazos ejecutantes del fallo operaban bajo una argumen-
tación ambiental y una racionalidad jurídico-instrumental
orientada a sanear la cuenca, en los vecinos esto colisio-
naría con un complejo mundo de temores y expectativas
suscitadas –y sacudidas– por la propia sentencia.

La atención, por lo tanto, estará puesta en la relación
entre el sentimiento de arraigo y la implementación de polí-
ticas de desarraigo, o bien en la intersección entre la justicia
impartida por el fallo y los sentidos de justicia que reinan
al interior del principal barrio sobre el cual aquel repercute.
Como me diría uno de los afectados, “[la sentencia] tiene que
estar cargada de justicia y no lo [está]. No hay decisión de un juez
que tenga 100% de justicia. En general, un fallo te da un 70% de
justicia, si es que te da, y un 30% de injusticia, o te da un 50 y 50,
o te da menos de justicia que de injusticia”.

En particular, de aquí en más el principal eje de análisis
estará colocado en el caso de la Villa 21-24, la más grande
de las ubicadas en la cuenca y asimismo aquella con mayor
cantidad de viviendas sobre los bordes del Riachuelo3. Al
arribar allí la orden de relocalización, múltiples sensacio-
nes y preocupaciones se despertaron entre los habitantes
ribereños, quienes transitaron desde la esperanza, el des-
creimiento y la indiferencia hasta la intranquilidad, la sos-
pecha y el rechazo.

3 Según se verá a lo largo de los próximos capítulos, este barrio se destaca no
sólo por su magnitud (en comparación al que lo secunda en tamaño –la Villa
26–, cuenta con una cantidad siete veces mayor de familias sobre el camino
de sirga), sino también por sus siete décadas de historia, altos niveles de
politización y una historia previa de erradicación. Asimismo, como se verá,
la orden de relocalización daría lugar en la Villa 21-24 a los más altos grados
de conflictividad de todos los casos de la ciudad, pudiendo observarse allí de
modo exacerbado las tensiones del proceso de relocalización. Finalmente,
debe destacarse que la relocalización de los barrios Luján, El Pueblito y
Magaldi finalizó antes del inicio de esta investigación y por ende se volvía
inviable la realización de un trabajo etnográfico como se realizó en la Villa
21-24. No obstante, como se apreció en el capítulo anterior –y se verá de
aquí en adelante–, igualmente se hallará referencia a todos los barrios a los
fines de ilustrar y explicar las diversas facetas que el proceso tuvo en la ciu-
dad de Buenos Aires.
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En la medida en que fueron tomando conocimiento
de los alcances de la resolución que exigía la apertura del
camino de sirga –o “la sirga”, como se la empezó a llamar
coloquialmente en el barrio–, los vecinos se sumieron en
un sinfín de interrogantes. Por un lado, se presentaba la
dificultad de saber el punto a partir del cual se medirían
los 35 metros que indicaba el Código Civil: ¿sería el borde
del río cuando el caudal es bajo? ¿O su punto máximo, en
lo más alto de los taludes luego de una tormenta o una
sudestada? ¿Se tendría en cuenta el cauce original o el cauce
actual, luego de haberse volcado a lo largo de los años tanto
material para relleno? Pero en última instancia subyacían
una serie de interrogantes fundamentales: ¿cuándo, cómo y
a dónde se irían los relocalizados?

En el marco del argumento de este libro, que propone
recorrer el proceso de transformación del fallo judicial en
un problema de política pública, las preguntas de estas pági-
nas son también subsidiarias a los objetivos de los próximos
dos capítulos. Si en aquellos (el quinto y el sexto) se anali-
zará la conflictividad catalizada por la resolución de Arme-
lla –desde un punto de vista socioterritorial y político-
institucional respectivamente–, en éste se contribuirá a la
comprensión de por qué la misma dio lugar a resistencias,
tensiones y controversias. Lejos de dar por sentado que el
carácter involuntario de la relocalización sea en sí mismo
fuente de disconformidad, aquí se examinarán fragmentos
del universo simbólico que catalizó el conflicto social.

Este capítulo se divide a partir de aquí en cuatro seccio-
nes. En primer lugar, se recorrerá brevemente la historia de
las villas de la ciudad de Buenos Aires y la oscilación entre
las políticas de erradicación y de integración urbana de las
que han sido objeto. Asimismo, se destacará el veloz creci-
miento poblacional que han atravesado en los últimos años
dando cuenta, de ese modo, del proceso de expansión en
el marco del cual hizo aparición la orden de relocalización
de los habitantes de las zonas ribereñas. Según veremos, el
significado que adquirió la resolución del juez Armella para
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los afectados es inescindible del derrotero de los barrios
informales como objeto de intervención estatal así como de
la reciente evolución de la problemática habitacional.

Asimismo, como se verá en segundo lugar, las repre-
sentaciones en torno a la orden de relocalización están
íntimamente ligadas a las trayectorias de los habitantes del
camino de sirga. A este respecto, se retratarán historias de
vida de los afectados por la relocalización en la Villa 21-24,
mostrando sus vínculos con el barrio y sus modos de sub-
sistencia, pero subrayando también las heterogeneidades
sociales presentes en el territorio.

En tercera instancia, se examinarán las motivaciones
que los habitantes de la ribera le atribuyen a la orden judi-
cial, y con ello se explorará cómo ésta les presenta una
amenaza y al mismo tiempo una oportunidad. Se sostendrá
que mientras la relocalización se representa como funda-
da en una voluntad de consumar negocios inmobiliarios y
desplazar a la población villera de zonas potencialmente
valorizables, aparece también como un posible camino para
la mejora de la calidad de vida y, en términos políticos,
para apuntalar las demandas por la urbanización del barrio
en su totalidad.

Finalmente, se analizarán las representaciones de los
afectados respecto de la mudanza al complejo habitacional
que los aguardaba. Se expondrá cómo la razón instrumental
bajo la cual operaban el gobierno y la justicia al justificar
su relocalización colisiona con los sentidos sociales sobre
el arraigo a la villa, los conocimientos acerca de la con-
taminación y las nociones acerca de la justicia. Y, según
se destacará, la pérdida de la vivienda propia genera sen-
timientos encontrados que alimentan la especulación y la
contemplación de escenarios futuros: ¿sería acaso posible
que entre una cerrada resistencia y una abierta aceptación
se generase una vía de conflicto para incidir en los términos
de la relocalización?
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Las políticas pendulares hacia las villas de la ciudad:
erradicación, integración y boomboom demográfico

En consonancia con la mayoría de las villas de Buenos Aires,
la 21-24 comenzó a formarse paulatinamente a partir de
la década de 1940 cuando, en un contexto de incipiente
desarrollo de la industrialización sustitutiva de importacio-
nes, miles de habitantes del interior del país comenzaban
a trasladarse a la Capital en busca de prometedoras opor-
tunidades laborales. Más que originarse en tomas de tierra
organizadas –modalidad propia de los asentamientos–, su
crecimiento fue producto de desperdigadas construcciones
informales de migrantes recién llegados que, con la expec-
tativa de abaratar los tiempos y costos de transporte al lugar
de trabajo, optaban por instalarse en terrenos próximos a
las áreas fabriles (Oszlak, 1991: 149). Así, en terrenos del
industrial barrio de Barracas inició la conformación de un
fenómeno urbano que, a diferencia del modo en que se lo
representaban sus primeros habitantes, distó de ser tran-
sitorio (Castañeda et al., 2012). Aunque para la mayoría se
trataba de una provisoria puerta de entrada a la vida urbana
–un “trampolín” hacia el progreso (Oszlak, 1991)–, acabó
por constituir un pozo hacia la segregación espacial y la
marginación social sostenida. Pocos fueron los que tuvieron
la oportunidad de mudarse a barrios formales o de ver su
entorno transformarse en pos de alcanzar las condiciones
vigentes en otras áreas de la ciudad, como la existencia de
cloacas, redes de agua potable, asfalto, e incluso centros de
salud, educación y recreación.

Sería impreciso, sin embargo, inferir que las villas de
Buenos Aires no han atravesado transformaciones a lo lar-
go de las décadas, o que su informalidad sea sinónimo de
ausencia de estatalidad. Antes bien, sería acertado afirmar
que, tal como se las conoce hoy, son producto de un con-
flictivo entrelazamiento de múltiples agencias estatales con
las demandas, expectativas y destinos de sus habitantes.
Mientras que éstos adoptaron formas organizacionales por
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medio de las cuales han reclamado mejores habitacionales y
de infraestructura, aquellas han desarrollado diversas accio-
nes orientadas a la modificación del estado de estos barrios,
las cuales, en su heterogeneidad, pueden englobarse bajo el
nombre de “política de villas” (Delamata, 2016: 571).

Algunas de las primeras villas de la ciudad, como las
que albergaban a inmigrantes recién llegados en la década
de 1930 en la zona portuaria del barrio de Retiro, fueron,
en efecto, promovidas por el gobierno local por medio de la
provisión de materiales y cesión de galpones para la cons-
trucción de viviendas (Abduca, 2008). Pero el hecho de que
pocos años más tarde fueran desalojadas por acusaciones
de saqueos y otros delitos muestra cómo desde los inicios
la relación entre el Estado y esta novedosa forma de hábi-
tat popular fue tensa y contradictoria antes que armónica
y monocorde.

El caso de la propia Villa 21-24 es elocuente en este
sentido. Uno de sus sectores se denomina NHT Zavale-
ta, por “Núcleo Habitacional Transitorio”. Concebido en el
marco del Plan de Erradicación de Villas de Emergencia
de 1964, fue construido en 1969 como barrio temporal
para los habitantes de la villa, pero al frustrarse su ejecu-
ción plena finalmente acabó siendo un ámbito de residencia
definitivo para cientos de personas. Los NHT, que habían
nacido en el contexto del período dictatorial denomina-
do “Revolución Argentina”, tenían un doble objetivo: alojar
provisoriamente a erradicados de villas de emergencia y
afectados por inundaciones y obras públicas, y al mismo
tiempo disciplinarlos:

Los Núcleos Habitacionales Transitorios fueron creados para
enseñar las ‘formas correctas de vida’ que consideraba el
gobierno militar de ese entonces todo ciudadano tenía que
tener, retomando la vieja dicotomía sarmientina de ‘civiliza-
ción y barbarie’. Para ello se ejercía un excesivo control […].
Estos núcleos se crearon para disciplinar e imponer un modo

162 • Más allá del lawfare

teseopress.com



de vida a la población, la cual debía adaptarse y adquirir un
‘sentido de propiedad’ antes de trasladarse a la vivienda defi-
nitiva (Castañeda et al., 2012: 12).

Si en 1962 la Villa 21-24 contaba con cerca de 350
pobladores, y hacia mediados de los años 1970 se alcanzó a
contabilizar 12 mil, el plan de erradicación de villas llevado
a cabo por la dictadura iniciada en 1976 diezmó su pobla-
ción a apenas un puñado de cientos (Castañeda et al., 2012;
Cravino, 2006; Guber, 2007). Mientras que en el plan de
erradicación de 1966 primaba el reemplazo de las viviendas
de las villas por nuevos complejos habitacionales4, fue habi-
tual en este segundo programa –promulgado como Orde-
nanza Municipal nº 33.652/1977– la demolición de barrios
enteros (incluso algunos que habían sido construidos por
el propio Estado local) y el traslado de personas de forma
violenta y sin destino, así como la tortura y desaparición
sistemática de los considerados “subversivos”.

Las publicaciones de la CMV [Comisión Municipal de
Vivienda] de la época detallaban los pasos: congelar, desalen-
tar y erradicar. De este modo se dejaba de proveer asistencia
social, se prohibía la construcción de nuevas viviendas así
como la mejora de las existentes, se clausuraban negocios y
se cortaban servicios. El congelamiento y el desaliento prece-
dían a la erradicación, cuyo fin era operar, a través del Estado,
sobre toda la población que habitaba de forma precaria la
Capital Federal […]. Según el testimonio de una sobrevivien-
te, los desalojos comenzaron a sentirse en la villa en 1977:
“A los extranjeros [los mandaban] de vuelta a sus países y a
nosotros como trastos viejos nos tiraban en las provincias.
Eso es lo que hacían […]. Venían con topadoras. A ellos no
les interesaba si había enfermos, o una parturienta. Acá fue
muy fuerte. En el ’77 ya empezaron a voltear las casas” (Cas-
tañeda et al., 2012: 34).

4 Numerosos hitos urbanos de renombre son producto de dicha política de
vivienda, como el Conjunto Urbano Lugano I y II.
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A partir del fin de la dictadura, el persistente déficit
habitacional hizo retomar a la Villa 21-24 su cauce de veloz
crecimiento y comenzó un proceso de reconstrucción de
las redes políticas y de sociabilidad vecinal que habían sido
resquebrajadas. Asimismo, se redoblaron los esfuerzos para
la provisión de infraestructura que mejorase el acceso a los
servicios característicos de las áreas más integradas de la
ciudad. Como indica Auyero (2001: 69), estas luchas han
sido usualmente producto de disputas entre los gobiernos
y los movimientos villeros, que comenzaron a conformarse
en pos de reivindicaciones habitacionales. Como muestra
la historia de las villas de Buenos Aires, han sido pocos los
casos de políticas de integración urbana implementadas por
mera iniciativa gubernamental sin la mediación de recla-
mos o presiones vecinales.

Desde el punto de vista estatal, el regreso a la demo-
cracia marcó una nueva etapa para las villas. Si en décadas
anteriores habían primado políticas erradicatorias –que,
si no eran directamente expulsivas, fomentaban el trasla-
do a complejos de vivienda que reproducían la segrega-
ción urbana–, los años 1980 (y más acentuadamente los
1990) dieron lugar a la aparición de iniciativas tendientes
a la radicación. Estas políticas, que reconocían el derecho
a la permanencia, promovían la regularización dominial e
impulsaban la urbanización. Según diversos autores (Jauri,
2011; Cravino, 2012; Arqueros et al., 2011), este viraje fue
fruto de las históricas demandas de los movimientos ville-
ros, pero también obedeció a balances negativos por parte
de los sucesivos gobiernos acerca de la producción en masa
de viviendas “llave en mano”. Asimismo, respondió a nuevos
enfoques fomentados desde organismos internacionales,
que hacían propio el impulso de los derechos económicos,
sociales y culturales –entre los cuales se hallaba el derecho
a la vivienda–. Sin embargo, este giro hacia la integración
no sólo convivió con políticas y discursos erradicatorios,
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sino que difícilmente logró trascender el plano normativo y
apenas logró traducirse en transformaciones palpables para
los habitantes de los barrios informales.

Mientras tanto, aún si los destinos de las villas han
oscilado al ritmo de los ciclos gubernamentales, las luchas
sociales y las cambiantes políticas de vivienda (Rodríguez
et al., 2007), su expansión como forma de hábitat popular ha
ido en franco ascenso desde el regreso de la democracia. En
la ciudad de Buenos Aires se han multiplicado los habitan-
tes de barrios informales, se ha incrementado la población
no propietaria, han aumentado los desalojos forzosos y ha
crecido la precariedad habitacional (Rodríguez et al., 2011;
Zapata, 2012; Di Virgilio y Rodríguez, 2013). Precisamente,
se estima que actualmente son 600.000 las personas que
residen en villas, asentamientos, inquilinatos y pensiones,
además de las que se encuentran en situación de calle o
hacinamiento (Marcus, 2011; Mazzeo y Roggi, 2012).

En paralelo, se ha expandido la superficie construida
hacia niveles sin precedentes, en especial a partir de la
salida de la crisis económica que hizo eclosión en los años
2001-2002. En el período 2003-2013 se autorizó la cons-
trucción de un promedio de 1.774.129 m2 anuales, gene-
rándose inéditos niveles de oferta; de hecho, más de un
80% de ellos se destinaron a uso residencial (Baer y Kauw,
2016: 14).

La relación entre estos dos fenómenos –el aumento
de la población en situación de precariedad habitacional
y la ampliación de la superficie construida– es más causal
que azarosa. En estos años, el mercado inmobiliario se ha
destacado por su desregulación, y las políticas de gestión
del suelo urbano han brillado por su virtual ausencia; en
consecuencia, se ha evidenciado un aumento extraordinario
de los precios del suelo, los cuales superaron con amplitud
los precios relativos del resto de los bienes y servicios de
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la economía (Baer y Kauw, 2016)5. De este modo, el creci-
miento de la oferta de viviendas –para una población que ha
permanecido estable en alrededor de 2.900.000 habitantes
desde la década de 1960– no ha redundado en un apaci-
guamiento de la crisis habitacional. Más aún, mientras que
entre 2001 y 2010 la población en villas crecía un 52,3%
–según los cálculos más conservadores– (Instituto Nacional
de Estadísticas y Censos, 2010), aumentaba significativa-
mente la cantidad de viviendas ociosas (Defensoría del Pue-
blo de la ciudad de Buenos Aires, 2015; Rodríguez, 2015).
La zona sur, que históricamente había permanecido rezaga-
da de los procesos de valorización y resultaba por lo tanto
más accesible que la zona norte, no quedó exenta de este
proceso. A partir de 2003, comenzó una lenta convergencia
de los precios del suelo entre ésta y aquella, reduciéndose las
opciones para la población de menores recursos y dificul-
tándose la permanencia entre quienes veían encarecerse los
precios de sus viviendas. Así, se comenzaron a evidenciar
procesos de “gentrificación”6 en el mismísimo sur, bajo un
decidido impulso gubernamental de “revalorizar” las áreas
en cuestión. Los alrededores del Paseo de las Artes, en La
Boca, y el Centro Metropolitano de Diseño, en Barracas,
son algunos de los ejemplos más paradigmáticos a este res-
pecto (Baer y Kauw, 2016; Jajamovich y Menazzi, 2013;
Salinas Arreortua, 2013).

En el marco de este déficit habitacional, las crecientes
dificultades para el acceso a la vivienda en zonas formales
dieron lugar a que barrios como éstos se expandiesen a lo
largo de los años hasta las barrancas mismas del Riachuelo.

5 Según Baer y Kauw (2016: 8), entre junio de 2002 y junio de 2014 el precio
promedio de oferta de los terrenos aumentó de U$S 193 a U$S1682 el
metro cuadrado.

6 La noción de gentrificación refiere al desplazamiento de habitantes de un
determinado territorio a partir de la paulatina llegada de grupos de mayores
ingresos y el aumento de los costos de vida. A menudo consiste en barrios
deteriorados sobre los que se ejecutan planes de desarrollo inmobiliario, los
cuales elevan los precios de los alquileres y el valor de las viviendas, gene-
rándose las condiciones para un progresivo recambio poblacional.
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Así, en la actualidad, pueden encontrarse precarias casillas
cuyo único sostén contra la fuerza de gravedad de los talu-
des del río son pilares de madera desvencijada que, en más
de una ocasión, han cedido y provocado el desplome de
viviendas enteras en las oscuras aguas contaminadas.

Las trayectorias de los habitantes del camino de sirga:
militancia y supervivencia en los bordes del Riachuelo

Los habitantes de la periferia no sólo comparten una posición
espacial y social desventajosa, sino también una experiencia
común […] vinculada con habitar la periferia: la migración
hacia la ciudad, el sueño de un lugar propio, las múltiples
dificultades vinculadas con la ausencia de infraestructura,
los servicios deficientes, las largas distancias por cubrir para
acceder al trabajo, la salud y la educación, y la historia del
barrio como un paulatino progreso en el acceso a dichos
bienes y servicios, constituyen referencias compartidas en los
relatos de los habitantes de la periferia, independientemen-
te del momento y de las condiciones en que arribaron. Se
mira y se vive la ciudad desde una posición social y espa-
cial (Segura, 2013).

Los establecidos

Raúl vive en la Villa 21-24 hace 35 años, pero nació y se
crio en Misiones, de donde son originarios sus padres, hijos
de paraguayos. Pasó su infancia en esa provincia, sumido
en la más profunda miseria: “fuimos pobres de toda pobreza,
absolutamente pobres, no teníamos vivienda, no teníamos nada,
dormíamos en un rancho. La verdad es que esto es una pequeña
mansioncita al lado de la casita que teníamos allá”. Su casa
actual, hecha de ladrillos y cemento, es efectivamente una
pequeña “mansión” para los estándares del camino de sirga.
Además de su calidad constructiva, tiene el privilegio de
dar a uno de los pasajes principales, que cuenta con asfalto.
Aunque el pasto del vecino, claro, siempre es más verde: “ese
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señor que está ahí en frente tiene una casa impresionante, de loza,
es maestro mayor de obra, así que imaginate cómo es la casa de él,
una fortaleza. Todo de columnas, loza, impresionante”.

Histórico referente del barrio, Raúl llegó a vivir allí
tras el fin de la dictadura en 1983, luego de que en el mar-
co de una política sistemática y coercitiva de erradicación
fuera expulsado de otra villa donde residía. Actualmente,
pertenece a la minoría que ha contado durante las últimas
décadas con un trabajo estable y formal, desempeñándose
como empleado estatal. Su labor, guardián de plaza, evoca
imágenes románticas y anacrónicas que remiten a otra épo-
ca de Buenos Aires, pero a su vez recuerda paradójicamente
a otro lugar, pues la propia realidad topográfica de la villa
donde vive hace largos años lejos está de contar con plazas;
más bien, se compone de un sinfín de retorcidos pasadizos
estrechos que sólo se suelen ensanchar para dar lugar a
basurales infestados de ratas y metales tóxicos.

En la vida de Raúl siempre ha estado presente la polí-
tica, actividad que practicó generalmente en pos de reivin-
dicaciones barriales y en contra de las autoridades villeras
establecidas: “yo […] acá fui siempre un contrera, contra lo insti-
tucional del barrio, contra los que manejaban la mutual. Yo siem-
pre estuve en contra porque exigí para mi barrio la democracia”.

El fallo del juez Gallardo que en 2009 ordenó la reali-
zación de comicios para conformar juntas vecinales en las
villas de la ciudad de Buenos Aires fue vivido por gente
como él como una victoria y a su vez un punto de infle-
xión. Pasó de volantear como un contrera a armar listas con
las que se presentó sucesivamente a elecciones, en las que
siempre salió derrotado. Pero aclara: “nosotros no pusimos un
peso, no le ofrecimos empleo a nadie”. Su plataforma, aunque
no victoriosa, es muy representativa de los problemas que
siempre han aquejado a la Villa 21-24 y a la mayoría de
las villas porteñas:
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El programa consistía en hacer todo lo que podamos hacer desde la
política para que mejore la salud dentro del barrio. Tener centros de
salud […], que haya una ambulancia las veinticuatro horas del día
[…], seguir exigiéndole al Estado la construcción de más escuelas,
jardín de infantes, jardines maternales […], e incluso [luchar] contra
la violencia que hay en el barrio […]. Estoy hablando de la violencia,
estoy hablando de la droga, estoy hablando de todo eso. Yo soy un
absoluto convencido de que hay que luchar contra quienes venden
la droga, y hay que luchar contra quienes están metidos en la
corrupción, como la policía, los funcionarios […]. Luchar para que se
respete lo que plantea la ley de urbanización de todas las villas.

A fin de cuentas, apelando a las ideas del poeta y cineas-
ta Pier Paolo Pasolini –algunas de cuyas frases célebres
tenía pegadas en la pared de su casa–, la política para él
es “una gran herramienta de transformación”, “desagradable” y
“sucia” pero “necesaria” y “poderosa”.

Jorge es otro de los vecinos históricos del área de la
villa que repentinamente se dio a llamar “camino de sirga”.
Y tal como en el caso de Raúl, sus condiciones materiales de
vida se distinguen respecto de la mayoría de los habitantes
ribereños, que suelen ser más nuevos en el barrio y con-
tar con una mayor vulnerabilidad económica. Distante de
aquellas casillas de chapa que tambalean sobre los taludes
del Riachuelo, la vivienda de Jorge –construida por él mis-
mo a lo largo de las décadas– está hecha de material (como
suelen denominar los vecinos a los ladrillos, la cal y la arena)
y se encuentra enclavada en un ancho pasaje inusualmente
arbolado y recluido. Su trabajo como administrativo en un
estudio jurídico –estable, registrado y mejor remunerado
que el promedio– también resulta una relativa rareza en un
ámbito de suma precariedad como es la Villa 21-24, expo-
nente por antonomasia de la creciente crisis habitacional
y reducto ejemplar de la pauperización de las condiciones
de vida en la ciudad.

A diferencia de Raúl, Jorge es uno de los pocos vecinos
que atravesaron el proceso de erradicaciones llevadas ade-
lante durante la última dictadura (1976-1983) y lograron
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permanecer. “Vos que estudiaste sociología”, me decía en una
conversación en su casa, “dicen que hay dos cosas en la vida que
traumatizan: una es la mujer en el parto, y otra es una mudanza”.
Aquellas no se trataron, sin embargo, de mudanzas comu-
nes y corrientes, sino de desalojos forzosos llevados ade-
lante a sangre y fuego contra quienes no eran pasibles de
“merecer la ciudad” (Oszlak, 1991). Como corolario –según
vimos hace algunas páginas–, luego de esos años las villas
quedaron diezmadas y algunas sencillamente desaparecie-
ron, hasta que al calor del reverdecer democrático retoma-
ron su cauce de veloz y precario crecimiento.

A partir de esta etapa, la expansión poblacional de las
villas fue acompañada de un intenso trabajo militante por
parte de residentes como Jorge que lucharon para que los
nuevos y viejos habitantes contasen con prestaciones que
los propios organismos estatales no garantizaban. “Yo puedo
decir, con un pequeño dejo de orgullo, que trabajé socialmente
muchísimo en el barrio. Soy uno de los pioneros en el tendido de
luz, cloacas y agua. Y no solamente en el sector que me atañe a mí,
trabajamos en toda la villa”. Su entrega personal por el bienes-
tar barrial acabó por convertirlo en un referente entre los
vecinos, quienes lo detienen cotidianamente para saludarlo
a cada paso. Al igual que Raúl, sus experiencias políticas lo
hallaron alejado de los sectores que dominan la vida política
institucional local. La Junta Vecinal, dice, es una estructura
piramidal que “no sirve para un carajo”, y acusa a su presiden-
te de actuar por “fines políticos” para obtener “réditos”.

Las outsiders

Lejos de cualquier homogeneidad a su interior, la Villa
21-24 –y la zona ribereña en particular– cuenta con habi-
tantes de diversas antigüedades, niveles socioeconómicos,
trayectorias ocupacionales y procedencias geográficas. Más
que tratarse de una vecindad con un tipo de vida comuni-
taria y uniforme, existen allí redes de sociabilidad dispares
y formas e intensidades de integración a la vida del barrio
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distintas (Fainstein, 2015). Siguiendo a The established and
the outsiders, de Elias y Scotson (1994), se observa allí una
vinculación entre el tiempo de residencia y el carácter que
adquiere la experiencia de habitar. En la Villa 21-24, a su
vez, se evidencia una relación estrecha entre la antigüedad
y las condiciones de vida, que se expresa en un desmejora-
miento de las condiciones habitacionales a medida que uno
se aproxima a los márgenes del río –un fenómeno que Segu-
ra (2013) llamaría degradé urbano–. Las historias de Cuca y
de Concepción resultan en este sentido significativas res-
pecto de lo disímiles que eran las vidas en el camino de sirga
cuando hizo aparición la orden de relocalización.

Con Cuca pude conocer hasta el más escondido de los
rincones de la ribera del Riachuelo, que un día me llevó a
recorrer con mucho entusiasmo. “Traé tu cámara de fotos”,
me había adelantado, aunque también me advertiría: “para
salir yo te acompaño, que si los pibes en los pasillos te ven solo,
te roban todo lo que tenés”. Con veinticinco años en el barrio
–casi la mitad de sus 55 de vida–, conoce todo –y a todos–
como la palma de la mano, incluso a las incontables jaurías
que al giro de cada esquina nos empezaban a seguir sin
mucha decisión. Con la autoridad de quien se siente en
casa, les gritaba desatadamente para que se alejasen: “rajá
o te hundo las costillas, animal de porquería”. Sus órdenes a
los perros sólo eran interrumpidas cuando nos cruzábamos
con pedazos de cable tirados en la calle. “Agarralo que es
cobre”, le indicaba a la nieta que venía con nosotros, por más
pequeños que fuesen aquellos.

Antes de vivir allí, Cuca supo llevar una vida más
nómade. Nació en un pueblo en Chile, vivió hasta la adoles-
cencia en la ciudad de Viña del Mar, y a los dieciocho años
se fue a vivir a Chipre. Me resultó difícil creerle hasta que
empezó entre risas a recitar unas frases en griego: “la que
más me acuerdo es ‘por favor, ¿me das una cerveza?’. Pero no iba
a vivir toda la vida pidiendo cerveza”. Luego trabajó en Brasil,
Uruguay, Paraguay y Perú, hasta que llegó a Buenos Aires a
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los veinticinco años. Pero aclara: “yo siempre voy a ser chilena
porque nací en Chile. Igual para mí este es mi país, me gané este
documento y ser una más de ustedes”.

Tras pasar los primeros años viviendo en el centro de
la ciudad y en el barrio de San Telmo –donde formó una
familia y tuvo hijos–, se separó de su esposo y se mudó a
la Villa 21-24. Allí fue inquilina al principio y luego, hace
quince años, logró comprarse su propia casa. Un verdadero
acontecimiento, especialmente para alguien que pasó buena
parte de su vida de país en país y de barrio en barrio.

Si la orden de relocalización no fue un evento entera-
mente novedoso para la vida de vecinos como Raúl y Jorge,
que sufrieron las políticas de erradicación de la dictadura,
ni para la de Cuca, que transcurrió décadas de múltiples
mudanzas –más o menos ajenas a su voluntad–, tampoco lo
fue para pobladoras más recientes como Concepción, quien
llegó a la Villa 21-24 producto de un exilio económico.
Concepción creció y formó su familia en Pedro Juan Caba-
llero, una pequeña ciudad paraguaya fronteriza con Brasil
donde vivió hasta que su primera hija cumplió cinco años y
se mudaron a Asunción. Allí tuvo dos hijos más y permane-
ció quince años antes de que, por dificultades económicas,
tuviese que decidir venir a la Argentina.

En Paraguay, Concepción se dedicaba a vender ropa,
pero la falta de trabajo la obligaba a hacer todo tipo de
changas; su marido, chofer de camiones nacional e interna-
cional, no corría un mejor pasar. Hace doce años, la opción
de probar suerte en otras tierras se les apareció como plau-
sible y decidieron explorar esa posibilidad: primero viajó
el marido con su hija mayor, luego se mudó la otra hija, y
al cabo de pocos meses se trasladó ella con su hijo menor.
Se instalaron sin escalas en la zona ribereña de la Villa
21-24, que para ellos significó un angustiante encuentro
con una realidad que los hizo debatirse acerca de la propia
permanencia en el país. Así lo refleja el siguiente diálogo en
el que Concepción da cuenta de la mezcla de sensaciones
que la atravesaron:
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Concepción: Cuando me llegué me asusté porque el barrio era un
desastre. Me decepcioné un poco, me quedé tan triste. Me entristeció
porque veías… Dios mío, desesperante.
Andrés: ¿Qué era lo desesperante?
C: Y, la villa, por ejemplo, los pasillos, que allá en Paraguay no hay
eso […]. Pero después me adapté, qué voy a hacer […]. Dije “Dios
mío, Dios es grande y no me va a abandonar”, y “vamos a luchar”,
le dije a mi marido. Ahora gracias a Dios estoy tan tranquila,
mi hija y mi marido trabajan bien, conocemos ya muchas partes,
tenemos muchas amistades.

Haber conseguido trabajo le significó una gran tran-
quilidad, ya que había viajado con la incertidumbre de no
tener garantizada ninguna fuente de manutención de ante-
mano. Mientras que el marido se empleó como obrero de
la construcción, Concepción comenzó a improvisar como
cocinera y vendedora de comida: “cuando vine, miré y dije,
bueno, primerito hice bizcochuelos para vender, todas las tardes
salía a vender bizcochuelo. Luego vino el calor en el verano y
hacía ensalada de fruta. Y vendía y vendía y vendía. Y después
averiguaba, averiguaba acá, averiguaba allá cómo se hacía. Ahora
hago tortas, lo que se presente”.

Además de tener trabajo y haberse hecho de amigos,
para Concepción fue un cambio radical haber logrado com-
prar su propia vivienda, a escasos metros de la que la alber-
gó como inquilina durante los primeros cinco años. “De
tanto luchar allá en Paraguay, la diferencia acá es que por lo
menos, a pesar de que es la villa, ya tenemos nuestra casa. Vemos
la diferencia. Acá hay más vida, uno trabaja y hay vida, pero allá
trabajás y no hay vida”.

No obstante, hasta el día de hoy no está segura de qué
tan suyo es su hogar: “soy dueña, supuestamente. Pero es como
si invadiera, como si fuera que no pagás el impuesto y no es tuyo”.
Su preocupación de tener como prueba de su titularidad
apenas “un papel que él [el dueño anterior] hizo en su máquina de
escribir”, que refleja los opacos y grises regímenes de propie-
dad que imperan en las villas, en ella acaba por tomar la for-
ma de sentimientos de incertidumbre acerca de su relación
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y enraizamiento en el barrio. Como señala Merklen (1995:
108), “la tierra posee entre los ocupantes una significación
muy especial que generalmente está asociada al concepto
de propiedad, en tanto ambos son percibidos como pun-
to de anclaje y de reaseguro social contra vendavales de
diverso tipo”. Como contracara, “la posibilidad de acceder
a la tierra posee siempre una significación idealizada en el
sentido de que parece surgir como un hito a partir del cual
mejorará la situación”. Si la tierra y la vivienda operaban
como un anclaje de certezas en el marco de una vida frágil
y precaria, la orden de relocalización llegaría, precisamente,
como un vendaval.

La orden judicial, motivo de sospechas, temores
y expectativas

El camino de sirga como puntapié de negocios
expulsivos

Cuando se vinculó la orden de “limpieza de márgenes” del
río con el viejo concepto de “camino de sirga”, disponiéndo-
se la relocalización de toda la población ribereña, el Poder
Judicial apuntaba a la doble meta de reordenar el territo-
rio y morigerar el riesgo ambiental de la población más
expuesta. No se trataba solamente de facilitar las labores
de control de basurales y efluentes o de mejorar la circu-
lación, sino, a su vez, de detectar y trasladar a las personas
que vivían más próximas a la fuente de peligro por exce-
lencia: el Riachuelo.

Pero habitar un mismo sitio y ser objeto de una misma
política no fueron elementos suficientes para que los afec-
tados por las relocalizaciones signifiquen de modo similar
el proceso. De hecho, las interpretaciones que los diversos
actores le otorgaron a la relocalización –y en particular los
afectados directos– fueron más bien variadas y dispersas. Es
que, siguiendo a Olejarczyk (2015a), el proceso de mudanza
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–lo que Jorge llamaba “lo más traumático en la vida”– suele
ser más que un simple traslado geográfico de un sitio a otro;
en otras palabras, la vivienda y el barrio significan para sus
habitantes mucho más que el espacio físico sobre el que
pasan sus días. En consecuencia, el habitar se vincula con
un conjunto de sentidos subjetivos que hacen que el espacio
–vacío y abstracto– se vuelva un lugar –concreto y sig-
nificativo– (Segura, 2013; Girola, 2007). Podría afirmarse,
parafraseando a Segura (2013: 60), que la Villa 21-24 consti-
tuye un palimpsesto, pues se superponen allí capas sedimen-
tarias de ocupaciones, usos, relaciones y sentidos diversos.
Es decir que según la historia, trayectoria y posición social
de los vecinos afectados, la orden de relocalización puede
significar muchas cosas distintas y contrapuestas.

Como veíamos anteriormente, la causa Mendoza, en
tanto pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia
en pos del saneamiento ambiental de la cuenca Matanza-
Riachuelo, estableció una serie de objetivos que debían ser
traducidos en políticas públicas por parte de los conde-
nados: la recuperación ambiental, la prevención del daño
futuro y la “mejora de la calidad de vida” de la población. Sin
embargo, para Concepción, lejos estaba el fallo de apuntar
en esa dirección. Más bien, como se ve en el siguiente diá-
logo en el que habla acerca del entonces jefe de gobierno de
la ciudad –con quien identifica la orden de relocalización–,
se deja entrever cómo ella asocia la apertura del camino
de sirga con su condición de extranjera cuyo destino es
potencialmente volátil (y cuya garantía de propiedad como
habitante de la villa es, recordemos, apenas “un papel hecho
en máquina de escribir”).

Concepción: Pero Macri no quiere a la gente de la villa.
Andrés: ¿Vos pensás que no?
C: Yo, una vez, escuché que él estaba hablando en la tele, y dijo que
cada uno tiene que ir a su lugar. Por ejemplo, la gente acá adentro
de la Argentina, cada uno tiene que ir a su lugar de nacimiento
a hacerse su vida, dice. ¿Y cómo va a ser así, si acá en la Capital
sólo quedan los capitalinos? La gente de la Capital sólo trabaja en
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los papeles, son secretarios… Y las empleadas domésticas… En la
gente de la Capital no hay empleadas domésticas. ¿Cómo van a
vivir entonces? Y otra cosa dice, que el de Córdoba lo va a mandar
a Córdoba, que el de Salta va a ir a Salta, porque viste que acá
también hay mucho argentino que viene de la provincia a vivir acá
[…]. Y los extranjeros cada uno en su país. Y con las villas él va a
terminar, dice. Entonces quiere hacer acá Estados Unidos.
A: ¿Hacer qué?
C: Hacer una ciudad de Estados Unidos.

Las causas y alcances de la orden de relocalización,
sin embargo, no fueron interpretados por todos del mismo
modo; más aún, dentro de una misma persona podían
convivir explicaciones a primera vista contradictorias. La
propia Concepción, por ejemplo, vincula la apertura del
camino de sirga a un objetivo que, aunque podría implicar
su expulsión de la ciudad, tiene motivaciones técnicas y
justificables: un reordenamiento del tránsito.

Yo pienso que es, a lo mejor, para convenir más a la ciudad. Porque
viste que la ciudad cada día crece más y no hay tanto espacio para
que pasen los camiones grandes, por ejemplo. Y la idea de ellos es
abrir una ruta como la que está en Pompeya, yo pienso, como la
Avenida Vélez Sarsfield […], para que la gente llegue más rápido a
donde tiene que ir. Sólo que a veces los pobres no entienden eso. Es
lindo el proyecto, es hermoso.

Siempre suspicaz de quienes llama los políticos, Cuca
asocia las relocalizaciones con la búsqueda de ganancias
económicas por parte del gobierno de la ciudad. “Porque
viene la autopista, y la autopista al Gobierno le está pagando.
¡Esto es un negociazo!”. Estos negocios se extenderían, a su
vez, al armado de un paseo turístico: “van a hacer como una
bahía de recreación […], va a venir gente con turistas, sacar plata,
llevarlos en el bote, mostrar fotos de cómo era antes, decir que acá
hay gente que vivía, y van a decir que les dieron unas tremendas
casas, que todo es mentira”.
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Si bien no se conocen proyectos oficiales del armado
de un paseo turístico en el barrio de Barracas, los intentos
de erradicación de la villa Rodrigo Bueno en el barrio de
Puerto Madero, los desalojos en La Boca y el “boom” inmo-
biliario de este cordón sureño de la ciudad enmarcan las
más variadas explicaciones de los vecinos sobre el porqué
de la orden de ser relocalizados:

Cuca: Vos sabés que no es sólo esto nomás, quieren sacar la villa, y
la villa va a ser muy difícil sacarla.
Andrés: ¿Entera la villa?
C: Acordate lo que te digo: cuando empiecen a hacerlo, van a querer
ampliar más y más y más, ¿entendés?
A: Corriéndola más para atrás.
C: Claro, pero ahí van a tener que empezar a darle plata a la gente.

A diferencia de la gran mayoría de las villas de la
ciudad, que están ubicadas en las áreas más lejanas, peor
conectadas y en mayor condición de desigualdad respecto
de los servicios y derechos predominantes en el norte, la
Villa 21-24 se encuentra en una zona céntrica, relativamen-
te cercana a los núcleos de la vida económica urbana y a
las escuelas y hospitales públicos. Como veremos más ade-
lante, los vecinos perciben estas características referentes a
la localización de su barrio como una ventaja relativa de la
que no quieren desprenderse; pero además, hay entre ellos
sospechas –y certezas– de que la orden de trasladarlos se
funda, en última instancia, en motivaciones ocultas o no
explicitadas de políticos o empresarios. Para Cuca, el telón
de fondo de las relocalizaciones es el alto valor de las tierras
donde se asienta la villa, que está muy cerca “del pleno centro,
de la Casa de Gobierno”, por lo cual si el jefe de gobierno
de la ciudad se hiciera presidente, “la villa desaparece, porque
esto [vale] una fortuna. Esto te lo digo yo y te lo va a asegurar
cualquier compañero […]. Esto es una mina de oro para hacer lo
que se les cante […], edificios, complejos, un shopping…”.
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La relocalización como oportunidad y como amenaza

“Somos el jamón del medio”, me decía en una ocasión Jorge
refiriéndose a cómo los vecinos de la zona ribereña de la
villa se descubrieron como habitantes de un “camino de
sirga” que deberían abandonar para dar cumplimiento a
un fallo judicial. Pero al desanudar la madeja de repre-
sentaciones que se hacen de las razones que los coloca-
ron en dicha situación, se halla que se interpretan como el
“jamón del medio” de, en definitiva, grandes proyectos para
los cuales ellos representan un obstáculo. Así, las tierras
sobre las que se encuentran los vecinos, pero también sus
amistades, familias y (en muchos casos) trabajos, valen “una
fortuna” porque son una oportunidad para hacer negocios,
sean torres, centros comerciales o “bahías de recreación”
para “sacar plata”; en todos los casos, horizontes para ellos
inaccesibles. Por eso, como su barrio estaría asentado sobre
una “mina de oro”, la apertura del camino de sirga sería
sólo el primer paso de un proceso de erradicación de la
villa en su conjunto.

Estas explicaciones, no obstante, conviven con otras
como la de Concepción, que aluden a que la relocalización
obedece al futuro paso de una ruta que agilizará el tránsito
para “convenir a la ciudad”. Para ella, un proyecto como éste
es positivo, en la medida en que lo asocia con los temores
que le genera la topografía de la villa: “para mí sería lindo
abrir todo. Por ejemplo, que no haya más esos huequitos que los
chorros se esconden”.

Jorge, por su parte, también se muestra esperanzado,
porque habiendo dado largas luchas por la urbanización
durante buena parte de su vida, el traslado de los habi-
tantes del camino de sirga implica un cambio cualitativo
de escenario. “Va a haber un antes y un después”, dice, “por-
que todo este espacio” –refiriéndose a los márgenes del río
atiborrado de basurales y casas tambaleantes– “se va a ver
transformado en una avenida, en un paseo”. Lo motiva, además,
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que la relocalización pueda ser el puntapié para revivir los
reclamos por la urbanización del barrio en su totalidad, una
reivindicación de larga data para activistas como él.

A la hora de explicarse el fallo, entonces, coexisten
explicaciones múltiples e incluso contradictorias. Así,
mientras que para vecinos como Jorge la orden de relo-
calización se inserta en el extenso derrotero de demandas
vecinales por la mejora de las condiciones de vida de los
villeros, para otros como Cuca o Concepción, con lazos
más débiles con el barrio, la disposición judicial despierta
sospechas sobre motivaciones políticas y económicas no
explicitadas, esperanzas sobre el mejoramiento de un hábi-
tat al que nunca se acostumbraron, e inseguridades acerca
de cuáles son los derechos de los que pueden sujetarse como
sujetos de derecho que se perciben en posiciones legal y
simbólicamente frágiles.

Fuera la creación de shoppings, la construcción de
torres o la implementación de derecho de admisión a la
ciudad, las motivaciones que le atribuyen los vecinos del
camino de sirga al proyecto de relocalización distan de los
fundamentos oficiales, tan múltiples como la cantidad de
voces estatales desde las cuales fluyen argumentos y expli-
caciones. Si para la Corte Suprema se trata de “recomponer
el ambiente”, “prevenir el daño futuro” y “mejorar la calidad
de vida”, para el juez federal a cargo del seguimiento de la
causa la tarea es relocalizar, en tanto esa es la resultante de
la necesidad de “eliminar obstáculos” de los márgenes del
Riachuelo y dar lugar a la exigencia de “urbanizar villas y
asentamientos”. Mientras tanto, para el IVC, responsable de
llevar adelante las relocalizaciones,

Es una causa ambiental, y entonces si no estás viviendo en este
momento en el camino de sirga, el juzgado entiende que vos no
estás viviendo un problema ambiental […]. En esta operatoria yo no
vengo a darte una vivienda, yo vengo a sacarte de la contaminación
[…]. No estamos entregando viviendas por la carencia habitacional,
entregamos viviendas para no dejar en la calle a los que tienen que
liberar el camino de sirga (Romina, IVC).
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Si las agencias estatales operan sobre las vidas de los
vecinos en función de una razón ambiental pero en la prác-
tica acaban entrecruzando este argumento con la proble-
mática habitacional, ¿por qué los afectados no percibirían
confusamente los fundamentos de una orden judicial que
impacta de raíz sobre sus vidas? Si el gobierno de la ciudad
viene a sacarlos de la contaminación pero al mismo tiempo
corre la voz de que amenaza con restringir derechos a los
extranjeros, ¿por qué éstos no sospecharían que el objetivo
en última instancia es su expulsión del medio urbano? Si
se vive en la ciudad un proceso generalizado de desplaza-
miento de la población más pobre a las zonas más sureñas
producto de la creciente valorización inmobiliaria de las
tierras que habitan, ¿por qué los vecinos de la Villa 21-24
–ubicada cerca “del pleno centro, de la Casa de Gobierno”–
no creerían que detrás de la orden de “mejorar la calidad de
vida” se esconden grandes negocios? ¿Acaso no sospecha-
rían de los poderes públicos que con su mano derecha les
prometen la recuperación ambiental y con la izquierda les
retacean algunos de los más elementales derechos? Al des-
agregar la noción de Estado como un conjunto de agencias
relativamente autónomas y permeables a la imbricación de
distintos actores sociales, puede comprenderse la confusión
como producto del entrelazamiento de las contradictorias
prácticas de gobierno que operan sobre la vida de los habi-
tantes de la traza del camino de sirga.

Los claroscuros de una mudanza con rumbo incierto

El complejo habitacional al que fueron relocalizados los
primeros vecinos del camino de sirga de la Villa 21-24,
conocido como “Padre Mugica”, se ubica en el extremo sur
de la ciudad, en el barrio de Villa Lugano. Caracterizada por
contar con los índices socioeconómicos más degradados de
Buenos Aires, así como por reunir el mayor número de
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asentamientos informales (Parea y Vitale, 2011), esta zona
es la que más crecimiento poblacional ha experimentado
en la última década, en gran medida de la mano de un
progresivo desplazamiento de población proveniente de los
barrios formales. La desregulación del mercado inmobilia-
rio, en cuanto desencadenante de un proceso de gentrifi-
cación, ha tendido a consolidar el sur de la ciudad como
área de residencia de la población más económicamente
vulnerable y rezagada por el Estado en la implementación
de políticas de integración al tejido urbano e igualación a los
servicios y derechos vigentes en el norte (Bañuelos, Mera
y Rodríguez, 2008).

El barrio de Villa Lugano presenta numerosas desven-
tajas en materia de acceso a derechos en comparación con
la Villa 21-24, tanto en lo que refiere a la movilidad (paradas
de colectivo a largas cuadras de distancia de los comple-
jos), los servicios de salud (ausencia de hospitales en áreas
cercanas), la educación (insuficientes vacantes escolares) o
la seguridad. Para los pobres de la ciudad, la distancia (y
calidad) del viaje de la casa al trabajo, la atención médica
en tiempos y formas compatibles con las responsabilidades
laborales y necesidades vitales, la obtención de vacantes en
escuelas públicas y la garantía de habitar calles donde reine
la calma y paz social nunca fueron realidades dadas por
sentado. Más bien, estas tensas faltas son definitorias de la
posición de marginación urbana y subordinación social de
los villeros, y resultan constitutivas de la propia experiencia
de habitar estos barrios populares. Por estos motivos, para
los afectados del camino de sirga la orden de relocalización
fue mucho más que un mero traslado geográfico; de hecho,
los fundamentos ambientales oficiales se entrecruzaron con
la compleja trama de significados que tiene para ellos la vida
en la villa, que incluyen –pero trascienden– su exposición
a la contaminación.

Andrés: ¿Vos tenés vecinos que se fueron ahí? ¿Los ves, hablás
con ellos?
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Concepción: Sí, los veo y les hablo. Vienen de visita.
A: ¿Y qué te cuentan?
C: Me dicen que se arrepintieron de mudarse allá, que preferían
vivir acá que allá, porque allá no hay muchos colectivos, no hay
hospital, no hay escuela […]. Preferían vivir acá que irse allá.

Este diálogo con Concepción, en el que cuenta sobre
sus conversaciones con exvecinos, es representativo de la
amplitud de preocupaciones que cundieron entre los habi-
tantes del camino de sirga a partir de la primera relocali-
zación. En la medida en que comenzaron a circular rela-
tos provenientes de los ya relocalizados, la perspectiva de
trasladarse lejos de su barrio despertó cuestionamientos y
resistencias que ponen de relieve lo divergente que resul-
ta para los villeros la noción de “mejora de la calidad de
vida” respecto de la racionalidad instrumental de “sacarlos
de la contaminación”.

“Acá la gente ya sabe quién es quién”

Si bien la Villa 21-24 es una de las áreas de la ciudad
donde se registra mayor número de homicidios y casos de
violencia institucional, de género e interpersonal –e incluso
habiendo atestiguado regularmente a lo largo de mi trabajo
de campo recurrentes relatos de los vecinos acerca de ase-
sinatos, asaltos y diversos peligros presentes en el barrio–,
los habitantes del camino de sirga se muestran cautelosos
ante la posibilidad de mudarse a complejos habitacionales
que perciben como potencialmente más riesgosos. Como
me lo graficaba Jorge, “algunos prefieren malo conocido que
malo por conocer”.

La siguiente conversación con Raúl –citada in extenso–
muestra cómo los relatos provenientes de los habitantes del
complejo Padre Mugica hacen aparecer a la inseguridad de
allí como series de hechos tan azarosos como impredeci-
bles, en contraposición a los marcos de convivencia conoci-
dos que engloban la experiencia de la inseguridad en la villa:
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Andrés: Vos decías también este tema de que el complejo tiene
tres villas alrededor…
Raúl: Y eso implica inseguridad. Porque, ¿sabés qué? Hay varias
experiencias negativas, absolutamente negativas. Yo no las pude ir
a corroborar allá, no pude ir a corroborar esto, pero en sí la historia
está de que se va la gente a trabajar, se van los chicos a estudiar,
y queda un niño menor en la casa. Entraban tipos, gente armada,
echaban a la criatura que estaba, la sacaban afuera…
A: Y le copaban la casa.
R: Le copaban la casa, vendían la casa a una familia nueva, la
familia venía, se instalaba, y cuando llegaba la madre o padre o
familia de su trabajo, no podían sacar nada de ahí adentro del
departamento, porque ya había una familia nueva viviendo […].
A: ¿Y cuando hablás de inseguridad hablás de esto o también de
inseguridad cotidiana?
R: También cotidiana porque es robada la gente, la gente cuando se
va a trabajar o a estudiar es robada. Cuando vuelve también. Tanto
cuando va como cuando vuelve.
A: ¿Acá es más seguro que ahí?
R: Acá en ese aspecto es más seguro porque la gente ya conoce, ya
sabe quién es quién, y acá es muy difícil para el chorro zafar si va
a robarle a alguien conocido […]. ¿Sabés lo que pasa? Que, a ver,
cuando el mismo que roba, roba a su vecino, ya está rompiendo un
código, un código que no está escrito en ningún lado.
A: ¿Cómo es eso?
R: Sí, sí, códigos que no están escritos pero se tienen que valorar.

La generalidad de los casos de Padre Mugica que “no se
pueden corroborar, pero…”, que afectan a “la gente” cuando
“va a trabajar o a estudiar” resultan contrastantes en el rela-
to de Raúl con respecto a la inseguridad local, que estaría
regida por ciertos “códigos” que “se tienen que valorar” ya
que “la gente conoce” y “sabe quién es quién”. La peligro-
sidad de la Villa 21-24, lejos de haber roto los intensos
vínculos sociales característicos del barrio (visibles en la
proliferación de asociaciones vecinales y activismo políti-
co, pero también en el paisaje cotidiano de niños jugando
en las calles y las puertas de las casas abiertas de par en
par), coexiste con un saber práctico que le permite a sus
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habitantes conducirse por la cotidianeidad del barrio con
la familiaridad propia de lo esperable (aquello con lo que
no contaba la recién llegada Concepción, asustada por los
“huequitos” donde “los chorros se esconden”). En este sen-
tido, el sentimiento de arraigo –acaso ese “moverse como
pez en el agua” del que hablaba Bourdieu (2008) al explicar
la correspondencia entre las condiciones de existencia y las
formas de actuar, pensar y percibir la realidad– se vuelve un
factor de suma importancia para comprender los reparos
(cuando no temores) frente a la relocalización a un barrio
tan lejano como ajeno, así como las implicancias que tiene
una mudanza en cuanto resquebrajante de sus “redes de
intercambio” (Olejarczyk, 2015b), aquellos lazos trabajosa-
mente construidos por los vecinos a lo largo de los años.

“Ya estoy jugado. ¡Qué me importa la contaminación!”

Jimena vive en la zona del camino de sirga conocida como
“La Laguna”. Algunos meses antes de conocerla en una
asamblea, una casa vecina a la suya se había derrumbado
sobre el Riachuelo, lo cual dio un nuevo impulso para que
los vecinos de allí se convirtieran en prioritarios de la etapa
de relocalizaciones por venir. En efecto, una nueva sección
del complejo de Villa Lugano estaba cerca de terminarse y
el IVC se prestaba a retomar sus recorridas por el barrio con
el fin de conversar con los vecinos para determinar cuáles
serían las próximas sesenta familias en mudarse.

Pero Jimena, una de las visitadas por el organismo, no
tomó el golpe a su puerta como un hálito de esperanza ante
su riesgo habitacional. Si bien temía por la estabilidad de su
casa, y también estaban al frente de sus preocupaciones su
salud y en particular la de sus hijos, la inquietaba tener que
irse al lejano sur de la ciudad:

Yo no me quiero ir a Padre Mugica […]. Mis hijos están enfermos,
llenos de ronchas, pero yo ya tengo un médico que los conoce y
me los atiende, y están en tratamiento en el [Hospital] Penna y
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ahí puedo ir caminando. ¿Cómo hago en Lugano? Me tendría que
tomar dos colectivos, ahí no hay nada cerca, yo acá ya tengo mi
hospital. Total contaminados ya están, pero al menos acá tengo
a dónde llevarlos.

Raúl, por su parte, reconoce el carácter riesgoso de la
contaminación, pero como su suerte ya estaría echada le
resta importancia al impacto que puede tener en él. Para él,
la necesidad de irse, en cambio, se encontraría en mujeres
como Jimena, todavía a tiempo de mejorar su situación:

Mirá, yo tengo 63 años. Ya estoy jugado. ¡Qué me importa la
contaminación! ¡Qué me importa, si yo tengo mi buen vino para
tomar, mi buen pedazo de carne, que me da el cuero tenerlo cada
tanto en mi mesa! Por lo menos una vez por semana comerme un
buen asado con un buen vino. ¡Por favor! ¿Qué me importa el resto?
[…] Hay gente que sí, familias que sí necesitan. Por ejemplo, esta
piba que pasó recién […], que tiene cinco hijos, que el hijo mayor
tiene siete, ocho años. El mayor tiene ocho y la menor menos de un
año. Entonces, tiene cinco hijos entre ocho y menos de un año. Esa
persona necesita sí o sí vivir en un lugar limpio, en un lugar donde
ella no viva como vive, realmente. Toda su vida vivió mal.

“Justicia sería que las viviendas sean dignas”

Para los que aún vivían sobre la traza del camino de sirga
luego de que se relocalizasen las primeras familias a Villa
Lugano, el problema con el complejo Padre Mugica no se
circunscribía a la seguridad, el acceso a servicios de salud o
a la ubicación, sino que llegaba a implicar a la infraestruc-
tura de las viviendas en sí mismas, como cuenta Raúl:

Resulta que, digamos, la gente va y allá descubre todas las falencias
que hay en la construcción. Allá descubre que, por ejemplo, cuan-
do llueve, se chorrea todo en distintos lugares. Allá descubren que
pasan tres o cuatro meses y empiezan a levantarse todos los cerámi-
cos de la cocina, del lavadero, del pasillo, y ahí descubre que, desde
su baño, el agua que cae cuando se bañan cae en el piso de abajo, y
a su vez en el de más abajo, y más abajo, y más abajo. O sea, todos
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los problemas que tienen que ver con la construcción, con la mala
construcción de la vivienda […]. Y nosotros nos enteramos después
de que se mudaron ellos.

A diferencia de lo que hizo “históricamente”, cuando
usaba “sistemas constructivos de vivienda social de mucha
mayor calidad”, para el complejo Padre Mugica el IVC utilizó
lo que entre los vecinos se conoce como sistema industrial:
un método constructivo caracterizado por ser más rápido
y económico que su contraparte, el sistema tradicional, pero
que conllevó en este caso serios problemas de calidad. Pan-
cho, el protagonista de una nota publicada en un diario de
tirada nacional que llevó por título “El cartonero que vive al
lado del Riachuelo pero se niega a ser reubicado”, resumía
del siguiente modo cómo se representaba el estado de los
departamentos a los que se los pretendía mudar: “caída de
durlock, levantamiento de pisos, electrificación de paredes, cloacas
tapadas, el espacio reciclado lleno de basura, calles no termina-
das, seguridad cero. ¿Saben lo que pasó el viernes? Se quemaron
cuatro departamentos. Dicen que es un sistema de Austria. ¡Men-
tira! Eso se quema”.

La calidad de las futuras viviendas, entonces, no consti-
tuyó un aspecto menor de las preocupaciones de los vecinos
de cara a las relocalizaciones, más aún si se tiene en cuenta
que una gran parte de ellos tienen el oficio de albañiles
(razón por la cual “no nos pueden vender gato por liebre”).
Por eso, mientras los vecinos de la Villa 21-24 aguarda-
ban el momento de su mudanza y veían reflejados en los
relatos sombríos de los ya relocalizados su posible porve-
nir, la idea de que las viviendas debían durar “cientos de
años” cobró una significativa centralidad en su abanico de
preocupaciones y reclamos de cara a las futuras etapas de
relocalización.

[Justicia sería] que las viviendas sean absolutamente dignas, que
duren cientos de años. Yo no soy peronista, pero no se puede negar
la calidad de las viviendas que se hacían cuando Perón era gobierno
[…]. Las viviendas que hacían en esa época son impresionantes […],
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se hacían con todo, o sea, se hacían con lozas, con columnas, con
ladrillos, eran chalets, todas con posibilidad de modificarlas, hacer-
las más grandes, porque las familias crecen […]. Y en cada lugar
donde hay viviendas hechas por el peronismo, la verdad, siguen
estando. Siguen estando en pie. Y todas las viviendas que se hicieron
después, del ’82 en adelante, todas son una mierda, incluyendo
Lugano 1 y 2, incluyendo las de Soldati, incluyendo todo. Hoy hay
edificios que tienen treinta años y ya no sirven más, hay que tirarlos
abajo y hacer de nuevo si se quiere mejorar. Por eso es esta lucha
sin cuartel que nosotros estamos emprendiendo para tratar de que
la calidad de nuestras viviendas sea digna (Raúl).

Para vecinos como los de la Villa 21-24, para quienes
la vivienda siempre constituyó un aspecto problemático de
sus vidas, el reclamo por la dignidad de las futuras viviendas
a construir estaba indudablemente asociado al significado
que tenían las suyas propias. Para muchos de ellos, que
levantaron, ampliaron y mejoraron ladrillo por ladrillo su
propia casa a lo largo de los años, la carga simbólica de
abandonarla y dejarla demoler cobró un peso particular.

“Si me dan un departamento de calidad, no lo pienso…
Me voy a la mierda”

Escuchame, [es] un lugar que te costó materiales, te costó hierro y
sudor, como se dice. De comprar de poco a poco para construir, para
vos, para tu hijo… Porque hay casos donde ves tres o cuatro pisos,
también está la hija que se juntó, está el hijo, el viejo, la misma
familia. Donde estuviste cinco años, siete años rompiéndote el lomo,
y que venga el gobierno hijo de puta y te diga “también te vas”, a
un dormitorio, un departamento donde, por decirte, cinco familias
caen, por decirte la madre, padre y los chicos. ¿Y los grandes a dónde
los pone? ¿Colgados arriba del techo? (Cuca).

“Vamos a ganar muchas cosas”, me contaba Cuca cuando
explicaba el porqué de su participación en el cuerpo de
delegados. “Que la vivienda sea más rápida, que sea como noso-
tros la queremos, que sea… ¿Cómo se llama? Tradicional, con
ladrillo tradicional, bien estructurada, con todas las bases que
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tiene que tener, con todo lo que tenemos que tener”. Recordando
historias de vida de algunos vecinos suyos, decía visible-
mente emocionada:

Nos sacan de un lugar donde tanto costó, donde yo me enteré hace
poco que en este barrio murió gente, extranjera también, luchando
por este espacio, que ahora nos vuelven a pasar. En esa época eran
las topadoras. Ahora la injusticia de un señor que tiene todo el poder
del mundo –acá en la Capital, por supuesto–, y no se puede bajar
de la montura, sino siempre arriba del caballo dando látigo al pobre.
Y dando falsas esperanzas, falsos criterios, absurdos.

Al absurdo, por definición inexplicable u opuesto a la
razón, Cuca le opone una acusación: “[con] Macri7 [es] ‘en todo
estás vos’. El refrán que te vengo repitiendo hace rato: ‘en todo
estás vos’8. No, mentira, en ningún lado estamos nosotros. Los
pobres, con él, no estamos. El rico que necesita los terrenos sí”.

A sus ojos, la orden de relocalización no sólo esconde
un “negociazo”, sino que pone en juego el sacrificio que le
implicó a ella convertirse en dueña de su techo: “vos me sacás
de un lugar donde yo construí tantos años y me costó tanto, y no
me das un centavo papá de cada uno que puse. Vos mi casa la ves
intacta, no hice ninguna cosa extra, pero el Gobierno me tiene que
recompensar en algo, porque por este terreno están ganando for-
tunas. ¡Dejémonos de joder!”. De hecho, desde que se enteró de
que su casa debía ser demolida para dar paso a la apertura
del camino de sirga, Cuca dejó de hacerle “cosas extra”.

Cuca: No tengo cerámica y ni siquiera la pinto. Mis hijos me dicen
“no podés ser tan miserable”. Miserable las pelotas, yo pintura no.
Andrés: ¿Le toca el mismo tipo de vivienda al que tiene una casa de
material, en buen estado, y al que tiene una muy precaria?

7 Este diálogo se mantuvo en el año 2015 cuando Mauricio Macri era jefe de
gobierno de la ciudad de Buenos Aires.

8 La entrevistada alude a un eslogan de propaganda institucional del gobierno
de la ciudad de Buenos Aires utilizado durante el mandato de Mauricio
Macri (2007-2015).
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C: La misma mierda. Por eso dicen bien claro “no seguir constru-
yendo”, porque no se valora nada.

Distinta resulta la situación de Concepción, cuya llegada a
la Argentina, veíamos antes, fue vivida como culturalmente
brusca pero económicamente provechosa. Haber logrado
convertirse en dueña de su propia casa fue, acaso, el sello
distintivo que engloba el porqué de su decisión de quedarse
en el país. Y aunque su vivienda es sumamente humilde
–a punto tal que, a diferencia de Cuca, no ve alternativa a
seguir construyéndola mientras espera la relocalización–,
es símbolo del esfuerzo invertido y del sacrificio transitado.

Concepción: Yo estoy también por el camino de sirga. Yo estoy
también, tengo que salir, mi casa tiene que salir.
Andrés: ¿Y vos querés salir?
C: Yo no. Si fuera por mí yo no querría salir por el sacrificio
inmenso que ya estoy pasando, levantando mi casa a pesar que soy
pobre. Yo sé el sacrificio, lo que yo estoy pasando, de dinero, poco a
poco, a pesar que somos pobres, ¿verdad? Estoy levantando piedra
sobre piedra con mi marido. Y a veces miro, así, pienso que va a
salir todo, van a echar todos los tractores, cuando yo veo que echan
a la… Y digo, Dios mío, ¿qué zona va a ser?
A: ¿Y vos seguís levantando tu casa a pesar de que sabés que en
algún momento te vas a tener que ir?
C: ¿Y qué querés que haga si voy a pasar frío? Y si no limpiás, o si
no cuidás, te van a atacar los ratones.

Menos probable resulta que a Raúl o a Jorge los ataquen
los ratones, ya que sus viviendas, hechas de material, tienen
los cerramientos completos. “Esto es una pequeña mansioncita
al lado del rancho donde vivía”, decía Raúl. “Esto es pared, esto es
material, acá hay material, yo tengo agua corriente, tengo tanque,
termotanque, agua potable, todos los servicios consolidados. Pero
hay muchísima gente que no tiene eso”, reconocía Jorge cuando
me mostraba su casa. La relocalización, para ellos, impli-
ca una amenaza al valor material de sus viviendas en dos
sentidos conexos. En primer lugar, por la relación entre sus
viviendas actuales y las nuevas viviendas que les tocarían,
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cuya baja calidad las hace presentarse como un retroceso.
Y en segundo lugar, por la relación entre sus viviendas
actuales y aquellas de sus vecinos, pues la mudanza supone
una homogeneización de las condiciones habitacionales del
conjunto de los habitantes del camino de sirga.

Sin embargo, al trasladarse al homogeneizante comple-
jo habitacional, no sólo perderían sus viviendas –relativa-
mente distinguidas al interior de la villa–, sino que además
abandonarían el barrio donde durante décadas se constru-
yeron como referentes entre sus vecinos. Por eso, la orden
de “liberación” del camino de sirga no sólo pone en juego
el valor material y esfuerzo invertido sobre sus viviendas
sino también un valor intangible: su reconocimiento social
en la villa, un capital simbólico que hoy se sostiene en la
proximidad vecinal y que se degradaría con la diáspora de
los miles de familias de la ribera y el desmembramiento de
las redes de relaciones sociales existentes.

En definitiva, la realidad actual no es la misma para los
que alquilan que para los propietarios, para los que tienen
casas de cartón respecto de los que tienen casas de material,
o para los recién llegados respecto de los asentados. Así, la
relativa igualación que implicaría relocalizar a familias de
viviendas tan disímiles a complejos de departamentos tan
homogéneos enmarca decisiones como la de Cuca de no
seguir construyendo “porque no se valora nada”.

Cuca: Yo te planteé que si tuviera la oportunidad de no irme, no me
iría. Porque me costó tanto mi casa. Me costó cinco años, papá. Me
hizo cagar de hambre hasta a mis hijos, y de repente a mí no me van
a valorar nada, no me reconocen el gasto de plata que hice y toda
esa vaina, ¿entendés? […]. Pero si a mí me dan un departamento de
construcción, no de ese ladrillo [el del “método industrial”], sino de
este ladrillo [el del “método tradicional”], bien hecho…
Andrés: Ahí lo pensás de nuevo.
C: No, no lo pienso… Me voy a la mierda.
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A pesar del tinte personal de la afirmación de Cuca,
para la mayoría –incluso para ella– la decisión de irse
o quedarse estuvo atravesada por instancias colectivas de
acción y discusión. Los afectados no sólo se volvieron adju-
dicatarios de viviendas nuevas luego de un complejo proce-
dimiento censal, sino que para influir en el destino que les
depararía formar parte de la nómina convocaron a defen-
sores públicos que surtieron un efecto en el mismísimo
modo en que concebirían su situación y sus capacidades
de transformarla.

En este capítulo hemos analizado las representaciones
de los habitantes del camino de sirga acerca de la orden
judicial que sacudiría su arraigo en esas mismas tierras. A
partir del caso de la Villa 21-24, hemos visto que sus per-
cepciones acerca de la cuestión discrepaban respecto de los
términos planteados por las autoridades. En otras palabras,
los significados que ellos le atribuían a la vida en el barrio
y a las decisiones judiciales en sí mismas distaban de equi-
valer a los diagnósticos de la justicia, que exigía su traslado
bajo el argumento de la mejora de la calidad de vida. Allí,
en esa brecha entre los intereses y el universo simbólico de
los afectados y los modos de intervención de la justicia y
el gobierno, se sitúa un punto de partida ineludible para la
comprensión de las tensiones y resistencias que abriría el
proceso de relocalizaciones.
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5

Los conflictos por las relocalizaciones,
entre la resistencia social y el activismo

judicial

Nadie sabe a ciencia cierta cuánta gente vive en la Villa
21-24. Los relevamientos oficiales hablan de cincuenta mil
habitantes, pero los censos en los barrios informales no se
destacan por su precisión. En un contexto de veloz creci-
miento demográfico en las villas de Buenos Aires, arriesgar
cifras es casi un deporte popular entre sus pobladores más
antiguos, que han visto a lo largo de su vida las incesantes
transformaciones topográficas. A menudo se los oye hacer
alusión a cómo las calles están cada vez más superpobladas
y la construcción va creciendo en altura: encerrado entre
fábricas, una avenida, manzanas loteadas y el propio Ria-
chuelo, la única oportunidad de crecimiento del barrio se
encuentra en sentido vertical.

Cuando tuvieron inicio las relocalizaciones, el área de
la ribera no era la excepción a esta progresiva densificación.
Aunque el hecho de estar sembrada de basurales a cielo
abierto y contar con terrenos pantanosos la había mante-
nido relativamente despoblada durante varias décadas, los
últimos años, caracterizados por una gran explosión demo-
gráfica, condujeron a que allí también comenzaran a proli-
ferar casas crecientemente precarias.

Sin embargo, el acercamiento de la población al río no
le otorgó a éste una entidad especial en la vida pública del
barrio, ni lo volvió parte activa de la cotidianeidad de los
habitantes costeros. Para quienes vivían cerca –y quienes
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aún lo hacen, como es el caso de tantos que aún esperan
la relocalización al momento de escritura de este capítu-
lo–, no es más que un curso de agua tóxica oculto tras el
laberíntico paisaje, que sólo se revela al conjunto cuando
durante las tormentas el Riachuelo asciende e ingresa al
barrio, invadiendo los taludes e inundando las casas. Mien-
tras tanto, para quienes viven dentro de la villa pero lejos de
él –incluso hasta a un kilómetro de distancia–, difícilmente
habría motivos para acercarse a este escondido rincón del
barrio. En la práctica, el río apenas constituye una frontera
natural sobre la cual se balancean las viviendas de quienes
no lograron hacerse de ningún otro lugar.
Hasta el arribo de la orden de relocalización, por lo tanto,
vivir en los márgenes del río no tenía un significado colec-
tivo. Cuanto mucho, como me contaba Cuca –una de las
afectadas–, podía significar formar parte de la “Manzana
25”, “Las Vías”, “Tres Rosas”, “San Blas” o “La Laguna”. O,
como expresaba Raúl, “ahora se llama camino de sirga […].
Antes tenía distintos nombres”. Estas subdivisiones, de uso
popular y cotidiano entre los vecinos, no se definían per
se en función de su cercanía al río, aunque comprendieran
zonas próximas a él. Menos aún llegaron estos nombres
–ni los callejones y pasajes allí presentes– a conseguir un
reconocimiento formal por parte del Estado, como señala
Concepción en la siguiente conversación:

Concepción: Somos como si fuera un tierra sin nadie. “Porque esto
en la mapa de ellos no estamos nosotros”, le digo [a mi vecino], “por
ejemplo, este barrio San Blas no existe en la mapa”, le digo.
Andrés: ¿El mapa de quién?
C: La mapa no se ve, por ejemplo, si yo te digo que estoy sobre 6 de
enero y pasaje 25 de mayo, vos buscás y no está, así tenés que poner,
por ejemplo, Luján 3600, pasaje 25 de mayo, casa 36, ahí llegás a
mi casa. El otro dice que no existe.

194 • Más allá del lawfare

teseopress.com



Ciertamente, hasta que en 2015 el gobierno de la ciu-
dad de Buenos Aires tomara la decisión sin precedentes de
incorporarlas a los mapas oficiales1, las trazas internas de
las villas de la ciudad eran apenas zonas en blanco, como
si se tratase de descampados o –como decía Concepción–
“tierras sin nadie”. No sólo no ingresaban allí ambulancias,
camiones de bomberos o tendidos cloacales y de agua pota-
ble, sino que la misma cartografía reflejaba el carácter gris
y selectivo de la penetración estatal en estos barrios. Esto
no significa que no existieran allí –como de hecho existen–
diversas agencias, programas y políticas estatales, pero sí
ilustra cómo su presencia, intermitente y contradictoria, las
convierte en “zonas marrones” (O’Donnell, 2008b), o bien
“áreas borrosas donde los límites normativos se disuelven”
(Auyero, 2007).

El arribo de la orden de relocalización generó, en este
sentido, un parteaguas para la zona ribereña de la villa, dado
que la dotó de una entidad jurídica inédita, le otorgó un
renovado significado social, y la volvió objeto de una batería
de políticas indispensables para el cumplimiento de un fallo
que se ubicaba en el centro de la agenda pública. Así, de “no
existir en el mapa”, sus habitantes se hallaron a sí mismos
en el epicentro de una resonante causa judicial; y de vivir
en “Las vías” o “Tres Rosas”, pasaron a ser “obstáculos” de
un novedoso “camino de sirga”. Por tal motivo, cuando este
concepto del Código Civil (con vigencia legal pero escasa
aplicación práctica) comenzó a ser actualizado localmente –es
decir, trasladado de un “estado virtual” a un “estado real”
(Melé, 2011)–, los destinos de mujeres como Concepción se
entrelazaron con el proceso de construcción de una nueva
territorialidad (Mançano Fernandes, 2005).

1 En 2015, a partir de la iniciativa de la Asociación Civil por la Igualdad y la
Justicia (ACIJ) denominada “Caminos de la Villa”, el gobierno de la ciudad de
Buenos Aires reconoció por primera vez a las villas en sus mapas oficiales,
incorporando sus trazados a donde antes aparecían meros espacios vacíos.
Las divisiones barriales locales (como La Laguna o San Blas, en el caso de la
Villa 21-24) no forman parte de ellos, pero sí las calles y pasajes internos.
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Según Melé (2008), existen dos grandes acepciones
sobre la noción de territorio: la de espacio delimitado y la de
espacio apropiado. La primera hace referencia a su sentido
topográfico (Levy, 1994) y político-jurídico (Di Méo, 1998)
y, según ella, las acciones de recorte y zonificación de deter-
minada superficie son formas de producción de territorio.
La segunda, por su parte, remite a su sentido social; en otras
palabras, al territorio atravesado por la significación, por
los usos y valores que en él se depositan y construyen.

Las últimas páginas recorrieron, precisamente, estas
dos dimensiones del proceso de reterritorialización de la
costa del río. Por un lado, en el capítulo 2 nos detuvimos en
los modos en que se construyó socialmente el problema de
la degradación ambiental de la cuenca Matanza-Riachuelo,
y examinamos las formas por las que se le dio curso jurídico
y político a los diagnósticos sobre la contaminación. Pudi-
mos observar las visiones y argumentos que se generaron
desde el Poder Judicial acerca del proceso de saneamiento
y, en el capítulo 3, cómo eso condujo a que se dispusiese
la apertura del camino de sirga, entendido como mecanis-
mo para facilitar la limpieza del río, reordenar sus costas y
“mejorar la calidad de vida”. Por otro lado, en el capítulo 4
exploramos las maneras en que los habitantes ribereños se
relacionaban con su barrio y su ambiente, desentrañando
en base a esto algunas de las representaciones que emergie-
ron entre ellos en torno a la pretensión de relocalizarlos y
transformar su zona de residencia.

Este capítulo se ubica en la intersección entre estas dos
caras del territorio: las pretensiones estatales de transfor-
marlo y los significados sociales en él anclados; o, dicho
de otro modo, el territorio como objeto de intervención
y como lugar de significación. Como veremos, el resulta-
do de ese cruce es, precisamente, la reticencia a acatar la
sentencia, cuando no la abierta resistencia y la invalidación
social de la ejecución del fallo Mendoza. En las páginas
que siguen, observaremos este proceso sumergiéndonos en
los efectos conflictivos de la orden de relocalización en la
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Villa 21-24. ¿Qué actores se involucraron y qué papel cum-
plieron en el desarrollo del conflicto? ¿Qué características
asumió la delimitación del camino de sirga y que contro-
versias suscitó? ¿Cuáles fueron los debates que generó esta
medida entre los afectados y sus defensores, y cuáles fueron
las principales demandas que plantearon ante la justicia y
el gobierno de la ciudad de Buenos Aires? ¿A qué medios
de protesta apelaron y qué lugar tuvo la vía jurídica en la
formulación y canalización de sus reclamos?

Para abordar estos interrogantes, es preciso partir de
que el territorio que se volvió foco de controversias no era
preexistente al conflicto; más bien, éste comenzó a ser cons-
truido desde que el Estado lo hizo objeto de intervención
y sus habitantes se coaligaron para defender determinadas
visiones e intereses sobre él. Naturalmente, tampoco podría
afirmarse que el grupo de afectados precediera al arribo de
la orden de relocalización; como señala Melé (2008), una
de las formas de territorialización de los conflictos es la
producción de grupos espacialmente inscriptos –es decir,
físicamente próximos– que se vuelven conscientes de un
destino común –y, de ese modo, socialmente cercanos–. En
otras palabras, la red de habitantes creada a partir de la
aparición del fallo judicial expresó una sociabilidad geográ-
ficamente anclada que produjo y transformó el territorio
como ámbito de disputa y significación.

Este capítulo analizará entonces cómo se construye
una nueva territorialidad en la costa del Riachuelo a partir
de la orden de Armella, y de qué maneras esa reterritoria-
lización de la ribera –que implica nuevos sentidos, usos y
objetivos para con ella– cataliza un conflicto social. Dicho
de otro modo, el foco estará puesto en cómo la transfor-
mación del territorio despliega un abanico de controver-
sias, y cómo estas controversias marcan el compás de los
cambios territoriales.

Como veremos, el conflicto suscitado a partir del arri-
bo de la orden de relocalización a la Villa 21-24 en el año
2010 produjo un efecto politizador: al anoticiarse de la
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cédula judicial, muchos de los habitantes del área ribereña
se coaligaron en busca de interceder en el curso de los acon-
tecimientos. Valiéndose de la experiencia militante de algu-
nos de ellos (como Jorge y Raúl, cuyas trayectorias se repa-
saron en el capítulo anterior), realizaron una elección de
representantes según su zona de residencia y conformaron
un “cuerpo de delegados” que comenzó a reunirse semanal-
mente2. Así, de “no existir en el mapa” –como se lamentaba
Concepción–, ahora se hallaban a sí mismos como afectados
y comenzaban a insertarse forzosamente en la agenda de la
Corte Suprema de Justicia, el juez Armella y, sobre todo, el
gobierno de la ciudad de Buenos Aires, el actor conminado
a llevar a cabo su traslado y abrir el camino de sirga.

De hecho, volverse repentinamente habitantes de la sir-
ga –como la empezaron a llamar sus pobladores– fue, acaso,
uno de los principales factores que alinearon a vecinos de
procedencias tan heterogéneas en torno a un mismo pro-
blema. Es que la contaminación y su arraigo en el barrio
no eran hasta entonces objeto de acción colectiva en sí mis-
mos. Como veíamos en el capítulo anterior, muchos sentían
que “ya estaban jugados” por el ambiente al que estaban
expuestos; y casos como el de Concepción muestran que los
vecinos se encontraban pensando más en radicarse y asen-
tarse que en abandonar sus hogares o ser erradicados.

En el camino de sirga, donde conviven vecinos anti-
guos y recientes, nativos y extranjeros, trabajadores forma-
les e informales, ocupados y desocupados, la aparición de
la orden de relocalización les otorgó a todos un destino
común en torno al cual se coaligaron, construyéndose así –a
partir del conflicto– como nuevo actor político colectivo.

2 Aunque los vecinos activistas constituían apenas un grupo minoritario entre
la totalidad de los afectados, comenzaron a cumplir un papel relevante en la
definición del tono de los asuntos públicos y la impronta de la vida social de
esa parte del barrio. Siguiendo a Bourgois (2010: 10), dado que su capacidad
de dinamización del conflicto los torna actores significativos para el devenir
del conjunto de los vecinos afectados, resultan de particular importancia
para la tarea de conocer los efectos socioterritoriales del fallo de la justicia.
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Según afirma Touraine (1973: 363), “el conflicto constituye
y organiza al actor”, siendo la creación del cuerpo de dele-
gados y la politización de los afectados uno de los primeros
efectos productivos del fallo de Armella.

El conflicto se destacó también por sumergir a los
habitantes del camino de sirga en el mundo del derecho,
no sólo porque su relocalización consistía en una política
motorizada por un proceso judicial –y, por ende, trami-
tada con el lenguaje de las leyes y los expedientes–, sino
porque para hacerle frente convocaron a actores expertos
con quienes elaboraron colectivamente su situación jurídica
y generaron vías para defender sus intereses en el marco
de la causa. Pero, como vimos anteriormente, en conflictos
como éste el derecho no aparece sólo como recurso sino
también como cuadro cognitivo, construyendo expectativas
y convirtiéndose en fuente argumentativa (Azuela, Melé y
Ugalde, 2015). Por lo tanto, gracias a los especialistas, los
afectados atravesaron un proceso de aprendizaje del len-
guaje del derecho y tradujeron sus argumentos y demandas
en estrategias jurídicas. Esta dimensión del conflicto consti-
tuye, de acuerdo con Melé, uno de los objetos privilegiados
de una geografía del derecho en acción, ya que permite con-
cebir a éste como más que una mera entidad exterior que se
insertaría en situaciones para calificarlas y determinar sus
reglas y prácticas. De hecho, “no sólo los jueces y los repre-
sentantes de los poderes públicos no tienen el monopolio de
la interpretación, sino que las situaciones de acción pública
instauran transacciones en torno al derecho, sus objetivos y
su aplicación” (Melé, 2011: 8, traducción propia).

Lo que sigue del capítulo está dividido en cinco partes.
Si hasta aquí describimos el surgimiento del cuerpo de
delegados que tomó la tarea de actuar en nombre de los
afectados por la orden de relocalización, el primer apartado
consistirá en una presentación de los actores que fueron
convocados por aquellos para acompañarlos en su disputa
con el gobierno de la ciudad de Buenos Aires y los sectores
del Poder Judicial implicados en el proceso. En particular,
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se hará referencia a cuatro de ellos –la Fundación Temas,
la Asesoría Tutelar, la Defensoría General de la Ciudad y
el Cuerpo Colegiado–, y se presentarán tanto sus represen-
taciones sobre la causa como sus modos de intervención
en el conflicto.

En la segunda sección nos detendremos en el proceso
de delimitación del camino de sirga y en la realización del
censo que determinó la población a ser relocalizada, pro-
curando indagar en las controversias y debates generados
durante los primeros pasos de territorialización de la sen-
tencia. A estos efectos, se examinarán los intereses y lógicas
de acción que orientaban a los actores involucrados en la
conformación del listado de afectados, y se remarcará la
relevancia técnica y política que adquirió la generación de
una traza que, a futuro, sería más amplia que la línea de
demolición.

La tercera parte versará sobre los dilemas abiertos por
las primeras mudanzas en lo que respecta a la definición
de las zonas a relocalizar. Se observará de qué modos los
criterios propuestos por el IVC se hallaban en contradicción
con los intereses de los habitantes del camino de sirga y
sus aliados: mientras que aquel sostenía bajo argumentos
prácticos que debía priorizarse una zona que lindaba con
los límites de la villa, éstos exigían que se privilegiasen las
áreas y personas en condiciones de mayor urgencia habi-
tacional y sanitaria.

La cuarta parte nos conducirá al complejo Padre Mugi-
ca, el conjunto habitacional ubicado en el barrio de Villa
Lugano al que fueron trasladadas las primeras familias relo-
calizadas. En este apartado se examinarán las denuncias
por vulneraciones de derechos realizadas por la Defenso-
ría General de la Ciudad a raíz del estado de las vivien-
das y se destacará, a partir de ello, la emergencia de una
demanda por la mejora en la calidad constructiva de las
futuras viviendas.
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Por último, la quinta parte consistirá en un análisis
de las formas de protesta de las que se valieron los afecta-
dos, y cómo en articulación con sus defensores combinaron
repertorios de acción política con métodos y herramientas
propios del campo jurídico. Se examinarán en particular
las modalidades de acción de la Defensoría General de la
Ciudad, sosteniéndose que su actuación en el ámbito de los
tribunales se ve complementada con una colaboración en la
organización de sus patrocinados.

De los barrios a los tribunales: las organizaciones
defensoras de los afectados

La Fundación Temas

Para una villa tan grande y antigua, con una vitalidad social
y política como la de la 21-24, la Fundación Temas se des-
taca entre el sinnúmero de organizaciones no gubernamen-
tales que realizan actividades en el barrio. Creada en 2004
por un grupo de jóvenes conmovidos por la crisis social de
2001, se dedica a asuntos poco vinculados al hábitat o la
integración urbana –cuanto menos en un sentido directo–:
cuentan con un consultorio odontológico, una escuela de
boxeo, un proyecto educativo para niños en edad escolar
primaria, una escuela de música, un programa de formación
de jóvenes como promotores comunitarios y, desde recien-
temente, un plan de formación de referentes de género. “Nos
dijimos ‘elijamos un pedacito de mundo para ver qué podemos
hacer con lo poco que tenemos’”, me relataba Paula Ordóñez,
su mayor referente.

Empezamos a laburar la 21 con la idea de después replicar en otros
lados… Pero ahí [nos tenés], enterrados hasta acá […]. Se armó un
equipo, se fue profesionalizando más la cuestión, después se pegó un
viraje mucho más hacia la construcción comunitaria, que es donde
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estamos hoy. Digo, fueron habiendo virajes que tienen que ver con
lo ideológico y con cómo te vas formando personal e institucional-
mente en el laburo territorial.

Acaso ese giro condujo a que, a lo largo de los años,
Temas promoviese encuentros de organizaciones, acompa-
ñara a la Junta Vecinal en la negociación de un pliego por
la licitación de la recolección de residuos y participara en
mesas de riesgo eléctrico, entre otras problemáticas ligadas
a derechos colectivos. Y fue este profundo enraizamiento
en el barrio el que acabó por llevar a la Fundación a involu-
crarse activamente en el conflicto por las relocalizaciones,
desde el mismo momento en que la cédula de notificación
de la resolución del juez Armella tocó las puertas de la
Villa 21-24. “En la [manzana] 28, donde tenemos el consultorio
y la escuela de boxeo, me estaban esperando con esta siniestra
cédula judicial […], y me dicen ‘explicanos esto’. ‘Erradicar a las
familias que viven en la cuenca. Desratizar’. Una cosa así decía
[…]. Era siniestro”.

Paula: Sábado a la noche, me acuerdo. Diluviaba, y me llamaron
para decirme “juntémonos y explicanos qué es el Código Civil y
qué es el camino de sirga”.
Andrés: ¿Quién te llamó? ¿Los vecinos?
P: Sí, los vecinos. Y me acuerdo que llegué a un lugar donde se
habían juntado como sesenta personas –sólo hombres, me llamó
la atención, no había mujeres en ese momento, hoy delegadas hay
muchas mujeres–. Y bueno, la primera reunión la hicimos en la
tira ésta, que la llamábamos la tira de las casas quemadas, y yo
les explicaba qué era el camino de sirga, ese antiquísimo artículo
del Código Civil.
A: ¿Vos ya lo conocías?
P: ¡No!
A: Te pusiste a investigar.
P: Sí. Les decía que ahí no se podía construir, porque el Código
Civil lo prohibía.
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Paula sabía de la existencia de la causa Mendoza antes
de toparse con la cédula judicial, debido a que es Licenciada
en Ciencias Ambientales y, según me contaba, para los de su
disciplina “el Riachuelo es el tema”. Pero la orden de reloca-
lización no fue noticia para ella sino hasta que los vecinos
de la villa la alertaron.

Poner en un mismo renglón ‘erradicar a las familias, demoler las
viviendas, desratizar’ hablaba de la mirada antropológica de ese
señor Armella básicamente, ¿no? Yo no lo podía creer, no lo podía
creer, porque además no concibo para qué querríamos sanear un
río si no es por la salud humana. Un río que pasa por una ciu-
dad, no lo podía creer.

Además de preocuparse desde un inicio por la dimen-
sión social de las relocalizaciones, a Paula –que tenía largos
años de testigo de las intervenciones estatales en el terri-
torio– le llamó la atención lo errática que resultaba esta
medida en relación con otras políticas anteriores. “Yo les
decía [a los vecinos] que sobre el camino de sirga no se podía
construir, y lo decía en una casa que el propio IVC construyó sobre
el camino de sirga”, recordaba durante nuestra entrevista.
“Es el Estado esquizoide que tenemos. La Comisión Municipal de
Vivienda3 construyó ahí una tira de casas para darle viviendas
a un grupo de familias a las que se les había incendiado la casa
justito atrás. Entonces uno mira el Estado y lo piensa en procesos
de gobierno […], y se pone en evidencia lo disparatado que es para
los ciudadanos comunes”.

De hecho, mientras que una de las sensaciones que
primó en un principio fue el descreimiento de que la relo-
calización fuera alguna vez a suceder, Paula estaba con-
vencida de que debía tomarse la orden de Armella como
potencialmente beneficiosa para el barrio y sus habitantes.
“Encontrabas una cantidad de gente que aseguraba que no iba a
pasar”, me contaba Paula, explicándome que los vecinos la

3 La Comisión Municipal de la Vivienda es el organismo que precedió al IVC

hasta la creación de este último en el año 2003.
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asociaban a tantas otras promesas y anuncios incumplidos
en el pasado. Pero en sintonía con la idea de Jorge –que,
según vimos en el capítulo anterior, creía que la apertura
del camino de sirga podía operar como puntapié para una
urbanización del barrio en su totalidad–, Paula creía que
podía transformarse el proceso en un problema de política
de vivienda que acabase por mejorar las condiciones de vida
de las personas. Aun así, recordaba que “fue muy ardua la
tarea de concientizar a las familias de la sirga, concientizar de que
esto no sólo iba a pasar sino que debía pasar y [debía convertírselo]
en una oportunidad”.

La Asesoría Tutelar

La Asesoría Tutelar, también conocida como Ministerio
Público Tutelar, es una de las tres ramas del Ministerio
Público de la ciudad de Buenos Aires. Al igual que la Defen-
soría General –o Ministerio Público de la Defensa, aborda-
do en el capítulo 4–, se rige por la Ley nº 1.903 y tiene como
función el control de la legalidad de los procedimientos ins-
titucionales, la promoción del acceso a la justicia y la pro-
tección de los derechos, en todos los casos en lo que atañe a
menores y personas con padecimientos mentales. Para ello,
según cuenta el organismo en su sitio web, “cuenta con pro-
fesionales especializados que asesoran, informan y orientan
a los titulares de derechos y/o sus representantes”.

En una entrevista, Gastón Sánchez –Asesor Tutelar
ante la Cámara de Apelaciones nº 1– resumía su rol como
“[representar] pibes y locos, para que la gente lo entienda así”.
En algunos casos, puede incluso dictaminar o peticionar en
contra del niño, “si el niño es la propia persona que vulnera
sus derechos”, como en el caso de algún “chico adicto que no se
quiere internar”. De hecho, “siempre, siempre hay un defensor de
menores, aunque existan padres o tutores […]. Siempre va a inter-
venir y siempre va a opinar. Más que del niño, opinamos de los
derechos del niño. Es decir, sobre derechos que son indisponibles,
[de los] que los padres no pueden disponer”.
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Por este motivo, el apoyo de Gastón a la relocalización
de la población del camino de sirga es indeclinable. En la
medida en que la gente “vive indignamente” y “se está enfer-
mando”, las voluntades de los menores –o las de sus padres
para con ellos– son secundarias si lo que está en juego son
sus derechos: “imaginemos que hubiese una familia que no se
quiere ir [pero] le dan una vivienda digna […]. Yo dictaminaría:
‘señora, usted se va igual porque sus chicos están enfermos y
se tienen que ir, porque si usted no se va, estaría violando los
derechos de su hijo’”.

Para la Asesoría Tutelar, sin embargo, no están dadas
las condiciones necesarias para que se efectúe la relocaliza-
ción de la población de la costa del Riachuelo, ya que, si bien
las condiciones de vida allí dan cuenta de la vulneración de
numerosos derechos, tampoco está asegurado que la situa-
ción de vulnerabilidad no se reproduzca en los sitios donde
las personas sean trasladadas. Por lo tanto, desde el organis-
mo se reconoce la legitimidad y necesidad de la orden de la
justicia, pero se advierte sobre la falta de garantías:

Andrés: ¿Pero todos los vecinos quieren irse?
Gastón: A mí no me interesa si quieren irse.
A: No sería tu problema…
G: No es mi problema porque ya lo decidió la Corte, no es que
acá el que no se quiere ir…
A: ¿Pero qué pasa si alguno dice “no me quiero ir”?
G: A ver, si hay una vivienda adecuada y digna, construida de
acuerdo a como se tiene que construir, y hay vacantes para el
chico –porque la relocalización no implica sólo la vivienda–, y hay
atención sanitaria en el barrio a donde se lo va a relocalizar, la
gente no se puede negar a irse.

Durante nuestra entrevista, Gastón recordaba cómo se
involucró tempranamente en el conflicto por las relocaliza-
ciones de la Villa 21-24. “La gente fue a verlo al padre Pepe Di
Paola, [y él] me llamó a mí para decirme ‘mire Doctor, está pasan-
do esta circunstancia, la gente está siendo intimada, le dicen que la
van a desalojar del camino de sirga, yo no entiendo mucho, fíjese
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qué puede hacer’”. Desde entonces, Gastón se hizo presente
con regularidad en las asambleas del cuerpo de delegados,
dándose como tarea velar por el cumplimiento de los dere-
chos a la salud, la educación y la vivienda digna de los niños
a relocalizar. Esto implicó, por parte de la Asesoría Tutelar,
la elevación de reclamos y recursos en torno a demandas
tales como que se garantizasen vacantes escolares para los
niños trasladados o que hubiese servicio de atención médica
a distancias razonables.

El Asesor Tutelar confía en que se corra la voz entre
las familias que precisan de su ayuda; aclarando que cuenta
con sólo once personas a su cargo, Sánchez dice realizar
un trabajo “muy artesanal muchas veces”, lo que lleva a que
“[haya] cosas solucionables y cosas que no”. Como argumentan
Bermúdez, Carmona y Royo (2014), en los barrios popu-
lares suele acabar teniendo acceso al Poder Judicial apenas
una pequeña porción de la población cuyos derechos se
encuentran vulnerados. Por este motivo, desde la Asesoría
Tutelar dan cuenta de la importancia de adoptar un enfoque
de tipo “territorial”:

Gastón: Yo, [a diferencia de] otros colegas, tengo una visión mucho
más territorial, como que hay que ir a buscar el problema.
Andrés: ¿Por qué? ¿Si no cómo llega hasta acá?
G: Claro, es que no llega nunca. A veces la gente no llega, o llega
por los medios de comunicación. [En] la toma del [Parque] Indoa-
mericano, en su momento había tres asesores tutelares de primera
instancia. Fue por iniciativa mía que me fui hasta el Indoameri-
cano, y cuando vi la situación cómo era, promovimos una acción
judicial con el padre Pepe Di Paola, que era el vicario de los curas
villeros en ese momento, y con Madres de Plaza de Mayo Línea
Fundadora, y con el Premio Nobel de la Paz Pérez Esquivel, y
presentamos un amparo esa noche.

La labor de la Asesoría Tutelar está guiada por la
preocupación acerca de las desventajas objetivas a las que
se encuentra sometida la población socialmente vulnerable
para acceder a la justicia. “El Poder Judicial no es la justicia:
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justicia es una cosa y Poder Judicial es otra”, dice Gastón, y
justificando por qué buena parte de sus tareas son “extra-
judiciales”, aclara:

El ciudadano, el habitante, tiene que llegar a ese Poder Judicial para
reclamar justicia. Obviamente es muy difícil para un vecino de la
21-24 acceder a un defensor que está en Morón. Se tiene que tomar
el colectivo hasta Once, tomarse el tren, después caminar hasta la
Defensoría, volver, contar con tiempo […]. Es un ida y vuelta que…
No es fácil para un pobre sostener un juicio.

En efecto, la Asesoría Tutelar cuenta con escasas capa-
cidades de incidencia jurídica en el curso de la causa por
las relocalizaciones. A diferencia de la Defensoría General
de la Ciudad, que por medio de un convenio de coopera-
ción con la Defensoría General de la Nación se hizo de
una lábil capacidad de realizar presentaciones –como se
relató en el capítulo 3–, la Asesoría Tutelar quedó exclui-
da de toda posibilidad de acceso al expediente debido a
su falta de competencia. Gastón, en esta clave, destaca que
“nosotros colaboramos aun cuando no somos el defensor de la
causa Mendoza, colaboramos territorialmente con asesorar a la
gente, acompañarla”, y define sus tareas como “hacer informes
sociales, colaborar, mandárselos a la Defensoría Federal”. Su pro-
tagonismo en el conflicto, por lo tanto, estuvo signado por
su dedicación a defender los derechos económicos, sociales
y culturales de los menores, así como por su cercanía y gra-
do de conocimiento entre los vecinos del camino de sirga.
Pero, por otro lado, estuvo limitado por su capacidad de
representarlos legalmente: al verse dificultada la recepción
de sus recursos y pedidos ante el Juzgado, tendió a centrar
sus actuaciones en la presentación de recursos administrati-
vos ante el gobierno de la ciudad, a menudo denunciando la
vulneración de sus derechos en el proceso de relocalización
y reclamando su debida protección.
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La Defensoría General de la Ciudad

Entre todos los organismos y organizaciones que confor-
maron el bloque de actores en defensa de los afectados de
la Villa 21-24, la Defensoría General de la Ciudad –patroci-
nadora de los vecinos frente a las agencias involucradas en
su relocalización– fue la de mayor protagonismo. A partir
de que con los primeros desalojos dimensionó los efectos
sociales que tendría la implementación del fallo Mendoza,
la Defensoría creó una unidad especial ad hoc abocada al
abordaje de la causa. Los abogados de la Defensoría General
de la Ciudad que comenzaron a integrar este equipo no sólo
estuvieron invariablemente presentes en las asambleas del
cuerpo de delegados del camino de sirga, sino que también
concurrieron y colaboraron en su puesta en funcionamien-
to desde sus inicios.

En rigor, como vimos en el capítulo 3, la Defensoría es
una dependencia del Poder Judicial de la ciudad de Buenos
Aires a cargo de garantizar el acceso a la justicia a los ciu-
dadanos de bajos recursos que cuentan con reclamos contra
el gobierno de la ciudad de Buenos Aires. Para ello, asig-
na defensores públicos que brindan un acompañamiento
gratuito a quienes no pueden pagar un abogado y deben
entablar una demanda: “¿Viste, como en las películas, “si usted
no tiene un abogado el Estado le proveerá uno”? Bueno, eso somos
nosotros”, resumía en una entrevista Luciana, una de las pro-
fesionales abocadas al caso de la Villa 21-24.

Sin embargo, en poco se asemejan estos abogados
asignados por el Estado a los de las películas, retratados
como burócratas y formalistas. La Defensoría General de
la Ciudad, más bien, orienta sus estrategias “[pensando sus]
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prácticas como una contribución a la conformación de un
derecho emancipatorio al servicio de un proyecto de justi-
cia social” (Chellillo et al., 2014b: 42)4.

[La Defensoría General de la Ciudad es] un organismo públi-
co que ha decido comprometerse activamente con la defensa
de los sectores populares –trabajadores que ven precarizados
distintos aspectos de su vida– y con ellos, construye ciuda-
danía a través de la defensa de los derechos al hábitat, a una
vivienda digna, a un ambiente sano y a formar parte de una
ciudad en condiciones de igualdad, fortaleciéndola en su cre-
ciente disputa contra las lógicas de un mercado desregulado
que viene privándolas sistemáticamente de sus derechos más
elementales (Chellillo et al., 2014b: 58).

Según afirma el organismo en sus propios documentos
oficiales, su lugar “está allí donde se vive un problema: en el
barrio, en la calle, en los bordes de nuestra Ciudad, donde
se palpa el olvido y el sufrimiento”, y esa presencia tendría
como objetivo “que la voz que allí se pronuncia llegue a los
tribunales […], a ese último recurso que ofrece el Estado
cuando ya todos los demás resortes institucionales falla-
ron, y que es su Poder Judicial” (Defensoría General de la
Ciudad, 2014: 13).

Por este motivo, el desafío de la Defensoría –se sos-
tiene en el sitio web oficial– es poder acompañar y luego
traducir jurídicamente las necesidades desde los propios
lugares donde los conflictos existen. Al igual que la Asesoría
Tutelar, la Defensoría General de la Ciudad sostiene que
el acceso a la justicia por parte de los sectores populares
es una tarea dificultosa, y en respuesta a ello argumentan
que la presencia en el territorio es un recurso indispensable
para contribuir a derribar las barreras físicas que separan a
los vecinos del Poder Judicial. Para ello, propone “participar

4 Las citas atribuidas a Chellillo et al. refieren a un artículo que forma parte de
la revista oficial de la Defensoría General de la Ciudad y fue escrito por inte-
grantes vinculados a la causa Riachuelo.
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activamente en asambleas, redes y reuniones donde los
habitantes expresan sus problemáticas, donde se constru-
yen las estrategias judiciales e informa sobre el trabajo y
estado de los procesos judiciales que afectan a los vecinos”.
A su vez, esto implica que el ingreso al territorio deba ser
complementado con un “ingreso al conflicto”, ya que “los
derechos sólo pueden defenderse […] en los lugares donde
[los conflictos] ocurren”. Por este motivo, el trabajo de la
Defensoría se sostiene –según el propio organismo– sobre
dos premisas fundamentales:

a. [Que] el “conflicto colectivo” adquiere una centralidad y
protagonismo, desplazando a la “demanda” individual a un
lugar secundario. Los ejes ordenadores del trabajo son los
conflictos y su correlato en exigencia de derechos.
b. [Que] las dinámicas y contornos del conflicto solo pueden
comprenderse, y por lo tanto defenderse, en los lugares don-
de éstos ocurren, por lo que el trabajo cotidiano combina
estar en los territorios y en la oficina, en un intento de diluir
el adentro y el afuera y así potenciar el trabajo jurídico, toda
vez que le da densidad y arraigo real. Los derechos se hacen
personas (Chellillo et al., 2014b: 43).

Desde estas premisas –prosigue el documento escrito
por integrantes de la Defensoría–, se vuelve posible cons-
truir un puente entre el movimiento social y la “defensa
activa de derechos”, lográndose así “transformar determi-
nadas necesidades sociales que emergen de estos conflictos
en demandas de derechos”. Para ello, sería preciso contar
con una presencia en los barrios más vulnerables de la ciu-
dad y en sus dinámicas organizativas, aprendiendo de este
modo a “comprender los conflictos desde el punto de vista
de los afectados […], donde la lucha por los derechos tiene
lugar”. Más aún, “se necesita un colectivo organizado que
protagonice el conflicto al cual […] asesorar” (Chellillo et al.,
2014b: 43). En definitiva, el objetivo último es “contribuir
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al empoderamiento de los habitantes, asumiendo su defensa
en juicio y la tarea de promoción y difusión de los derechos”
(Defensoría General de la Ciudad, 2014: 11).

El caso de las villas del camino de sirga es un ejemplo
–según el organismo– de cómo la justicia puede generar
injusticias, y de cómo una sentencia que propone mejorar
la calidad de vida de la población puede acabar cercenan-
do su derecho a la ciudad (Harvey, 2013; Lefebvre, 1972).
Esta noción, desarrollada en el campo académico y enar-
bolada por movimientos sociales urbanos, no es entendida
por la Defensoría “de forma aislada, [como] el derecho a la
vivienda”, sino como “el derecho al acceso a los servicios
públicos y los restantes derechos económicos, sociales y
culturales (salud, educación, etc.)” (Defensoría General de
la Ciudad, 2014: 12). En otras palabras, se la asume como
noción que “engloba” y “trasciende” los derechos económi-
cos, sociales y culturales al inscribirlos en la realidad de la
problemática urbana.

El derecho a la vivienda tiene que ser entendido […] en el
marco más amplio de un derecho a la ciudad, que engloba a
un conjunto de derechos, bajo la óptica de la vida urbana. Ya
no se trata de ver, de forma aislada, el derecho a la vivienda,
el derecho al acceso a los servicios públicos y los restantes
derechos económicos, sociales y culturales (salud, educación,
etc.), sino de enfocarlos de manera integrada, a la luz de las
peculiaridades y desafíos que plantea la vida colectiva en las
ciudades (Defensoría General de la Ciudad, 2014: 7).

Más aún, al quebrar las redes sociales, los entramados
de solidaridad y los lazos comunitarios, podría hablarse del
proceso desatado por la resolución del juez Armella como
una erradicación en lugar de relocalización, pues rememoraría
más a la política habitacional de la última dictadura que
a una respetuosa de los derechos humanos que conciba a
los habitantes de la cuenca como sujetos titulares de dere-
chos (Chellillo et al., 2014a: 25). La causa judicial –sostiene
la Defensoría– convirtió a los afectados en objetos a ser
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trasladados, sin que se repare en la protección de derechos
como a la educación, la salud, la información y la participa-
ción. Por esta razón, la Defensoría contrapone a la lógica de
implementación de las relocalizaciones la premisa de que
“las personas no son cosas que se pueden mover de un lugar
a otro” (Defensoría General de la Ciudad, 2014). Es que un
hogar –afirma– no es una isla o un espacio aislado, sino
reflejo de una vida en comunidad, y por ende es parte de
un entramado que incluye “desde el comedor escolar hasta
la capilla”. En este sentido, “relocalizar tiene que implicar,
además de la integración de las personas, una red de servi-
cios públicos, el respeto de los lazos comunitarios”.

De lo que se trata es de asegurar la existencia de un hogar,
de un lugar adecuado para vivir con dignidad. El hogar es el
lugar donde la familia interactúa y donde uno vive. Allí los
hijos se educan, la familia conversa y desarrolla lo esencial
de su vida, que transcurre fuera del trabajo (cuando se lo
tiene, claro), allí se pasa parte del tiempo libre y se despliegan
las posibilidades existenciales en la intimidad. Pues no hay
intimidad (un ámbito reservado de la vista de los demás), ni
privacidad (la posibilidad de desarrollar una forma de vida),
ni experiencia familiar sin un hogar. Y relocalizar significa
que el hogar que cada uno dificultosamente supo constituir
en una zona altamente contaminada pueda ser reconstruido
en otro lugar cercano de la propia Ciudad (Defensoría Gene-
ral de la Ciudad, 2014: 9).

Debido a que las resoluciones del juez Armella no con-
templaban la protección de estos derechos ni propiciaba
la generación de mecanismos para resguardarlos –incluso
luego de haber concedido el derecho a la relocalización–, la
Defensoría afirma que, de no mediar un cambio de enfoque
por parte de la justicia y el gobierno de la ciudad, la causa
Mendoza acabará siendo una oportunidad desaprovechada.
A fin de cuentas, el conflicto podría evidenciar si el proceso
es llevado adelante por jueces y cortes conservadoras, “pres-
tas a legitimar las injusticias de la realidad social”, o bien
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por jueces y cortes innovadoras, que asumen el riesgo de
“participar en la creación del futuro de la sociedad de la que
forman parte” (Defensoría General de la Ciudad, 2014: 7).

¿Y el Cuerpo Colegiado?

Creado a instancias de la Corte Suprema como contralor
ciudadano de la ejecución de la sentencia, el Cuerpo Cole-
giado ha tenido escasa participación territorial en el proce-
so de implementación de las relocalizaciones. Es decir que,
si bien formalmente fue designado como representación
de la población de la cuenca Matanza-Riachuelo, quienes
canalizaron los intereses de los afectados del modo más
directo y personal fueron otras organizaciones y organis-
mos cuyo involucramiento en el proceso no había estado
contemplado originalmente cuando se dictó el fallo.

En primer lugar, esta ausencia territorial del Cuerpo
Colegiado obedeció a dificultades financieras que limitaron
la capacidad de las entidades de desplegarse en los barrios.
El máximo tribunal, al nombrar a Greenpeace, la Asamblea
Ciudadana por los Derechos Humanos (APDH), la Funda-
ción Ambiente y Recursos Naturales (FARN), la Asocia-
ción de Vecinos La Boca y el Centro de Estudios Legales y
Sociales (CELS), no previó la asignación de recursos para el
desempeño de sus tareas. Como explica Sergio Catáñez, de
FARN, cuando la Corte Suprema emitió su fallo no ordenó
a los condenados el pago de los honorarios por el patrocinio
jurídico, de modo tal que el Cuerpo Colegiado asumió la
tarea de representación de las víctimas sin estipularse quién
afrontaría los costos. “Los honorarios de un juicio los tiene que
pagar la parte que está vencida, en este caso son los estados. Sin
embargo, la Corte dijo que no tenían que pagar honorarios. Eso
significa que la Corte ordenó que no nos financiaran el trabajo
que estamos haciendo”.

Como consecuencia, organizaciones como FARN han
visto dificultada la realización de numerosas tareas. La falta
de recursos “significa que no tenemos toda la disponibilidad
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de tiempo necesaria, que no tenemos equipos los suficientemente
grandes para trabajar en la causa”. Según Santiago, se trata de
un caso que afecta a millones de personas, incluye “quince
o veinte” expedientes judiciales y abarca un río de setenta
kilómetros de largo. Tamaño proceso requeriría “un equipo
técnico para discutir cuestiones puntuales, como la calidad de las
viviendas, la calidad del suelo donde se instalan las viviendas,
distintas cuestiones de salud, de construcción”; es decir, tareas
que requieren niveles de remuneración con las que la Fun-
dación no cuenta.

En segundo lugar, la falta de involucramiento territo-
rial de las organizaciones ha sido consecuencia de la cri-
sis en la que se insertó el Cuerpo Colegiado cuando la
Defensoría del Pueblo de la Nación –que debía actuar como
coordinador general– quedó acéfala en el año 20095. En
aquel entonces, la falta de iniciativa gubernamental y con-
senso parlamentario para nombrar un sucesor al Defensor
saliente derivó en que el organismo se desorganizara, se
desjerarquizaran sus funciones y por ende se desarticulara
la labor de controlar la ejecución de la sentencia de la Corte
Suprema. La vitalidad que había cobrado la Defensoría del
Pueblo en aquellos años previos al fallo –cuando publicó los
influyentes informes sobre la cuenca Matanza-Riachuelo–
ya era asunto del pasado.

Según Juan Bermúdez, del CELS, “la Defensoría del Pue-
blo era la que coordinaba los trabajos que había que hacer: respon-
der escritos, opinar todo el tiempo”, y sin ella el Cuerpo Cole-
giado “queda sin coordinación y sin recursos”. “[En el CELS] no
nos dan los recursos, somos cinco personas para toda la agenda de
derechos económicos, sociales y culturales, que no es sólo Riachue-
lo. Entonces la decisión que tomamos fue no hacer trabajo terri-
torial”6. Desde una óptica similar, Sergio, de FARN, asegura

5 Esta crisis se acentuó en el año 2013, cuando venció el mandato del hasta
entonces Defensor Adjunto y el organismo se halló formal y totalmente sin
autoridades políticas.

6 Aun así, más adelante se verá que el CELS intervino como organización vee-
dora del censo de habitantes del camino de sirga en la Villa 21-24.
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que “desde que no tiene al Defensor del Pueblo de la Nación, el
Cuerpo Colegiado está en crisis. No tenemos equipos técnicos, no
tenemos financiación para tener un equipo jurídico que abarque
todos los expedientes, no podemos hacer trabajo en el territorio, un
montón de cosas que hacen muy difícil la situación”7.

Por otro lado, debe remarcarse una diferencia cua-
litativa entre los modos de involucramiento del Cuerpo
Colegiado y los de otras organizaciones implicadas, como
la Fundación Temas. Tal como identifican Delamata, Seht-
man y Ricciardi, en las acciones judiciales suelen existir dos
grandes tipos de ONG –ya sea en calidad de actores con
legitimación propia o como patrocinantes de los grupos en
conflicto–. Por un lado, las que “apuntan a incidir en el sis-
tema institucional de manera que se reconozcan derechos”,
y por otro las que “buscan aportar al empoderamiento y
la emancipación de las ‘comunidades’, incidiendo en ‘los
sujetos’, participando y fomentando estrategias colectivas
de reivindicación de derechos” (2014: 417). Mientras que
las del Cuerpo Colegiado –amén de sus matices– ilustran
la primera postura, veremos a lo largo de las páginas que
siguen que la Fundación Temas da cuenta de la segunda.

El sinuoso trazado de la línea de demolición: ampliar
el censo de afectados para apuntalar la posición
de negociación

El día cero fue el día que vinieron acá ellos, la gente del IVC,
a pretender hacer… ¿Cómo se llama? No un censo, sino un rele-
vamiento […]. Y sin pedirnos permiso. No se sabía por qué era.
Yo ese día no estaba, pero algunos se enteraron, fueron e hicieron
quilombo. Entraron a preguntar, a preguntar, a preguntar, y era

7 No obstante las dificultades del Cuerpo Colegiado para insertarse en los
barrios y defender a los afectados por las relocalizaciones, las organizacio-
nes que lo integran –sobre todo las dos arriba citadas– han tenido continuas
intervenciones en la causa Riachuelo en otros ejes no necesariamente vincu-
lados con las relocalizaciones.
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por lo del camino de sirga. Y trajeron la carta de la Corte, la
manda judicial […], mostrando que en algún momento nos vamos
a tener que ir (Raúl).

Las palabras de Raúl retratan el modo en que los pri-
meros vecinos recibieron la noticia de la resolución del juez
Armella, una orden que llegó como un repentino golpe a las
puertas del barrio un día del año 2010. El IVC, junto con
un amplio conjunto de agencias estatales, desembarcaron
en la Villa 21-24 esparciéndose por las calles y rincones de
la zona ribereña de la villa haciendo un relevamiento de
la identidad de una población que a la vez que era “bene-
ficiaria” del fallo judicial se interponía en el camino de su
cumplimiento. Pero las tareas necesarias para darle curso
a la orden del juez no eran sencillas: se debían constatar
estados de salud, entrevistar familias, establecer criterios
de prioridad para las paulatinas relocalizaciones y, funda-
mentalmente, determinar los 35 metros que conformarían
el camino de sirga y acabarían generando la línea divisoria
entre los “adjudicatarios” y los “no adjudicatarios” de nuevas
viviendas en reemplazo de las que serían destruidas. Es que,
para cuando el IVC comenzó a intervenir en esta zona de
la costa del Riachuelo, el juez Armella ya había reconocido
el derecho a la relocalización y por ende la delimitación
del camino ribereño no implicaba la mera demolición y
expulsión a destino incierto, sino que daba lugar a un com-
plejo proceso de demarcación territorial y reubicación de
miles de personas.

Por lo tanto, la orden de delimitar el camino de sirga
causó inquietud entre los vecinos, que se hallaron ante un
relevamiento de cuyas implicancias sólo tenían una certeza:
el IVC preveía trasladarlos a un deteriorado complejo de
vivienda de nombre “Padre Mugica”, ubicado en la Comu-
na 8 –precisamente, el barrio de Villa Lugano, en la zona
más desfavorecida de la ciudad de Buenos Aires–. En res-
puesta a la incertidumbre y falta de información respecto
del significado del censo que el organismo del gobierno
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porteño se prestaba a realizar en el barrio, durante meses
se movilizaron para impedirles la entrada a los trabajadores
sociales del organismo. “Le dijimos al IVC que no podía seguir
antes de que nosotros no nos organizáramos como delegados”, me
contaba Raúl, y por eso, según Lorena –una trabajadora
del IVC a cargo del relevamiento–, tenían que entrar “casi
que a escondidas”:

Yo la primera vez que entré, nos decían ‘acá va a correr sangre’,
y ‘no les aseguramos la seguridad’. No sabés lo que era […]. Ahora
me río, pero en ese momento era salado de verdad. Uno tras otro
nos decían que iba a correr sangre. Me acuerdo, yo una vez fui un
sábado con el equipo de campo […] y tuvimos que irnos. Cayeron a
echarnos: “ustedes no caminan por nuestro barrio”.

Para habitantes de la villa como Raúl y Jorge, no sólo
era la segunda vez que ingresaba en sus vidas una orden
estatal de ser desplazados de su lugar de residencia –ya
que habían atravesado la erradicación de la dictadura, más
de treinta años antes–, sino que sus propias trayectorias a
lo largo de las últimas décadas ya los habían colocado en
diversas instancias de demanda y conflicto con agencias del
Estado. Gracias a la referencia construida entre sus vecinos
y las relaciones cultivadas con actores externos al barrio a
lo largo de los años, cuando el IVC llegó a la Villa 21-24
convocaron a un conjunto de organismos expertos en la
defensa de población afectada por políticas estatales. Éstos
no sólo mediarían en su relación con el mundo de los juzga-
dos y las instituciones gubernamentales sino que serían de
ayuda para la conformación legal de un cuerpo de delegados
de los habitantes de la zona ribereña8. Así cuenta Jorge,

8 A pesar de que formalmente los delegados representaban a los afectados de
sus respectivas manzanas, en la práctica la participación en las asambleas se
hallaba abierta también a los no delegados. Más aún, salvo que lo preguntase
explícitamente, durante mi trabajo de campo resultaba difícil discernir quié-
nes lo eran y quiénes no, razón por la cual a lo largo de este libro se usan en
buena medida de modo indistinto los términos “vecino” y “delegado”.
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en la siguiente conversación, cómo los vecinos pusieron en
marcha estos lazos desde el mismo momento en que el IVC

intentó determinar quiénes serían relocalizados:

Jorge: Nosotros históricamente fuimos duros. ¿Por qué? Porque no
queríamos ser erradicados a la Comuna 8.
Andrés: Desde el principio de…
J: Desde el principio. Nosotros le dijimos no a la relocalización [allí].
[El juez Armella] ya había dicho que en ese entonces éramos 780
familias a relocalizar, de las cuales 220 ya se iban a [Padre Mugica].
A: ¿Y de dónde habían sacado ese número si no habían hecho
el censo?
J: Y… A ojo de buen cubero.
A: Vino alguien así, contó con el dedo cuántas casas veía, y…
J: Bueno, nosotros al IVC lo sacamos cagando una vez cuando quisie-
ron hacer un censo inconsulto manipulando a punteros políticos que
les son afines. Los sacamos cagando a todos, les dijimos que el censo
tenía que ser con garantías, con organismos de derechos humanos, y
bajo la mirada de un cuerpo de delegados con organismos de dere-
chos humanos haciendo el seguimiento […]. Ellos en un principio
suponían que todos nosotros íbamos a ser relocalizados a la vera de
la [Avenida] General Paz. Como nos hicimos fuertes, ahí yo, diga-
mos, le doy un grado de protagonismo, le doy mérito al accionar de
Sánchez [de la Asesoría Tutelar]. Pero no solamente a Sánchez. A la
Defensoría de la Ciudad, al CELS, a ACIJ, a la Fundación [Temas]
de Paula. Todos esos organismos fueron veedores del censo.

La canalización judicial de las demandas villeras

A partir de la recuperación democrática, luego de que el
gobierno de facto llevase adelante la política de erradi-
cación y desmantelamiento de las organizaciones ville-
ras, el vínculo entre los habitantes de estos barrios y
las agencias estatales se caracterizó por una intensa
imbricación de los órganos de gobierno con los líderes
villeros. Durante aquella etapa, se profundizó el enfo-
que asistencialista del Estado sobre la “cuestión social”
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y se sentaron así las condiciones para un mayor prota-
gonismo de las relaciones clientelares entre referentes
vecinales y redes partidarias y organismos del Estado
(Delamata et al., 2014). Pero la creciente primacía de este
tipo de vínculos tuvo sus costos para el orden político
al interior de las villas: la incapacidad de los referentes
para hallar soluciones estructurales a los problemas del
hábitat villero en el marco de un acelerado crecimiento
poblacional redundó en una crisis de legitimidad de sus
órganos de representación (Sehtman, 2009).

En este marco, y en un contexto de explosión demográ-
ficaydebilitamientodeloscanalestradicionalesdemediación
entre las demandas vecinales y las agencias estatales, la inten-
sa conflictividad villera suscitada en la última década tendió a
atravesar un proceso novedoso de canalización por vía judi-
cial.SegúnDelamataetal. (2014),dosfactoresoperaronparala
sustanciacióndeestaconfluencia.

En primer lugar, los cambios normativos de los años
1990. Según vimos, la reforma de la Constitución de la ciudad
de Buenos Aires de 1996 dio una sólida consagración al dere-
choalhábitatylaviviendayestableciólosmediosporloscuales
el Estado debe garantizar su cumplimiento. En consonancia
conello,hansidovarias las leyes localessancionadasque,aun-
que incumplidas en su mayoría, indican la necesidad de avan-
zarhacialaurbanizacióndelasvillas.

En segundo lugar, el activo involucramiento de los ya
mencionados actores expertos con experiencia en el campo
del derecho, entre ellos jueces de los nuevos tribunales porte-
ñoseintegrantesdelosorganismosdedefensapúblicacreados
porlaCartaMagna.

EltrasladodelasdemandasvillerasalPoderJudicialestu-
vo marcado entonces por la intersección del marcado activis-
modeestosnuevosactoresenelcampodelosderechossocia-
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les en general, y del hábitat y la vivienda en particular, con una
mayor disposición de los tribunales a involucrarse en garanti-
zarestosderechosyfiscalizarpolíticaspúblicas.

En otras palabras, además de la crisis de legitimidad de
lasformastradicionalesderepresentaciónpolíticaenlasvillas,
la condición de posibilidad para un desplazamiento cada vez
másgeneralizadodelosconflictosvilleroshacialatramitación
judicial fue el proceso de “villificación” del Poder Judicial de la
ciudaddeBuenosAires(Delamata,SehtmanyRicciardi,2014:
436), por el cual determinados grupos concretos de jueces al
frente de juzgados y de abogados a cargo de los nuevos orga-
nismos del Poder Judicial cobraron un perfil de compromiso
con el derecho al hábitat y la vivienda y se mostraron dispues-
tosacrearlazosdirectosconmovimientossocialesygruposde
afectadospordiversaspolíticasdelgobiernoporteño.

A partir de la intervención de estos organismos y organi-
zaciones, los vecinos permitieron finalmente el ingreso del
IVC al barrio y a lo largo de varias semanas supervisaron
la realización del postergado censo que establecería qué
familias se encontraban dentro de los 35 metros del camino
de sirga y deberían por ende ser relocalizadas. Se trató,
como reclamaban los vecinos organizados, de un censo “con
garantías”, bajo “la mirada de un cuerpo de delegados”. Esto hizo
del censo de la Villa 21-24 un procedimiento distinto al del
resto de los barrios, como cuenta Luciana, abogada de la
Defensoría General de la Ciudad:

Luján [un pequeño asentamiento del camino de sirga en la ciudad
de Buenos Aires] se enteró de que los iban a desalojar con una
orden de desalojo administrativa. El Gobierno les dijo ‘los vamos
a mudar, se mudan la semana que viene, listo’. Y los tipos no
estaban organizados, no era un asentamiento tan viejo como la
Villa 21-24, tuvieron poca posibilidad de resistencia como vecinos.
En la 21-24, cuando se enteran […], empezaron a buscar a todos.
“Todos” quiere decir toda institución pública que más o menos había
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trabajado algo en el barrio; nos llamaron a todos […]. Para hacer
el censo, en la mayoría de los barrios era ‘listo, chau’, pero en la
21-24 fue un megaoperativo, estaba la Defensoría del Pueblo de
la Ciudad, el Cuerpo Colegiado, la Asesoría Tutelar, la Defensa…
Una cantidad de personas que, antes de entrar en cada casa, los
chabones que tenían el aerosol en la mano que marcan y ponen,
era toda una discusión.

La mayoría de las viviendas del camino de sirga que
siguen en pie cuentan aún con la marca de pintura que ates-
tigua cómo hace años fueron visitadas por el IVC para deter-
minar su número de habitantes e integrarlos a la lista de
adjudicatarios de las viviendas a las que les correspondería
ser trasladados. Pero lejos de la rigidez que podrían hacer
suponer los taxativos 35 metros indicados por el Código
Civil, la demarcación del camino de sirga no fue producto
de una operación matemática de medición, sino el resul-
tado de conversaciones caso por caso entre el organismo
de implementación (IVC) por un lado, y los organismos de
defensa y el cuerpo de delegados por el otro. Como expli-
caba Luciana, consistía en “una parva de organizaciones que
controlaban familia por familia”. Y como relata a continua-
ción Darío Panelli –otro de los abogados de la Defenso-
ría–, el trazo fino del camino de sirga se fue delineando de
vivienda a vivienda:

Nos subíamos a los techos de las casas y a ojo decíamos “bueno,
hasta esa casa entra, esa casa no entra”. No fue una cosa de… No es
que hubo agrimensor […]. O sea, ¿desde dónde tomás el inicio de los
35 metros? Vos conocés la villa, aparte de que es todo irregular […].
El censo fue un bardo total.

De modo similar lo recuerda Paula, de la Fundación
Temas, según quien “cada uno tenía su centímetro”. Según ella,
los múltiples criterios superpuestos generaban “una ardua
discusión”, especialmente cuando se trataba de viviendas en
zonas límite cuyas familias tenían poca información de lo
que sucedía y no contaban con una voluntad o idea definida
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respecto de la posibilidad de ser relocalizadas. Debe recor-
darse que, desde un punto de vista netamente técnico, el
camino de sirga a la altura de la Villa 21-24 presentaba
no pocas complicaciones. Por un lado, el barrio se situaba
sobre un meandro de curvas pronunciadas, bordes panta-
nosos y zonas rellenadas que distaban de ayudar a que la
medición fuera una operación automática. Por otro lado,
las viviendas, lejos de estar distribuidas de acuerdo con una
diagramación en lotes –propia de las áreas formales de la
ciudad–, se hallaban encimadas y superpuestas, con intrica-
dos pasillos entre ellas, lo cual daba lugar a arbitrariedades
en la definición del recorrido de la línea de demolición.

Imagen 3. Vista aérea de la zona ribereña de la Villa 21-24

La fotografía permite apreciar la forma de “u” que adopta el Riachuelo
a la altura de la Villa 21-24. Como se mencionó en el capítulo 3, se
denomina a este accidente geográfico “meandro de Brian”. Del otro
lado del río, el partido de Avellaneda.

Fuente: Google Maps.

Este problema debe enmarcarse en el hecho de que
la Villa 21-24 se extiende mucho más allá del Riachue-
lo; en otras palabras, la zona que se hallaba en juego no
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comprendía más que una pequeña porción de la superficie
total del barrio. En consecuencia, la línea de demarcación
del camino de sirga sería además una línea de separación
de destinos: quienes fueran identificados como parte de la
ribera, serían relocalizados; quienes quedaran a la vera del
metro 35, permanecerían allí, como vecinos de la flamante
traza vial. Como señala Carman (2017: 96), ser afectado se
transformaba en un destino, una diferencia a todo o nada
entre aquellos que deberían mudarse y aquellos que segui-
rían viviendo a escasos metros del río.

La incertidumbre que esto suponía para los habitantes
de la ribera también se extendía entre las organizaciones
abocadas a la defensa de los afectados, que contaban con
escasos elementos para prever qué disyuntivas abriría el
proceso. Por esta razón, y como reaseguro ante un camino
que vislumbraban prolongado y complejo, adoptaron por
estrategia intentar incluir la mayor cantidad de viviendas
que fuera posible en el censo, para así contar con amplios
márgenes de acción a la hora de que –a futuro– tuvieran
que construirse consensos con la población a ser reubicada.

Es menester detenerse en este punto, ya que la apuesta
de los vecinos y sus defensores de que el relevamiento fuera
lo más abarcador que se pudiera acabó siendo determi-
nante para las dimensiones finales del camino de sirga, y
con ello para cuáles y cuántas serían las personas afecta-
das. El resultado del censo, en última instancia, sentaría la
base territorial y poblacional sobre la que se montarían las
demandas por venir9.

Para comprender este problema, debe partirse del sig-
nificado que la resolución del juez Armella tuvo para los
habitantes de la Villa 21-24, según se planteó en el capítulo
anterior. La relocalización, como vimos, generaba sospe-
chas, resquemores y sobre todo sensaciones encontradas

9 Debe hacerse hincapié en que, sin embargo, las insuficiencias que develó el
censo con el paso del tiempo se convirtieron en un factor de conflicto y por
lo tanto en una de las principales demandas de los afectados.
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respecto de si era una alternativa deseable –o, en los tér-
minos de la propia causa, si constituía una oportunidad
para mejorar la calidad de vida–. Por ende, incluir de modo
inflexible en el censo a quienes podrían negarse terminan-
temente a partir sería motivo de arduos conflictos a futuro.
Era preciso entonces construir mecanismos que permitie-
sen márgenes de maniobra lo suficientemente amplios para
resolver los casos individuales. ¿Qué salida tendrían, de lo
contrario, quienes al recibir las topadoras y los camiones
de mudanza no tuvieran interés ni voluntad de abando-
nar sus hogares?

En segundo lugar, debe contemplarse la lógica de los
organismos de defensa y los referentes vecinales, quienes
–según se resaltó– entendían que la orden del juez podía
convertirse en una punta de lanza para poner en agenda
el derecho a la vivienda y la integración urbana de la villa.
La orden de relocalización sin dudas comportaba el peligro
de que se vulnerasen derechos, pero después de todo era
también la oportunidad de ampliarlos o hacer cumplir los
que ya se hallaban vulnerados. En otras palabras, la puesta
en agenda del estado de un territorio históricamente reza-
gado como la Villa 21-24 –una zona “marrón” o de baja
estatalidad (O’Donnell, 2008b; Bertranou, 2015)–, abría la
posibilidad de que se volviera objeto de debate su situación
en materia de derechos económicos, sociales y culturales.
En este marco, la sustanciación de un relevamiento de base
lo más ancha posible podría hacer las veces de puntapié
para el cumplimiento de las reivindicaciones de un grupo de
habitantes numéricamente relevante del barrio. Y acaso ese
podría ser un primer paso para luego potenciar un reclamo
por los derechos del resto de la población de la villa. Así
se refería a este problema la integrante de un organismo
interviniente en el conflicto:

Andrés: ¿Vos lo viste como que podía llegar a ser una oportunidad
para mejorar la calidad de vida de esa gente?
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Ludmila: Digamos, de entrada [el objetivo] era frenar los desalojos.
Nuestra primera reivindicación fue “no habrá desalojos sin vivien-
das”, porque Armella no preveía soluciones habitacionales para las
familias que iba a desalojar, una cosa muy punitiva de “vos te
equivocaste en invertir así, en esta tierra, y tienen que salir de
acá”. Cuando vi que podíamos ganar la cuestión de que el Estado
construya soluciones habitacionales para la [Villa] 21, entendí que
el proceso de integración urbana de la 21 llegaba por el río […]. Y
la realidad es que metimos mucho la cuchara en la demarcación
de la sirga original.
A: ¿En pos de qué?
L: De que la mayor cantidad posible de familias sea censada para
tener un piso de garantía de derechos lo más grande posible. Pro-
yectando que frente a la eventualidad, las familias que estuvieran a
setenta metros del río podrían quedarse.
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Mapa 3. Demarcación del camino de sirga en la Villa 21-24

En naranja, el área de demolición. En amarillo, el área demarcada no
de por sí afectada por las demoliciones.

Fuente: IVC. Los contenidos del gobierno de la ciudad de Buenos
Aires están licenciados bajo Creative Commons Reconocimiento 2.5
Argentina License.
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El relevamiento que finalmente llevó adelante el IVC a
principios del año 2011 arrojó la cifra de 1334 familias10.
Como se puede observar en el Mapa 3, las viviendas mar-
cadas en color amarillo (es decir, aquellas cuyos habitantes
fueron incluidos en el censo definitivo) superan en super-
ficie a la zona demarcada para demolición (indicada en
color naranja). La diferencia, que en algunas zonas resultó
ser de cerca de 35 metros extra –es decir, setenta en total,
como señalaba Ludmila–, da cuenta de cómo la población
que desde ese entonces pasó formalmente a estar afecta-
da por el proceso judicial no era exactamente coincidente
con las áreas que indefectiblemente debían ser desocupadas.
Y aun así, todas las personas dentro de esa demarcación
–homologada por el juzgado federal– tendrían derecho a
una vivienda nueva. Según Paula, de la Fundación Temas,
“eso a nosotros nos da un margen también para pedir por
las condiciones de vida de esta gente, que entendemos que
es la más expuesta al río”.

Ahora bien, ¿bajo qué argumentos los organismos de
defensa lograron extender la población relevada por fuera
de los 35 metros? Como cuenta Paula, “in situ, en el momento

10 Más precisamente, las familias fueron concebidas como unidades domésti-
cas, es decir “grupos de personas que interactúan en forma cotidiana, regu-
lar y permanentemente, a fin de asegurar mancomunadamente el logro de
uno o varios de los siguientes objetivos: i) su reproducción biológica; ii) la
preservación de la vida; iii) el cumplimiento de todas aquellas prácticas, eco-
nómicas y no económicas, indispensables para la optimización de sus condi-
ciones materiales y no materiales de existencia” (Torrado, 1981: 11).
Esta decisión –entendida como progresiva por la mayoría de los actores,
especialmente la Asesoría Tutelar en su Informe de Veeduría del censo–
implicó que se censasen de forma separada a diversas unidades domésticas
que al momento del relevamiento estuviesen habitando en la misma vivien-
da (correspondiéndoles, por lo tanto, viviendas independientes a la hora de
ser relocalizados). Así lo señalaba en una entrevista Gastón Sánchez: “fue el
primer censo que se hizo por unidad doméstica. Antes se hacían por familia
y vivienda. [Ahora] en este censo se registraron [varias] unidades domésticas
dentro de una misma vivienda, y se tomó como unidad doméstica no a la
propia familia sino como unidad doméstica muchas veces a una persona
sola, que es una unidad doméstica independiente. El tío, que vive solo y que
vino de Paraguay, es una unidad doméstica independiente”.
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de la demarcación” adujeron que las zonas más próximas al
talud eran en realidad terrenos de relleno, advirtiéndole al
IVC que cuando removiesen las viviendas allí ubicadas des-
cubrirían que la tierra era inapta para construir el camino
de sirga. Por lo tanto, 35 metros medidos con exactitud aca-
barían siendo menos y deberían extenderlos tarde o tem-
prano. “Técnicamente puede ser cierto. Podría serlo. Lo iban a
chequear una vez que levanten esas viviendas. De hecho, se modi-
ficó, pero no era un mal criterio, por eso fue aceptado”.

A los fines prácticos, la ampliación del camino de sirga
más allá de los 35 metros sirvió a dos grandes propósitos.
Por un lado, incorporar a la población que, aunque habitara
por fuera del camino de sirga, igualmente se hallaba en gra-
ves condiciones socioambientales. Como dice Gastón, de
la Asesoría Tutelar, “hoy, el caso de una familia que tiene un
montón de chicos, que está en el metro 37, está incorporada, y es
casi un caso prioritario. Fue un acuerdo extender porque iba a ser
mucho mejor por el impacto ambiental”. Debe recordarse que la
orden de relocalización estaba enmarcada en una causa que
involucraba a la totalidad de la cuenca y que estaba moto-
rizada por un diagnóstico de alto riesgo ambiental. En este
marco, se habilitaba la posibilidad de que la noción jurídica
de camino de sirga se flexibilizase al actualizarse localmente
(Melé, 2011) en la realidad del territorio.

Por otro lado, un relevamiento que desbordara la línea
de demarcación –tal como grafica el Mapa 3– permitiría,
por medio de un intercambio de viviendas, una mayor capa-
cidad de construcción de consensos a la hora de proce-
der con las diversas etapas de relocalización. El mecanis-
mo consistiría en que, en caso de haber una determinada
familia (llámesela “A”) dentro de los 35 metros sin voluntad
de partir, y otra por fuera de ese límite (de nombre “B”)
dispuesta a ser relocalizada a los nuevos complejos (“C”),
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podría otorgársele a “A” la vivienda de “B”, a cambio de que a
“B” se le adjudique la vivienda “C” (originalmente estipulada
para “A”)11. Así describe la operatoria Lorena, del IVC:

Ponele, en la zona de la laguna hay una familia que no se quiere
ir a Padre Mugica o que no está censada, nosotros buscamos otra
familia en la zona de la sirga que se quiera ir a Padre Mugica,
y que deje su vivienda libre para que esta familia que está en la
zona que se va a demoler se pueda cambiar de vivienda […].Enton-
ces nos fijamos quién está censado, quién no, quién se quiere ir a
Padre Mugica, quién no, y vamos pintando un mapa […] viendo
quiénes se quieren ir, quiénes no se quieren ir, quiénes dudan y
quiénes son irregulares.

Para algunos –como hemos mencionado hasta aquí–
haber sido censados y por ende formalmente afectados por
la orden de relocalización era motivo de preocupación, ya
que la mudanza no aparecía como un horizonte deseable.
Pero para otros, la situación era exactamente opuesta: se
hallaron a sí mismos fuera de la nómina establecida por el
relevamiento y sin garantías de que la demolición de sus
viviendas fuera a ser retribuida con una que la reemplaza-
se. Se trata de los denominados “estafados”, personas que
se mudaron al camino de sirga luego del censo llevado a
cabo en 2011 y no fueron advertidos de la situación judicial
de los terrenos de sus nuevas casas por parte de quienes
se las vendieron.

Tal fue la situación de Concepción, cuya llegada al
barrio relatábamos en el capítulo pasado. Fue poco después
de consagrarse como propietaria y mudarse que supo que
estaba habitando sobre un tal “camino de sirga” que debe-
ría abandonar por el futuro paso de topadoras. Por allí ya
había pasado meses antes el censo que había determinado
quiénes serían adjudicatarios de una vivienda nueva luego
de la demolición; y ella, habiendo comprado su vivienda sin

11 Claro está, si tanto “A” como “B” estuviesen dispuestos a ser relocalizados, a
ambos les correspondería una vivienda nueva.
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conocer el proceso en marcha, había quedado excluida. “Yo
no tenía idea”, me contaba, al relatarme angustiada la tristeza
que la invadió cuando se enteró de que la echarían de su
casa, la primera que pudo adquirir a lo largo de su vida
y sobre la cual invirtió ahorros dificultosamente acumula-
dos durante años. Pero lo que más la preocupaba no era
tener que abandonarla, como el resto de sus vecinos, sino
no formar parte del listado de adjudicatarios. Producto de
mala fe o ignorancia de los vendedores, desconocimiento de
los compradores y una deficiente política informativa del
Estado, fueron numerosas las familias que se hallaron en tal
situación de incertidumbre.

Andrés: ¿Y cómo fue cuando te enteraste de que la casa que habías
comprado ibas a tener que dejarla? ¿Y que ni siquiera estabas
censada?
Concepción: Me quedé tan triste […].
A: ¿A vos te preocupa no estar en el censo?
C: A mí me preocupa, sí.
A: Y hay muchos en esa situación, no sos la única…
C: Montones de gente. No se acaba. Hay montones de gente.

Pero el de los “estafados” no fue el único problema sur-
gido en torno al relevamiento de las 1334 familias. Las ince-
santes postergaciones de los plazos para la sustanciación de
las relocalizaciones se volvieron por sí mismas fuente de
invalidación de aquel censo de 2011. Es que, cuando se dio
a conocer la orden del juez Armella, el IVC había anunciado
que en el año 2013 todos los habitantes del camino de sirga
habrían sido trasladados. No obstante, hacia el año 2018,
apenas 165 familias habían sido trasladadas –un 12% del
total de las censadas12–. Como señala Jorge, “los tiempos
que se manejaban fueron rebasados”, y por eso “las 1334
familias dejaron de ser 1334 familias. Los chicos crecen, for-
man parejas, se multiplican”. En efecto, según Paula –de la

12 El problema de los tiempos y grados de cumplimiento de la orden de reloca-
lización serán abordados con mayor detenimiento en el próximo capítulo.
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Fundación Temas–, el aumento poblacional podría ser en la
actualidad de hasta un 30% respecto de las unidades domés-
ticas censadas originalmente. Por lo tanto, las demoras en
la construcción de los nuevos complejos colaboraron en
una paulatina desactualización del censo y la necesidad de
que se generasen alternativas para los afectados no con-
templados por el IVC. Aquí, tal como con los “estafados”, la
amplitud del camino de sirga demarcado funcionó como
una de las principales soluciones para muchos de los casos.
Así se refiere a este problema Paula:

Paula: Si hay alguien que tiene que agradecer que la demarcación de
sirga haya sido amplia es el IVC, porque hoy le da la posibilidad de
hacer relocalizaciones internas por encima de los 35 metros. Porque
legalmente ellos pueden no demoler esta vivienda […].
Andrés: Pero no todo lo que está censado tienen por qué demolerlo.
P: No, ellos legalmente tienen que demoler hasta los 35 metros.
Nosotros podríamos plantarnos y decir “de ninguna manera, esto
está homologado por el juez y ustedes tienen que demoler todo”.
Lo que pasa es que todas estas viviendas a nosotros también nos
sirven para los no censados.

Como vimos en los capítulos anteriores, la decisión
de abrir el camino de sirga tuvo significados disímiles para
los diversos actores. Para el juez Armella, era una tarea
entendida en clave de su utilidad para una política ambien-
tal; para algunos vecinos, era una posible puerta de entra-
da a negocios económicos que culminarían en procesos de
gentrificación; para algunos referentes de los afectados, así
como para los organismos y organizaciones a cargo de su
defensa, era una potencial amenaza a sus derechos, pero
también una oportunidad para demandar el cumplimiento
de todos aquellos que se hallaban vulnerados. A su vez,
en estas páginas hemos visto que el trazado del camino
de sirga no estuvo exento de controversias. La orden de
Armella, al ejecutarse, supuso el entrecruzamiento de una
abstracta noción jurídica con la compleja territorialidad de
la ribera del Riachuelo. No sólo catalizó la conformación
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de nuevas redes sociales y políticas sino que suscitó debates
en torno a sus alcances, riesgos y limitaciones. En las sec-
ciones que siguen, se explorarán los dilemas abiertos una
vez que el camino de sirga tomó claridad en planos y dio
lugar a la puesta en marcha de las primeras relocalizaciones.
En función de ello, se recorrerán las lógicas que guiaron
la definición de las etapas de traslado de la población, los
conflictos surgidos a raíz de las mudanzas y las demandas
formuladas por los afectados a la luz de los problemas que,
según entendían, tarde o temprano les tocaría afrontar.

La definición de criterios para las primeras
relocalizaciones: de la necesidad de las obras
a las necesidades sociales

Una vez que se determinó que las relocalizaciones en
la Villa 21-24 implicarían el desplazamiento de miles de
personas –precisamente, 1334 familias–, resultó evidente
para el IVC que el proceso se debería realizar en sucesivas
fases. Para ese entonces, el complejo Padre Mugica (sobre
el que nos hemos detenido en otras ocasiones) contaba con
viviendas disponibles, listas para ser adjudicadas a –cuanto
menos– una parte de los afectados por la sentencia. Unas 56
ya habían sido asignadas a los habitantes de Magaldi y diez a
los denominados “sueltitos”13; otras 167, mientras tanto, se
estipulaban para las primeras familias de la Villa 21-24.

En el marco de un proceso de relocalización por etapas
como el de este barrio, la Asesoría Tutelar tuvo un rol des-
tacado en la definición de casos prioritarios, es decir, esta-
blecer quiénes serían los primeros en ser relocalizados. En

13 Recordemos que, según vimos en el capítulo 3, el desalojo de los “sueltitos”
se había realizado de modo violento y sin que se adjudicasen viviendas de
reemplazo, y que a partir de la intervención de la Defensoría General de la
Ciudad el IVC les reconoció el derecho a ser relocalizadas a viviendas nue-
vas.
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especial, se trataba de niños cuyos derechos se encontraban
en un riesgo particularmente urgente y por lo tanto reque-
rirían ser trasladados con las menores dilaciones posibles:
“hay gente que no puede esperar, hay gente que se enferma y se
muere, ¿a ver si entendemos? Esa gente tiene que salir”. Ahora
bien, ¿según qué criterios determinaba las prioridades la
Asesoría Tutelar?

“Todos los chicos que nosotros hemos analizado como cues-
tiones prioritarias son todos casos de chicos que tienen enfer-
medad acreditada por sus médicos, por médicos del gobierno de
la ciudad, y que además tienen un informe social de cuál es la
situación de vivienda, ya sea sanitaria o de derrumbe”, explicaba
Gastón. El diagnóstico de estas enfermedades es para la
Asesoría Tutelar el resultado de un análisis “objetivo”, ya
que la prioridad “no la fija la Asesoría, la fijan los médicos, la
fija el derrumbe”. Se trataría, entonces, de un procedimiento
meramente “técnico”:

Primero miramos las condiciones de la casa, después le pedimos al
médico que nos diga exactamente el diagnóstico, cuál es el pronósti-
co de la enfermedad, qué pasa si ese chico que tiene este diagnóstico
y pronóstico vive en esta situación. Es decir, cuánto empeora su
enfermedad. Y algunos médicos me dicen ‘mire, la verdad que no
empeora demasiado, su enfermedad es así esté o no esté al lado de la
sirga’. Otros dicen ‘no, esa enfermedad empeora mucho’. Por ahí no
por la patología, pero el hecho de que tenga esa patología y necesite
determinadas normas de higiene hace que empeore su enfermedad.
Y estos son los casos prioritarios.

Esta selección, sin embargo, no operaba sobre el uni-
verso de la totalidad de censados, sino sobre quienes tenían
conocimiento de la existencia de la Asesoría Tutelar y con-
taban con capacidad de llegar a ella y hacerle una petición.
Es que, más que establecer un listado de prioridades en base
a un relevamiento integral, la Asesoría sólo atendía a las
personas que acudían a ella: “las familias nos ven los lunes [en
las asambleas vecinales], se acercan a mí, me preguntan y les digo
‘venga a verme a la Asesoría’”.
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Romina, trabajadora social de profesión, está empleada
por el IVC como responsable de garantizar a nivel territo-
rial que se efectivice el traslado de la población de la Villa
21-24. Personalmente abocada a que el organismo respe-
te integralmente los derechos y voluntades de las perso-
nas sumidas en procesos de relocalización, cuenta con una
mirada crítica sobre la estrategia de la Asesoría Tutelar de
generar listas de prioritarios para las paulatinas etapas de
la relocalización:

Romina: En la primera relocalización pasó eso: todos venían con los
certificados de plomo en sangre para ser prioritarios.
Andrés: ¿A dónde iban con eso?
R: Al IVC. Hacían presentaciones, las hacía Sánchez, el Asesor
Tutelar, diciendo “estas 23 familias son prioritarias porque tienen
problemas de salud”. Eso es una cuestión re discutible. En realidad
son las familias que por equis motivos accedieron a la Asesoría
Tutelar, expusieron su situación y Sánchez les dio cabida, digamos.
Después lo que nosotros nos encontramos en territorio es que hay
miles de pibes con plomo en sangre y miles de pibes con problemas
de salud. No son 23, son miles. Entonces también se generó una cosa
muy ríspida en el barrio, de competencia a ver quién se merece más,
una competencia por enfermedad, que se da a partir de que aparece
la Asesoría Tutelar y dice “yo te puedo hacer acceder primero a una
vivienda, te hago un informe socioambiental que dice que sos el más
enfermo de los enfermos”. Entonces se armó una cosa bastante com-
pleja, como que de repente es una carta de juego ser el más enfermo
en una causa ambiental. El que tiene más problemas ambientales
es el que primero le dan una vivienda. Y para mí ahí hay algo
re interesante, una competencia por ver quién es el enfermo más
merecedor de una vivienda14.

14 En “La raison humanitaire : une histoire morale du temps présent”, Didier
Fassin (2010) realiza un novedoso análisis acerca del lugar del sufrimiento
en el universo moral contemporáneo, y cómo la condición de víctima se
inserta en una economía moral denominada “razón humanitaria”. Este tra-
bajo abre un campo fértil para el análisis de las tensiones y disyuntivas en los
procesos de implementación de políticas sociales en la actualidad.
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Como se observa, numerosos reparos se posaban sobre
el criterio de “casos prioritarios”, en especial respecto de su
justeza y ecuanimidad. Pero existían motivos más pragmá-
ticos por parte del IVC que conspiraban contra este enfoque
sostenido por la Asesoría Tutelar y el cuerpo de delega-
dos: la selección de familias puntuales y geográficamente
dispersas tendía a entrar en contradicción con las pautas
del organismo de vivienda sobre cómo debía conducirse
el proceso de mudanza. Desde la perspectiva del gobierno,
los criterios debían estar orientados por las dinámicas de
la demolición, como relata Lorena, otra trabajadora social
colega de Romina:

Lorena: Nuestra normativa dice que hay que estar censado y hay
que estar viviendo en el barrio al momento de la relocalización
[para ser adjudicatario de una vivienda]. Y después teníamos otros
criterios, que no están en la normativa pero que son prácticos.
Primero, el espacial: no podemos mudar de manera desperdigada.
No podemos demoler una casa sí, una no. Hay que elegir un sector
a demoler y que la mayoría de las viviendas sean de ahí.
Andrés: Porque si demolés un poco por acá, un poco por allá, sería
difícil evitar que alguien vaya y construya en esa zona, ¿no?
L: Sí, y también porque tenés problemas con los servicios… O sea,
vos cuando demolés seguro que hay problema con el agua, con
la conexión eléctrica… Los vecinos que quedan, si tienen terrenos
demolidos alrededor empieza a juntarse basura, es mucho más des-
cuidado. Hay que demoler en bloque, digamos. Y sí, además es más
fácil cuidar el territorio.

Como se desprende de las palabras de la trabajadora
del IVC reproducidas aquí arriba, la principal prioridad para
este organismo consistía en la planificación territorial o
espacial de la relocalización, lo cual se ajusta a la consecu-
ción de su objetivo primordial: “abrir” el camino de sirga
para dar cumplimiento a la resolución judicial. “Demoler”
era una tarea a realizar inmediatamente después de la relo-
calización si se quería evitar la reocupación de la vivienda
por parte de otras personas; por este motivo, procuraban
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“cuidar el territorio” para evitar que después de relocalizada
una familia y demolida su vivienda esos terrenos fueran
ocupados nuevamente. A fin de cuentas, para el IVC se trata-
ba de una disputa territorial a lo largo de la cual se deben ir
progresivamente conquistando posiciones hasta hacerse de
la totalidad de la ribera y poder “abrir” el camino de sirga.
La consigna que guiaba al organismo era entonces relocali-
zar, demoler y custodiar, en tanto sintetizaba un proceso de
tres etapas concatenadas; una vez llevada adelante la prime-
ra, la segunda y la tercera debían seguir de manera inme-
diata si no se querían perder las posiciones alcanzadas15.

En este marco, la estrategia del IVC, con la cual buscaba
dotar de cierto orden territorial a las relocalizaciones,
entraba en contradicción con el foco en las prioridades de
la Asesoría Tutelar. Mientras que en un caso se procuraba
despejar grandes áreas “en bloque”, en el otro la dimensión
espacial no estaba presente, en tanto y en cuanto la grave-
dad del estado de salud y habitacional de las personas no se
reflejaba necesariamente en una vecindad física sino, más
bien, en una dispersión. Como señalan Cravino y González
Carvajal (2012), en los procesos de asignación de viviendas
suelen emerger criterios difíciles de articular: en particular,
la “necesidad” de los afectados no siempre es compatible
con la “necesidad” desde el punto de vista de las obras.
Por eso, en la Villa 21-24 la necesidad de las obras fue un
criterio legítimo únicamente para las agencias ejecutoras de

15 Los mismos motivos por los cuales el IVC encuentra necesaria la inmediata
demolición y custodia de los terrenos a la par de su progresiva desocupación
son los que explican por qué no pueden realizar todas las relocalizaciones de
la Villa 21-24 en simultáneo y evitar las complejidades que implica la
mudanza por etapas. En la medida en que la construcción de los complejos
habitacionales destinados a los habitantes del camino de sirga iba siendo
terminada, desde el punto de vista del organismo se corría el riesgo de que si
no eran rápidamente entregados, éstos serían reclamados u ocupados ilegal-
mente por otras personas, cuyo desalojo implicaba costos económicos y
políticos. Lejos de ser una mera especulación, esto sucedió en el año 2011
cuando un grupo de 140 familias ocupó un complejo del barrio de Flores
destinado a habitantes del camino de sirga afectados por la causa Riachuelo.
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las políticas, mientras que la necesidad o voluntad de los
afectados surgió como criterio entre los propios vecinos y
los organismos de defensa.

Pero el IVC acabó por aceptar el pedido de atención
a los casos prioritarios, y por lo tanto la primera reloca-
lización estuvo compuesta de familias con niños en situa-
ción de riesgo, seleccionadas y acreditadas como tales a
instancias de la Asesoría Tutelar. Se trató, según como lo
llamaron varios de los actores implicados en el proceso, de
un “esponjamiento”. Así lo explica Paula, de la Fundación
Temas, haciendo al mismo tiempo referencia a sus debili-
dades: “quiere decir que sale una de acá, otra de acá, otra de
acá, así. Que fue […] por casos prioritarios en salud. Priorita-
rio en salud era no sólo los que tenían una afectación en salud
sino los que lo podían documentar y hacían toda la gestión para
que eso pasara”.

Efectivamente, la utilización de los “casos prioritarios”
como criterio exclusivo daba cuenta de ciertas limitaciones.
Como decía Paula, “sólo iban saliendo los que tienen capa-
cidad de gestión, los que tienen asistencia médica, y el resto
sigue afectando su salud”. Asimismo, no existía siquiera un
listado que alcanzara la cifra de 167 familias prioritarias –es
decir, la cantidad de viviendas disponibles para la primera
relocalización–. Por lo tanto, a esta modalidad se sumó una
adicional, que ya no refería a prioridades por “caso” sino
por zona de residencia.
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Mapa 4. Cantidad de familias por sector del camino de sirga. Villa 21-24

Fuente: IVC. Los contenidos del gobierno de la ciudad de Buenos Aires
están licenciados bajo Creative Commons Reconocimiento 2.5 Argen-
tina License.

La franja ribereña, como se puede observar en el Mapa
4, fue subdividida por el IVC en quince sectores (nominados
de la “A” a la “O”) de entre 21 y 167 familias cada uno.
La intención del gobierno de la ciudad era comenzar las
mudanzas por el sector “A”, en uno de los bordes externos
de la villa, de modo tal de continuar el progresivo traza-
do del camino de sirga, que en la ciudad de Buenos Aires
(con escasas excepciones) ya se hallaba liberado casi en su
totalidad. Pero esta área, conocida como barrio San Blas,
era casualmente una de las más consolidadas del camino de
sirga, en cuanto predominaban en ella casas de material y
niveles relativamente bajos de riesgos inminentes. En este
sentido, el cuerpo de delegados y la Defensoría General de
la Ciudad sostuvieron que debía priorizarse el denomina-
do “centro del meandro” (aproximadamente zona “H” en el
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Mapa 4), pues consistía en la zona de mayor precariedad:
allí sobresalían casas de chapa, madera y cartones, muchas
de ellas tambaleantes sobre el talud del Riachuelo.

En función de esta demanda, la Defensoría General de
la Ciudad presentó sucesivos escritos ante el juez Rodrí-
guez, uno de los cuales –con fecha 2 de agosto de 2013–
solicitaba que se “establezca que las futuras relocalizaciones
de los habitantes del camino de sirga de la Villa 21-24 [ini-
cien] por el centro del meandro de Brian”. En su presenta-
ción, el organismo hacía alusión al Comité por los Derechos
Económicos, Sociales y Culturales de la ONU que en su
Observación General nº 4 (párrafo 8e) sostiene que

Debería garantizarse cierto grado de consideración priori-
taria en la esfera de la vivienda a los grupos desfavorecidos
como las personas de edad, los niños, los incapacitados físi-
cos, los enfermos terminales, los individuos VIH positivos, las
personas con problemas médicos persistentes, los enfermos
mentales, las víctimas de desastres naturales, las personas que
viven en zonas en que suelen producirse desastres, y otros
grupos de personas.

A partir de estos preceptos, la Defensoría señalaba que
en un proceso de relocalización se debía garantizar la prio-
ridad en la asignación de viviendas y tierras a los grupos
en situación de desventaja, especialmente tratándose de un
distrito como la ciudad de Buenos Aires, cuya Constitución
en su Artículo 31 indica que se debe resolver progresiva-
mente “el déficit habitacional, de infraestructura y servicios,
dando prioridad a las personas de los sectores de pobreza
crítica y con necesidades especiales de escasos recursos”.

Pero según continuaba el escrito de la Defensoría, otros
organismos del propio gobierno de la ciudad acordaban en
el carácter particularmente riesgoso del centro del mean-
dro. El Departamento de Salud Ambiental del Ministerio de
Salud de la Ciudad había identificado a este sector como el
de mayor precariedad, afirmando que:
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Las viviendas presentan como características constructivas
[…] en muchos casos rezagos provenientes de la basura
allí acumulada previamente tales como: bloques de cemento
prearmado, chapas, carteles, maderas, entre otros. Los techos
son de chapa… Una parte significativa de los pisos de las
casas no tiene cobertura de cemento o cerámica. Esto facilita,
por un lado, la exposición a contaminantes presentes en la
tierra, y por otro, el ingreso de plagas, como los roedores… La
traza de los pasillos de acceso es zigzagueante, irregular, de
tierra y se produce abundante acumulación de agua cuando
llueve… Presencia de árboles que durante el temporal de abril
pasado impactaron con sus ramas en las viviendas, destru-
yendo paredes y techos.

Mapa 5. Áreas a demoler según propuesta del IVC y de los afectados. Villa
21-24

En naranja, el camino de sirga ya liberado, fuera de los límites de la
Villa 21-24; en rojo, el barrio (o zona) San Blas; y en verde, el “centro
del meandro”. El ivc proponía continuar la liberación de la ribera en
un sentido lineal, mientras que el cuerpo de delegados y la Defensoría
General de la Ciudad exigían que se priorizara una zona especialmente
precaria ubicada en el medio.

Fuente: elaboración propia sobre imagen de Google Maps.
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Según Paula, de la Fundación Temas, “ellos [el IVC] hubie-
ran preferido iniciar por la punta de San Blas […], nada más
que para continuar el camino ribereño”. En definitiva, “lo que
querían era seguir dibujando la traza, que les [permitía mostrar]
avances en las obras del Riachuelo”. Pero contra las intenciones
iniciales del organismo de vivienda, tal como con los “casos
prioritarios”, también se logró acordar que se privilegiase el
“centro del meandro”: “esa pulseada se la ganamos nosotros. Su
criterio hubiera sido avanzar por el camino ribereño, no resolver el
acceso a la vivienda, a la salud y el ambiente sano de la Villa 21”.
Así se refería a este tema la Asesoría Tutelar en su “Informe
sobre el proceso de relocalización de las familias alojadas
en el Camino de Sirga del Riachuelo correspondiente a la
jurisdicción de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”:

Me permito destacar que no se ha establecido un criterio para
la relocalización de las familias alojadas en el camino de sirga
de la Villa 21-24; al respecto esta Asesoría Tutelar ante la
Cámara entiende que la relocalización deberá comenzar por
las familias alojadas en la zona conocida como el “Meandro
de Brian”, la cual claramente es la que presenta peores con-
diciones de vulnerabilidad tanto en materia ambiental como
social, que redunda en un claro perjuicio a la salud de los
niños, niñas y adolescentes que allí residen. En este sentido,
esta Asesoría Tutelar ante la Cámara denunció ante el IVC

13 casos de salud de personas menores de edad, que por su
patología deben ser relocalizadas de manera prioritaria.

Por su parte, Romina –del IVC–, aseguraba en una
entrevista que “una semana antes de [aquella] relocalización se
desmoronó una casa sobre el Riachuelo”, y reconoció que “era la
zona más hecha mierda”:

El IVC al principio quería empezar por [la calle] Iguazú, por el borde,
por San Blas, que técnicamente sería como lo más fácil, porque
empezás por el costado, y empezar por el medio es un quilombo.
Nosotros como equipo le re dábamos lugar a eso, nos parecía…
También esa cosa logística la hacés cuando no estás yendo al barrio,
cuando estás en el barrio y ves que las casas se terminan cayendo
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al Riachuelo de verdad te empieza a pasar otra cosa. Y la primera
relocalización fueron 48 familias de la 21-24, o sea que fueron
veintitrés casos prioritarios, y el resto se fueron familias que estaban
en las peores condiciones habitacionales.

Imagen 4. Demolición de viviendas durante la primera relocalización
en la Villa 21-24

Fuente: IVC. Los contenidos del gobierno de la ciudad de Buenos Aires
están licenciados bajo Creative Commons Reconocimiento 2.5 Argen-
tina License.

Como recuerda Romina, finalmente las necesidades
técnicas de la obra y prioridades logísticas del IVC acabaron
reemplazándose por las dos demandas de los vecinos: que
la primera relocalización fuera resultado de la combinación
de casos y zonas prioritarias. Sin embargo, el futuro no
se mostraba promisorio para esas familias en situación de
urgencia, pues el complejo Padre Mugica los recibiría con
serios déficits en materia de infraestructura, conflictos por
el uso de los espacios comunes y numerosos problemas en
materia de transporte, vacantes escolares, seguridad y aten-
ción sanitaria, entre otros. Como vimos en el capítulo ante-
rior, las experiencias de los primeros vecinos relocalizados
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alimentaron las sospechas, el descreimiento y la conflicti-
vidad entre la inmensa mayoría de afectados que todavía
aguardaban en la Villa 21-24 su turno de ser trasladados.
Y, como veremos a lo largo de las próximas secciones, el
caso de Padre Mugica dio lugar a múltiples denuncias por
el estado del complejo y la vulneración de derechos que
el mismo acarreaba, así como a una sonora demanda que
acabaría por generar un parteaguas en el proceso de relo-
calizaciones: que se respetase la zona de residencia de los
afectados como punto de partida para la definición de la
ubicación de sus nuevas viviendas.

El Complejo Urbano “Padre Mugica”: riesgo
y demandas por la calidad de las nuevas viviendas

El Complejo Urbano Padre Mugica nació como producto
de un acuerdo firmado en 2008 entre la Fundación Madres
de Plaza de Mayo, el Gobierno Nacional y el gobierno de
la ciudad de Buenos Aires. Este convenio, que tenía como
finalidad la construcción de 780 viviendas sociales, res-
paldaba con financiamiento nacional las tareas de cons-
trucción, las cuales serían llevadas a cabo por el programa
“Misión Sueños Compartidos” de la antedicha organización
de derechos humanos. El gobierno porteño, por su parte,
tendría la responsabilidad de adjudicar las viviendas a la
población destinataria una vez que fueran finalizadas las
obras. No obstante, a raíz de un escándalo de corrupción
desatado en 2012, los derechos y obligaciones en torno a la
ejecución del proyecto fueron transferidos a una empresa
constructora privada, quedando la supervisión del contrato
a cargo del IVC (Najman, 2017: 133).

En sintonía con las anécdotas vecinales que retratába-
mos en el capítulo anterior, múltiples denuncias sobre la
calidad constructiva –así como otras deficiencias– comen-
zaron a cobrar estado público una vez que las acusaciones
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de corrupción pusieron al complejo de viviendas en el cen-
tro de la agenda mediática. En el caso de los adjudicatarios
provenientes de la Villa 21-24, la Defensoría General de
la Ciudad realizó numerosas presentaciones ante el juez
Rodríguez, advirtiendo sobre la sustancial vulneración de
derechos que implicaba la vida en ese complejo. De este
modo, colocaba sobre la mesa que dicha situación des-
virtuaba el espíritu del fallo de la Corte Suprema, que se
había propuesto “mejorar la calidad de vida” de la pobla-
ción expuesta a la contaminación de la cuenca Matanza-
Riachuelo.

En un informe técnico realizado por un arquitecto del
propio organismo y presentado ante el juzgado en septiem-
bre de 2012, se advertía que la construcción del complejo
Padre Mugica presentaba insuficiencias y riesgos como: 1)
problemas habituales con el servicio de agua a raíz de fallas
en el sistema de bombeo; 2) fisuras en los muros interiores
y en los balcones; 3) desplome de cielorraso en los baños de
muchos departamentos, producto de filtraciones de agua de
los baños del piso superior; 4) humedad en los cielorrasos
de algunos dormitorios, producto de las mismas filtracio-
nes; 5) generación de hongos en los bordes de los marcos
de las ventanas; 6) inconvenientes en las instalaciones de
electricidad, agua y gas; 7) filtraciones de agua de lluvia y de
aire en la unión de la cubierta con el muro en numerosos
departamentos (Defensoría General de la Ciudad, 2012a).

En otro escrito presentado en el año 2015, la Defenso-
ría reiteraba sus denuncias reclamándole al juez que “intime
a que con urgencia se arbitren los medios necesarios para
reparar las falencias”. A continuación, señalaba que 1) exis-
tía un peligro en “el 100% de los departamentos” de que los
vidrios se desprendieran y cayeran, “genera[ndo] un peligro
cierto para la integridad de las personas”; 2) en gran parte
de los departamentos se detectaron pérdidas en las griferías
de las cocinas; 3) los pisos de todos los baños de discapaci-
tados estaban en contrapendiente, conllevando que el agua
escurriera hacia los pasillos y dormitorios en lugar de la
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rejilla; 4) no se cumplía con disposiciones del Ente Nacional
Regulador de la Electricidad con relación a los requisitos
para la conexión de instalaciones domiciliares. Como decía
en una entrevista Cuca –una de las afectadas–, “en [Padre
Mugica], cuando vos hacés ambas necesidades biológicas, si
vas a hacer pis y tirás la cadena, meás al otro [de abajo]. Si
vas a garcar, cagás al otro. Y continuamente no vas a estar
peleando todos los días, avisándole ‘¡eh, vecino, voy al baño,
tratá de no estar en tu baño!’. Es una vergüenza, papá”.

Mención aparte recibía en la presentación del organis-
mo el problema de la seguridad, brevemente abordado en
el capítulo anterior. Según la Defensoría, en el sector del
complejo donde residían los relocalizados se habían adver-
tido situaciones como el hurto de luminarias en espacios
comunes, intentos de forzamiento de puertas de inmuebles,
robos a vecinos en camino a sus trabajos, y otras situaciones
de “riesgo cierto para la integridad física” de las personas.
Asimismo, otro apartado estaba reservado a la problemática
relativa a la limpieza de los espacios comunes y de la reco-
lección de residuos. De acuerdo con el escrito, se habían
detectado “serios problemas” de acumulación de basura y
materiales reciclables –producto de la actividad de cartone-
ros–, así como la presencia de basura con desechos orgáni-
cos “diseminada por las calles y veredas internas”.

En su presentación, la Defensoría afirmaba que la
obligación estatal no culminaba con la mera relocalización
–entendida como el acto de alojar a las personas afectadas
en una nueva vivienda–, sino que resultaba imperioso que
“tanto esa vivienda como su entorno (hábitat) sean ade-
cuados para, precisamente, garantizar la satisfacción de las
necesidades básicas de estos grupos familiares y el desa-
rrollo de una vida digna”. Relocalizar, en última instancia,
no sería simplemente “mudar, trasladar a una familia de un
barrio a otro, de una vivienda a otra”, sino que implicaría
atender a múltiples situaciones que hacen al desarrollo de
una “vida en plenitud”.
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Así, un proceso de relocalización planificado deberá abarcar
cuestiones relacionadas con: el acceso de los vecinos a medios
de transporte, cercanía de escuelas y centros de salud (con
capacidad, y recursos humanos y materiales suficientes),
espacios para el desarrollo de actividades productivas, espa-
cios verdes suficientes, espacios de recreación, recolección
de residuos, seguridad, y estudios del impacto económico
que significará la vida en la nueva vivienda para los grupos
familiares (como mayores gastos por transporte, pago de ser-
vicios, etc.). Muchas de estas cuestiones, como surge de los
informes, parecen que no han sido resueltas por las autori-
dades administrativas.

En consecuencia, según la Defensoría, una vivienda es
“más que cuatro paredes y un techo”: es un derecho que
debe cumplir con, como mínimo, siete criterios:

1) Seguridad de la tenencia: la vivienda no es adecuada si
sus ocupantes no cuentan con cierta medida de seguridad
de la tenencia que les garantice protección jurídica contra el
desalojo forzoso, el hostigamiento y otras amenazas;
2) Disponibilidad de servicios, materiales, instalaciones e
infraestructura: sus ocupantes deben contar con acceso a
agua potable, instalaciones sanitarias adecuadas, energía para
la cocción, la calefacción y el alumbrado, conservación de
alimentos y eliminación de residuos;
3) Asequibilidad: el costo de la vivienda no debe poner en
peligro o dificultar el disfrute de otros derechos humanos
por sus ocupantes;
4) Habitabilidad: la vivienda debe garantizar seguridad física
y proporcionar espacio suficiente, así como protección con-
tra el frío, la humedad, el calor, la lluvia u otros riesgos para
la salud y peligros estructurales;
5) Accesibilidad: la vivienda no es adecuada si no se toman
en consideración las necesidades específicas de quienes se
alojan en ella;
6) Ubicación: se debe ofrecer acceso a oportunidades de
empleo, servicios de salud, escuelas, y otros servicios e ins-
talaciones sociales; y
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7) Adecuación cultural: la vivienda no es adecuada si no
toma en cuenta y respeta la expresión de la identidad cultural
(Defensoría General de la Ciudad, 2015: 5).

Como se desprende de estos documentos, el deterioro
de Padre Mugica comportaba un serio riesgo para la pobla-
ción, y comenzó rápidamente a ser rechazado por la gran
mayoría que aún no había sido relocalizada. Pero sus recla-
mos en materia de infraestructura no se ciñeron a este com-
plejo, sino que se generalizaron hacia su método construc-
tivo en sí: el royal building, un sistema a menudo adoptado
en las obras de viviendas sociales debido a su bajo costo y
menores tiempos de fabricación. Así lo explicaba Paula:

Es un encofrado perdido: se arma un encofrado de PVC y se le
cuela el hormigón adentro. Después las paredes quedan de plás-
tico. En principio, técnicamente no está mal. Es una pared que
no tenés ni que pintar, le pasás un trapo y la lavás […]. [Pero] el
barrio es un barrio de constructores, son casos sobre las que no
podés hacer ninguna modificación porque son de plástico, clavás
un clavo y te queda el clavo para siempre, no podés hacer una
puerta, no podés hacer nada.

En contraposición, los afectados comenzaron a sos-
tener una demanda por que se utilizara en los futuros
complejos el “método tradicional”. Según Jorge, uno de los
delegados, “nosotros cuestionamos las calidades constructivas del
sistema industrial. El gobierno de la ciudad históricamente –lo
que era la Dirección Municipal de la Vivienda, hoy el IVC– tiene
un equipo de arquitectos, ingenieros, maestros mayores de obra,
técnicos, impresionante. Ellos hicieron sistemas constructivos de
vivienda social de mucha mayor calidad de lo que por ejemplo
ves”. Y por eso, su compañero Raúl afirmaba que “si el Esta-
do quiere gastar dinero en nosotros, que ese dinero gastado sea
gastado bien, y que las viviendas sean para toda la vida, y que
las familias puedan realmente vivir en dignidad, y no que se
arrepientan al poco tiempo y pretendan vender esa casa de mierda,
ese departamento de mierda”.
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Debe recordarse que la causa Mendoza había sido con-
cebida como puntapié para una recomposición de la cuenca
Matanza-Riachuelo en su carácter de hábitat de millones de
habitantes, entre los cuales la población del camino de sirga
era una de las más perjudicadas por el estado de deterioro
del ambiente. En este marco, su relocalización era enten-
dida como una medida que permitiría el reordenamiento
territorial de la ribera y al mismo tiempo una mejora de su
calidad de vida. Pero este último objetivo distaba de estar
siendo cumplido. A las malas condiciones con las que se
habían encontrado los relocalizados se sumaba una crecien-
te incertidumbre, producto de los bajos niveles de reac-
ción del juzgado y el IVC a los reclamos de los defensores,
así como de una incesante postergación de los plazos de
mudanza previstos. Hacia 2013, año para el que se había
estipulado inicialmente la total liberación de la ribera en la
Villa 21-24, tan sólo 108 familias habían sido trasladadas.
Por fuera del caso de Padre Mugica, la única construcción
en curso destinada a los afectados –un complejo denomi-
nado “Mundo Grúa”– se hallaba frenada por un conflic-
to gremial y burocrático. Mientras tanto, todas las otras
obras requeridas para completar el total de 1334 viviendas
se hallaban en etapas preliminares, previas inclusive a su
licitación. La conjunción de los retrasos, la falta de certezas
y las malas condiciones de vida de quienes se hallaban en
el meollo de una causa que los señalaba como beneficiarios
pero ponía en riesgo sus derechos, generaría las condicio-
nes propicias para una profundización del conflicto.

La ralentización de la causa

Si bien excede al objetivo de este libro un análisis porme-
norizadodelacuestión,esprecisorealizaralgunasobservacio-
nes provisorias respecto de la progresiva pérdida de dinamis-
mo que sufrió la causa por las relocalizaciones del camino de
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sirgaconelcorrerdelosaños.Esteprocesoseevidencianosólo
en las sucesivas postergaciones en la planificación, licitación y
construcción de los complejos habitacionales necesarios para
efectivizar el traslado de los habitantes de la ribera, sino tam-
bién enla falta de iniciativadel juzgado para controlar elcum-
plimientodelasentenciaporpartedelgobiernodelaciudadde
BuenosAires,einclusodarcursoefectivoademandascomolas
relativasalestadodelasviviendasdelcomplejoPadreMugica.

En términos generales, podrían proponerse tres grandes
grupos de motivos para explicar la ralentización del proceso.
Enprimerlugar,elcambiodeperfilpolíticoquesupusolapro-
gresiva recomposición de la Corte Suprema respecto de sus
integrantes al mando al momento de dictarse sentencia. Esto
estuvo acompañado a su vez por un relegamiento de la causa
Mendozadelacúspidedesuagenda,quepasóaestarocupada
porotrosconflictosdealtaresonancia política–comolosvin-
culados a la Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual y
unpaquetedeleyesdereformadelPoderJudicial,amboscasos
arribadosalmáximotribunalparasucontrolconstitucional–.

En segundo lugar, el cambio del juzgado a cargo de la
ejecución de la sentencia de las manos del juez Luis Armella
hacia las de Jorge Rodríguez. Podría afirmarse que la impron-
taejecutivadeaquél (que,recordemos, llegabaaimponermul-
tasdiarias a los funcionarios incumplidores)conseguía mayo-
res resultados que la política “consensualista” que caracteriza
aéste.

En tercer lugar –y acaso sea una impresión o hipótesis
aventurada–,podríamencionarselapreponderanciadedeter-
minadas inercias burocráticas frente a la falta de iniciativa (y
motivación)políticaporpartedelgobiernodelaciudad,elcual,
hallándose sinpresiones judiciales ineludibles, relegó acircui-
tosadministrativosextraordinariamenteprolongadoslostrá-
mitesrelativosalcumplimientodelasentencia.
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LasiguienteconversaciónquemantuveconLuciana,una
de las abogadas de la Defensoría General de la Ciudad aboca-
dasalasrelocalizacionesdelcaminodesirga,ilustraalgunasde
estasnocionesrespectodelafaltadeavancesyrespuestas:

Luciana: [Armella]por lomenos losponía[al IVC] enunbrete […].Hubo
un momento en que le impuso una multa a [el Secretario de Ambiente]
Bibiloni,yesomarcóunantesyundespuésenlacausaparaquesepusie-
ran las pilas […]. Pero ahora el juzgado agarra, los sienta, y les dicen […]
“Aver,Andy,¿quétrajisteparahoy?”.“Bueno,sí,voyahacertrescasitas”.
Hablantodoasí.Entoncesdicen“bueno,¿ycuándolasvasatenerlistas?”.
“En diciembre”. “bueno, che, ponete media pila”. Así son las audiencias.
Comoqueellosquierenquelesllevenalgo,yesealgosiempreessuficiente
paraeljuzgado,porquenoquierenconflicto.
Andrés: ¿Es una cuestión de connivencia entre el juzgado y los distintos
gobiernosinvolucrados?
L: No sé si decir connivencia. Pero que no los aprietan, no los aprietan
[…]. También hay que manejar ese monstruo, porque vos al mismo tipo
que lo sentás por 60 casas de la Villa 21-24 –que le importa a Andrés, a
Adrián, a Luciana, Luis, Paula, la gente que vive ahí, y no mucha más
gente– es el mismo tipo que tenés que sentar para que firme el contrato
del crédito con el Banco Mundial más grande de [su] historia [para una
obramedioambiental].
A:Sí,1000millonesdedólares.Esmucho.
L:¿Entendésloquedigo?Noesqueestoyjustificandoaljuzgado.Paramí
vamuylento, lesdejanpasar todo,nosancionan, todoesdiálogo, todoes
despacio.Aunqueles[lleves]algo,escomoqueseconformanconelalgo.
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Alternativas políticas en un conflicto judicializado:
los defensores públicos como aboaboggados anados anfibiosfibios

Un puente cognitivo: la enseñanza de las reglas
del derecho

Como hemos visto en estas páginas, la adopción de un
enfoque territorial ha sido un principio estructurador de la
política de la Defensoría General de la Ciudad. La misma se
basa en la evaluación de que una de las principales dificul-
tades para acceder a la justicia es de tipo material: al estar
físicamente alejada de las personas que más la requieren, las
posibilidades objetivas de acudir a ella serían bajas y por
ende las probabilidades de que se considere el litigio como
una opción para la tramitación de los conflictos se vería
dificultada. Como consecuencia, la presencia en los barrios
sería la mayor garantía de que el servicio de justicia sea un
derecho alcanzable, y no sólo un poder con el que los pobres
urbanos se topan –como de costumbre– desde un banquillo
de acusados (Arcidiácono y Gamallo, 2011).

Por este motivo, desde que asumieron el patrocinio de
los afectados por la orden de relocalización, los defensores
públicos no se limitaron a ejercer su tarea exclusivamente
desde las oficinas del organismo, sino que participaron sos-
tenidamente de las propias asambleas de vecinos del camino
de sirga, un espacio de reunión semanal de los implicados
en las futuras mudanzas. Más aún, desempeñaron desde un
comienzo un rol coordinador de dichos encuentros, en los
que transmitían las novedades de la causa con una voca-
ción pedagógica, explayándose sobre los diversos actores
judiciales y gubernamentales involucrados y discutiendo los
alcances y limitaciones de cada potencial decisión sobre el
expediente. En efecto, permitir la comprensión de las com-
plejidades jurídicas del proceso de relocalizaciones, lejos de
darse por sentado, era una tarea de primer orden para los
abogados de los afectados.
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Debe recordarse que el conflicto catalizado por la
orden del juez Armella estaba signado por una primacía
del lenguaje jurídico y de las reglas procedimentales del
Poder Judicial. Por un lado, los habitantes de la ribera del
Riachuelo se habían vuelto parte de una trama altamente
compleja, una causa estructural conducida desde la Corte
Suprema que los volvía parte de una vasta red de actores
(entre ellos, el máximo tribunal, el juzgado de ejecución, la
Acumar, el gobierno de la ciudad de Buenos Aires, la Defen-
soría del Pueblo y los organismos de defensa pública). Por
otro lado, la noción de “camino de sirga” juridificaba hasta
su propio sentido de pertenencia territorial, transformando
su arraigo al barrio y sentando nuevos términos bajo los
cuales deberían encuadrar sus reivindicaciones. A diferen-
cia de lo que refleja la mayor parte de los estudios sobre
judicialización de los conflictos urbano-ambientales (en los
que son los actores territoriales quienes deciden apelar a la
justicia para dar curso a sus demandas), aquí ellos se veían
coercitivamente insertos en un proceso judicial y por ende
debían, en primera instancia, hacerse de las herramientas
para comprenderlo y actuar frente a él.

Claro está, la nueva realidad en la que se hallaban los
afectados no podía sino dar lugar a confusiones y requerir
un aprendizaje de los códigos y entramados que determi-
naban su porvenir. Así explicaba Paula, de la Fundación
Temas, su papel formativo con los habitantes de la Villa
21-24:

Cada uno que se incorporaba al cuerpo de delegados, [había que]
volver a explicar el camino de sirga. Una vez, como a cuatro años de
asambleas, viene uno y me dice por atrás ‘pará, ¿te puedo preguntar
una cosa antes de irnos? ¿Qué era la sirga?’. Hijo de puta, ¡fueron
cuatro años! Pero bueno. Había que poder explicar eso que a mí
me había costado tanto entender, las jurisdicciones, lo federal, un
juzgado penal, la Corte Suprema, dónde estaba cada organismo, por
qué uno no podía hacer esto, por qué otro sí podía hacer esto, por
qué no éramos parte de la causa, por qué cosas sí teníamos que salir
a luchar e instalar en la agenda política.
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Como advierte Melé (2011), debe reconocerse la
dimensión cognitiva del derecho, no sólo en cuanto a cómo
instaura categorías y formas de pensar, sino también con
relación al modo en que recoge demandas y las traduce
a los marcos, modos de acción e instrumentos específicos
del mundo jurídico. En otras palabras, el derecho opera
en los conflictos como recurso pero también como cuadro
cognitivo; cuenta con una faceta contenciosa pero también
contribuye a construir expectativas, determina posiciones y
constituye un recurso argumentativo (Azuela, Melé y Ugal-
de, 2015). En este sentido, aunque contando con roles dife-
renciados –como veremos más adelante–, tanto la Funda-
ción Temas como los abogados de la Defensoría General de
la Ciudad ejercieron con los afectados un papel pedagógico
de intermediación entre el barrio y los tribunales.

Los profesionales del derecho de la Defensoría General
de la Ciudad, especialistas en la conducción de demandas
judiciales contra organismos estatales, cuentan con un saber
experto que les permite interpretar el campo jurídico –un
ámbito gobernado por un lenguaje de acceso restringido–
y, en base a ello, hacerse de estrategias para disputar en
él. Por tal motivo, en la medida en que los expedientes,
los tribunales, las resoluciones de jueces y los corpus de
leyes son la indispensable moneda de cambio con la que se
tramitaba el judicializado conflicto por las relocalizaciones,
los representantes legales de los vecinos hacían las veces de
correa de transmisión entre los valores, códigos y esquemas
de percepción de los afectados de la villa y aquellos de las
agencias del Estado. Se podría, en este sentido, llamarlos
abogados anfibios, ya que, con un pie en los despachos y los
tribunales y otro en los barrios que habitan los afectados
por la orden de relocalización, jugaban un rol mediador
entre dos mundos –el territorial y el jurídico en un sen-
tido amplio–, operando como puente que hacía inteligible
a la experiencia cognitiva de sus patrocinados un proceso
ajeno a los marcos de significación que regían sus vidas
cotidianas. En otras palabras, al traducir lo desconocido e
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inaccesible en familiar y posible, administraban los signifi-
cados según los términos con los que los afectados condu-
cían sus relaciones políticas y cotidianas habituales (Cohen
y Comaroff, 1976; Silverman, 1977).

Asimismo, como pudimos ver hasta aquí, los abogados
de la Defensoría se caracterizan por ser agentes del campo
jurídico que, al patrocinar a grupos social y económicamen-
te frágiles, ejercen el derecho con una fuerte carga moral y
política16. Estas cualidades y modos de práctica de la pro-
fesión han sido analizados en algunos estudios sobre los
denominados abogados “alternativos” o “activistas”, que se
involucran en la defensa de los intereses de organizacio-
nes o movimientos sociales y hacen un “uso estratégico
del derecho” como forma de alcanzar objetivos políticos
(Manzo, 2016). Centrándose en el trabajo de Santos (2009),
se han referido a ellos como “abogados populares” y han
analizado el carácter “contra hegemónico” de sus prácticas
jurídicas (Carlet, 2015). Se trata de operadores jurídicos que
“[enfatizan] la transformación social a partir de una activi-
dad profesional que humaniza al cliente, politiza la deman-
da jurídica […], crea estrategias de lucha y de resistencia y,
además, anima a la organización colectiva de la clientela”
(Trubek, 1992: 5, citado en Manzo, 2016). En otras palabras,
consiste en una práctica que une la expertise jurídica con

16 Según Smulovitz (2008), fue durante la dictadura militar (1976-1983) que
esta generación de abogados integrantes de los organismos de defensa
adquirió experiencia en el uso de estrategias legales para alcanzar objetivos
políticos y sociales. Pero el compromiso político de estos profesionales y
numerosas organizaciones de derechos humanos de la época, que consistía
sobre todo en la presentación de recursos de amparo ante las desapariciones
y las detenciones políticas –en un intento de hallar hendijas en el deteriora-
do sistema legal– puede remontarse incluso a años anteriores. Según Chama
(2006), desde la década de 1960 puede observarse una “peronización” y
“radicalización” de grupos de abogados que se abocaban a la defensa de pre-
sos sociales y políticos, en línea con el acelerado vuelco de jóvenes de clase
media a la militancia en organizaciones peronistas y guerrillas urbanas. Así,
indica el autor, nació la figura del “abogado orgánico”, que, parafraseando la
expresión de Gramsci, remite a la dilución de toda tensión entre la práctica
profesional y el compromiso político.

254 • Más allá del lawfare

teseopress.com



el compromiso militante a favor de determinadas causas
colectivas que implican la defensa de los derechos humanos
(Carlet, 2015: 379).

Trabajos de este tipo han demostrado a partir de la
investigación empírica cómo el derecho, aunque para las
teorías dominantes es un sistema de normas autónomo,
coherente, neutral y ajeno a lo político, abre un campo tenso
y a la vez productivo cuando lo utilizan “estratégicamente”
actores sociales en lucha (Villegas Guzmán, 2016: 124). Y
difícil sería comprender las condiciones de posibilidad de
la actuación de estos abogados sin atender a la creciente
moralización de la práctica jurídica. Según Manzo (2016:
186), la fuerza de los valores se presenta en ellos como
constitutiva y orientadora de su ejercicio, y a partir de ella
confrontan con los presupuestos formalistas y neutralistas
propios del positivismo jurídico.

En su intervención en el conflicto por las relocalizacio-
nes, los integrantes de la Defensoría General de la Ciudad
–tal como en el caso de los “abogados alternativos” que
describe Manzo (2016)– adoptaban estrategias y técnicas
heterodoxas con las cuales apuntaban a evitar la reproduc-
ción acrítica de las jerarquías y prácticas dominantes de
la profesión. Entre ellas se destacaban: a) la reproducción
de un vínculo tradicional de abogado-cliente, en el cual el
primero se presenta como el ostentador del lenguaje técnico
del derecho frente al segundo, quien desconoce el derecho
y las reglas formales del campo jurídico; b) los rituales,
formalismos, procesos, reglas y tiempos característicos del
derecho; y c) la adopción de un lenguaje jurídico poten-
cialmente totalizador que corre el riesgo de monopolizar
y traducir el conflicto político sólo al lenguaje y tiempos
jurídicos. La recurrente puesta en cuestión de los “tiem-
pos” de la justicia, la crítica a los mecanismos burocráticos
que acababan entorpeciendo la protección de derechos y
la paciente explicación de reglas procesales eran la norma
en las interacciones entre los abogados y los afectados de
la Villa 21-24.
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Las asambleas de afectados del camino de sirga,
un ámbito de legitimación jurídica

[Somos] abogados de Jorge, de Pancho, de Marta, de Graciela, o sea
[…], nosotros no es que vamos y decimos “hola qué tal, yo soy el
abogado de fulano”. Nosotros tenemos carpetas de personas de toda
la villa, miles, que nos otorgan el patrocinio […]. [Pero] vos también
tenés esta representación como más colectiva, entonces podés decir
que nosotros, la Defensa Pública, representamos a todo el barrio,
¿entendés? […]. Porque están todos los delegados de sirga, y todos nos
otorgaron la firma, y somos sus patrocinantes. Entonces nosotros
representamos a todos porque los delegados representan a sus veci-
nos (Luciana, Defensoría General de la Ciudad).

Para los abogados de la Defensoría General de la Ciu-
dad, las asambleas del camino de sirga resultan una instan-
cia necesaria de legitimación de su estrategia jurídica, en
tanto y en cuanto les permite actuar no como representan-
tes de un grupo reducido de vecinos sino de los miles de
afectados por las relocalizaciones. Si a los efectos de la causa
judicial los afectados por las relocalizaciones no son de por
sí un grupo constituido como tal, sino una sumatoria de
familias a las que se les debe proveer una solución habita-
cional, el desafío de los abogados consiste en trascender la
defensa de intereses individuales, pasando a constituir polí-
tica y jurídicamente a los afectados como colectivo. Pero
en la medida en que los defensores realizan un “acompa-
ñamiento jurídico” y sus acciones, como las de todo abo-
gado, están supeditadas a las decisiones de los defendidos,
la necesidad que se desprende es la creación de consensos
entre los vecinos (e instancias donde alcanzarlos), sin los
cuales difícilmente la estrategia jurídica podría ser más que
la suma de casos particulares. En vías de la construcción
de una voluntad común, las asambleas del camino de sirga
cumplen un papel indispensable; sin ellas, difícil sería la
construcción de tal estrategia legal.
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Las asambleas son clave porque vos lo que vas a presentar en el
expediente es lo que quieren los vecinos. Vos podés decirme a mí
“me parece que no, me parece que sí, jurídicamente lo que mejor
conviene es esto, o es presentar otro, en estos términos y no en
tales otros”, pero de última la decisión la toman los vecinos, no la
toma el abogado que firma. Porque vos sos el abogado […]. Es como
que contratás un abogado privado, que pusiera mil mangos cada
delegado, y le pagasen todos los meses a un abogado, es lo mismo.
El abogado va y acompaña jurídicamente. Por supuesto que si vos
tenés clientes, o asistidos, o patrocinados, y se matan entre ellos y no
pueden llegar a un acuerdo, obvio que te complican el trabajo, pero
bueno, el laburo territorial tiene esos matices (Luciana, Defensoría
General de la Ciudad).

Las asambleas se constituyen entonces como una ins-
tancia de legitimación que centraliza la voz y voluntad de
los afectados y habilita a los abogados a hablar en nombre
del conjunto, mientras, a su vez, atienden casos individua-
les que no son de por sí compatibles con lo colectivo. En
otras palabras, cuentan con un foco de trabajo general –la
relocalización del camino de sirga como un todo– y una
multiplicidad de situaciones particulares: como señalaba
Luciana, una por “cada familia que se acerque”. Eso, según
esta abogada, “en las asambleas queda bien dividido […], no se
habla de cosas particulares, quien quiera hacerlo nos dice antes o
al final, pero no durante”. Por ese motivo, el tratamiento de
los casos específicos a cada familia era abordado de modo
separado, como “manera de armonizar las cuestiones indivi-
duales con las colectivas”.

Por lo tanto, para que la facultad implícita de la Defen-
soría General de la Ciudad de representar a todos los veci-
nos fuera efectiva –es decir, para que pudiera sintetizar en
una unívoca estrategia jurídica la pluralidad de casos indi-
viduales– el cuerpo de delegados debía guardar su legiti-
midad tanto adentro como afuera del barrio como ámbito
de representación de los miles de afectados. Y dado que
entre los delegados había objetivos comunes pero también
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sospechas mutuas y rencillas políticas y personales17, los
defensores debían inclusive mediar en las relaciones inter-
personales –encauzándolas– y realizar esfuerzos para el
sostenimiento de marcos de unidad. Esto implicaba, en
definitiva, a la organicidad misma de los afectados y su per-
durabilidad como colectivo en representación del cual los
abogados pudieran actuar jurídicamente.

La confrontación política como modo de afrontar
la obturación de las vías jurídicas

Somos conscientes de que no podemos suplir la organización
de los afectados, pero sí podemos alertarlos que delegar el
conflicto en “los abogados” es una alternativa insuficiente e
ineficaz, por lo cual se necesita un colectivo organizado que
protagonice el conflicto al cual nosotros podamos asesorar
[…]. Pensar que el partido se juega solo en el expediente
judicial es una perspectiva miope del conflicto. (Chellillo et
al., 2014b: 44-49).

Para la Defensoría General de la Ciudad, la construc-
ción del conflicto era un complemento necesario para la
conducción de una estrategia jurídica que tenía como esco-
llo la dificultad de hacer oír y valer la voz de los afectados.
En el contexto de una causa judicial que desde sus inicios no
reconoció el derecho a la participación de la población sino
por intermediación de un Cuerpo Colegiado y que en los
últimos años había perdido dinamismo y dado pocas seña-
les de avances, la movilización de los vecinos era entendida

17 El trabajo etnográfico en el barrio permitió hallar que existían latentes sos-
pechas entre los vecinos acerca de supuestos intereses individuales ocultos.
Entre ellas, se hallaba la posibilidad de que la relocalización fuese para algu-
nos un modo de concretar negocios personales a partir del hecho de ser
secretamente propietarios de varias casas sobre el camino de sirga, o de con-
tar con más personas censadas que a las que efectivamente les corresponde-
ría una vivienda nueva. Uno de los afectados me diría sobre otro “además de
su casa en la sirga tiene otra, enorme, de tres pisos”, mientras que otros me dirían
“este Luis habla, habla, pero tiene alto rancho él, y tiene censadas quince personas en
su casa”.
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como esencial para lograr atención del juzgado y presio-
nar a los organismos intervinientes, que no hallaban en
las resoluciones de los magistrados suficiente motivación
para actuar. En un proceso de relocalización que ponía en
juego cuantiosos derechos fundamentales –a la salud, a la
vivienda y al ambiente sano, por citar algunos–, la imposi-
bilidad de formar parte del expediente judicial angostaba la
potencialidad de los recursos jurídicos y hacía más urgente
la exploración de vías alternativas.

En este sentido, ante las dificultades para incidir en
la implementación de las relocalizaciones, la Defensoría
General de la Ciudad pergeñó junto a los vecinos acciones
tendientes a la visibilización de sus demandas. Así, instan-
cias propias del campo del derecho, como la presentación
de escritos al juzgado o la asistencia a audiencias convo-
cadas por el juez a cargo de la causa, eran acompañadas
por medidas comúnmente asociadas a la actividad política,
como las manifestaciones públicas, la realización de cam-
pañas y la difusión mediática. Las asambleas del cuerpo
de delegados transcurrían, precisamente, en la intersección
de esos dos planos: la discusión de la estrategia jurídica y
la organización del activismo político. Las siguientes notas
de campo, tomadas a propósito de mi asistencia a dichas
reuniones en la Villa 21-24, ilustran esta articulación18.

18 Las notas de campo transcriptas en este libro fueron tomadas in situ o a pos-
teriori, cuando no en una combinación de ambos tiempos (y modalidades), y
han cumplido un papel de suma importancia para capturar impresiones y
detalles de lo que sucedía a mí alrededor durante la etnografía. Buena parte
del contenido de estos escritos eventualmente fue descartado a la hora de
tomar determinadas decisiones sobre el rumbo de la investigación, pero
otros aspectos cumplieron un rol fundamental en reintroducirme en
momentos y aristas que entonces habían pasado desapercibidas pero que,
reinterpretadas a la luz de mis avances, otorgaban importantes señales sobre
las vías a seguir. Por eso, las notas de campo que se verán en estos capítulos
son también una forma de introducir al lector en el proceso de inmersión
etnográfica.
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Notas de campo

2 de marzo de 2015

Adrián [abogado de la Defensoría General de la Ciudad] pro-
puso que un grupo de vecinos se movilice [al juzgado de]
Morón mientras otros tendrían una reunión con el juez para
pedirle que haga acelerar las cosas […]. Algunos mostraron
reparos respecto de que Morón es lejos y para que se movi-
licen cinco es mejor nada. Quedó en veremos; quizás sea la
semana que viene.
También Adrián hizo circular un borrador de volante para
repartir donde consta el pliego de reivindicaciones de los
vecinos. Se discutió un poco el texto, Adrián tomó nota de
los comentarios, y quedó en llevar una versión definitiva para
la próxima. Por último, casi de la nada, tiró la idea de ir
mañana a la apertura del año judicial que hace en Tribunales
el presidente de la Corte, Lorenzetti, y acercarse a hablar con
él, o hacer como en la apertura de las sesiones legislativas: en
vez de ir con carteles que dijeran “AMIA” 19, llevar carteles
que digan “Riachuelo”.

9 de marzo de 2015

Hubo algo muy particular en esta reunión, que siguió la línea
de la reunión pasada: una búsqueda de agudizar el recla-
mo y la confrontación con todos los actores responsables de
la relocalización. Ya Adrián me lo había contado la semana
pasada: quiere llevar adelante una estrategia “de pinzas”, apre-
tando a los responsables por todos los costados

19 En alusión a los eventos del 1 de marzo de 2015, cuando mientras la presi-
denta abría las sesiones legislativas en el Congreso de la Nación, diversos
diputados exhibieron carteles con el nombre de la mutual judía AMIA en
reclamo por las investigaciones del atentado sufrido en 1994.
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1 de junio de 2015

Adrián […] volvió a insistir con la idea de que “la estrategia
judicial es necesaria pero no suficiente”, y que “hay que pensar
cómo acompañar desde otras instancias, como movilizacio-
nes o formas de influir en la opinión pública”. En este sentido,
se tiró la idea de pedirle a los candidatos a jefe de gobierno
que se comprometan con las obras de “la sirga”, o buscarlo
a [Mariano] Recalde. [uno de los candidatos] que va a estar
visitando la villa esta semana, y pedirle que en cada canal de
televisión al que vaya diga que el macrismo está incumplien-
do con […] los “afectados por el Riachuelo”.
Acto seguido, se empezó a discutir con qué se podía avanzar
en concreto, en medio de un clima en que había concien-
cia de que está todo bastante empantanado. Salieron un par
de ideas. La primera, que de acá en adelante y por un año
vaya un vecino semanalmente a la Corte Suprema dejando un
pedido de audiencia, de modo de poder volver más adelante
con todas esas constancias reclamando que nunca se los quiso
atender. La segunda surgió a partir de la noticia que trajo
Jorge de que el 19 de junio [el candidato a jefe de gobierno y
en ese entonces jefe de gabinete] Rodríguez Larreta va a ir a la
villa a inaugurar la cancha de fútbol que está frente a Vanulén.
La idea sería hacer una suerte de reclamo/escrache, llenando
la zona de banderas […]. Paula tiró la idea de manguerear a
los funcionarios con agua bombeada del Riachuelo.

15 de junio de 2015

Se discutió un poco acerca de la cuestión de la Corte Suprema
y la entrega semanal de pedidos de audiencia, que ya empezó
[…]. Ante algunas dudas sobre la efectividad de esa estrategia,
Adrián dijo “hay que generar las condiciones para hacer una
marcha a la Corte Suprema”, resaltando que hoy por hoy,
con el nivel de organización que hay en el barrio, eso no
es posible todavía.

“Si hay algo que hemos aprendido” –me decía Adrián,
abogado de la Defensoría– “es que no se gana una causa judi-
cial si antes no se politiza”. Según él, lo primero que debe
hacerse si se pretende ganar un caso es politizarlo, ya que
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recién “después de que lo politizás viene una victoria judicial”.
La politización, según él, consiste en la construcción de
“correlación de fuerzas”, es decir, generar “poder de moviliza-
ción”, pero también “capitales culturales, simbólicos” con los
cuales hacerse de legitimidad para disputar el conflicto en
otros planos: en los medios de comunicación, en la opinión
pública o entre los partidos políticos, entre otros.

En definitiva, el triunfo en la esfera judicial tiene como
condición de posibilidad la construcción de conflicto en la
esfera política. Como señala Abramovich (2005) a propósito
del “activismo judicial”, sería equivocado concebir las estra-
tegias legales como excluyentes de otras de tipo político, es
decir, plantear una disyuntiva entre la acción en los tribuna-
les y la intervención en la esfera pública política. En general,
afirma el autor, las estrategias legales exitosas son las que
van acompañadas de movilización y activismo en el ámbito
público por parte de los protagonistas del conflicto. Desde
otro punto de vista, podría afirmarse que los logros por las
vías legales resguardarían o harían efectivas las “conquistas”
obtenidas en el plano político.

En principio, toda estrategia de reclamo de derechos en espe-
cial en casos que expresan conflictos colectivos […] tiene un
claro sentido político. Además, en el marco de las acciones
de exigibilidad de derechos económicos, sociales y culturales,
una clave de éxito es la posibilidad de articular los diferentes
campos, de modo que la resolución del caso legal contribuya
a transformar las deficiencias institucionales, las políticas de
Estado o las situaciones sociales que están en la raíz del con-
flicto (Abramovich, 2005: 26).

En otros términos, la “posibilidad de articular los dife-
rentes campos” refiere a la transformación del conflic-
to en un asunto de preocupación y deliberación pública.
Según Melé, para convertir una determinada cuestión en un
problema público un grupo debe movilizarse y demostrar
socialmente su existencia, se deben generar definiciones
acerca de los asuntos comunes en juego y debe alcanzarse la
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atención y acción de las autoridades. Este proceso implica
la traducción del problema en el lenguaje de los poderes
públicos, o bien en el vocabulario de las políticas públicas
y el derecho (Melé, 2008). Para ello, sugiere Cefaï, suele
haber un trabajo de construcción y encuadre del conflicto
a través de movilizaciones, intervenciones de los protago-
nistas ante la prensa, y el involucramiento de militantes,
políticos y abogados u otros expertos. Es decir que el pro-
blema comienza a circular por los medios de comunica-
ción, los tribunales, el campo político y la calle, entre otros
espacios (1996: 58).

En sintonía con esta propuesta teórica de Cefaï, y como
se infiere de las notas de campo transcriptas más arriba
–pero también del resto del análisis hasta aquí desarrolla-
do–, no puede sino remarcarse cómo las relocalizaciones
se volvieron un conflicto mucho más allá de la Villa 21-24:
los afectados se manifestaron frente a la Corte Suprema
durante la convocatoria a audiencias públicas, trasladaron
sus demandas a la Legislatura de la ciudad de Buenos Aires,
realizaron movilizaciones al IVC bloqueando el tránsito de
importantes avenidas, y lograron la atención de la prensa
gráfica y audiovisual en numerosas ocasiones20.

Aunque no es el objetivo de estas líneas realizar un
racconto pormenorizado de las medidas emprendidas por
los habitantes del camino de sirga, sí resulta pertinente
detenerse en ellas en un sentido general, desde el punto de
vista de sus vasos comunicantes con la tramitación judicial
del conflicto. ¿Qué relaciones se establecían entre modos
de acción colectiva como los aquí mencionados –caracte-
rísticos de los repertorios de protesta de las organizaciones
villeras– y la apuesta a incidir en el curso del expediente? Y
sobre todo, ¿qué tensiones generaba la complementariedad
de estas dos vías –llámeselas la “política” y la “jurídica”– en
el bloque conformado por los afectados, sus defensores y
la Fundación Temas?

20 Esta cuestión será retomada en el próximo capítulo.
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Según resaltaba Luciana, una de las abogadas, “en un
montón de cosas ellos [los afectados] dicen ‘vamos a prender fuego
el juzgado, vamos a hacer una movilización’. [Pero] yo no puedo
ir a movilizarme con los vecinos. Porque no puedo. No puedo ir a
prender fuego el IVC”. Y a continuación aclaraba:

Yo me muero de ganas de ir con ellos en lo personal, pero ins-
titucionalmente no se puede. Viste que cada vez que hay que ir
al Juzgado, decimos ‘bueno, si ustedes quieren, podemos presentar
una nota, que ustedes la firman, y después ustedes van y hacen lo
que quieran hacer’. Nosotros no podemos participar de eso, porque
después tenemos que ir a firmar un escrito.

Sin embargo, como se desprende de las notas de campo,
además de fungir como representantes legales de los habi-
tantes del camino de sirga, los integrantes de la Defenso-
ría se desempeñaban informalmente como propulsores de
las medidas de acción directa, aquellas que sostendrían e
impulsarían el proceso que transcurría por vía judicial. Así,
ante sucesos como audiencias convocadas por el juez de
ejecución, los defensores señalaban la importancia de que
en simultáneo se llevase adelante una concentración en las
puertas del juzgado; o ante los sucesivos incumplimientos
del IVC, formaban parte de la planificación de moviliza-
ciones. En definitiva, si bien en la esfera pública evitaban
formar parte de estas medidas de protesta, ejercían un rol
dinamizador del cuerpo de delegados fomentando el desa-
rrollo del conflicto por vías extrajurídicas. Así lo dejaba
entrever Jorge, uno de los afectados de mayor liderazgo,
cuando decía que “nosotros no tenemos el conocimiento legal,
necesitamos de su ayuda. Pero no sólo por lo profesional, [sino]
por todo lo que nos vienen acompañando”.

Claro está, este ejercicio anfibio de las tareas de defensa
–en un doble sentido político y jurídico– no estaba exento
de matices y dificultades. Según Adrián,

264 • Más allá del lawfare

teseopress.com



Todos vamos al territorio […], hablamos desde el conocimiento del
territorio, podemos equivocarnos pero estamos en eso. Pero […] te
expone mucho trabajar en el territorio […], y te expone porque en
un punto sos el Estado, y nosotros no podemos renegar de eso. Si
querés, la forma en que hacemos nuestro laburo es muy particular,
pero somos el Estado. Nosotros le hemos dado un montón a la causa,
poder organizar ese proceso, trabajar con los compañeros, darle una
impronta totalmente distinta a la que estaba planeada, a la que el
Poder Judicial le quiere dar, pero siendo del mismo Poder Judicial.

Esta contradicción, producto del ejercicio activista del
derecho desde un organismo estatal, podría identificarse
acaso como una de las principales diferencias de la abogacía
“anfibia” respecto de la abogacía “activista” o “alternativa”
(Manzo, 2016; Villegas Guzmán, 2016; Carlet, 2015). Sin
embargo, para los defensores se trataba de una limitación
parcial. Según Paula, de la Fundación Temas, existía una
división de tareas entre aquello que podía ser dicho y hecho
por los abogados y lo que sería más viable desde las liber-
tades de pertenecer a una organización no gubernamental.
“Hay algunas [cosas] implícitas y otras muy charladas […]. A mí
me toca a veces la cosa más confrontativa […]. La Defensoría
no lo puede hacer porque es un organismo de defensa que tiene
que cumplir con ciertas cuestiones muy básicas de vinculación
institucional y formalidades. Yo, con la espalda de Temas, soy
como inimputable”.

Andrés: ¿Qué cosas pueden hacer ustedes?
Paula: Decirles que vamos a movilizar. La Defensoría no puede
decir “mire, si ustedes no lo hacen, el barrio va a movilizar”. La
Defensoría no puede organizar una movilización. Aunque esté de
acuerdo. Y obviamente también ahí hay un acuerdo, de que si la
Defensoría considera que no es el momento de movilizar, o no es el
momento de, no sé, por ejemplo […], la Defensoría no puede sentarse
en una mesa [a] amenazar con que va a denunciar en el Banco
Mundial la forma de ejecución de [una] obra. Yo sí. Y se lo dije al
señor del Banco Mundial. “Tengo acá lleno el formulario para el
panel de inspección. [Lo firmo] y les hago caer el financiamiento. ¿Y
saben por qué no lo hago? Porque la Defensoría me está pidiendo
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que seamos cautelosos para no perder el financiamiento para obras
futuras” […]. Saben que no nos tiembla el pulso, porque no tenemos
nada para perder […]. Entonces eso [la Defensoría] no lo puede decir,
y al barrio no se lo creen […].
P: Y a veces le pasa a Adrián, que es un tipo que tiene sus posi-
cionamientos y militancia […], que no está muy de acuerdo con
algunas decisiones en términos de organización política del barrio, y
mucho impedimento para decirlo, porque cuestionar algunas cosas
desde la Defensoría General es raro. No sé, que el barrio resuelva
si le damos participación a tal movimiento político y el barrio toma
una decisión y por ahí algún funcionario de la Defensa no está
de acuerdo, no lo puede decir. En ese encuadre no lo puede decir,
porque no está ahí para eso.

La práctica jurídica desplegada en la Villa 21-24, como
hemos visto hasta aquí, no subordinaba a las formas políti-
cas de protesta, pero tampoco era subsidiaria de ellas. Más
bien, el avance de posiciones en el plano judicial requería
el impulso de la organización colectiva y la acción directa,
pero a su vez el activismo de los afectados precisaba anclar-
se en estrategias jurídicas, pues era esta esfera la que sentaba
las reglas generales del conflicto. En esta imbricación los
defensores llevaron adelante la representación legal a la vez
que contribuyeron a la conducción de la organización polí-
tica, aunque actuando a la par de la Fundación Temas en la
tarea de lidiar con las tensiones inherentes a la adopción de
una perspectiva activista desde el propio Poder Judicial.

“¿No se ganan más problemas que otra cosa involucrándose
tan profundamente en el conflicto?”, le preguntaba en una
entrevista a Adrián. “Es que tomarse en serio la defensa de
derechos implica también eso”. El activismo judicial ejercido
desde la Defensoría, al radicalizar los principios inherentes
a la tarea de garantizar el “acceso a la justicia”, conllevó en el
conflicto por las relocalizaciones a un complejo entrelaza-
miento entre estrategias legales y otras de tipo estrictamen-
te político. En otras palabras, la construcción conjunta del
conflicto por parte de la Fundación Temas, los defensores y
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los afectados no planteó una disyuntiva entre dos formas de
acción sino que dio a luz a una relación de mutua necesidad
entre la estrategia jurídica y el activismo político.

Este capítulo examinó algunos de los principales con-
flictos desatados durante el proceso de relocalización así
como las estrategias y modos de intervención de los distin-
tos actores que conformaron un bloque en defensa de los
afectados. La hipótesis que orientó a estas páginas fue que
la orden del juez Armella implicó la construcción de una
nueva territorialidad en la ribera del Riachuelo, y que los
nuevos significados que ésta adquirió se delinearon con-
forme se desarrolló el conflicto y se crearon nuevas redes
y relaciones entre actores. Según vimos, la transformación
del territorio abrió una serie de tensiones que, al devenir
en conflictos y acción colectiva, condicionaron los cam-
bios territoriales.

A partir del caso de los conflictos por el trazado de
la línea de demolición, la definición de criterios para la
sustanciación de las primeras relocalizaciones y el estado
del Complejo Urbano “Padre Mugica”, hicimos particular
hincapié en los modos de protesta de los que se valieron
los afectados, y cuáles fueron las modalidades de acción de
la Defensoría General de la Ciudad en tanto coordinadora
de la estrategia de defensa. El enfoque territorial adoptado
por este organismo dio cuenta de las formas de imbricación
entre la acción directa y la utilización de las herramientas
del campo del derecho. Según vimos, la construcción del
conflicto fue una condición necesaria para la elaboración de
una intervención en el plano jurídico, especialmente dado
el hecho de que las reglas procesales limitaban la capaci-
dad de incidencia de los afectados y sus defensores en el
expediente.
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6

Los meandros de las políticas
judicializadas

De la protesta a la institucionalización

El proceso catalizado por la “limpieza de márgenes” del
Riachuelo tuvo alcances e implicancias que excedieron vas-
tamente los objetivos manifiestos de la sentencia de la Corte
Suprema, así como el carácter pretendidamente resoluto-
rio de la “eliminación de obstáculos” dispuesta por el juez
Armella. De hecho, esta orden operó como puntapié de un
conflicto complejo y prolongado. A lo largo de este libro,
hemos rehuido de analizarlo ciñéndonos al formalismo de
los procedimientos y hemos procurado a su vez no asumirlo
como expresión de las impugnaciones generadas por los
actores movilizados. Más bien, lo hemos entendido como
revelador de visiones, posiciones y estrategias en pugna, en
el cuadro de un fenómeno de creciente tramitación de los
conflictos por vía judicial y en clave de derechos.

Desde esta perspectiva, hemos evitado pensar los anta-
gonismos como resultado de meras relaciones de fuerza, o
como si fueran producto de principios normativos o valo-
rativos. En otras palabras, la intención ha sido construir un
equilibrio entre lo que Chateauraynaud (2009: 2) denomina
“sociología cínica” y “sociología moral”, con el fin de mos-
trar cómo el conflicto puede leerse desde una sociología de
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las controversias y movilizaciones colectivas, reflexionando
en un mismo acto sobre las muestras de fuerza y los reper-
torios argumentativos de los actores.

Según este autor, existen tres grandes esquemas inter-
pretativos de los conflictos. En primer lugar, una pers-
pectiva según la cual, como todo se jugaría en contex-
tos localmente situados, para comprender el derrotero de
determinada causa se debería atender a los microprocesos.
En segundo lugar, una que vulgariza la teoría del caos, resal-
tando cómo la contingencia y solapamiento de los acon-
tecimientos produciría las condiciones favorables para la
emergencia de determinada contienda. Por último, aque-
lla que considera que los conflictos reposan sobre estruc-
turas profundas que sobredeterminarían los sucesos y sus
transformaciones.

Pero en lugar de dar por sentada una supuesta disyun-
tiva entre planos micro y macrosociales, es posible –según
Chateauraynaud– condensar esos esquemas en una “balísti-
ca sociológica” que, analizando las trayectorias de los acto-
res y los argumentos, describa algunos de los momentos
e instancias esenciales del desarrollo de los conflictos: sus
condiciones de emergencia y el sentido que le otorgan quie-
nes los producen; las disputas en torno a la definición de
los argumentos de intervención legítimos; la naturaleza de
las arenas o escenas por las cuales transitan; y la conforma-
ción de un poder de expresión por parte de los actores que
permita no sólo la puesta en agenda de sus demandas sino
también su inscripción duradera en una serie de problemas
públicos constituidos (2009: 6).

A este respecto, hemos examinado en el primer capí-
tulo las características que asume la judicialización de la
conflictividad y sus efectos sobre los modos de tramitación
de demandas, la implementación de políticas y la formu-
lación de argumentos. Asimismo, en el segundo capítulo
analizamos el contexto y las circunstancias de surgimiento
de la causa Mendoza, deteniéndonos en los diagnósticos
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que la motorizaron, los dilemas que abrió y los modos en
que transformó el abordaje de la cuestión ambiental en la
cuenca Matanza-Riachuelo.

El tercer capítulo nos introdujo de lleno en cómo el
juez de ejecución tradujo la sentencia de la Corte Suprema
en disposiciones apuntadas a la implementación de políti-
cas públicas, surgiendo entre ellas la orden de apertura del
camino de sirga. Analizamos, a propósito de este suceso,
la generación de controversias jurídicas entre un enfoque
“erradicador” y otro anclado en la defensa de los derechos
económicos, sociales y culturales de la población afectada.
A través de sus patrocinadores, los habitantes de la ribera
denunciaban no sólo que no estaban contemplados como
actores en el expediente, sino que se hallaban en vías de
convertirse en víctimas (más que en beneficiarios) del fallo
judicial. Por esta razón, era preciso sentar nuevas reglas
de juego que reconocieran su capacidad de incidir en las
diversas etapas de implementación de las relocalizaciones y
redundaran en un mejoramiento de sus condiciones de vida
(en lugar de su horadación, según denunciaban).

El cuarto capítulo nos condujo a otra escala de indaga-
ción, pues, insertándose en el caso de la Villa 21-24, colocó
el foco en la perspectiva de los afectados respecto del fallo
que disponía su relocalización. A lo largo de esas páginas,
indagamos en las trayectorias de algunos de los afectados y
describimos los significados que tenía para ellos la situación
medioambiental y la vida en el barrio que ahora se veían
forzados a abandonar. A su vez, examinamos los motivos
atribuidos a la orden del juez, sus interpretaciones respecto
del inicio del proceso y los sentidos ambivalentes construi-
dos en torno a él. A partir de la puesta en foco de esta
dimensión de análisis, se vislumbraron algunas de las repre-
sentaciones y experiencias subjetivas que explican el hecho
de que la apertura del camino de sirga haya dado lugar a
una resistencia de la población afectada.
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Por último, el quinto capítulo se focalizó en los modos
de territorialización de la sentencia. A partir de la presenta-
ción del entramado de organismos y organizaciones cons-
tituido en pos de la defensa de los afectados, se analizaron
momentos clave del proceso de implementación de las relo-
calizaciones que permiten comprender tanto las estrategias
de los actores como los debates suscitados en el proceso
de implementación. Estos ejes dejaron vislumbrar algunas
de las principales demandas de los habitantes del camino
de sirga y con ello las lógicas que marcaron el compás del
conflicto. En este sentido, se prestó particular atención a
la articulación de mecanismos de acción directa con herra-
mientas propias del campo jurídico.

Por ende, si en las páginas precedentes se abordaron
las controversias y conflictos jurídicos, sociales y territo-
riales desatados a partir de la orden del juez Armella, las
páginas que siguen se abocarán a indagar en sus efectos
político-institucionales. ¿De qué modos se transformaron
los entramados normativos de los actores condenados –en
nuestro caso, el gobierno de la ciudad de Buenos Aires–
como consecuencia de esta sentencia? ¿Qué clase de dis-
positivos se construyeron para dar cumplimiento al fallo
y qué canales de diálogo, participación y/o negociación se
generaron entre el IVC y los habitantes del camino de sirga?
¿Existieron vías alternativas a la judicial y la administrativa
para la tramitación de las demandas de la población? ¿Qué
implicancias tuvo el proceso sobre las formas de vincula-
ción de los afectados con el Estado? ¿Cómo se insertaron las
relocalizaciones en la agenda gubernamental y en la serie
de conflictos habitacionales que para entonces se multipli-
caban en la ciudad?

Se trata, en otras palabras, de analizar el
conflicto en función de aquello que produce político-
institucionalmente; más precisamente, con relación a su
productividad (Azuela y Cosacov, 2013). Como resaltan
Rodríguez Garavito y Rodríguez Franco (2015), en las cien-
cias sociales suele perderse de vista el destino de las senten-

272 • Más allá del lawfare

teseopress.com



cias judiciales activistas una vez que salen de los tribunales,
y en particular una vez que ingresan a la trama política
y gubernamental. Pero resulta indispensable atender a sus
efectos institucionales –tanto materiales como simbólicos–
si se pretende comprender su influencia sobre las formas de
funcionamiento del Estado, las relaciones de éste con acto-
res de la sociedad civil y el desarrollo de la conflictividad.

Analizar la institucionalización de los conflictos resul-
ta, por lo tanto, una tarea clave, ya que da cuenta de cómo
ciertas tensiones y desequilibrios acaban por trascender a
las voluntades de los agentes en pugna, convirtiéndose en
pautas de acción en mayor o menor medida estabilizadas,
estandarizadas y normativizadas, cuando no constrictivas
en términos burocrático-procedimentales (o incluso lega-
les). Retomando a un auténtico clásico de la sociología
(Durkheim, 2007), se trata de observar las maneras en que
los procesos conflictivos se objetivizan, volviéndose exte-
riores a los actores para luego determinar coercitivamente
su obrar y orientarlo en su desarrollo. O, según apuntan
Berger y Luckmann (1968: 74), cómo la institucionalización
supone la generación de vías de control para la acción, con-
duciéndola en determinadas direcciones en detrimento de
otras que teóricamente podrían tomarse.

Desde el punto de vista de la Corte Suprema, la eje-
cución de la causa Mendoza requería la construcción de
una “microinstitucionalidad” (Lorenzetti, 2008), es decir, la
generación de instancias al interior del Estado que garan-
tizaran el encauzamiento y dinamización de las tareas de
saneamiento ambiental. En esta clave, la creación de Acu-
mar ofrecía la indispensable capacidad de coordinar las
acciones de los tres gobiernos con jurisdicción en la cuenca
(la ciudad de Buenos Aires, la provincia de Buenos Aires
y la Nación). Y el Cuerpo Colegiado, por su parte, cons-
tituía la posibilidad de que organizaciones de la sociedad
civil observasen y controlasen el proceso, pudiendo acce-
der al expediente y realizar presentaciones ante el juzgado.
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La causa, por lo tanto, procuraba impulsar mecanismos ad
hoc que abrieran vías institucionales hacia el cumplimiento
de la sentencia1.

Pero en lo que concierne al subproceso de relocaliza-
ciones en la ciudad de Buenos Aires, hemos visto que desde
los inicios fue escasa la estandarización y formalización de
procedimientos para acatar la resolución del juez Armella.
Resulta ilustrativo en este sentido cómo –según vimos en el
tercer capítulo– la orden de eliminar obstáculos habilitaba
amplios márgenes de interpretación respecto de los posi-
bles modos de efectivizar la medida. Así, mientras que en
una primera etapa los barrios “obstructivos” eran demoli-
dos y erradicados de modo violento por el Ministerio de
Espacio Público, una vez formulada la indicación de que la
población tenía derecho a ser relocalizada fue el IVC quien
asumió las tareas. En otras palabras, el gobierno de la ciudad
no contaba con una estructura ni con una política predefi-
nida para llevar adelante su condena. Más bien, cada paso
dado en pos de la implementación de las relocalizaciones
estaba sujeto a voluntades contingentes y constreñimientos
externos: entre ellos, las directivas de la justicia, la resisten-
cia de los afectados o incluso, como veremos más adelante,
las iniciativas de los equipos del gobierno a cargo de las
negociaciones en el territorio.

Este capítulo, por lo tanto, examinará algunas de las
formas en que el conflictivo proceso de relocalizaciones se
institucionalizó, es decir, cómo se conformaron reglas, pro-
cedimientos, ámbitos de interacción formalizados y órga-
nos de implementación. Pero a su vez, esta tarea reque-
rirá analizar otras consecuencias de orden más indirecto
e incluso simbólico, relativos a cómo se institucionalizan
las demandas, de qué modos se transforman las agendas

1 Las potencialidades y limitaciones de esta “microinstitucionalidad” ha sido
objeto de diversos análisis críticos que, al estar centrados en la causa Men-
doza como tal, exceden los objetivos de este libro. Pueden consultarse algu-
nos de ellos en Merlinsky (2013), Napoli (2009), Cafferatta (2009).
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públicas y gubernamentales, y qué tensiones atraviesan
estos procesos vis à vis otras vías más informales –y menos
estatalizadas– de desarrollo del conflicto. En otras pala-
bras, las páginas que siguen se abocarán a indagar en las
transformaciones del conflicto –y por ende, del proceso de
implementación de políticas– conforme éste fue imbricán-
dose con las lógicas legales, burocráticas, institucionales y
políticas del gobierno.

En primer lugar, se analizará la constitución de canales
de diálogo y negociación entre los afectados y el IVC, en
lo que daremos a llamar una institucionalización “desde
abajo”. Aunque los modos en que aquellos hacían oír sus
demandas dependían de medidas de acción directa y la pre-
sentación de recursos administrativos y judiciales, con el
correr del tiempo se consolidaron las denominadas “mesas
de trabajo”, reconocidas judicialmente como espacio parti-
cipativo de carácter vinculante. Veremos no sólo las tensio-
nes que supuso la puesta en funcionamiento de esta instan-
cia, sino también algunos de los dilemas que ella implicó
para el conflicto como espacio de participación institucio-
nalizada.

En segundo lugar, se presentará una de las principales
demandas que estructuraron el proceso de relocalizaciones:
aquella mediante la cual los vecinos exigían que las vivien-
das a las que fuesen mudados se ubicasen en las cercanías
del barrio de origen. A propósito de ello, se examinarán
cuatro momentos del desarrollo de esta faceta del conflicto:
el relevamiento de terrenos realizado por los propios afec-
tados –así como su presentación al IVC a través de las mesas
de trabajo–; la construcción de argumentos jurídicos que
justificasen la voluntad de permanecer en los alrededores
de la villa; la obturación de la instancia de diálogo formal
y cómo, a raíz de ello, se apeló a medidas de movilización;
y el desplazamiento del reclamo a la esfera legislativa, por
medio de la formulación de una ley de expropiación de los
lotes pedidos por los habitantes de la ribera.
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En tercer lugar, en una sección que describirá la ins-
titucionalización “desde adentro”, se colocará el foco en el
papel del equipo territorial del IVC, destacado por sus dife-
rencias respecto de la dirección política del organismo y por
determinadas iniciativas informalmente adoptadas que se
volvieron determinantes para el desarrollo del proceso de
relocalización. En particular, se examinará la incorporación
de las demandas de los vecinos al entramado institucional
del IVC a partir de la confección de un “Protocolo base
para el diseño e implementación socialmente responsable
de procesos de relocalización involuntaria de población”.

Como se argumentará luego, al hacerse referencia a la
institucionalización “desde abajo” y “desde adentro”, lejos
está el capítulo de pretender desconocer los recaudos suge-
ridos al inicio de este libro respecto de la topografía imagi-
naria del Estado (Ferguson, 2007). Por lo contrario –como
se argumentará luego–, la propuesta aquí es asumir las
expresiones en un sentido disruptivo respecto de la crítica
original: es decir que, más que asumir el “adentro” y el “aba-
jo” como sitios que recrearían simbólicamente a las políticas
públicas como originadas en instituciones ubicadas “enci-
ma” de la sociedad, se propone que ilustren los múltiples
focos de producción de la acción pública en el proceso de
relocalizaciones.

Finalmente, en la última sección se plantearán interro-
gantes en pos de la comprensión del destino de este proceso
en los últimos años. A partir de una descripción de las
características por él asumidas recientemente, se establece-
rá una conexión entre el surgimiento de una nueva mirada
sobre la cuestión sociohabitacional en la ciudad de Buenos
Aires y la dinamización de las relocalizaciones.
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La institucionalización “desde abajo”: de la presión
de los afectados a la constitución de las mesas
de trabajo

Los actores colectivos como creadores de instituciones

La causa Mendoza, como mencionábamos en la sección
anterior, procuró generar una “microinstitucionalidad” que
sentara las condiciones para el cumplimiento de una
sentencia que requería articulaciones interjurisdiccionales,
mecanismos de veeduría social e instancias de control. Pero
desde sus inicios, el proceso de relocalizaciones fue más
bien improvisado, una batería de políticas ad hoc imple-
mentadas sin ámbitos de deliberación jurídicamente cons-
tituidos que contuviesen los pasos de los actores implicados
ni la interacción y negociación entre ellos. De hecho, la
incorporación de las relocalizaciones a la agenda política
del gobierno de la ciudad de Buenos Aires se había pro-
ducido por imposición externa: su principal dinamizador
era, precisamente, el juzgado de ejecución, que con varia-
bles niveles de intensidad exigía avances, requería la con-
secución de resultados y fiscalizaba el acatamiento de sus
resoluciones.

Pero como vimos en capítulos previos, los propios
lineamientos judiciales estuvieron supeditados al desarrollo
de un conflicto jurídico y político en contra de los des-
alojos y por el reconocimiento del derecho a una vivienda
nueva. Y desde entonces –se argumentará en las páginas
que siguen– fueron las impugnaciones realizadas por los
actores afectados las que comenzaron a trazar la institu-
cionalidad de las relocalizaciones. En otras palabras, los
marcos jurídicos que reglaron el proceso no tuvieron un
origen a priori, sino que fueron producto, precisamente, del
desarrollo del conflicto.

Debe advertirse, no obstante, que los análisis de pro-
cesos de implementación de políticas públicas que toman
como punto de partida la institucionalidad suelen adolecer
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de una perspectiva parcelada y aleatoria. Al subrayar las for-
mas en que la acción se ciñe a marcos convencionales, esta-
bilizados, anticipables y organizados, tienden a privilegiar
al Estado en un papel preeminente, como entidad separada
de los actores “sociales” (Abrams, 1988; Lascoumes y Le
Galès, 2014). Es decir, lo dotan de una capacidad de inter-
vención y prefiguración tal que la “etapa” de formulación
parecería fluir de modo lineal, lógico, ordenado y racional
hacia la de ejecución (Wedel et al., 2005). Por lo contrario,
otros enfoques parten de los individuos, sus creencias y sus
intereses para explicar la formación y el mantenimiento de
las instituciones. Según esta perspectiva, debe reconciliarse
el sentido de la acción de los sujetos con los marcos estruc-
turales, elucidándose las elecciones que realizan al interior
de un sistema restrictivo (Lascoumes y Le Galès, 2014).

Es posible, sin embargo, adoptar una mirada “meso-
sociológica” que atienda a cómo los actores colectivos pro-
ducen las instituciones (Dimaggio y Powell, 1991; Camp-
bell, 2004, citados en Lascoumes y Le Galès, 2014). Así, se
podrá observar que en el proceso de relocalizaciones fue la
lucha de los afectados y sus representantes el motor de la
institucionalización del conflicto. Más aún, se verá que sus
intentos iniciales de construir marcos jurídicos que canali-
zaran el proceso se vieron solapados con iniciativas poste-
riores del IVC, y que estos encuadramientos se volverían un
antecedente para la regulación de conflictos posteriores.

La conformación del cuerpo de delegados, una vía
de incidencia en el conflicto

El agrupamiento político de los afectados bajo la forma
de un cuerpo de delegados fue uno de los primeros hitos
en la generación de institucionalidad en el conflicto. Como
vimos en el capítulo anterior, los miles de habitantes del
camino de sirga no tenían entidad como partes procesales
y, por ese motivo, junto con sus defensores llevaron a cabo
una estrategia según la cual la conquista del derecho a ser
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jurídicamente oídos en la causa dependía de su capacidad
de organización y acción por la vía política. En este mar-
co, la aptitud de los abogados de representar no sólo a la
sumatoria de casos individuales sino a los afectados como
colectivo dependía de una tarea de validación jurídica de su
instancia de representación.

El primer paso dado en este sentido fue la creación del
cuerpo de delegados y la adquisición, en tal acto, de una
entidad legal que permitiese la actuación corporativa y su
legitimación en la negociación con diversos órganos esta-
tales. Así es como el 15 de mayo de 2011, luego de llevado
adelante un proceso eleccionario en la zona ribereña de la
Villa 21-24, se constituyó dicho grupo con los objetivos de:

1. Abocarse al trabajo de todos los extremos de la pro-
blemática relativa al “Camino de Sirga” del Riachuelo en la
villa 21-24.
2. Aportar a la organización de la comunidad desde una pers-
pectiva participativa.
3. Garantizar la pluralidad de visiones, y la participación
comunitaria en la toma de decisiones.
4. Aportar al diseño y control participativo de las políticas
públicas destinadas a la problemática del “Camino de Sirga”
del Riachuelo.
5. Garantizar el acceso a la información a los habitantes
del barrio.
6. [Canalizar] las opiniones, necesidades, dudas y problemá-
ticas de los vecinos hacia las entidades públicas del Estado
Nacional o de la ciudad de Buenos Aires como ante enti-
dades privadas.
7. [Realizar] gestiones, mesas de trabajo, reuniones y asam-
bleas, tanto ante entidades públicas del Estado Nacional o de
la ciudad de Buenos Aires, en lo pertinente a sus funciones
(Testimonio del Acta Constitutiva del “Cuerpo de delegados
por el camino de sirga”).

Según Adrián, uno de los defensores de los vecinos,
“institucionalizar el conflicto te da ciertas garantías de cómo se
va a desarrollar”, evitando así que “te lo destruyan muchas
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negociaciones individuales”. En efecto, para el IVC los afec-
tados eran una pluralidad de casos a gestionar y en ese
sentido su acercamiento al territorio se realizaba familia
por familia. Así, a la hora de negociarse una determinada
etapa de relocalizaciones, su forma privilegiada de abordaje
era acudir a las viviendas en la zona a demoler y, caso a
caso, determinar cuáles eran las personas que aceptarían
ser trasladadas a los complejos, o cuáles manifestaban su
voluntad de permanecer –apelándose en estas ocasiones al
mecanismo de intercambio de viviendas–. Así se refería al
tema Lorena, del equipo territorial del IVC:

Nosotros vamos casa por casa con el censo, con planillas, con datos
de las familias, y vemos si sigue viviendo ahí esa familia o no, si
no vive esa familia sabemos que hay un caso que vamos a tener
que trabajar […]. Entonces nos fijamos quién está censado, quién no,
quién se quiere ir a Padre Mugica, quién no, y vamos pintando un
mapa –que te lo puedo mostrar, no lo tengo acá, todo de colores–,
viendo quiénes se quieren ir, quiénes no se quieren ir, quiénes dudan
y quiénes son irregulares.

Este abordaje, claro está, suponía un desafío para los
afectados activistas. En la medida en que para el IVC el
interlocutor fueran cada uno de los habitantes del camino
de sirga en su individualidad, difícil sería la instalación de
demandas, el planteo de reivindicaciones y, llegado el caso,
la resistencia a las relocalizaciones en sí mismas. Como
vimos anteriormente, la vida en la ribera del Riachuelo
tenía implicancias heterogéneas para sus pobladores y la
orden del juez Armella presentaba por lo tanto expectativas
disímiles. Si el gobierno comenzaba a construir consensos
entre los afectados más dispuestos a ser relocalizados, teó-
ricamente acabaría aislando a los movilizados y debilitando
su capacidad de establecer condiciones para el conjunto:
según me contaba Jorge, uno de los vecinos, “hay quienes
prefieren pájaro en mano que cien volando”. En este escenario,
según Adrián, el IVC podría “ir arreglando con los referen-
tes” de cada una de las zonas ribereñas, resultándole más

280 • Más allá del lawfare

teseopress.com



fácil de este modo evitar la mediación de los activistas. De
hecho, el resguardo de la organicidad del cuerpo de delega-
dos –y, con ello, su carácter de interlocutor legítimo ante el
IVC y el juzgado– no fue un problema menor. Así lo reflejan
las siguientes notas de campo tomadas a propósito de mi
asistencia a las asambleas vecinales en el camino de sirga:

Notas de campo

15 de diciembre de 2014

Hoy surgió un contrapunto interesante cuando Sergio […]
planteó que nadie se mudara hasta que no estén listas las
1334 viviendas, e insistió con que frente al escenario incierto
de las relocalizaciones que se vendrían en marzo se debería
formular un criterio único, es decir, que nadie se mude hasta
que no esté todo construido. Varios delegados remarcaron
que ellos no tendrían problema en llevar adelante una estra-
tegia así, pero la gente podría querer otra cosa. Es decir, nada
impide que el IVC vaya a buscar a los vecinos uno por uno
para decirles que fueron seleccionados para mudarse y ellos
acepten lo malo y seguro en lugar de lo dudoso e incierto.

4 de mayo de 2015

Hoy se acercó mucha gente nueva porque el IVC empezó
su “trabajo de campo” la semana pasada […]. Está pasando
casa por casa por algunas zonas hablando con la gente, sugi-
riéndoles que vayan pensando en mudarse hacia fin de año.
Jorge […] aclaró que la idea de los delegados siempre fue que
nadie se fuera si no estaban garantizados sus derechos. Sin
embargo, “algunos no escucharon. Es la gente que tiene que
tener convicción de esto”, dijo frustrado. A propósito de esto,
Juancho dijo “si se niegan a irse vamos a conseguir un montón
de cosas. Si no, van a terminar en cualquier lado”.

En este contexto, la existencia de un cuerpo de dele-
gados era condición necesaria pero no suficiente para que
se alcanzase la capacidad de presentar exigencias al IVC
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que torciesen el rumbo de las relocalizaciones, fuera en lo
referido a la calidad de los complejos habitacionales a los
que serían trasladados, o –como veremos en el próximo
apartado– a su zona de emplazamiento. En cualquier caso,
sería preciso dar un salto hacia la institucionalización de un
ámbito de negociación.

Los desafíos de la participación institucionalizada

En los primeros meses de 2011, poco después de realizada la
delimitación del camino de sirga y ya conformado el cuer-
po de delegados, los reclamos de los afectados no tardaron
en multiplicarse. ¿Qué zonas serían relocalizadas prime-
ro y bajo qué criterios? ¿Qué podría hacerse respecto de
las deficiencias constructivas del complejo Padre Mugica,
sobre las cuales cundían informes, artículos periodísticos
y relatos de sus primeros habitantes? ¿Era posible gene-
rar una alternativa a ser trasladados al extremo sur de la
ciudad? Y sobre todo, ¿por qué vías podrían plantearse las
demandas al IVC?

En los primeros momentos del conflicto, luego de que
la Defensoría General de la Ciudad, la Asesoría Tutelar y
la Fundación Temas asumieran la tarea de colaborar en la
defensa de los afectados, las negociaciones con el gobierno
no contaban con canales establecidos ni marcos regula-
torios. “Hacíamos reuniones en medio del pasillo del Edificio
del Plata… Una institucionalidad muy precaria”2, recordaba
Adrián. “Nos reuníamos en un escritorio de alguien, todos amon-
tonados. Era ir construyendo lo formal, luchar contra no tener
a los vecinos como parte de la causa, contra no tener acceso al
expediente”, relataba Paula. El hecho de que los espacios de
diálogo no estuvieran sostenidos más que por presión de los
abogados y movilización de los vecinos dotaba de una suma
precariedad a las discusiones y acuerdos alcanzados.

2 El Edificio del Plata es un conocido edificio del centro de Buenos Aires don-
de, en aquel entonces, se hallaba la sede central del IVC.
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Sin embargo, a partir de que el Asesor Tutelar comenzó
a labrar actas de lo que allí era dicho y hecho (y más aún
luego de que el juez Armella reconociera su existencia), la
legalidad, regularidad y formalidad comenzaron a cobrar
preponderancia. Y así, finalmente, el 8 de junio de 2011
tuvo lugar la primera “mesa de trabajo para la planifica-
ción y ejecución de criterios y parámetros de relocaliza-
ción de los vecinos afectados por el camino de sirga de la
Villa 21-24”. Referido comúnmente como “mesa de trabajo”,
este espacio se volvió el ámbito institucional por excelen-
cia para la interacción entre los actores involucrados en
el proceso de relocalizaciones3. Además de los delegados,
la Fundación Temas, la Asesoría Tutelar y la Defensoría
General de la Ciudad, tendían a hacerse presentes otros
organismos como la Acumar, la Defensoría del Pueblo de la
Ciudad y, eventualmente, dependencias del gobierno local
implicadas en discusiones puntuales, como el Ministerio de
Salud y el Ministerio de Educación. Finalmente, en nom-
bre del IVC participaba el coordinador del equipo creado
específicamente para llevar a cabo las políticas ligadas a la
orden del juez Armella: la “Unidad de Proyectos Especiales
(UPE) Acumar”.

A pesar de su formalización, la constitución de las
mesas de trabajo no fue una etapa exenta de debates respec-
to de las características de tal formalidad. Por lo contrario,
en sus primeros momentos la discusión preeminente estaba
referida a sus funciones y alcances, así como a los actores
que estarían habilitados a participar. De hecho, uno de los
mayores disparadores del conflicto en torno a la fisionomía
de este espacio fue la aprobación por parte del Directorio
del IVC del Acta 2468-D-2012 denominada “Protocolo para
la creación y el funcionamiento de las mesas de trabajo para

3 Según las actas de las mesas de trabajo a las que pude acceder, se realizaron
catorce reuniones en 2011, ocho en 2012, siete en 2013, cinco en 2014, cua-
tro en 2015, seis en 2016 y nueve en 2017. A lo largo de las páginas que
siguen se darán algunas pistas respecto del porqué de la pronunciada caída
en su frecuencia.
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la relocalización de villas y asentamientos precarios de la
cuenca Matanza-Riachuelo”. Esta resolución, adoptada sin
consulta al resto de los actores hasta entonces participantes
en las mesas, se proponía como objetivo “la construcción
de un espacio organizativo y participativo con los vecinos
próximos a mudarse y las jurisdicciones locales competen-
tes responsables del proceso, que minimice la conflictividad
social”. En definitiva, se pretendía que las mesas “logren que
las familias internalicen la mejoría […] de las condiciones
habitacionales de las futuras viviendas, identificando el pro-
ceso como una mejora en su calidad de vida”. El protocolo
elaborado por el IVC indicaba:

i) que los participantes de la mesa de trabajo serían la
“jurisdicción local”, la Acumar, los “vecinos elegidos en el
barrio a tal fin”, un representante del Cuerpo Colegiado y
un representante de organismos locales de defensa pública,
restringiéndose explícitamente la participación de asocia-
ciones y/o fundaciones;

ii) que quedaba “explícitamente vedada” la requisitoria
de informes y/o documentación que hicieran referencia
a temas que “impliquen acciones de contralor propia de
organismos con funciones afines, debiendo en tal caso ser
requeridas por la vía y oportunidad correspondientes”;

iii) que los temas a ser abordados serían, entre otros,
a) las “características edilicias” de los proyectos, “con la
respectiva adecuación de las viviendas a la conformación
del grupo familiar y situaciones particulares (por ejem-
plo, necesidad de espacios físicos específicos, infraestruc-
tura para personas con problemas de movilidad, etc.)”; b)
accesos al transporte público, establecimientos educativos y
servicios médicos; c) acceso a lugares de esparcimiento; d)
criterios para la asignación de las viviendas y para la identi-
ficación de los vecinos que deberán tener prioridad.

Según Adrián, “era un protocolo que más que regular el
funcionamiento de un mecanismo participativo [regulaba] la res-
tricción a esa participación”; en otras palabras, “era una situa-
ción de ‘yo reglamento para restringir’ y no de ‘yo reglamento
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para garantizar’”. Con un espíritu similar, la Defensoría del
Pueblo de la Nación –coordinadora del Cuerpo Colegiado
y en aquel entonces con un rol notablemente proactivo–
respondió al protocolo del IVC mediante un informe que
alertaba que “la propuesta de las autoridades restringe inde-
bidamente el número de participantes [e] impide un diálogo
equilibrado al privar a los vecinos del asesoramiento legal
o técnico que ellos consideren necesario”. A su vez, indi-
caba que “el proyecto excluye expresamente la posibilidad
de solicitar informes o documentos, lo que impone una
restricción irrazonable a su funcionamiento, contraria al
derecho a recibir información y la consecuente obligación
de informar que pesa sobre las autoridades públicas”.

En pocas palabras, el protocolo aprobado por el IVC

excluía a la Fundación Temas, cercenaba la representación
de los organismos de defensa y limitaba la circulación de
información. Para Adrián, defensor de los afectados, “la
precariedad de esa mesa te [reforzaba] la discrecionalidad”. El
conflicto parecía hallar una posibilidad de ser institucio-
nalmente canalizado, pero los mecanismos propuestos con-
trariaban la voluntad de los habitantes del camino de sir-
ga. Las instancias de participación, lejos de “minimizar la
conflictividad social” –como se proponía el protocolo–, la
reconducían y escenificaban.

Acta de mesa de trabajo

28 de marzo de 2012

Toma la palabra el vecino Jorge López, en nombre de los dele-
gados. Sostiene que ha quedado demostrada la buena volun-
tad de los habitantes de la sirga, manifiesta que es inacep-
table que no los dejen elegir a sus representantes que son
la Defensoría General, la Asesoría Tutelar de Cámara y la
Fundación Temas. Y considera inconstitucional la forma de
funcionamiento que se establece para las mesas de trabajo en
la propuesta existente del protocolo de participación. Mani-
fiesta que constitucionalmente pueden peticionar, reclamar,
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protestar y manifestarse desde una actitud pacífica, y que
eso no debe generar falsos temores, que se vive en democra-
cia y esas son herramientas constitucionales. Roberto Nairez
ratifica lo dicho por López, y agrega que la actitud del IVC

[…] es una vergüenza. Sostiene que no pueden imponerles
un protocolo de participación realizado de manera unilateral.
Que esto viola los derechos fundamentales de los habitantes
de la sirga, a los que están representando en esta Mesa. El
Dr. Adrián Pagani manifiesta que los obstáculos a la mesa
se deben a la falta de avances del [gobierno de la ciudad de
Buenos Aires] y no a la participación de los vecinos y quienes
ellos deciden que los acompañen […]. Juan Manuel Torto-
sa sostiene que no se podrá continuar con la mesa sin que
los acompañen quienes hoy están presentes. Rubén Jiménez
sostiene que […] esta mesa debe seguir funcionando como
hasta ahora. José Ibáñez ratifica lo dicho. Bárbara Artigas
y Mónica Rivera ratifican y reiteran lo solicitado por sus
compañeros delegados, la Asesoría Tutelar de Cámara y la
Defensoría General.

Aunque el protocolo fue aprobado por el organismo
por vía administrativa, las impugnaciones presentadas por
los afectados y sus defensores evitaron que el juez de eje-
cución lo homologara y entrara en plena vigencia. “Como
políticamente [al IVC] no le daba la correlación de fuerzas, nunca
lo pudieron aplicar más que de palabra”, señalaba Adrián. La
Fundación Temas continuó participando de ella y diversos
reclamos fueron allí puestos en discusión: los criterios de
prioridad para las relocalizaciones, la situación de los no
censados, la realización de obras de urgencia en las zonas
aún no mudadas (problema denominado por los actores
“el mientras tanto”), las deficiencias en materia de salud,
educación, transporte y seguridad en los complejos habita-
cionales, y los cronogramas de obras, entre otros.

Se trataba, no obstante, de una institucionalidad pre-
caria y gris, ya que luego de que se bloquease definitiva-
mente el protocolo impulsado por el IVC no se generaron
nuevos marcos formales de funcionamiento. Aun así, se sos-
tuvieron como un espacio institucional que –a pesar de sus
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limitaciones– permitía construir determinados estándares,
acuerdos y marcos de previsibilidad. “Muchas veces está des-
virtuado, muchas veces es un ‘como si’”, afirmaba Adrián. “[Pero]
yo siempre tuve muchas discusiones con los delegados, de ‘si se
rompe esto, van a perder la exclusividad’. Porque si vos mismo
decís que este canal no sirve, habilitás a hacer cualquier cosa”.
Consistía, entonces, en un medio para alcanzar acuerdos
con el gobierno que volvía menos indispensables las otras
vías, aquellas “que dependían todo el tiempo de la correlación
de fuerzas”. Sin contar con una normativa que las reglase,
pero teniendo en su haber el reconocimiento de la justicia
y una permanente presión de los afectados y sus defensores
para resguardar su vigencia, las mesas de trabajo se sos-
tuvieron como una institucionalidad flotante, condicionante
de los actores y condicionada por las circunstancias, pro-
ducto del conflicto pero no plenamente subordinada a los
acontecimientos.

Una institucionalidad gris: los canales informales
hacia la ejecución de la sentencia

Entre la tramitación del conflicto por vía de las
mesas de trabajo y su desborde hacia la movilización
y las presentaciones judiciales, una parte sustancial del
proceso de relocalizaciones requería de micronegocia-
ciones para la consecución de acuerdos: “los consensos
se construyen en las mesas, pero después hay consen-
sos más chicos… Acuerdos más chiquitos que llevan su
tiempo”, afirmaba en una entrevista Jimena, coordina-
dora del equipo territorial del IVC. Según Bárbara, otra
de sus integrantes, el contacto entre todos los actores
implicados es constante y esencial para la solución de
problemas cotidianos. “Hay un grupo de WhatsApp donde
están todos los referentes, la Defensoría y otros actores, la
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información circula”, graficaba. “Se trabaja bastante arti-
culadamente. O no sé si ‘trabaja’ es la palabra, pero todos
estamos en contacto todo el tiempo con lo que va pasando”.

Según Adrián –abogado de la Defensoría–, el vínculo
permanente entre losactores implicados –desde losafectados
hastael IVC–esindispensable para lograravancesenreclamos
puntuales. Pero inclusive destaca que esas relaciones son más
bien alianzas transversales, que incluso atañen al propio orga-
nismo de vivienda: “fuimos construyendo redes con determina-
dos actores muy subterráneos, segundas líneas, pero que conocemos,
hablamos habitualmente, deunmontóndecosasnospasan informa-
ción”.Yagrega: “cuando va a pasar algo les digo [al equipo territorial
del IVC] ‘mirá, vamos a hacer quilombo con este tema de los servicios
públicos’, y ellas entienden que tenemos razón y la van peleando des-
deadentro,pero también les sirvequenosotrospeleemosdesdeafuera,
porque lacorrelacióndefuerzas internasesmásdébil […]paraofrecer
solucionesaesosquilombos”4.

Según Luciana, otra de las abogadas de la Defensoría
General de la Ciudad, los nexos informales implican inclusive
al juzgado, cuando en ocasiones esporádicas deben realizar
inspecciones oculares o, por otros motivos, tener un acerca-
mientopersonalalterritorio.Sibienelreconocimientojurídi-
codelosafectadoscomoactorprocesaleraendeble(yconello,
también el de sus defensores), “en la práctica lo que pasa es que el
juzgado,aunqueporescritonosdicequeno,nosllamaanosotros,ami
celular, llama a laoficina, ydice ‘che, hola […], te llamo porque vamos
airalbarriomañana,¿nospuedenayudar?Necesitamosdestrabarno
séqué’[…].Todounmarcodeinformalidadespantoso”.

4 Enlatercerasecciónseabordaráconmayorprofundidadeltrabajodelequipoterritorial
delIVC.
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Estas redes informales o invisibles que se describen aquí
arriba conforman –si se quiere– el sustrato más microsocio-
lógicodelaimplementacióndelaspolíticasderelocalización5.
Esta institucionalidad gris –o, reapropiando los términos de
Santos(2009), juridicidadalternativa–nosóloexplicapartede

5 La noción de red ha sido objeto de gran atención sociológica desde la década de 1970.
ComoseñalanBoltanskiyChiapello(2002:208),eldesarrollodenuevosdispositivosde
comunicaciónytransportehaestimuladouna“imaginaciónconexionista”,enlamedida
enquelosvínculosligadosaunterritoriohanentradoencompetenciaconloslazosque
seestablecenadistancia.Másaún,resaltancómosehadifundidolaideadequeestastec-
nologíastiendenadisminuirlaimportanciadelassolidaridadeslocalesencomparación
conaquellasprovenientesdeafinidadesdesterritorializadas.Almismotiempo,destacan
cómohastaladécadade1980eltérminoderedseconectabaconconnotacionesnegati-
vasrelativasavínculosclandestinosoilegales.Seacual fueraelcaso, lociertoesquelas
redes tendían a estar asociadas al secreto o cuanto menos la invisibilidad, en contraste
conlatransparenciadelasrelacionespúblicasgeográficamenteancladas(y,enmayoro
menormedida,institucionalolegalmentelegitimadas).
EnFrancia, losmodelosteóricosbasadosenlaideadered(Latour,2008;Callon,1986)
hantendidoacontraponerseconlasvisionesestructuralistas.Sibienambasvertientes
tienden a coincidir en hacer énfasis en lo relacional en detrimento de lo sustancial, el
estructuralismohaapuntadoabuscarestructurasysuscorrespondienteslógicasinma-
nentes que ordenarían al mundo, mientras que la perspectiva de red ha propuesto un
empirismoradical:“enlugardesuponerunmundoorganizadosegúnestructurasbási-
cas(aunqueéstaspermanezcanocultasydebanserdesveladasporuntrabajocientífico
dereducciónaloscomponenteselementales),separtedeunmundoenelque,potencial-
mente,todoestárelacionadocontodo”(BoltanskiyChiapello,2002:217).Peroaunque
estepuntodepartidapodríahacersuponerquelanaturalezadelosingularobedecesin
másasupertenenciaalatotalidaddelared,esteenfoqueapuntaadetectar“relaciones[…]
másestablesqueotras,caminospreferenciales,estrías”(2002:217).
Lascienciassocialesanglosajonas,mientrastanto,hanvinculadolanociónderedalalin-
güísticaylacomunicación.AutorescomoPeirce(1991)hanpropuestounarepresenta-
cióndelmundocomounareddesignos,segúnlacualéstosnosólohacenreferenciaaun
objeto(segúnladíadasaussureanasignificante-significado)sinoquedebenasuvezser
interpretadosensímismosparacobrarsentido.Deestemodo,“elintérpretedesempeña
[…]elpapeldetraductorodemediador,permitiendoalaredexpandirse,conectandoa
seresquepermaneceríandeotromodoaisladosydesprovistosporellodesignificación”
(BoltanskiyChiapello,2002:221).
Enlasociología,corrientescomoelinteraccionismosimbólicoylaEscueladeChicago
haríanpropiasestasconcepcionesentendiendoalaspersonascomoactoresquedotan
designificadoalmundointerpretándoloenformadesignos.Laetnometodología,porsu
parte,desistiríadeintentaratribuirleunaideadetotalidadalossujetospara,ensulugar,
colocarelfocoenlasrelacionesquelosunen.Finalmente,otrostrabajosclásicos,comoel
deGranovetter (1977), propondrían explícitamente laadopción deunenfoque dered
paralasuperacióndelasdicotomíasagencia-estructuraomicro-macro.
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la dinámica misma del conflicto sino que otorga pistas para
explorar la propia naturaleza lábil de las fronteras estatales,
acasounodelospuntapiésparaelanálisisdelaspolíticaspúbli-
cas. Esta dimensión del proceso no ha sido explorada en su
especificidad a los fines de este libro, pero constituye un rele-
vantepuntodepartidaparafuturasindagaciones.

Las características de las mesas de trabajo hasta aquí
analizadas permiten entrever dos conclusiones prelimina-
res. Por un lado, que estas instancias de participación y deli-
beración no fueron producto de una iniciativa judicial ni
gubernamental, sino del conflicto impulsado por los actores
afectados por la orden de la justicia. Según Adrián, “al revés
de lo que debería pasar en el diseño de la causa, no es que la
institucionalización administrativa fue un derivado de la insti-
tucionalización judicial, sino que la institucionalización judicial
fue una consecuencia de que cada vez más se fue consolidando
lo administrativo”. Podría decirse, a este respecto, que con-
sistió en una “institucionalización desde abajo”, ya que el
propio conflicto dinamizó la formación de procedimientos
de implementación de los mandatos del juez. Sin embargo,
como se desprende de lo relatado hasta esta instancia, estos
ámbitos no estuvieron plenamente formalizados, sino que
fueron objeto de disputa y conflicto en sí mismos.

Por otro lado –y con relación a lo último–, las mesas
de trabajo ponen de relieve que el traslado del conflicto
hacia ámbitos de “participación institucionalizada” (Lan-
dau, 2009) no pusieron fin a la movilización, las presenta-
ciones judiciales y otros tipos de protesta, sino que, cuanto
menos, los redireccionaba y reconvertía. Es preciso dete-
nerse en este punto ya que la literatura, como lo demues-
tran Bobbio y Melé (2015), a menudo aborda el conflicto
y la participación no sólo como momentos antagónicos
sino también en términos altamente valorativos. Según los
autores, tienden a entrelazarse confusa e implícitamen-
te dos registros distintos: una dimensión analítica y una
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dimensión normativa (Gourgues et al., 2013, citado en Bob-
bio y Melé, 2015), y como consecuencia de ello se evoca al
conflicto como parte del mundo salvaje de la lucha y a la
participación como producto del mundo domesticado del
debate organizado (Neveu, 2011)6.

Cuando se lee […] que la participación tiene como efecto “evi-
tar”, “canalizar”, “erradicar” […] los conflictos o de “clausurar
controversias difícilmente controlables” (Joly y Marris, 2003:
196), de “calmar la dinámica salvaje” (Mermet, 2007: 374) […],
de ser una “técnica de gestión de conflictos sociales” (Dzied-
zicki, 2015), se puede suponer que los autores no se limitan
a realizar una constatación, sino que toman partido contra
la participación y por los conflictos […]. Pero puede pre-
guntarse, en un plano analítico, si los procesos participativos
institucionales tienen efectivamente el fin de evitar, canalizar,
erradicar […], etc., los conflictos, y por lo tanto si esas afirma-
ciones se verifican en los hechos (Bobbio y Melé, 2015: 10).

La pregunta que debe hacerse entonces no es sólo si los
conflictos son apaciguados por los dispositivos participati-
vos, sino de qué manera lo hacen, cómo se retroalimentan y
si acaso se transforman mutuamente. En definitiva, los pro-
cesos de participación son ambivalentes (Blondiaux, 2008),
y es preciso evaluarlos como una instancia más del desarro-
llo de los procesos de implementación de políticas.

6 Un diagnóstico similar al de Bobbio y Melé realizan Loncle y Rouyer (2004),
quienes afirman que la literatura suele adoptar una postura militante más
que analítica, como sería el caso de Beresford (2002), Bevort (2002), Fung y
Wright (2001) o Putnam (1993). Estos trabajos se abocarían a denunciar las
“imposturas” de los mecanismos de participación. Otras autoras, como
Pagani (2012), aseguran que la variedad de interpretaciones y definiciones
sobre los procesos participativos demuestran que éstos no son instrumentos
técnicos “neutrales” sino procesos eminentemente políticos cuyos resulta-
dos dependen de las intenciones de sus impulsores, de las circunstancias y
de los actores involucrados en cada territorio.
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La demanda del “perímetro”: ¿quiénes, cómo y dónde
se formulan las políticas?

La orden de relocalización, tal como examinamos hasta
aquí, se había presentado como una solución a la situación
de riesgo ambiental en la que se hallaban los habitantes de
la ribera del Riachuelo. No obstante, elaborar una políti-
ca no significa solamente resolver determinado problema,
sino también construirlo (Anderson, 1988). Para los desti-
natarios de esta medida, la mudanza representaba amenazas
a sus valores e intereses, y no sólo una oportunidad de
mejorar su calidad de vida, según pregonaba el fallo de la
Corte Suprema. Por este motivo, el proceso dio lugar a un
conflicto signado por una multiplicidad de demandas por
parte de los afectados: su inclusión en el expediente como
parte procesal, la readecuación de los sistemas constructi-
vos, la consideración de casos y zonas prioritarias para el
momento de efectivizar las mudanzas y la apertura de espa-
cios institucionales de participación, entre numerosas otras.
Más aún, como vimos a lo largo del libro, la movilización
de estos actores y sus defensores acabó siendo sumamente
influyente sobre la dinámica del conflicto y la fisionomía
que adquirió la causa judicial.

Uno de los ejemplos más acabados de cómo su iniciati-
va marcó el rumbo de la implementación de estas políticas
es acaso el derrotero de la demanda por la ubicación de los
nuevos complejos habitacionales. Ya en los capítulos 4 y 5
nos habíamos detenido en los reparos que generaba entre
los afectados la relocalización al complejo Padre Mugica:
sus deficiencias en materia de infraestructura, los proble-
mas de seguridad, la baja oferta de transporte público, la
falta de efectores de salud y la escasez de vacantes escolares
daban lugar a resistencias y temores más que a expectati-
vas positivas respecto de la perspectiva de la mudanza. A
pesar de ello, el nivel embrionario de organización de los
afectados en aquel entonces condujo a que dicho comple-
jo fuera aceptado como destino para la primera etapa de
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relocalizaciones, aquella que –según relatábamos– estuvo
conformada por habitantes del “centro del meandro” y los
“casos prioritarios” en materia de salud.

Mapa 6. Ubicación de la Villa 21-24 y del Complejo Urbano “Padre Mugica”
en la ciudad de Buenos Aires

Fuente: elaboración propia en base a imagen de Google Maps.

Pero dicho grupo consistió en 108 familias, y restaba
definirse el porvenir de más del 90% restante. Para los
delegados, a partir de entonces, el problema ya no con-
sistió solamente en la mejora de las condiciones de los ya
relocalizados, sino a dónde serían trasladados los que aún
aguardaban7. En este contexto, entre los afectados surgían

7 Según Paula, de la Fundación Temas, tanto ella como los delegados en gene-
ral lamentan parcialmente haber aceptado en su momento la relocalización
al complejo Padre Mugica. Pero explica que “lo aceptamos porque había
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como preguntas: ¿debía aceptarse que los nuevos complejos
se ubicaran lejos de la villa? ¿La permanencia en la zona
de residencia original no sería el mejor modo de garanti-
zar la escolaridad, la atención sanitaria y las redes socia-
les construidas? ¿Era acaso inevitable ser desplazados a la
Comuna 8, la zona más aislada y frágil de la ciudad en
términos socioeconómicos, de servicios y de integración al
tejido urbano? Así se refería Lorenzo, uno de los vecinos,
a esta disyuntiva:

Nuestros hijos han ido al jardín de infantes y a las escuelas de la
Villa 21-24. Nuestros hijos tienen sus historias clínicas desde el día
de su nacimiento en el Hospital Penna. Es muy difícil para los veci-
nos de Castañares y General Paz [el complejo Padre Mugica] venir
hasta el hospital para hacerse atender y en el caso de emergencias
no tienen vehículos para trasladarse o colectivos que los lleven a
ese lugar […]. [Al principio] muchos no queríamos irnos. Y no nos
queremos ir, porque es preferible estar en lo malo conocido que en
lo malo por conocer. Hace cuatro años soy enfermo de cáncer y
si me dijeran que me tengo que ir a Osvaldo Cruz y Luna [una
esquina cercana a la villa], no diría ni una sola palabra y me iría.
[Pero] si me dicen que tengo que ir a Castañares y General Paz
[en el barrio de Villa Lugano], les digo que me lleven con la cabeza
p’abajo. Porque, de otro manera, a ese lugar, no voy […]. Voy dos
veces por semana a ese lugar a ver gente que ha sido vecina mía
y están sufriendo mucho.

“Hace décadas vamos a votar a las mismas escuelas”,
afirmaba Jorge. “Vivimos hace décadas acá, es un derecho
adquirido, no hay fallo de la Corte Suprema que nos saque
eso”, esgrimía Raúl. Permanecer en su área de residencia
comenzaba a volverse para los afectados el eje vertebra-
dor de sus reivindicaciones. Según me explicaba Paula en
una entrevista:

personas con afectaciones de salud muy graves, y no nos podíamos dar el
lujo de decir [que no] sabiendo que no había un ladrillo puesto [en ningún
otro lado] […]. Había pibes y gente grande con enfermedades muy graves,
enfermos terminales, no podíamos no tomarlo”.
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Surgió con mucha naturalidad qué era estar lejos del barrio [porque]
siempre los complejos habitacionales son lejos, de hecho no teníamos
ningún complejo por acá, no había nada cerca del barrio, y no
podemos negar la historia que el barrio tiene. En los momentos de
la política de erradicación de villas los mandaron a la Cochinchina.
[Entonces] lo primero que surgía en las familias era “yo no me
quiero ir lejos porque tengo todo acá”.

Como lo expresaba Lorena, integrante del equipo terri-
torial del IVC, “la contención social, los dispositivos que ya se
generaron en la 21-24, está lleno ahí de instituciones, actores…
Hay cierta contención que en Padre Mugica no existe”. Según la
titular de la Fundación Temas, las familias del barrio logran
acceder a algunos derechos por medio de la organización
comunitaria: “irte a laburar significa que un vecino te cuide los
pibes, irte a laburar todo el día significa que el comedor les va a
dar de comer, que después van a ir a apoyo escolar a alguna orga-
nización, que después van a hacer tal cosa, que la salita…”. Para
Paula, en definitiva, “el ‘no me quiero ir’ estaba fundamentado
en que ‘acá tengo las redes que me posibilitan intentar resolver
las demandas de mi familia y no quiero romperlo’ […], y es muy
difícil para las familias, desde el desamparo, pensar en rearmar
ese tejido si las separan” porque “que eso se rompa, para el barrio
generaba mucha incertidumbre y mucha angustia”.

Ahora bien, ¿cuáles eran las vías posibles para llevar
adelante esta demanda? ¿Por medio de qué acciones y argu-
mentos sería factible presentarla ante el IVC y, eventualmen-
te, lograr su imposición?

Primer movimiento: el relevamiento de terrenos
y su presentación en las mesas de trabajo

La salida propuesta por los delegados ante el riesgo del
desarraigo fue, naturalmente, que las relocalizaciones sub-
siguientes se realizaran en las proximidades de la villa. A
partir de la instalación de la idea de un “perímetro” que deli-
mitaba las fronteras más allá de las cuales no estarían dis-
puestos a mudarse, comenzaron a realizar un relevamiento
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de terrenos baldíos, galpones, fábricas abandonadas y otros
lotes que podrían ser aptos para la construcción de nuevos
complejos habitacionales; y en la medida en que recaba-
ban opciones potencialmente viables, las presentaban en las
mesas de trabajo para que el IVC evaluara su compra, tra-
mitara su expropiación o solicitara su transferencia (en el
caso de que fueran viejos edificios pertenecientes a otros
organismos del Estado).

Mapa 7. Villa 21-24 y perímetro propuesto por los afectados
para la construcción de complejos destinados a su relocalización

Fuente: elaboración propia en base a imagen de Google Maps.

“Yo personalmente recuerdo de llamar a inmobiliarias,
recuerdo recorrer en el auto incansablemente, ir toda una calle
para un lado, toda para el otro, idas y vueltas así, todo el sector
que habíamos marcado”, relataba Paula, una de las mayores
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protagonistas de la búsqueda de terrenos. “Íbamos hacien-
do así, desde contactar a inmobiliarias de la zona, hasta pasar
por lotes que los veías ociosos, preguntar quién era el dueño y
empezar a contactar”.

A lo largo de más de dos años, los delegados y sus
defensores entregaron en las sucesivas mesas de trabajo
un total de diecinueve propuestas generadas por iniciativa
propia, a la espera de que el IVC las analizara y les diera cur-
so administrativo. Se trataba a menudo de presentaciones
conformadas por imágenes satelitales de los predios halla-
dos, sus respectivas dimensiones, y eventualmente datos de
contacto con sus propietarios o vendedores; más aún, a par-
tir del asesoramiento con arquitectos, generaban cálculos
estimados de la cantidad de familias que podrían residir en
complejos construidos en dichos terrenos. Así, daban ellos
mismos los primeros pasos para la elaboración de los planes
de relocalización. Sin embargo, el organismo de vivienda
sólo respondía con dilaciones y promesas de que las pro-
puestas serían evaluadas.

Actas de mesas de trabajo

11 de agosto de 2011

En primer lugar se requiere al IVC que informe la respuesta a
las gestiones realizadas para la adquisición de los terrenos de:
1) Osvaldo Cruz entre Lafayette y Magaldi […], sin nove-
dades.
2) Zepita entre Avda. Vélez Sarsfield y Magaldi […], no hay
novedades.
3) Magaldi, Horma, Luna y Riachuelo […], se pidió un infor-
me de dominio, no se sabe todavía de quién es, se comprome-
te a hablar con la gente de gestión de tierras.

28 de octubre de 2011

Todos los presentes manifiestan al representante del IVC su
acuciante preocupación por la falta de terrenos.
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24 de noviembre de 2011

Respecto del terreno de Quilmes, para la próxima reunión
el Dr. Norte [coordinador de la UPE Acumar del IVC] se
compromete a acompañar la nota solicitando a la Dirección
General de Administración de Bienes de la Ciudad si perte-
necen al GCBA [gobierno de la ciudad de Buenos Aires].
Respecto de las notas dirigidas a la Dirección de Administra-
ción de Bienes del GCBA […], el Dr. Emir Norte manifiesta
que no han recibido respuesta hasta la fecha, como así tam-
poco de la nota presentada al ONABE.
En cuanto a la nota dirigida a la AFIP para que informe sobre
la situación jurídica del predio sito en la calle Zepita entre
Lafayette y Agustín Magaldi, el Dr. Norte manifiesta que no
ha recibido respuesta.

9 de febrero de 2012

La Lic. Paula Ordóñez pregunta si los terrenos de Vélez Sars-
field se encontraban a la venta y el IVC informa que de las
gestiones con las inmobiliarias surgió que los habían retirado
de la venta. La Dra. Capella pregunta qué decisión tomó el IVC

sobre la base de la información recabada y se le contestó que
sólo se analizó la potencialidad de los dos lotes precitados.
El Dr. Kerr [presidente del IVC] informa que están analizando
otras alternativas sin dar mayores detalles.

28 de marzo de 2012

El IVC plantea que existen terrenos en el barrio de Soldati
y Lugano para las relocalizaciones. El Dr. Sánchez pregun-
ta qué pasa con los terrenos propuestos que estaban dentro
del perímetro acordado, que eso debe informase primero en
caso de avanzar sobre otros predios para las relocalizaciones.
Norte informa que no hay novedades sobre las tasaciones, y
que no se buscaron más terrenos dentro del perímetro.
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14 de junio de 2012

García Santillán sostiene que el IVC hoy está en condiciones
de ofrecer terrenos fuera del perímetro. Los terrenos que
están dentro del perímetro, por una cuestión financiera y
presupuestaria del IVC para este año, no están en condiciones
de ser adquiridos.
Sánchez plantea que no se va a aceptar la relocalización fuera
del perímetro. Porque eso no es lo acordado en la mesa de
negociación. Que ahora no tengan plata para comprar terre-
nos es un problema del IVC, no de los habitantes.

La discusión en torno al perímetro fue uno de los
temas predominantes de las mesas de trabajo de los prime-
ros años. Mientras los delegados y sus defensores presen-
taban propuestas de terrenos para la construcción de los
complejos habitacionales y exigían respuestas en torno a su
viabilidad y eventual compra –o expropiación–, el IVC no
exhibía avances bajo el amparo de motivos presupuestarios,
dilaciones burocráticas o un abierto cuestionamiento a la
idea del perímetro en sí misma. Era preciso, en este punto,
generar argumentos anclados en el derecho que permitie-
ran presionar al organismo por vía judicial.
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Imagen 5. Boletín informativo del IVC dirigido a los afectados de la Villa
21-24. Año 2012 (página 1)

Fuente: IVC.
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Imagen 6. Boletín informativo del IVC dirigido a los afectados de la Villa
21-24. Año 2012 (página 2)

Fuente: IVC.

Segundo movimiento: la justificación jurídica
de la voluntad de permanecer

Mientras el pedido de reconocimiento del perímetro en las
mesas de trabajo no parecía hallar eco por parte de las auto-
ridades, los defensores intentaban hallar una justificación
jurídica para tal demanda, apostando a que el juzgado le
diese curso y la trasladase al IVC. Pero en un principio no
primaba el optimismo; según Adrián, “uno tiene la desviación
profesional de siempre leer la jurisprudencia […], ver cuáles son
los límites de las posibilidades”, y no parecía en este sentido
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haber antecedentes suficientes que despertaran expectati-
vas en torno a la petición. Sin embargo, los delegados les
exigían que encontrasen el modo de traducir sus reclamos a
los códigos del derecho:

Los delegados nos mandaban a estudiar: “nosotros queremos esto y
tiene que haber algo que diga que tenemos razón”, pero les decíamos
“no hay nada, vamos a ir y la vamos a perder” […]. Nosotros les
explicábamos que nos parecía que era una pelea política, porque
jurídicamente era débil el argumento. O [quizás] no el argumento,
sino su potencialidad en términos de jurisprudencia.

Como afirman Azuela, Melé y Ugalde (2015), el con-
tacto con el mundo del derecho y sus representantes es una
experiencia compleja, contradictoria y ambivalente, pues
requiere la elaboración colectiva de argumentos para su
inserción en una situación jurídica. En efecto, Adrián recor-
daba cómo los afectados les decían “ustedes son nuestros abo-
gados, fíjense cómo mierda van a hacer para que ganemos este
caso”. Y reflexionaba: “había como un sentido popular de que
había ahí un derecho que el sentido jurídico más tradicional no
reconocía de ninguna manera”.

Finalmente, los abogados generaron una explicación
sobre el perímetro basada en la necesidad de que se res-
petase el arraigo social y geográfico de los afectados. En
un documento denominado “Fundamentos para sostener el
perímetro para la relocalización de la Villa 21-24”, la Defen-
soría afirmaría que “lejos de ser una pretensión arbitraria y
antojadiza, encuentra fundamentos jurídicos y fácticos que
la sostienen”. Según este escrito, el Estado debe reconocer
la zona de residencia de las personas, especialmente tratán-
dose de un caso en el que “el lugar de destino propuesto no
tiene las condiciones de infraestructura […] que permitan
brindar las garantías suficientes del respeto a los derechos
elementales vinculados a la vivienda adecuada (salud, edu-
cación, trabajo, entre otros)”.
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Particularmente, la Defensoría recordaba la vigencia de
normativas internacionales como la Observación General 4
del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,
que establece que “el derecho a una vivienda adecuada no
puede considerarse aisladamente de los demás derechos”.
En particular, en referencia a su ubicación, se advierte que
“la vivienda adecuada debe encontrarse en un lugar que
permita el acceso a las opciones de empleo, los servicios
de atención de la salud, centros de atención para niños,
escuelas y otros servicios sociales”.

Por otro lado, el documento recuperaba la normativa
nacional, aludiendo a la ley 26.061 de “Protección integral
de los derechos de las niñas, niños y adolescentes”, que en
su artículo tercero sostiene que “se entiende por interés
superior de la niña, niño o adolescente la máxima satis-
facción, integral y simultánea, de los derechos y garantías
reconocidos en esta ley […], debiéndose respetar su centro
de vida”, entendido éste como “el lugar donde las niñas,
niños y adolescentes hubiesen transcurrido en condiciones
legítimas la mayor parte de su existencia”.

Por medio de presentaciones ante el juzgado, la Defen-
soría lograría finalmente que el juez reconozca el recla-
mo de los delegados y comience a intimar al IVC a exhi-
bir avances en la selección y adquisición de terrenos en
las proximidades del barrio. No obstante, los plazos eran
incumplidos sin mayores consecuencias y su intervención
no era suficiente para que el conflicto por el perímetro se
dinamizase en un sentido favorable a los afectados. Restaba
aún que la exigencia de los delegados se desplegase en un
tercer escenario, acaso aquel que más obviaba las media-
ciones institucionales y habilitaba los repertorios de acción
más característicos de la conflictividad villera.
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Tercer movimiento: el bloqueo del diálogo institucional
y la movilización al IVC

Desde el inicio de las mesas de trabajo en junio de 2011,
el reclamo del perímetro se volvió uno de los temas exclu-
yentes de discusión y al mismo tiempo uno de los que
daba menores muestras de avances. Las propuestas cons-
tantemente presentadas por parte de los delegados y sus
defensores, aunque eran acompañadas por escritos ante el
juzgado, no redundaban en respuestas que aplacaran el cre-
ciente clima de confrontación que se cultivaba en la ribera
de la Villa 21-24. La apertura de un espacio institucional de
diálogo con las autoridades había sido un remarcable logro
de su organización colectiva y de su articulación con los
organismos de defensa y la Fundación Temas, pero dicha
conquista no parecía suficiente para canalizar el conflicto
catalizado por la orden de relocalización.

En un contexto en el que el IVC no exhibía pasos sig-
nificativos en pos de la adquisición de los terrenos rele-
vados –cuando no, sencillamente, desconocía la demanda
del perímetro–, los afectados realizaron en enero y junio
de 2013 sendas movilizaciones a la sede del organismo de
vivienda y la Jefatura de Gobierno de la ciudad de Bue-
nos Aires. Acompañados por organizaciones sociales (como
el Frente Popular Darío Santillán), órganos representativos
(como la Junta Vecinal del barrio8) y sus defensores (desde la
Asesoría Tutelar hasta la Defensoría General), bloquearon
el tránsito vehicular en una de las arterias más emblemáti-
cas de la ciudad –la Avenida 9 de Julio–, ocuparon el hall de

8 Como se mencionó en un capítulo precedente, la Villa 21-24 cuenta con una
Junta Vecinal cuyos integrantes son elegidos por los habitantes del barrio y
que tiene como función la interlocución ante organismos estatales, así como
la organización política en pos de reivindicaciones locales. El cuerpo de
delegados del camino de sirga, en cambio, se constituyó de modo indepen-
diente a la Junta Vecinal, con el objetivo no superpuesto de representar a los
afectados por el proceso de relocalización en particular.
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entrada del IVC y, al ritmo de bombos, pancartas y consig-
nas recitadas con megáfonos, exigieron ser recibidos por el
presidente del organismo.

“Entregamos un petitorio, lamentablemente […] a un
funcionario de segunda línea […], no a uno de primera
línea como el presidente del IVC”, afirmaba a propósito de
la movilización Gastón Sánchez, titular de la Asesoría Tute-
lar9. “Esto molesta mucho a la gente, es más de lo mismo,
tratan a la Villa 21-24 como si no fuese nada más que una
simple familia en calle, [pero] en este momento tiene 1334
familias [a las] que hay que darles una respuesta y la res-
puesta no aparece, y esto es responsabilidad de [el jefe de
gobierno] Mauricio Macri”.

Jorge, uno de los mayores referentes entre los afecta-
dos, diría ante los medios de comunicación presentes que
“el IVC unilateralmente nos quiere erradicar. Nos quiere
mandar a la [Avenida] General Paz y Castañares, a la Comu-
na 8, a un lugar donde no hay hospitales, no hay escuelas,
no hay medios de transporte”. Y remarcaría: “en la mesa de
trabajo lo que pedíamos era consensuar y relocalizar a las
familias dentro de un perímetro acordado […]. Nosotros les
llevamos más de veinte terrenos. Y nos produce pesadum-
bre y tenemos un signo de interrogante”.

Su colega Raúl, por su parte, agregaría que “ya van dos
años que están cerradas las mesas de trabajo, y les pedi-
mos que cumplan con el petitorio nuestro, que es que las
viviendas se construyan cercanas a nuestro barrio, para que
no haya desarraigo”. Y luego, con un megáfono en mano
advertiría que “la Villa 21-24 no acepta de ninguna manera
esta imposición, no les vamos a permitir que erradiquen
a una sola de las 1334 familias, carajo. Sépanlo, señores

9 Los testimonios relativos a las movilizaciones –sucedidas antes del inicio de
esta investigación– fueron extraídos de medios gráficos y audiovisuales, en
particular de la Agencia de Noticias Télam. Puede consultarse una de las más
completas coberturas de prensa en: https://bit.ly/3gZFMET.
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del IVC. No van a poder entrar en Villa 21-24. No van
a poder entrar a erradicar ni a una sola de las familias,
sépanlo desde ahora”.

Los afectados no lograrían que el presidente del IVC

recibiera su petitorio durante las protestas, y el reclamo
del perímetro tampoco hallaría una respuesta a raíz de las
mismas. Sin embargo, las movilizaciones mostrarían que el
conflicto desbordaba las mesas de trabajo, y que los afec-
tados contaban con vías de acción complementarias a la
judicial y la institucional. Más aún, lograrían por medio de
ellas visibilizar sus demandas no sólo en la vía pública sino,
además, ante los medios de comunicación. En aquel enton-
ces, los avances y claroscuros de la ejecución de la causa
Mendoza eran objeto de asiduo escrutinio periodístico, y
su faceta más ostensiblemente social –las relocalizaciones–
lograrían eventualmente volverse el centro de atención en
periódicos o informes televisivos.

“La dramática situación de los que viven a orillas del
Riachuelo”; “Vivir a orillas del Riachuelo: sólo el 14% de
la gente mejoró su situación”; “Riachuelo: 10 mil personas
viven en peligro constante”; “La eterna espera por la relo-
calización de la Villa 21-24”, titularon diversos periódicos
de circulación nacional a lo largo de los años de conflicto.
Si bien sería más que aventurado afirmar que las relocali-
zaciones se volvieron un asunto de interés general signifi-
cativo, no deja de ser cierto que se volvió progresivamente
objeto de problematización por parte de distintos actores y
en diferentes ámbitos e instituciones. Como apunta Cefaï
(1996), los problemas públicos suelen constituirse transver-
salmente por medio de la participación e intervención de
actores como abogados, expertos, militantes sociales y refe-
rentes políticos, pero también lográndose que los discursos,
argumentos y reivindicaciones circulen por escenas como
los medios de comunicación, los tribunales y la vía pública.
Es en la intersección de estos ámbitos –afirma el autor–
que se constituye el carácter público de un problema, y
éste obtiene visibilidad, publicidad y legitimidad ante las
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autoridades10. Podría decirse entonces que las movilizacio-
nes por el perímetro contribuyeron a su reconocimiento
político y social, generándose mejores condiciones para que
–como se verá a continuación– se le abriesen nuevas vías
de tratamiento institucional.

Cuarto movimiento: el desplazamiento del conflicto
a la Legislatura

La insistente petición –a lo largo de más de tres años
de mesas de trabajo– de que el IVC adquiriera los terre-
nos propuestos por los afectados, las presentaciones de la
Defensoría ante el juzgado para que se respetase su “centro
de vida” y las movilizaciones a las mismísimas puertas del
organismo de vivienda confluyeron en el año 2014 en la
formulación, por parte de legisladores oficialistas, de un
proyecto que apuntaba a remover impedimentos burocráti-
cos y generar herramientas legales para dar lugar al reclamo
del perímetro.

Entre los terrenos relevados por los delegados, algu-
nos se hallaban a la venta, pero otros pertenecían a diver-
sos organismos del Estado nacional o de la ciudad, eran
propiedad privada, o bien no estaban habilitados por la
legislación para fines residenciales. El único modo de que
quedasen a disposición del IVC y se volviesen viables para

10 Según Oszlak y O’Donnell (1976), ninguna sociedad posee la capacidad ni
los recursos para atender a toda la lista de necesidades y demandas de sus
integrantes; más bien, sólo algunas son problematizadas, según la capacidad
de ciertas clases, organizaciones o grupos de incorporarlas a la agenda de
problemas socialmente vigentes. En otras palabras, la cantidad potencial de
problemas públicos excede las capacidades de las instituciones de procesar-
los (Cobb, Ross y Ross, 1976), pero también supera la posibilidad de capta-
ción de la atención social en general. La focalización sobre uno de estos pro-
blemas genera el riesgo de que se pierda de vista la disputa realmente
existente entre la totalidad de problemas potenciales para lograr una aten-
ción social sostenida (Cefaï, 1996). Esto significa que los problemas compi-
ten por un lugar en la agenda (Cobb, Ross y Ross, 1976), pues la atención
pública es un recurso raro cuya distribución está sujeta a una competición
(Bosk y Hilgartner, 1988).
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la construcción de los complejos habitacionales era que a)
se dictaminase la transferencia al organismo de vivienda
de aquellos inmuebles pertenecientes a otros entes estata-
les; b) se declarasen de utilidad pública y se expropiaran
aquellos que no estaban en venta; y c) se rezonificasen los
lotes no aptos para los usos proyectados, desafectándolos
de las limitaciones que les imponía el Código de Planea-
miento Urbano11.

En vista de estos obstáculos, y tras un tratamiento de
doble lectura y una audiencia pública a la que asistieron
afectados e integrantes de distintas instituciones implica-
das en el proceso, fue sancionada en noviembre de 2014
la ley Nº 5.172. La misma coronó la demanda de reco-
nocimiento del perímetro, abriendo el camino administra-
tivo y legal para que las cerca de mil doscientas familias
restantes fuesen relocalizadas en las inmediaciones de su
barrio de origen.

El desplazamiento del conflicto a la Legislatura, al
sentar en los corpus legales las reglas necesarias para el
desarrollo de las subsiguientes etapas de relocalización de
acuerdo con la petición de los afectados, representa otro
de los hitos de la institucionalización del proceso surgido
con la orden del juez Armella12. Siguiendo a Melé (2016),
a partir de la movilización se constituyeron argumentos
sobre los límites del ordenamiento jurídico del espacio y se
elaboraron reivindicaciones que implicaron la implementa-
ción de disposiciones jurídicas territorializadas.

11 Entre ellas, se destacan las alturas de construcción y las actividades permiti-
das.

12 Cabe preguntarse –aunque acaso sea pronto para hallar respuestas– si,
como sugieren Azuela, Melé y Ugalde (2015), un cambio jurídico como el de
la sanción de la ley podría trascender al conflicto que le dio origen y afectar
conflictos futuros (por ejemplo, operando como antecedente para el recla-
mo legislativo de otros colectivos que afronten desplazamientos involunta-
rios, o dando pie a debates sobre la distribución geográfica de las desigual-
dades sociales en la ciudad).
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Asimismo, la sanción de la ley ilustra cómo las deman-
das de los afectados involucraron a la totalidad de los pode-
res del Estado y habilitaron ámbitos de deliberación, espa-
cios de negociación y mecanismos de acción formalmente
estatuidos. Éstos, en tanto surgieron al calor de la presión
vecinal, impugnan los enfoques top down para la interpreta-
ción del proceso de implementación de esta política, ya que
según ella el Estado contaría con un papel preeminente y
los planes se ejecutarían de modo lineal y jerárquico, guia-
dos por el voluntarismo político de los gobernantes. Como
recuerdan Lascoumes y Le Galès (2014: 22), las políticas
públicas son en ocasiones analizadas en términos de elec-
ción política o en función de un análisis de costo/efectivi-
dad; y sin embargo, lo que precede y sucede a las decisiones
de las autoridades puede ser tanto o más relevante. En efec-
to, las influencias múltiples, los procesos contradictorios
y las consecuencias no previstas menoscaban el momento
emblemático de la planificación y puesta en marcha de una
política pública.

Los diversos ámbitos de circulación del conflicto, así
como los modos en que a su ritmo las relocalizaciones
fueron adquiriendo parcialmente su fisionomía (desde la
demarcación del camino de sirga hasta la ubicación de los
nuevos complejos), ilustran la necesidad de examinar el
proceso en términos de acción pública. Esta perspectiva
implica observar a los actores en situación, sus intercam-
bios y sus modos de coordinación; a las instituciones en su
inercia y en su capacidad transformadora; y al Estado en
su heterogeneidad y fragmentación (Lascoumes y Le Galès,
2014: 21). El conflicto aquí analizado no sólo exhibe que lo
estatal es más que la autoridad ejecutiva a cargo del cum-
plimiento de la sentencia (ya que también lo son la justicia
que condena, los defensores que defienden o los diputados
que legislan), sino que pone en cuestión la rigidez de las
fronteras del Estado con respecto a su otro, la sociedad.
¿Quiénes son, de lo contrario, los hacedores de las políti-
cas de relocalización, sino la totalidad de los actores cuyas
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acciones y omisiones se solapan para dar como resultado
este proceso complejo y conflictivo? Este punto de vista no
invita a desconocer las relaciones de poder ni tampoco la
autoridad inherente a las posiciones objetivas de gobierno,
sino que advierte sobre los riesgos de analizar las políticas
desde la cima del Estado, como si allí ocurrieran escenas
ineludibles y determinantes de toma de decisión (Lascou-
mes y Le Galès, 2014: 22).

Algunos clásicos de la literatura sobre implementación
de políticas públicas (Cobb, Ross y Ross, 1976; Newton,
1976; Dearlove, 1973; Grant, 1978) han tendido a trazar
fronteras entre policy insiders –los tomadores de decisiones
mismos, o bien actores con acceso privilegiado a ellos– y
policy outsiders –quienes cuentan con escasos medios para
influenciar a quienes llevan adelante las políticas–. Pero
estas distinciones deberían cuanto menos matizarse si se
prolongan las implicancias de las reflexiones de aquí arriba,
ya que conllevan la atribución de roles a priori a los actores
involucrados en procesos de implementación de políticas,
en lugar de atender a cómo empíricamente se generan espa-
cios grises y difusos entre ellos. De hecho, la sociología de
las movilizaciones (que a menudo tiene a los policy outsiders
como objeto de atención) y los estudios de políticas públicas
(que suelen atender a los policy insiders) olvidan examinar los
mecanismos por los cuales los outsiders se vuelven insiders,
integrándose así a los procesos de elaboración de políticas
(Dupuy y Halpern, 2009: 704).

El derrotero de la demanda de reconocimiento del
perímetro ha evidenciado la imbricación de los caminos
políticos y jurídicos, así como las formas en que el conflicto
se desplazó a través de canales más o menos institucio-
nalizados según cómo éstos daban curso a las exigencias
de los afectados. Los ámbitos estatales de participación o
negociación constituyeron, claro está, un modo privilegia-
do de transformación de los outsiders en insiders (Dupuy y
Halpern, 2009), pero sus cualidades, limitaciones y alcances
fueron motivo de conflicto en sí mismos. En cuanto las
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mesas de trabajo obturaron la adquisición de los terrenos
relevados, la protesta se trasladó a las vías judiciales y legis-
lativas, e incluso hacia la abierta demostración del poder
de movilización –a la espera de que la misma volcara a
favor de los afectados una nueva distribución de fuerzas a la
hora de retornar a vías más institucionalizadas de acción–.
La institucionalización o burocratización del problema no
abolió, por lo tanto, su dimensión conflictiva y polémica
(Cefaï, 1996: 59). Como apunta Melé (2016), en los conflic-
tos suelen entrelazarse momentos muy tensos y conflictivos
con otros destacados por intercambios, negociaciones o el
involucramiento de los grupos movilizados en instancias de
participación. Como vimos en la trayectoria del reclamo del
perímetro, es posible pensar en un continuum entre conflicto
y participación, y de esa forma observar las instancias y
modalidades en las cuales la acción pública circula tanto al
interior como al exterior de los ámbitos institucionalizados.

La institucionalización “desde adentro”: gestión,
militancia y academia en la producción de políticas

Saber técnico e iniciativa política: el trabajo del equipo
territorial del IVC

Hemos argumentado en estas páginas que la comprensión
del proceso de relocalizaciones requiere renunciar a la idea-
lización de la decisión como momento definitorio. Lejos
de responder exclusivamente a órdenes definidas desde las
cúpulas de gobierno, las políticas públicas deben entenderse
más bien como “milhojas”, ya que responden a la sedimen-
tación de un sinnúmero de instrumentos, ideas, sectores,
organizaciones e intenciones (Lascoumes y Le Galès, 2014:
55). En otras palabras, no son producto de un flujo sistemá-
tico de la “formulación” a la “ejecución”, sino que numerosos
actores median en su transcurso moldeando las decisiones
y la implementación (Wedel et al., 2005).
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La institucionalización del proceso de traslado de la
población del camino de sirga, según vimos, respondió a
un conflicto motorizado por los propios afectados, y no a
la decisión gubernamental de generar mecanismos reglados
para la ejecución de esta política. Fue gracias a la inter-
vención de aquellos –y la de sus defensores– que se esta-
blecieron espacios para la negociación de los términos de
la relocalización y que se sancionó una normativa que dio
estatus jurídico a la exigencia de permanecer en las inme-
diaciones de la zona de residencia original. La única inicia-
tiva por parte del IVC para institucionalizar el proceso que
se desarrollaba había sido un protocolo de funcionamiento
de las mesas de trabajo que, de hecho, se volvió motivo de
conflicto en sí mismo y nunca fue aplicado ni homologado
por el juez de la causa.

Ahora bien, si hasta aquí hemos hecho permanente
hincapié en las motivaciones de los afectados y sus aliados
para realizar las acciones que realizaron (y hemos atendi-
do a las condiciones y marcos de posibilidad por las que
actuaron del modo en que lo hicieron), no pueden menosca-
barse las intenciones y fuerzas motoras al interior del pro-
pio gobierno de la ciudad. En tanto éste era el condenado
a cumplir la sentencia, debemos detenernos en el contex-
to político en el que se insertaban las relocalizaciones, así
como en el significado que ellas cobraban para la cadena
de actores responsables, si se pretende comprender el cómo
de la institucionalización del proceso desde la perspectiva
de sus ejecutores.

Pero tomar en serio las reflexiones iniciales sobre la
complejidad inherente a la puesta en marcha de políticas
públicas también implica descartar la noción de “gobierno”
–o, en la escala que aquí nos compete, el IVC– como entidad
monolítica. En esta clave, y a la luz de la efectiva dinámica
que adquirió el proceso de relocalizaciones, se propone en
estas páginas examinar algunas tensiones entre dos tipos de
actores dentro del organismo: la dirección política del pro-
ceso y sus realizadores técnicos. Préstese particular atención:
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los términos utilizados para exponer esta división parece-
rían precisamente reproducir la escisión entre “decisores”
y “ejecutores”, pero deben ser tomados sólo como tipos
ideales, apenas un punto de partida para que a lo largo del
análisis se demuestre cómo lo político se ve imbricado con
lo técnico –esto es, cómo la “decisión” está en juego en el
mismo acto de la ejecución–.

Coloquemos primero el foco en la perspectiva de la
dirección política, sistematizando a su vez algunos argu-
mentos examinados en distintos momentos de este libro. La
apertura del camino de sirga se fundaba en una orden pro-
veniente de la justicia y no en una iniciativa surgida de una
toma de posición por parte de las autoridades del gobierno.
En otras palabras, las relocalizaciones no emergían de su
agenda ni respondían per se a sus intereses ni a su lógica
de acumulación política como fuerza dirigente de la ciudad
de Buenos Aires. En este marco, el modo de cumplimiento
de la orden se destacaría por dos características. En pri-
mer lugar, una elusión por parte del IVC de la obligación
de cumplir con los plazos exigidos por la justicia, siempre
y cuando el juez permitiera dilaciones o bien el incumpli-
miento tuviera escasas consecuencias legales. Como expli-
caba Luciana, de la Defensoría General de la Ciudad,

Luciana: al IVC […] le chupa un huevo lo que dice el Juzgado. El
Juzgado les dice “presentame en 15 días” [y] no les presenta nada.
O sea, legalmente, ¿tiene que cumplir? Sí. ¿Tiene otra opción que
no cumplir? No, no tiene. Ahora, ¿qué hace? Es como el ser y el
deber ser que te enseñan en la Facultad de Derecho. El deber ser es:
¿tienen otra cosa más que hacer, más que cumplir? No. ¿Lo cumple?
No. ¿Le importa? No.
Andrés: ¿Y el Juzgado no tiene que imponer su autoridad si no se
le obedecen las órdenes?
L: Bueno, ese es el problema […]. Básicamente el problema de esta
causa es que el Juzgado no le dice “cumpla, y cumpla en quince
días”. A veces le dice “cumpla”, ni plazo les pone.
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En segundo lugar, el cumplimiento de la condena se
distinguió por cómo el IVC se valió de la generalidad de los
mandatos de la justicia para sintonizar las relocalizaciones
con sus políticas habitacionales y sus modos de gestión de
los conflictos. Para cuando la orden del juez Armella vio la
luz, el gobierno de la ciudad llevaba adelante un progresi-
vo desfinanciamiento del presupuesto para vivienda social,
enarbolaba un discurso estigmatizante hacia los habitantes
de villas y asentamientos, y tenía a la violencia como modus
operandi para el desalojo de personas en situación de calle,
tomadores de tierras y ocupantes ilegales13. No sorprende,
en este contexto, que el IVC procediera a abrir el camino
de sirga apelando a su savoir faire: mientras judicialmente
no se especificó que debían entregarse viviendas nuevas,
desocupó a fuerza de topadoras (y, cuanto mucho, magros
subsidios habitacionales); y una vez que se determinó que
los afectados tenían derecho a ser relocalizados, optó por
las tierras más devaluadas, los métodos de construcción
más económicos, y los plazos más extendidos que la jus-
ticia permitiera14.

13 Recordemos que, como se mencionó previamente, la ciudad se hallaba en
una acuciante crisis habitacional, particularmente evidenciada en un veloz
crecimiento poblacional en los barrios informales así como en pensiones,
hoteles e inquilinatos. Abundan los estudios que analizan la problemática de
la vivienda y las villas en la ciudad de Buenos Aires, así como las políticas
elaboradas en esa materia. Entre ellos se hallan Cravino (2012), Di Virgilio y
Rodríguez (2013) y Zapata (2012).

14 Abordar con mayor profundidad las prioridades, intereses e ideología del
gobierno de la ciudad de Buenos Aires en materia de vivienda y a un nivel de
su orientación política en general excedería con creces los alcances de este
libro, pero pueden consultarse al respecto trabajos como el de Landau
(2009), Vommaro (2014) y Vommaro y Morresi (2015). Si bien todo recorte
de un objeto de investigación adolece de arbitrariedad, la decisión aquí
tomada se funda, a todos los fines prácticos, en una vocación de explicar el
proceso de relocalización según las dinámicas de implementación tal y
como se desarrollaron en el seno del organismo competente –el IVC–. No
obstante, se reconocen las limitaciones de esta y otras exclusiones, especial-
mente teniendo en cuenta que, como dicen Wedel et al. (2005), los arquitec-
tos y agentes de las políticas pueden ser difusos, y resulta complicado saber
dónde ellas empiezan y terminan. De hecho, en la definición de las políticas
pueden estar involucradas entidades extranjeras, empresas, organizaciones
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Desplacemos la atención ahora hacia los actores a cargo
de la implementación de las directivas de las autorida-
des políticas –o, como decíamos, sus realizadores técnicos–.
Según mencionábamos anteriormente, en el seno del IVC se
había conformado ad hoc la “Unidad de Proyectos Especiales
(UPE) Acumar”, un equipo cuyo fin era llevar a cabo todas
las tareas administrativas y territoriales relativas al cumpli-
miento del fallo judicial. Y como insinuábamos arriba –y
veremos a continuación–, la forma en que efectuaron su
labor tuvo efectos no sólo transformadores sino también
institucionalizantes sobre las relocalizaciones.

Pero antes, ¿cuál es la importancia de volcar el foco
sobre la acción de los “ejecutores” directos de las políticas?
¿Con qué potencialidades cuenta un análisis bottom-up de
los procesos de implementación? Una de las principales res-
puestas a estas preguntas fue brindada por Lipsky (1980)
en su estudio sobre la street-level bureaucracy (o “burocracia
a nivel de calle”). Con él, el autor dio uno de los princi-
pales puntapiés a un conjunto de investigaciones (Dubois,
2003; Perelmiter, 2016; Gené, 2014; Soprano y Bohos-
lavsky, 2010; Signorelli, 1996) que apuestan a examinar los
procesos de construcción de acción pública desde el punto
de vista de los empleados estatales y organismos públicos
que tienen contacto directo con la población. Se trata de “las
escuelas, la policía, los departamentos de bienestar social,
las cortes, las oficinas de servicios legales y otras agencias
cuyos trabajadores interactúan con –y tienen amplia dis-
creción sobre– el otorgamiento de beneficios o sanciones
públicas” (Lipsky, 1980: xi, traducción propia). Consiste, en
otras palabras, en la adopción de una mirada anclada en
las manifestaciones institucionales del Estado –una “antro-
pología de la ventanilla”, según Signorelli (1996)–, la cual
implica asumir que éste no existe como entidad agregada,

no gubernamentales y otros actores de la sociedad civil, y los niveles locales
o regionales se pueden conectar de diversos modos –más o menos explíci-
tos– con escalas nacionales e internacionales.
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que no actúa de modo unitario y coherente, que no cuenta
con fronteras precisas respecto de la sociedad, y que no
es completamente aprehensible a partir del estudio de su
formalidad (Perelmiter, 2016: 23). Según Lipsky,

Las decisiones de los burócratas a nivel de calle, las rutinas
que establecen, y los dispositivos que inventan para lidiar con
incertidumbres y presiones laborales, efectivamente se con-
vierten en las políticas públicas que llevan adelante. Sostengo
que la política pública no puede ser comprendida como si
se hiciera en legislaturas o despachos de directivos de alto
rango, porque en buena medida es realizada en oficinas aba-
rrotadas y encuentros diarios de los trabajadores a nivel de
calle (Lipsky, 1980: xii, traducción propia)15.

Ahora bien, que los trabajadores estatales “a nivel de
calle” cuenten con capacidades de decisión en el territorio
es, según Lipsky, no sólo habitual sino también razonable.
Más aún si éstos cuentan con formación profesional, ya que
se espera que apliquen niveles considerables de juicio en
los asuntos que respectan a su campo de formación –en el
caso de la UPE del IVC, eran el trabajo social, la antropología
y la sociología, entre otras, las disciplinas predominantes
entre sus integrantes–. Asimismo, deben tenerse en cuenta
dos factores que cobran particular importancia en la tarea
de implementación territorial de las relocalizaciones en las
villas del camino de sirga: primero, que los trabajadores
territoriales a menudo se desempeñan en situaciones más
complicadas que lo que permiten prever los formatos pro-
gramáticos; segundo, que las situaciones en las que se hallan
tienden a contar con una dimensión humana que requiere
sensibilidad y flexibilización de las predefiniciones estan-
darizadas (Lipsky, 1980: 15).

La perspectiva que propone adoptar este autor resul-
ta de interés a los fines del análisis del papel del equipo
territorial del IVC, en tanto permite concebir a este tipo

15 Itálicas en el original.
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de trabajadores estatales como actores que, al interactuar
directamente con los ciudadanos, cuentan con niveles sus-
tanciales de libertad de criterio en la ejecución de sus tareas
y simultáneamente márgenes de relativa autonomía res-
pecto de las autoridades. En otras palabras, entre la débil
dirección institucional del proceso de relocalizaciones y la
discrecionalidad inherente a la puesta en marcha de las
políticas, se situó una brecha que habilitó la adopción de
iniciativas por parte del equipo de la UPE Acumar.

El “dilema ético” de relocalizar y la potencia de hacer
participar

Anteriormente examinábamos cómo por medio de la cons-
trucción de un conflicto los afectados transformaban el cur-
so del proceso de relocalizaciones; pero no fue esa la única
vía por la cual éste se vio redireccionado. El equipo de la
UPE16, actuando en los intersticios de la territorialización
de la acción pública, también se volvió propulsor de tensio-
nes y reconfiguraciones.

Debe remarcarse, en primer lugar, que sus integrantes
no necesariamente tenían coincidencias ideológicas con el
gobierno porteño ni con las autoridades del IVC, e incluso
contaban con trayectorias de militancia política en espacios
no identificados con el partido oficialista en la ciudad de
Buenos Aires. Más aún, sus perspectivas sobre cómo debía
conducirse el traslado de la población del camino de sirga
se hallaban notoriamente más cercanas a la perspectiva de
derechos pregonada por los defensores de los afectados que
a la política general del organismo en materia de vivien-
da y relocalizaciones. Estas diferencias se volvían particu-
larmente críticas a la hora de sustanciarse las mudanzas,

16 Desde que inició el proceso de relocalizaciones en 2010, el IVC atravesó
numerosos cambios de autoridades y el equipo de la UPE Acumar tuvo
diversos recambios en su composición. En estas páginas nos referimos a uno
de esos grupos, en particular a aquel que, a grandes rasgos, estuvo en funcio-
nes entre los años 2011 y 2015.
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debido a que los severos signos de deterioro que ya eviden-
ciaba el complejo Padre Mugica no escapaban a sus ojos.
Pero a pesar de esto, debían proceder a la creación de con-
sensos con las familias que finalmente serían trasladadas.
Una de sus integrantes se refería de este modo a los conflic-
tos que le generaba esta tarea:

Nosotros arrancamos el trabajo de campo hace un mes pensando
que nadie se iba a querer ir, y yo feliz, si a nosotros nos dicen
que nadie se quiere ir, vamos al IVC y decimos ‘gente de arriba,
así como está Padre Mugica no se va nadie, pónganse a laburar
en Padre Mugica’. [Pero] nos encontramos ahora con que hay alre-
dedor de cuarenta familias que se quieren ir, y te juro que a las
familias […] les preguntamos “¿vos conocés Padre Mugica? ¿Sabés
que hay problemas de inseguridad? ¿Sabés que se te va a caer el
techo cuando te mudes?” […]. Pero muchos se quieren ir, y ade-
más tienen familia viviendo ahí e igual se quieren ir. Te juro, me
genera un dilema ético.

Ante las contradicciones que les suponía llevar adelante
las políticas del organismo, las integrantes del equipo terri-
torial se valieron de las libertades concedidas por las auto-
ridades para desarrollar una experiencia participativa jun-
to con los afectados de la Villa 26. En dicho barrio, de
una envergadura y niveles de conflictividad sumamente
menores a la Villa 21-24, lograron conformar instancias de
encuentro que denominaron “talleres participativos”, a los
que convocaban a los afectados para que pudiesen expre-
sar su opinión respecto de los “espacios comunes” de los
complejos habitacionales que se hallaban en etapa de dise-
ño o construcción. En ellos se les proveía de opciones a
los vecinos para la decisión de cómo sería el diseño de las
terrazas, que tipo de arbustos se plantarían en los muros
exteriores, o qué usos tendrían los patios en la planta baja
de los edificios.

318 • Más allá del lawfare

teseopress.com



El equipo territorial del IVC y los delegados:
posiciones encontradas para la defensa de derechos

El desarrollo del proceso de relocalizaciones en la
Villa 26 fue sumamente distinto al de la Villa 21-24. Las
diferencias entre estos barrios, además de dar cuenta
de las características que adquirió el conflicto en cada
uno, resultan de interés a los fines de entender las con-
diciones de posibilidad para el establecimiento de los
“talleres participativos” en el primero de ellos:

a)LapoblaciónarelocalizarenlaVilla26erade215fami-
lias,aproximadamenteun15%deltotaldeafectadosenlaVilla
21-24. La magnitud de este último barrio era de por sí motivo
demayorescomplejidadesenloadministrativoypresupuesta-
rio,entreotrosfactores.

b)ElRiachueloalaalturadelaVilla26nocontabaconun
meandro como el de la Villa 21-24, ni se trataba de una fran-
ja de río extensa como en esta última, por lo cual el proceso
de demoliciones suponía para el IVC menores complicaciones
técnicas (lo cual fue motivo de conflicto en el otro caso, como
vimosenelcapítulo5).

c)Cuandosedictaminólaordenderelocalización,laVilla
26 ya estaba inserta en otro proceso judicial –no ligado al caso
del Riachuelo– que se hallaba en vías de otorgarle nuevas uni-
dades de vivienda social a sus habitantes. En el marco de esta
causaprevia,yasehabíanprevistoterrenosenlas inmediacio-
nes del barrio, lo cual redujo la posibilidad de que emergie-
ran conflictos como el de la Villa 21-24 por el complejo Padre
Mugica.

d)Losnivelesdepolitizaciónyexperienciamilitanteenla
Villa 26 eran –como se explicó en el capítulo 4– a todas luces
menores que en su contraparte. No se constituyó en ella un
cuerpo de delegados vigoroso y predispuesto a la confronta-
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ción como en la otra villa; más bien, el barrio había históri-
camente reposado en la referencia y liderazgo unipersonal de
unadesusmásantiguasresidentes.

A pesar de que mi trabajo territorial estuvo basado sobre
todoenlaVilla21-24(yporendemiasimétricaexperienciade
campo no permitiría arribar a conclusiones igualmente fun-
dadas), podría afirmarse que las mencionadas cualidades de la
Villa 26 –y en especial la última– facilitaron el establecimien-
to de canales de diálogo más directos y menos confrontativos
entre el IVC y los afectados. En efecto, en la Villa 21-24 (como
vimos a lo largo del libro) la relación entre los delegados y el
organismo era altamente conflictiva, lo cual dificultó la gene-
ración de lazos de confianza entre aquellos y los integrantes
del equipo territorial. Una de las trabajadoras de la UPE me
explicaría en una entrevista que la “combatividad” del cuer-
po de delegados de la Villa 21-24 obligaba al IVC a elevar los
estándares de derechos, pero al mismo tiempo me remarcaría
cómo constituía –a sus ojos– una dificultad para la formación
de consensos: “al delegado lo que le conviene es que el Estado fraca-
se, porque si no, no hay heroísmo. Si no tenés nada que reclamar ni
llorar, el delegado funciona un poco con esto del don y el contradon.
Entonces se empieza a desdibujar y perder poder”. Desde su punto
de vista, los delegados contaban con el mérito de lograr insta-
lar en la agenda del IVC determinadas demandas fundamenta-
les,peroalmismotiemposehallaban distanciados de losveci-
nos “comunes”, no conocían sus problemáticas individuales y
en ocasiones fomentaban el conflicto a niveles innecesarios.
En este sentido, otra de las integrantes del equipo de la UPE
mediría: “estoydeacuerdoenquehayareferentesyalguien leponga
los puntos al Estado, pero también está bueno poder aprovechar estas
otras instancias [los talleres participativos], apropiárselas y resignifi-
carlas.Esunprocesoquecuestamuchorevertir”.

Elcorolariodeestasdiferenciasacababa siendo,al finyal
cabo,unatensiónentreelactivismodederechosal interiordel
organismodevivienda(porpartedelosintegrantesdelequipo
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territorial) y el activismo de derechos de los defensores públi-
cos(entantopatrocinadoresdelosafectados).Noobstanteesta
oposición, y como mencionamos en el recuadro “Una institu-
cionalidad gris…” de este capítulo, existían canales de diálo-
go entre ambos grupos de actores. A fin de cuentas, entre los
defensores públicos y estos actores del IVC (de baja jerarquía
políticaperoaltaincidenciaterritorial)existíatácitamenteuna
alianza:débil,intermitenteyconflictiva,peroigualmentereal.

A la luz de las falencias con las que contaba el proceso
de relocalizaciones, la realización de los talleres participati-
vos era, según una de las integrantes del equipo territorial
del IVC, “lo único que nos mantiene vivos” y evita que “nos vaya-
mos todos”. Y aunque lograr el visto bueno de las autoridades
para llevar adelante este tipo de iniciativas requería una
labor de convencimiento, no se toparon con grandes resis-
tencias: “por un lado, esta gestión tiene una mirada muy cristia-
na, algo de hacer el bien que podés aprovechar a tu favor […]; y
por otro lado que vieron que las relocalizaciones funcionan mucho
mejor cuando trabajás con la gente […]. Más laburo social también
es equivalente a menos conflicto”17. En otras palabras, a pesar

17 Como vimos a lo largo de este capítulo, la participación de los afectados no
sólo era un asunto problemático en el plano judicial (dado que la causa Men-
doza no los admitía como actores procesales) sino también en el propio pro-
ceso de implementación. Pero allí, tanto los defensores como el equipo
territorial del IVC bregaban por la existencia de canales que permitieran que
se exprese la voz de las personas que serían relocalizadas. Más aún, según
mencionamos –y veremos a continuación–, este tipo de dispositivos eran
aceptados (y luego serían promovidos) por las autoridades del organismo de
vivienda.
En otras palabras, amén de las miradas disímiles sobre la cuestión, la partici-
pación era concebida en términos positivos por la totalidad de los actores
(inclusive para la Corte Suprema, que aunque no había incorporado a los
afectados como parte de la causa, había habilitado un “Cuerpo Colegiado”
que hiciera lugar a la ciudadanía en el proceso). Si bien excede al objetivo de
este libro, merece aquí mención el hecho de que el consenso en torno a la
participación –entendida como mecanismo de vinculación entre gobiernos
y poblaciones– es crecientemente extendido en numerosas sociedades.
Según Annunziata, se trata de una verdadera ideología con alcances hegemó-
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de que las condiciones estructurales bajo las cuales realiza-
ban su tarea eran entendidas como negativas, también “[está]
su lado bueno, que es que [las autoridades] saben tan poco de estos
temas que, no sé, nos dejan hacer lo que queramos”.

Para otra integrante del equipo territorial del IVC, quien
volcó su mirada sobre el proceso de relocalizaciones en un
artículo académico, las autoridades adolecían de una visión
“tecnicista, carente de profundidad […] analítica”. Frente a
ello, su desafío consistía en “tensionar y cuestionar prác-
ticas rutinarias y cosificadas de la administración pública”
ya que éstas “tienden a desproblematizar y despolitizar las
complejidades de la realidad con la que se trabaja y el lugar
desde el que se interviene” (Demoy et al., 2016: 11).

En pos de la construcción de una alternativa al “tec-
nicismo” vigente en la implementación de las relocalizacio-
nes, algunas integrantes de la UPE, tales como la recién cita-
da, promovieron la firma de un convenio de cooperación
entre el IVC y la Facultad de Ciencias Sociales de la Uni-
versidad de Buenos Aires (en particular, con el equipo de
investigación “Antropología, ciudad y naturaleza” asentado
en el Instituto de Investigaciones Gino Germani de dicha

nicos, ya que “aunque suele considerarse que las herramientas participativas
tienen una afinidad con las fuerzas políticas de izquierda o progresistas, los
casos se han multiplicado en distintos países del mundo bajo gobiernos de
muy variado signo político” (2013: 120).
La política de la participación, de hecho, puede dar lugar a interpretaciones
ambivalentes. Mientras que por un lado puede entenderse como democra-
tizante, emancipadora y constructora de ciudadanía, también se ha remar-
cado el hecho de que su objetivo es que los sujetos asuman un rol clave
“en la resolución de sus propios problemas”, posicionándose como actores
autosuficientes (Oraisón, 2011: 4). Más aún, se la ha entendido como una
nueva manera de gobernar que redefine los límites entre actores públicos
y privados y transforma las jerarquías en la implementación de políticas
públicas (Mayntz, 2000, citado en Oraisón, 2011).
Sea cual fuera el caso, las experiencias de construcción de dispositivos par-
ticipativos son tan múltiples como disímiles, y también lo son los enfoques
académicos para su análisis. Algunos de los trabajos que pueden consultarse
son Pagani (2012), Landau (2008a, 2008b), Loncle y Rouyer (2004), Bobbio
y Melé (2015), Rosanvallon (2008), Neveu (2011) y Blondiaux (2008).
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casa de estudios)18. Por medio de este acuerdo, se apostaba
a “evaluar el impacto de las relocalizaciones en la población
[…] a los efectos de generar herramientas que incidan en
una mejor intervención social y en una mejor calidad de
política pública” (Demoy et al., 2016: 9).

Como relata María Carman –directora de dicho equipo
académico–, los integrantes de la UPE no sólo desarrolla-
ron talleres participativos en la Villa 26 sino que adoptaron
otras iniciativas al interior del organismo en pos de gene-
rar un “abordaje respetuoso de los derechos”. Entre ellas,
“[elaboraron] un manual de uso de las viviendas y [organi-
zaron] talleres con las familias próximas a ser relocalizadas
para despejar sus dudas y colaborar en la conformación
de un consorcio”. Asimismo, “las jóvenes profesionales […]
intercedieron –sin demasiado éxito– en la resolución de

18 El proyecto de creación de un convenio fue realizado por iniciativa de una
de las trabajadoras del equipo territorial del IVC que, en simultáneo, formaba
parte del grupo de investigación de la Universidad de Buenos Aires. Éste
estaba integrado, además, por antropólogas y trabajadoras sociales con
experiencia laboral en organismos estatales abocados a problemáticas de
vivienda y medio ambiente.
En un artículo sobre experiencias de articulación entre la gestión pública y
la academia, afirmarían que debe pregonarse la ruptura de las “identidades
rígidas que convierten a la academia, a la gestión y a la militancia en espacios
divergentes”, advirtiendo sobre la necesidad de descartar categorías como
“adentro” y “afuera” de las instituciones (Demoy et al., 2016: 12). En otro tra-
bajo, sostendrían que los trabajadores sociales que forman parte de organis-
mos estatales operan con potenciales márgenes para la acción autónoma y a
la vez bajo determinaciones políticas y falta de información. Es en esta
intersección que proponen pensar en la categoría de “trabajadores de trin-
chera”, como superador de los “trabajadores a nivel de calle” de Lipsky. Tal
noción tendría la virtud de entender los espacios de implementación de
políticas públicas como ámbitos de disputa política, y a la vez asumir a los
trabajadores como sujetos capaces de “hacerle trampa” a la política misma.
La ocupación de este lugar intermedio –afirman– “es vivido con cierta inco-
modidad por el hecho de ser la cara visible de decisiones que […] responden
a determinados intereses políticos”. Pero esta posición puede adquirir un
potencial transformador si “el trabajador social se compromete con lo que
está en juego […], [asumiendo] un rol político dentro del ejercicio profesio-
nal” (Olejarczyk y Demoy, 2017: 22).
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problemas técnicos o deficiencias que presentaban las casas,
[y] presionaron a las autoridades […] para construir establos
para las familias de carreros” (Carman, 2017: 118)19.

Pero la intención más ambiciosa del equipo del IVC

era hacer extensiva su visión sobre cómo debería ser el
proceso a la mayor cantidad de casos posible, instaurando
como premisa al interior de organismo que las mudanzas
cuentan con tres momentos: un “antes”, un “durante” y un
“después”, a lo largo de los cuales debería siempre procu-
rarse la participación de los afectados. Impulsados por esta
vocación, y bajo el encuadre del convenio con la Universi-
dad de Buenos Aires, los integrantes de la UPE pusieron en
marcha lo que se volvería uno de los hitos más significativos
de la institucionalización del proceso de relocalizaciones
al interior del IVC.

El protocolo de relocalizaciones como objetivación
de las demandas de los afectados

Un enfoque de derechos y participación

A partir del vínculo construido entre el equipo territorial
del IVC y el grupo de investigación “Antropología, ciudad
y naturaleza”, las integrantes de ambos espacios comen-
zaron en el año 2015 una serie de encuentros con acto-
res ligados a problemáticas urbanas y ambientales, tanto
del campo académico como de organizaciones no guber-
namentales (en particular, el Centro de Estudios Legales
y Sociales –CELS–, la Asociación Civil por la Igualdad y

19 La continuidad de la actividad económica de los afectados luego de ser relo-
calizados fue motivo de discusión y conflicto, en particular la de los recicla-
dores urbanos (o “cartoneros”). En muchos casos, éstos cuentan con caballos
para arrastrar los carros en los que transportan el cartón, y una vez muda-
dos –en particular en el caso del complejo Padre Mugica– se hallaron con
que no estaban previstos lugares específicos para almacenar temporaria-
mente el material recolectado ni para refugiar a los caballos. Esto generó
problemas de convivencia entre los vecinos debido al acopio de cartón y cir-
culación de animales en espacios comunes.
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la Justicia –ACIJ– y el International Institute for Environ-
ment and Development América Latina –IIED-AL–)20. El
objetivo de estas reuniones consistía en someter a discusión
un borrador de protocolo de regulación de las relocaliza-
ciones previamente elaborado por las organizadoras. En
última instancia, se apuntaba a presentarlo ante el organis-
mo de vivienda con el fin de que fuera aprobado por su
Directorio y se generasen así lineamientos de acción para
los procesos que se hallaban en curso pero también para
aquellos por venir.

El documento, que acabó por llamarse “Protocolo base
para el diseño e implementación socialmente responsable
de procesos de relocalización involuntaria de población”, se
proponía como “una guía para funcionarios, profesionales
y técnicos” que permitiese generar “un modelo socialmen-
te responsable […] que contribuya a mejorar la calidad de
vida”. De hecho, el texto señala que el abandono obligado de
los hogares, las comunidades y los entornos socio-naturales
suponen “crisis vitales” para las personas, ya que los pará-
metros básicos sobre los cuales construyen sus vidas se ven
alterados: “las redes sociales existentes se desarticulan, los
liderazgos pierden legitimidad [y] las estrategias cotidianas
se vuelven inútiles”. O, como remarca Bartolomé, “el des-
arraigo masivo constituye una agresión total –en el sentido
biológico– sobre un individuo y el cuerpo social. Agresión
que genera altísimos niveles de estrés y somete a una dura
prueba las capacidades de adaptación de individuos y colec-
tividades” (1985: 12)21.

20 Vale mencionar que yo fui uno de los invitados a dichos encuentros, en
carácter de miembro del Área de Estudios Urbanos del Instituto de Investi-
gaciones Gino Germani y de incipiente especialización en la problemática
en cuestión.

21 La frase de Bartolomé (1985), que es uno de los mayores clásicos en los estu-
dios argentinos sobre relocalizaciones, está citada en el propio Protocolo, lo
cual constituye apenas un indicio de la influencia de la academia en esta ini-
ciativa.
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El compromiso con el “punto de vista” de los afectados
estaría dado por una comprensión del reasentamiento de
personas como fenómenos “complejos, extendidos en el
tiempo y en el espacio”. En otras palabras, se asume que
inician antes de que la población se traslade y finalizan des-
pués de su mudanza. El Protocolo propone que debe priori-
zarse la articulación entre todos los organismos pertinentes
a las diversas problemáticas que pueden verse implicadas,
fuera en materia de salud, vivienda, educación, recreación
o alimentación, entre otras. Asimismo, destaca que debe
procurarse un abordaje desde la singularidad de los casos,
considerando la pluralidad de expectativas, situaciones y
contextos puestos en juego.

Por otro lado, el documento resalta la importancia del
funcionamiento de mecanismos para el logro de consensos,
tales como la divulgación de información (desde calenda-
rios de avance hasta criterios adoptados), la elección de
representantes de los afectados (es decir, un esquema simi-
lar al del cuerpo de delegados ya existente en villas como la
21-24), la conformación de mesas de trabajo (con el objetivo
de “institucionalizar un espacio de diálogo” en el cual se
brinde información y se reciban propuestas), la realización
de visitas periódicas a las obras en construcción (de modo
tal que los afectados puedan realizar un seguimiento de los
avances) y la organización de talleres participativos (sobre
todo en la etapa previa a la mudanza). Sobre estos últimos,
el Protocolo indica que su objetivo es “habilitar un ámbito
de trabajo comunitario” donde los afectados puedan expre-
sar sus “necesidades y deseos” a lo largo de los distintos
momentos del proceso, y donde sea posible consensuar cri-
terios de adjudicación de viviendas, el diseño de los espacios
comunes de los complejos habitacionales, y “la logística de
la operatoria” del día de la mudanza, entre otros asuntos.
La constitución formal de este tipo de ámbitos, en última
instancia, permitiría no sólo un proceso menos traumático
para los vecinos, sino también menos conflictivo para el
organismo a cargo de llevar adelante la relocalización.
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Pautas de funcionamiento y ordenamiento institucional

Además de delinear los principios orientadores y modos
de abordaje fundamentales de las relocalizaciones, el Pro-
tocolo estableció los marcos institucionales que deberían
crearse para la conducción de los procesos. Principalmen-
te, afirma que debe contarse con una “Unidad Ejecuto-
ra” encabezada por un coordinador y conformada por un
“Equipo Interdisciplinario de Relocalización” que debe con-
templar: a) un área social ambiental (integrada por profe-
sionales de las ciencias sociales “con experiencia en trabajo
comunitario y territorial”); b) un área técnica (integrada por
profesionales del urbanismo “con experiencia en el hábitat
popular”); y c) un área legal administrativa (integrada por
profesionales de las disciplinas jurídicas “con experiencia en
trabajo con sectores populares”). Específicamente, el docu-
mento señala que la cantidad de integrantes de la Unidad
Ejecutora debe ser proporcional a la cantidad de barrios
y familias a relocalizar, las tareas requeridas en el territo-
rio, y la escala de la población que receptora y de aquella
que permanece sin ser relocalizada. A su vez, estipula que
se debe garantizar un mínimo de seis profesionales cada
doscientas familias.

Cuadro 1. Etapas y dimensiones de los procesos de relocalización según
el protocolo aprobado por el IVC.

Etapa/
Dimensión

Técnica Social Legal adminis-
trativa
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Previa – Coordinación
de la consecu-
ción de terrenos

– Elabora-
ción del progra-
ma participativo
de necesidades

– Diseño
participativo de
los complejos
habitacionales

– Segui-
miento de la
obra

– Diagnósti-
co del predio a
liberar

– Confec-
cionar un manual
de uso de las
viviendas

– Coordinación
de relevamien-
tos y censos,
talleres y mesas
de trabajo

– Diseño
participativo de
los complejos
habitacionales

– Abordaje
familiar

– Articula-
ción con áreas
del Gobierno y
organizaciones
de base

– Confor-
mación del lista-
do de adjudica-
tarios

– Relación con
juzgados, defen-
sorías y otros
organismos
públicos

– Actas
acuerdo con los
vecinos

– Notifica-
ciones de adjudi-
cación

– Elabora-
ción de escritu-
ras

– Asesora-
miento legal a
las familias

– Talleres
de ciudadanía

Durante – Articulación
con Área Técnica
para el segui-
miento del final
de obra y la
organización de
la recepción de
obra

– Obras en
terreno liberado

– Mejoras
en las viviendas
que quedan sin
relocalizar

– Articula-
ción con el Área
Técnica para la
demolición de
las viviendas

– Coordinación
de la operatoria
de mudanza

– Entrega de
escrituras
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Después – Capacitación
técnica a las
familias sobre
uso y mante-
nimiento de la
vivienda

– Acompa-
ñamiento a las
familias

– Acompaña-
miento a las
familias en la
organización
comunitaria

– Fortale-
cimiento de la
organización
consorcial

– Articula-
ción con áreas
del Gobierno
para el desa-
rrollo sustenta-
ble de las fami-
lias

– Gestión
asociada con
ONG y universi-
dades

– Asesoramiento
legal a las fami-
lias

– Segui-
miento de ofi-
cios y expedien-
tes

Fuente: elaboración propia en base a Protocolo de Relocalizaciones
del IVC.

Como puede observarse en el Cuadro 1, el Protocolo
remarca que las relocalizaciones cuentan con un “antes”,
un “durante” y un “después”22. La etapa previa, que abarca
“desde la toma de contacto con la comunidad a relocalizar
hasta el momento de la mudanza”, supone la realización de
actividades relativas a lo colectivo pero también el abor-
daje singular con las familias. La etapa de mudanza, que
contempla la instancia de “traslado hacia el nuevo hábitat”,
requiere garantizar la menor incertidumbre posible para los
afectados, de modo tal de disminuir el “estrés y la ansiedad”
y a su vez lograr “la mayor agilidad y colaboración posible”.
Por último, la etapa posterior, que inicia una vez instaladas
las familias en sus nuevas viviendas, incluye “la puesta en

22 Este cuadro, extraído del Protocolo de Relocalizaciones, constituye una ver-
sión levemente resumida respecto del original.
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marcha de programas sociales y de dispositivos de acom-
pañamiento que se orienten a fortalecer la autonomía de la
comunidad, de modo de generar herramientas que colabo-
ren con la sustentabilidad de la vida en el nuevo barrio”.

Luego de las reuniones con académicos y organizacio-
nes no gubernamentales ligadas a problemáticas urbano-
ambientales, las integrantes de la UPE presentaron el Pro-
tocolo ante las autoridades del IVC, quienes lo aprobaron y
lo incorporaron a la normativa del organismo en diciem-
bre de 2015. A través de este texto, se institucionalizaban
prácticas que, en gran medida, hasta entonces el equipo rea-
lizaba ad hoc convenciendo a funcionarios y aprovechando
los márgenes de libertad propios del trabajo en el territorio,
y valiéndose a su vez de la escasa erogación presupuestaria
que suponían sus iniciativas y de los largos e indetermina-
dos plazos de espera que generaban las obras.

Si bien no consistía en un texto jurídico sino admi-
nistrativo y procedimental, mediante las tareas, funciones y
operatorias planteadas en el Protocolo se ponían a resguar-
do determinados derechos reclamados y conquistas alcan-
zadas a lo largo del conflicto. Fuera la conformación de
instancias de diálogo y negociación como las mesas de tra-
bajo, o bien la inclusión de la opinión de los afectados para
la definición de los criterios y prioridades de relocalización,
el Protocolo apostaba a sintetizar bajo la forma de mecanis-
mos formalizados de actuación una serie de procesos que
hasta entonces sólo eran sostenidos por voluntad del equipo
de la UPE y por presión de los afectados y sus defensores.

Ahora bien, aunque el Protocolo efectivamente cons-
tituía un paso significativo en la generación de pautas ins-
titucionales para la conducción de procesos de relocaliza-
ción, sus capacidades de apaciguar los factores de conflicto
fueron dispares. En primer lugar, como se desprende del
resumen aquí presentado, el documento no establecía con-
diciones ni lineamientos sobre algunas de las principales
fuentes de protesta, como los métodos de construcción y la
ubicación de los complejos habitacionales. La ausencia de
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estos problemas –y presencia de los otros– expone acaso
cuáles eran los alcances y limitaciones del equipo territorial
para influir en las decisiones políticas del organismo, y por
ende cuáles eran los núcleos más estructurales en torno a
los cuales se desenvolvían los principales conflictos.

En segundo lugar, el Protocolo no adquiriría un carác-
ter vinculante. Como expresaba Claudia, una coordinadora
de la UPE que asumió sus funciones en 2017, “quedó como
una herramienta interna […], librada a la voluntad del coordina-
dor o del equipo hacer uso o no de [ella]. No hay ninguna bajada
política o institucional para que lo hagamos […]. Para mí es un
material que está bueno y te unifica y da parámetros regulares, y
[estaría] bueno que esté más institucionalizado aún”. Por lo tan-
to, la capacidad de esos parámetros de signar las reglas de
los procesos de relocalización no dejaba de estar supeditada
a la vocación de los equipos a cargo de la UPE y la decisión
de la dirección del organismo de hacerlos cumplir.

En tercer lugar, la aprobación del documento tuvo un
efecto relevante en relación con los sucesivos cambios de
autoridades que atravesó el IVC en general y la UPE en par-
ticular a lo largo de los últimos años. Según relataba Paula,
de la Fundación Temas, “nosotros padecimos mucho lo de los
cambios de gestión, que viene un funcionario nuevo y desentien-
de absolutamente el proceso anterior”. Como mencionamos en
distintos momentos de este libro, la escasa institucionaliza-
ción de las relocalizaciones generaba que una parte sustan-
cial de los acuerdos y dinámicas alcanzadas dependiese de
los vínculos y confianzas construidos entre integrantes del
equipo territorial del organismo por un lado y delegados
y defensores por otro. Asimismo, siguiendo a Paula, “poder
construir un protocolo impacta […] en esto de construir garantías
para un proceso que no sabemos cuánto va a durar […]. Bási-
camente es poder caminar sobre seguro, hay cosas que ya están,
que están cerradas, que están escritas, que están homologadas, que
forman parte de los protocolos, procedimientos”.
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Por último, a pesar de que sólo constituía una nor-
mativa interna del IVC y no contaba con un estatus que lo
volviese de cumplimiento obligatorio, el Protocolo sí tenía
entidad institucional e inclusive había sido difundido a tra-
vés del Boletín Oficial de la ciudad de Buenos Aires. Gracias
a ello, los defensores públicos comenzaron a contar con
nuevos argumentos jurídicos a la hora de presentar oficios
reclamando rectificaciones en la actuación del organismo
sobre distintos asuntos. El documento, por lo tanto, se vol-
vió fuente de impugnación a las políticas del propio IVC por
parte de actores externos a él.

Una nueva mirada sobre la cuestión sociohabitacional,
¿un cambio de etapa para el proceso
de relocalizaciones?

“Tienen una dinámica de gestión diferente. En mi opinión per-
sonal, es porque entendieron que con la gente adentro es una
mejor manera de gestionar un montón de negocios. Sea cual sea su
intención, la verdad es que su efecto en el conflicto es totalmente
distinto”, afirmaba Adrián, de la Defensoría, refiriéndose a
las autoridades a cargo del IVC en el año 2017. “Hoy hay
un gobierno que escucha, nosotros presentamos y son receptivos.
Después podemos evaluar la intención de eso y qué sé yo, pero el
efecto real es que hoy es distinto que hace dos años”.

Aunque los actores con los que mantuve contacto flui-
do a lo largo de mi trabajo de campo cuentan con diag-
nósticos diferentes respecto de la existencia de cambios
significativos en la política reciente del IVC para con el pro-
ceso de relocalizaciones, lo cierto es que a partir de 2016
los tiempos se aceleraron: una gran cantidad de complejos
pendientes entraron en obra, las respuestas del organismo
a los oficios de la Defensoría se agilizaron, y el propio jefe
de gobierno, Horacio Rodríguez Larreta, se comprometió
poco después de asumir (en diciembre de 2015) a que en
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2019, antes del final de su mandato, todos los habitan-
tes del camino de sirga habrán sido trasladados. Y si bien
el conflicto persiste hasta hoy –ya que son numerosas las
demandas pendientes por parte de los afectados, tanto las
que refieren a casos individuales como a reclamos de índo-
le colectiva–, el mismo ha tendido a estabilizarse. Sigue
siendo amplia la cantidad de afectados que aún aguarda su
relocalización, pero el hecho de que el “método rápido” de
construcción haya sido reemplazado definitivamente por el
“tradicional”, que el perímetro haya sido garantizado, y que
una cantidad sustancial de las construcciones pendientes
estén en marcha, ha reducido la incertidumbre y generado
un horizonte de previsibilidad a un conflicto que parecía
extenderse por tiempo indeterminado.

Ahora bien, ¿a qué ha obedecido la dinamización del
proceso de relocalizaciones? ¿Acaso fue producto del con-
flicto, que quebró la inercia –o reticencia– del IVC y logró
consolidarlo como una política prioritaria y más respetuo-
sa de las voluntades de los afectados? ¿Fue la justicia, con
un renovado poder de hacer actuar (Merlinsky, 2013), que
le cerró al organismo su camino de reiteradas dilaciones?
¿O bien el propio IVC tomó la decisión de jerarquizar esta
política, hasta entonces rezagada y sólo impulsada por las
presiones surgidas desde los barrios del camino de sirga?

El modo dicotómico en que se plantean estas preguntas
es probablemente engañoso. Por un lado, porque difícil
sería hallar una respuesta única y mensurable a la búsqueda
de las fuentes de la acción pública. Por otro lado –y con
relación a lo anterior–, porque todas ellas aportan –en su
medida, de forma solapada y simultánea– a la construcción
de la dinámica del proceso. Lejos de apuntar a una cuantifi-
cación, la propuesta ha sido indagar en la relevancia empíri-
ca y conceptual de las distintas facetas de la implementación
de esta política judicializada.

En este apartado se aportará un último ángulo a este
poliedro: ¿cuál ha sido el vínculo entre la política general
hacia las villas en la ciudad de Buenos Aires y el lugar que
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ocuparon las relocalizaciones en la agenda del IVC? ¿Ha
existido una correspondencia entre los cambios en aquella
y las características de éstas? Colocar algunos de estos ele-
mentos sobre la mesa permitirá, en definitiva, vislumbrar
cuáles son los límites del conflicto en la producción del
proceso de relocalizaciones, y observar los modos en que
éste está supeditado a políticas de orden más general.

Hemos señalado en diversas oportunidades a lo largo
de este libro que los años en los que comenzó a desarro-
llarse el conflicto del camino de sirga estaban caracteri-
zados por una crisis habitacional que se profundizaba, un
desfinanciamiento de las políticas de vivienda, discursos
erradicatorios y estigmatizantes hacia las villas y sus habi-
tantes y el fortalecimiento de un modelo de “revalorización”
(Gobierno de la ciudad de Buenos Aires, 2014) que apunta-
laba negocios inmobiliarios en detrimento de políticas que
garantizaran el acceso al suelo urbano.

Cuadro 2. Situación deficitaria en hoteles-pensión, ocupaciones,
conventillos, villas, asentamientos, NHT, complejos y barrios municipales

y población en situación de calle de la ciudad de Buenos Aires. Año
2009-2010.

Ciudad de Buenos Aires

Población %

Hoteles-pensión 140.000 21,0%

Ocupaciones 200.000 30,0%

Conventillos 220 0,0%

Villas 207.865 31,1%

Asentamientos preca-
rios

30.000 4,5%

Núcleos Habitaciona-
les Transitorios (NHT)

5.400 0,8%
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Complejos Habitacio-
nales y Barrios Muni-
cipales

82.000 12,3%

Situación de calle 1.950 0,3%

Total situaciones defi-
citarias

667.435 100,0%

Fuente: Zapata (2012).

Como señala Zapata (2012), hacia 2010 el déficit habi-
tacional implicaba a cerca de 700 mil habitantes, casi un
25% de la población de la ciudad de Buenos Aires. Asimis-
mo, según el censo realizado en dicho año, la cantidad de
personas viviendo en villas y asentamientos había aumenta-
do un 52,3% respecto de 2001 y un 211% respecto de 1991
(Di Virgilio y Rodríguez, 2013).

Por otro lado, las políticas implementadas por el
gobierno porteño se caracterizaban por colocar al suelo
urbano “al servicio del desarrollo de negocios privados,
estimulados por procesos de liberalización y desregulación
de los mercados de suelo y alquileres”. A su vez, se había
montado un “sistema de desfinanciamiento permanente de
la política habitacional” (Zapata, 2012: 309), evidenciado en
una disminución de los fondos destinados a la problemática
de la vivienda –de más de un 5% del presupuesto en 2005,
a un 2,2% en 2010– y en la ejecución presupuestaria del
IVC –reducida de un 86,7% en 2007 a un 44,6% en 2010–.
La política hacia las villas y asentamientos, por su parte, se
limitaba a la realización de obras menores –como la pintu-
ra de fachadas–, la limpieza y mantenimiento de espacios
públicos, y la satisfacción de reclamos puntuales, a menudo
a raíz de protestas de las organizaciones barriales (Zapa-
ta, 2012: 311). Las leyes de urbanización, mientras tanto,
se veían sistemáticamente incumplidas, aunque en algunas
ocasiones se actuaba en un sentido abiertamente contrario,
como con las villas 31 y Rodrigo Bueno –ambas ubicadas
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en barrios costosos y cercanas a grandes proyectos inmobi-
liarios–. En el primer caso, el gobierno impulsaría en 2007
(sin éxito) un plan de erradicación; y en el segundo, apelaría
en 2011 un fallo judicial que ordenaba la urbanización23.

A su vez, el agravamiento de las condiciones habita-
cionales no tardó en dar lugar a un aumento de los con-
flictos por el acceso a la vivienda, que hallaron por parte
del gobierno respuestas represivas. Algunos de los ejemplos
más emblemáticos de esta política son las polémicas desata-
das por el accionar de la Unidad de Control del Espacio
Público (o “UCEP”) –órgano que operó entre 2008 y 2009
desalojando violentamente a personas en situación de calle
y a ocupantes ilegales (Rodríguez et al., 2011)– y los trágicos
sucesos de la toma del Parque Indoamericano –un predio
estatal abandonado que en 2010 fue ocupado y a los pocos
días desalojado por la fuerza con un saldo de dos muertos
(Caggiano et al., 2012)–.

Fue en este contexto –descrito dispersamente a lo
largo del libro y aquí reconstruido como rompecabezas–
que el gobierno de la ciudad de Buenos Aires recibió la
orden del juez Armella de abrir el camino de sirga. En la
medida en que la resolución no indicó otra cosa que la
“eliminación de obstáculos”, el IVC procedió por medio de
desalojos violentos y, cuanto mucho –una vez que intervi-
nieron los defensores públicos–, el otorgamiento de subsi-
dios habitacionales a los desplazados. En una segunda etapa,

23 Entre las normativas incumplidas se encuentran la Ley 403 (sancionada en
el año 2000), que crea el Programa de Planeamiento y Gestión Participativa
de la Villa 1-11-14 con el fin de ejecutar un Plan Integral de Urbanización; la
Ley 625 (sancionada en 2001), que declara la emergencia edilicia en el
Barrio Illia y ordena la solución de fallas estructurales; la Ley 1333 (sancio-
nada en 2004), que obliga al Poder Ejecutivo a adecuar la infraestructura del
Barrio Carrillo en materia de desagües, distribución de energía, gas, repavi-
mentación y alumbrado; la Ley 1770 (sancionada en el año 2005), que orde-
na la urbanización de la Villa 20; y la Ley 3343 (sancionada en 2009, luego
del fracaso del mencionado plan de erradicación), que dispone la urbaniza-
ción de la Villa 31 y crea la “Mesa de Gestión y Planeamiento Multidiscipli-
naria y Participativa” (Trevisani Vespa y Mamberti, 2012).
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cuando la justicia reconoció explícitamente el derecho a
la relocalización, el organismo dispuso el otorgamiento de
viviendas de baja calidad y en la zona más devaluada de
la ciudad. Y en una tercera etapa, a partir del desarrollo
del conflicto –sobre todo en la Villa 21-24–, el gobierno
desistió de la utilización de los cuestionados métodos de
construcción, concedió la demanda del perímetro y se pre-
dispuso a institucionalizar determinados modos de ejecu-
ción de la política que hasta entonces no estaban formal-
mente encuadrados.

Si bien remite a hechos en pleno desarrollo, aún esca-
samente estudiados, podría proponerse aquí la existencia
de una cuarta etapa, motorizada –como sugeríamos al ini-
cio de este apartado– por transformaciones generales en la
política gubernamental hacia la problemática de las villas y
asentamientos. Éstas remiten a un viraje, a partir de la asun-
ción de Horacio Rodríguez Larreta como jefe de gobierno,
hacia un abrazo a las demandas de urbanización o “integra-
ción” de estos barrios informales, y su colocación como una
de las principales prioridades de la agenda política. A su vez,
en los últimos años se ha evidenciado un nuevo discurso
gubernamental sobre la pobreza y la cuestión social, que
apunta a reemplazar el término “villas” por “barrios” –afir-
mando que éstos deben integrarse a la ciudad pero también
la ciudad a ellos–, asumiéndolos como lugares donde no
sólo hay “delincuencia” sino también “gente que trabaja”,
desea “progresar” y tiene derecho a la “igualdad de opor-
tunidades”. Esta perspectiva ha tenido como corolario la
formulación de proyectos y la puesta en marcha de obras
largamente postergadas, como la urbanización de la Villa
20, la Villa 31, Playón de Chacarita y Rodrigo Bueno24.

24 Debe subrayarse que este giro no ha estado exento de conflictos en los
barrios implicados ni menos aún de suspicacias respecto del posible enmas-
caramiento de negocios inmobiliarios y el riesgo de que se catalicen proce-
sos de gentrificación (Capalbo, Scharager y Tobías, 2020). Según Cravino
(2018), consiste en una utilización en clave neoliberal del paradigma del

Más allá del lawfare • 337

teseopress.com



Los recursos asignados a vivienda, en este marco,
tuvieron aumentos inusitados. El 2,2% del presupuesto total
de la ciudad que estaba destinado a esta función en 2010
se ha más que duplicado, hasta alcanzar un 5,1% en 2017
(Navatta y Ons, 2012). En el IVC, esto ha redundado en
cambios palpables en el proceso de relocalizaciones, siendo
los de la UPE uno de los de mayor elocuencia: mientras que
en los años 2014 y 2015 el equipo contaba con cerca de seis
trabajadores para todas las villas y complejos involucrados,
en 2018 pasó a disponer de aproximadamente cuarenta.

“Yo creo que hoy claramente tanto en el gobierno nacional
como en el de la ciudad hay un enfoque muy anclado en una pers-
pectiva de derechos, que básicamente tiene que ver con garantizar
el derecho al hábitat y la vivienda adecuado de las familias que
viven ahí”, me aseguraba en una entrevista Juan Maquieyra,
presidente del IVC entre 2016 y 2021. Sin embargo, alu-
diendo a la problemática de la vivienda en general, admitía
que los casi ocho años del proceso de relocalizaciones no
han sido homogéneos:

Sí es verdad que en los inicios de la gestión, entre 2007 y 201125,
todavía no había sido desarrollada una mirada de perspectiva de
derechos, que creo que con los años se fue desarrollando, incluso
durante el mandato del presidente [Macri] en la ciudad, y que
después terminó de aflorar: en Nación con el Renabap26 y en la
ciudad de Buenos Aires con todo lo que está haciendo el jefe de
gobierno [Rodríguez Larreta].

“urbanismo social”, según el cual los Estados deben rechazar las prácticas
de erradicación y promover la mejora de las condiciones urbanas en los
asentamientos populares.

25 El entrevistado hace referencia al primer mandato de Mauricio Macri como
jefe de gobierno, que inauguró un ciclo de cuatro gobiernos del partido
PRO.

26 El Renabap, acrónimo de Registro Nacional de Barrios Populares, fue crea-
do en 2017 a los fines de relevar e identificar la totalidad de los barrios
informales a lo largo y ancho del país. En una segunda etapa, el Congreso de
la Nación sancionó en 2018 una ley de regularización dominial de villas y
asentamientos precarios, que declara de interés público y sujetos a expro-
piación a los predios relevados.
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Según el funcionario, la aceleración del proceso de
relocalizaciones no ha obedecido sino a la colocación de la
problemática en agenda por parte de las autoridades, tanto
en términos presupuestarios como políticos27:

Gran parte del condicionante tuvo que ver con la falta de acceso
a […] fondos, y una vez que esos fondos se habilitaron sí fue muy
importante la decisión política del jefe de gobierno de proponer como
uno de los ejes de su gestión la integración de los barrios populares
a la ciudad, y de la ciudad a los barrios populares, y en particular
comprometerse públicamente a que cuando él finalizara su mandato
no quedara gente viviendo al lado del Riachuelo.

Según el presidente del IVC, es la voluntad del Poder
Ejecutivo lo que determina la puesta en marcha de las polí-
ticas y su ajuste a derechos, más que las presiones generadas
por los conflictos e incluso las órdenes emanadas por la
justicia: “la Defensoría y la justicia no tienen tanta fuerza para
generar política pública a favor de reivindicar derechos. Sí tienen
mucha fuerza para evitar políticas públicas que disminuyen dere-
chos”. A fin de cuentas –aseguraba off the record–, la mayoría
de las acciones del organismo están judicializadas o bien
son foco de protesta de actores movilizados, y aun así, “a la
hora de reivindicar y hacer efectivos los derechos, si el Ejecutivo
no acompaña, la capacidad es muy reducida”. En este sentido,
asegura que “la conclusión es que la única manera de avanzar
en temáticas sociales tan profundas como la relocalización de
familias del camino de sirga o la integración de villas en general
es con vocación del Poder Ejecutivo”.

Según Maquieyra, el desarrollo del conflicto por las
relocalizaciones puede haber sido determinante en la defi-
nición del ritmo de avance o en la toma de determinadas

27 De acuerdo con Maquieyra, el cambio en la política hacia las villas –y, en ese
marco, la aceleración del proceso de relocalizaciones– no obedece a una
nueva moral ni a una supuesta estrategia para facilitar negocios inmobilia-
rios. A su criterio, la “izquierda” tiene dificultades para comprender al
gobierno, ya que lo etiqueta sencillamente como de “derecha” sin lograr cap-
tar su sensibilidad en materia de políticas hacia los sectores populares.
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medidas cuando “no estaban dadas las condiciones y no había
vocación de avanzar fuerte”, pero “el cambio fuerte en la veloci-
dad de construcción, en la calidad, en el nivel de diálogo, no tiene
que ver con el conflicto”, sino con que “el Ejecutivo lo pone como
un tema central de agenda”.

La Defensoría y la Fundación Temas, reconoce el fun-
cionario, “estaban cuando el Estado no estaba” y han sido fun-
damentales en el proceso, ya que “tienen un nivel de conoci-
miento de la situación, confianza con los delegados y delegadas,
con los vecinos y vecinas, y de capilaridad en el barrio, que es muy
necesario para poder avanzar con proyectos virtuosos”. De ellos,
asegura, el IVC debió aprender a “escuchar activamente y, sobre
esa escucha, avanzar”. Aunque advierte: “lo que se escucha […]
no es tanto el conflicto y el quilombo. Es mucho más poderoso
llevarlo al jefe de gobierno a recorrer el camino de sirga que cor-
tarle Uspallata. Muchísimo más poderoso”28. Esto no significa,
según Maquieyra, “que no haya que hacer marchas”, porque
“en muchos casos son necesarias y el conflicto es una herramien-
ta de la vida pública y la vida política”. Pero se debe evitar
“enamorarse del conflicto”, entendido como “herramienta para
generar política pública de reivindicación de derechos”.

Efectivamente, la actual etapa del proceso de reloca-
lizaciones difícilmente podría explicarse sin encuadrarla
(como se ha propuesto provisoriamente aquí) en otros pro-
cesos que lo trascienden. La nueva “dinámica de gestión”,
aquella a la que aludía el abogado de la Defensoría, no
respondió a una revitalización de la causa Riachuelo –que
permanece en un largo estancamiento–, ni a una inédita y
determinante medida de la justicia –que mostró una volun-
tad y capacidad limitadas para hacer cumplir una resolución
que se remonta al año 2010–. Más bien, hemos propuesto
que debe entendérsela en el marco de cambios en otra escala
de políticas y en su “efecto derrame” sobre un proceso hasta
entonces aislado y ejecutado ad hoc por indicación judicial.

28 Uspallata es la calle donde se ubica la sede central de la Jefatura de Gobierno
de la ciudad de Buenos Aires.
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No obstante, no debería incurrirse en el error adver-
tido por Lascoumes y Le Galès de analizar las políticas
públicas “desde la cima del Estado”, lo que llevaría a asu-
mir la existencia de “decisiones, momentos históricos que
transforman [su] curso […] y el destino de poblaciones”
(2014: 55). Más bien, comprender las relocalizaciones como
fenómeno complejo de acción pública requiere indagar en
los “meandros extraños de la decisión” (2014: 56), aquellos
rincones que permiten entrever los intereses, instituciones,
redes y trayectorias en que se inscriben los actores y que
dan lugar a la dinámica efectiva de la implementación de
políticas. En esta clave, en vías de comprender las cualida-
des y tensiones del conflicto desde el punto de vista de su
institucionalidad (e institucionalización), el presente capí-
tulo ha examinado los modos de yuxtaposición de actores
y lógicas de acción, en pos de hallar los múltiples focos y
fuerzas motoras que caracterizaron al proceso.

En este capítulo hemos examinado la institucionaliza-
ción del proceso de relocalizaciones, y las relaciones que
guardó esta formalización y estandarización con el desa-
rrollo del conflicto. En otras palabras, analizamos cómo el
conflicto se transformó en su articulación con las lógicas
institucionales, burocráticas y políticas del gobierno, aten-
diendo al rol que desempeñaron sus diversos actores.

En este trayecto, nos detuvimos en tres momentos:
la institucionalización de instancias de representación (el
cuerpo de delegados) y de negociación (las mesas de tra-
bajo), el derrotero de la demanda de establecimiento de un
perímetro para realizar las mudanzas, y el activismo lleva-
do a cabo al interior del organismo de vivienda por parte
de su equipo territorial. A su vez, a modo de cierre, nos
detuvimos en los cambios del proceso en los últimos años a
partir de que se inaugurase una nueva etapa en la ciudad de
Buenos Aires en relación con las políticas hacia las villas.
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El estudio de estas facetas de la cuestión permitió dilu-
cidar los modos de relación entre los canales políticos y
jurídicos, y a su vez las vías de tránsito del conflicto, que
se desplazó por canales más o menos institucionalizados
según su potencialidad para la resolución de las deman-
das de los afectados. Es decir que la paulatina (y parcial)
institucionalización del proceso de relocalizaciones no eli-
minó la dimensión conflictiva del problema. Más bien, se
articularon momentos de participación y negociación con
otros de disrupción y movilización. Pero, a fin de cuen-
tas, la institucionalización del proceso de relocalizaciones
no fue producto de órdenes de la justicia o planificaciones
de gobierno sino del compás del conflicto y las estrategias
de los actores.
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Conclusiones

La judicialización de los conflictos sociales y políticos es
una tendencia en crecimiento en la Argentina y América
Latina que ha generado transformaciones en las perspecti-
vas simbólicas de los actores y sus repertorios de protesta,
y a su vez ha reconfigurado los equilibrios entre las ins-
tituciones estatales implicadas en la producción de acción
pública. Sobre todo, la judicialización se ha destacado por
una especial predisposición de operadores jurídicos –abo-
gados, defensores públicos, fiscales, jueces– a involucrarse
en asuntos tradicionalmente dirimidos en términos polí-
ticos.

Esta ampliación y mutación de la esfera de influencia
de la justicia –entendida como sistema de regulación– no
sólo abre interrogantes en lo que respecta al funciona-
miento de las democracias y de las relaciones entre grupos
sociales e instituciones, sino que, claro está, también pone
en cuestión la propia posibilidad de discernir con claridad
una línea divisoria entre los fenómenos de orden jurídico
y los de carácter estrictamente político. La juridificación
–concebida como una creciente adecuación de los esque-
mas cognitivos y de acción a las reglas de lo esperable y lo
posible en el mundo jurídico– es, a este respecto, ilustrativa
del reposicionamiento social y político del derecho.

El activismo judicial es acaso otra faceta paradigmática
de la redefinición de dicha frontera (Cravino, 2016; Dela-
mata, 2016; Martin, 2011). Por un lado, permite entrever
cómo ciertos actores –a menudo en una posición de vul-
nerabilidad– se implican, de la mano de aliados expertos,
en la formulación de sus reivindicaciones como demandas
de cumplimiento de derechos. Por otro lado, da cuenta de
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cómo ciertos tribunales se inclinan hacia la creación de
cambios en las agendas gubernamentales por medio de sen-
tencias que ordenan el diseño de políticas.

El caso analizado en este libro es ejemplar a este res-
pecto, ya que su génesis y derrotero a lo largo de los años
denota las múltiples aristas del fenómeno de la judicializa-
ción. En primer lugar, el conflicto por las relocalizaciones
tuvo como condición de posibilidad una denuncia judicial
presentada en 2004 por un grupo de habitantes de la cuenca
baja del Riachuelo que hallaron en el litigio por el incumpli-
miento de su derecho al ambiente una vía de canalización
de sus reclamos.

En segundo lugar, el proceso se destacó por haberse
originado en una sentencia dictada por la Corte Supre-
ma, la cual sentó un precedente histórico al ordenarles a
los gobiernos con jurisdicción sobre la cuenca la puesta
en marcha de un plan integral de saneamiento, luego de
décadas de ausencia de políticas en esa materia. Al abrir
una arena de debate público sobre el estado ambiental de
este territorio y exigir la generación de mecanismos insti-
tucionales de remediación (Merlinsky, 2013), el tribunal dio
muestras de la capacidad de la justicia de marcar el ritmo de
la agenda política y definir sus prioridades. Es revelador a
este respecto el rol del juez de ejecución, que por medio de
sucesivas resoluciones definió el significado de los manda-
tos contenidos en la sentencia y delineó los trazos de la ruta
de implementación de las políticas de relocalización.

Finalmente, el conflicto suscitado en los barrios de la
ribera a raíz de la orden del magistrado exhibe otra de las
facetas que adquirió la judicialización en estos años. Los
afectados, en articulación con defensores públicos activis-
tas de la protección de los derechos económicos, sociales
y culturales, sostuvieron sus demandas pivotando entre la
acción directa, la participación institucional y el litigio, dan-
do cuenta de cómo la movilización sociojurídica por parte
de actores en conflicto cuenta con la vía judicial como hori-
zonte pero en el marco de estrategias polivalentes.
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Si bien mucho se ha estudiado sobre los modos en que
los conflictos se transforman al desplazarse hacia el ámbito
de la justicia, y se han llevado a cabo numerosos análisis
sobre los efectos sociales y políticos de las sentencias judi-
ciales activistas, no abundan en la literatura investigaciones
que examinen las ambivalencias, complejidades y contra-
dicciones de los procesos por medio de los cuales una reso-
lución judicial –elaborada como solución a lo que se entien-
de como un problema– se vuelve un problema en sí mismo
al convertirse en una política a ser implementada. En otras
palabras, ¿qué sucede con las resoluciones judiciales activis-
tas una vez que abandonan los despachos de los tribunales
y comienzan a circular por instituciones y territorios en los
que priman otras lógicas jurídicas, sociales y políticas?

El propósito general de este libro ha sido, en este sen-
tido, analizar cómo la orden judicial de relocalización se
transformó en un problema de política pública, indagando
en las controversias y los conflictos generados al entrecru-
zarse los intereses, posiciones y dinámicas de los diversos
actores, instituciones y territorios.

En particular, a lo largo de los seis capítulos preceden-
tes se ha procurado abordar tres objetivos. Primero, carac-
terizar las controversias jurídicas suscitadas en la traduc-
ción del mandato de la Corte Suprema –aquel que indicaba
la necesidad de “limpiar los márgenes” del Riachuelo– en
resoluciones que le ordenaron al gobierno de la ciudad la
puesta en marcha de políticas de relocalización, analizando
los modos por los cuales éstas transformaron y delinearon
la fisionomía de la causa. Segundo, establecer la inciden-
cia de las estrategias de los afectados y sus defensores en
las dinámicas socioterritoriales que adoptó el proceso de
implementación de las políticas de relocalización. Terce-
ro, examinar los dispositivos y mecanismos institucionales
creados por el gobierno porteño para dar cumplimiento
a las políticas ordenadas por la justicia, identificando sus
límites y potencialidades para la tramitación de los conflic-
tos derivados de la sentencia.
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Estas páginas finales se dividen a partir de aquí en
cuatro apartados. Los tres primeros resumirán los modos
en que se han abordado cada uno de los objetivos y las con-
clusiones elaboradas. El último planteará una serie de refle-
xiones generales a las que condujo este libro con relación al
problema de la judicialización, la política y el conflicto, y se
establecerán interrogantes aún no respondidos que podrían
ser abordados en futuras investigaciones.

La definición de reglas y enfoques jurídicos: derecho
a la relocalización con exclusión procesal

El primer objetivo de esta investigación proponía examinar
las controversias suscitadas en el plano jurídico una vez que
el juez de ejecución de la causa Mendoza inició la tarea
de operativizar la orden de “limpieza de márgenes”. Según
vimos en el capítulo 3, a partir de un diagnóstico según el
cual era preciso realizar un reordenamiento del territorio
ribereño, el magistrado recuperó del Código Civil la anti-
gua figura del “camino de sirga” y actualizó su significado
vinculándolo a la problemática ambiental. Al afirmar que
este concepto no sólo refería a lo atinente a la navegación
sino también a “la protección de las aguas, la biodiversidad,
el ecosistema y, en definitiva, el medio ambiente en general”,
Armella dictaminaría la creación de un “área parquizada” en
los márgenes del Riachuelo, augurando con ello una trans-
formación estructural que valorizaría económicamente la
zona y la convertiría en un ámbito de “recreación”.

Pero la existencia de villas y asentamientos sobre la
misma costa no sería objeto de problematización por parte
del juez sino a través de su señalamiento como “obstácu-
los” que debían ser “eliminados”. El análisis secuencial de
sus resoluciones permitió hallar que estos barrios precarios
sólo comenzaron a formar parte de sus diagnósticos jurídi-
cos a partir de que en inspecciones oculares realizadas para
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constatar “obstrucciones” se divisaran “viviendas linderas
al margen del río” y se visualizara un “gran asentamiento
[…] con gran cantidad de sedimentos y chatarras casi sobre
el espejo de agua”.

La falta de alusión a la dimensión social del estado de
la ribera no tardaría en hallar un correlato en el plano de las
políticas implementadas. El gobierno porteño procedería a
abrir el camino de sirga valiéndose de desalojos intempesti-
vos y demoliciones inconsensuadas, sin mediar –en los pri-
meros casos– ningún tipo de solución habitacional. Como
consecuencia, la “transformación de la ribera en un área
parquizada” que le había encomendado la Corte Suprema
al juez de ejecución tenía como contrapartida el traslado de
población vulnerable desde una condición de precariedad
habitacional hacia una situación de calle.

Estos efectos que empezaba a dejar entrever la causa
Riachuelo, si bien no formaban parte de los objetivos mani-
fiestos planteados por el máximo tribunal ni por el juez de
ejecución, sí se fundamentaban en omisiones y metamensa-
jes de los escritos de Armella. Por un lado, en éstos escasea-
ban directivas a los condenados respecto de los pasos que
deberían darse para el cumplimiento de los mandatos. De
este modo, el gobierno de la ciudad contaba con amplios
márgenes de interpretación a la hora de producir políticas
que acatasen las órdenes judiciales. Pero por otro lado, las
resoluciones sí contaban con definiciones que habilitaban
vías de acción o, cuanto menos, las sugerían. Al ordenar la
“erradicación total y definitiva de todas las viviendas pre-
carias” y referirse a sus habitantes como “particulares que
han avanzado sobre el ámbito del río que deberán deponer
su actitud invasora y egoísta”, Armella expresaba una opo-
sición abierta entre las tareas de saneamiento y los usos del
suelo allí existentes. O, en otras palabras, entre la “recupera-
ción del espacio público” (según lo plantearía el juez en uno
de sus textos) y el desarrollo de formas de hábitat popular
sobre esas mismas tierras.
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Pero las controversias por la fisionomía jurídica del
proceso, así como el planteo de tensiones en términos de
derechos, no iniciarían sino hasta la intervención de la
Defensoría General de la Ciudad. Según describimos, este
ente autárquico del Poder Judicial se aboca a la defensa en
juicio de población en situación de vulnerabilidad cuyas
demandas sean exigibles al gobierno de la ciudad de Buenos
Aires. Tal era el caso de los primeros afectados por los des-
alojos en el flamante camino de sirga, en favor de quienes el
organismo interpuso acciones de amparo y presentó nume-
rosos escritos ante la justicia.

Los recursos de la Defensoría se destacaron por denun-
ciar que los pasos dados por el gobierno porteño para libe-
rar el camino de sirga eran violatorios de los derechos de
la población afectada. Al afirmar que las políticas imple-
mentadas no eran “respetuosas de los derechos humanos”
sino que, más bien, incurrían en “malicias”, “desprolijidades”
e “ilegalidades”, el organismo diagnosticaba que las auto-
ridades “contrabandeaban” la intención no manifiesta de
desarrollar políticas de vivienda expulsivas.

Amparándose en tratados y pactos internacionales
de derechos económicos, sociales y culturales con estatus
constitucional a nivel nacional, la Defensoría reclamaba el
cumplimiento del derecho a la vivienda “digna y adecua-
da” y “todos sus derechos conexos” –esto es, a la educa-
ción, la salud y la participación, entre otros–, exigiendo
en última instancia que se elaborase un procedimiento de
implementación respetuoso de las voluntades de los habi-
tantes de la ribera.

Por otro lado, el organismo de defensa ancló su inter-
vención en el reclamo de que los afectados fuesen reco-
nocidos como actores procesales con capacidad de obser-
var, impugnar e intervenir en la causa. La Corte Suprema
no sólo no había reconocido víctimas en su sentencia en
términos formales, sino que había construido un sistema
recursivo sui generis (Maldonado, 2016) que delegaba en
un juez federal la ejecución y en un Cuerpo Colegiado la
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participación de actores de la sociedad civil. En este marco,
los millones de habitantes de la cuenca –y especialmente
los del camino de sirga, acaso los más directamente afec-
tados por las políticas implementadas– no eran reconoci-
dos por la justicia y todo escrito presentado en su nombre
era rechazado.

Para superar el escollo de no poder siquiera acceder
al expediente y ser notificada, la Defensoría General de la
Ciudad –en su rol de patrocinadora de los afectados– firmó
un convenio de cooperación con la Defensoría General de
la Nación. Al contar ésta con la capacidad de intervenir en
causas federales, se volvió más factible que los escritos fue-
ran aceptados por el juez de ejecución y por ende se gene-
rara una capacidad de incidencia en el curso de la causa.
No obstante, la recepción de las presentaciones permaneció
desde entonces sujeta a la voluntad del magistrado, quien
en ocasiones las rechazó de plano y en otras, si bien las
denegó en lo formal, en la práctica trasladó las exigencias
al gobierno porteño.

En resumen, puede afirmarse que las controversias
jurídicas desplegadas a partir de la intervención de la
Defensoría General de la Ciudad se destacaron por dos
grandes facetas –simultáneas y entrelazadas, pero analíti-
camente escindibles a los fines de estas conclusiones–. En
primer lugar, aquella signada por la búsqueda del organis-
mo de defensa de reordenar el proceso judicial en torno a
la concepción de los afectados como titulares de derechos
económicos, sociales y culturales, en oposición al enfo-
que sostenido por el juez de ejecución, que contraponía de
modo irreconciliable los usos del suelo ya existentes en la
ribera del Riachuelo con su nueva utilidad “pro ambiental”.
Si bien esta confrontación se saldaría provisoriamente con
el reconocimiento del derecho a la relocalización, perma-
necería abierta a lo largo de todo el proceso de implemen-
tación, ya que la imposición de las reivindicaciones de los
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afectados –traducidas bajo el paradigma de derechos adop-
tado por los defensores– estaría subsumida al desarrollo
de la conflictividad.

En segundo lugar, las controversias estuvieron carac-
terizadas por una disputa en torno a la modificación de las
reglas procesales, de modo tal que los afectados pudiesen
formar parte de la causa y hacerse así de la capacidad de
ser notificados, observar e impugnar los pasos dados en
pos de la liberación del camino de sirga. Si bien la firma
de un convenio entre la Defensoría General de la Ciudad y
su par de la Nación volvió más factible que en la práctica
las presentaciones fueran recibidas –y asimismo dotó a los
afectados y sus patrocinadores de la posibilidad de acce-
der al expediente judicial–, su estatus jurídico permaneció
sumergido en una zona gris e indeterminada. Las tensiones
inherentes a esta ambigüedad se volverían una de las con-
diciones de posibilidad para que el conflicto desbordase los
canales jurídicos y se desplazase hacia otras arenas.

La construcción de conflicto social para incidir
en una política judicializada

El segundo objetivo que abordó este libro fue la caracte-
rización de los conflictos socioterritoriales catalizados por
la orden de relocalización con relación a las estrategias lle-
vadas adelante por los afectados y sus defensores. Centrán-
donos en el caso de la Villa 21-24, en el capítulo 4 vimos
que la resolución de Armella despertó en los habitantes
de la ribera del Riachuelo sentimientos y representacio-
nes encontradas. Vista como oportunidad para mejorar sus
condiciones de vida y a la vez como amenaza a su precario
estatus social y habitacional, la perspectiva de abandonar
sus hogares y trasladarse a lejanos complejos de vivienda
dio lugar a expectativas pero sobre todo reparos y temores
respecto de sus implicancias. A partir de ello, los capítulos
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5 y 6 nos condujeron a describir las principales demandas
esgrimidas por los afectados y sus patrocinadores ante las
autoridades, y con ello se analizaron los modos en que las
sostuvieron y buscaron imponer.

Fundamentalmente, nos centramos en cuatro conflic-
tos desatados en el barrio. En primer lugar, aquel que tuvo
inicio a raíz de la operación de trazado del camino de sir-
ga y, con ello, de relevamiento de sus habitantes –lo cual
conformaría la frontera entre los afectados y no afectados–.
Según vimos, la falta de certezas respecto de las consecuen-
cias de ser censado, así como las arbitrariedades técnicas a
las que potencialmente daba lugar la intrincada topografía
de la ribera, devinieron en negociaciones in situ al momen-
to de la demarcación. Para la población de la ribera y sus
patrocinadores, la clave que permitiría hacerse de las mejo-
res condiciones de negociación a futuro era la realización
de un trazado lo más amplio posible. En otras palabras,
contar con una línea mayor a 35 metros no sólo otorgaría
un margen de maniobra para el tratamiento de los casos
individuales (por ejemplo, por medio del intercambio de
viviendas), sino que habilitaría el reclamo de soluciones en
materia de infraestructura para una base poblacional mayor
que la directamente afectada por las demoliciones.

En segundo lugar, abordamos el conflicto por la defi-
nición de criterios de prioridad para la sustanciación de
las relocalizaciones. Dado que las mismas se realizarían en
etapas –conforme finalizara la construcción de los com-
plejos de vivienda–, se abría un interrogante respecto de
quiénes serían los primeros en ser trasladados. Aquí, según
analizamos, se contrapusieron dos posturas. Por un lado,
la del IVC, que bregaba por iniciar por una zona adyacente
a uno de los límites de la villa, de modo tal de prolongar
físicamente el camino de sirga ya construido y evitar las
complicaciones técnicas que podría suponer demoler áreas
de más difícil acceso. Por otro lado, la de los afectados y
sus defensores, que sostuvieron a su vez dos propuestas
diferentes: relocalizar a las personas en situación de riesgo
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de salud particularmente urgente (los denominados “casos
prioritarios”) e iniciar por el “centro del meandro”, la zona
del camino de sirga que presentaba la mayor precariedad
habitacional. Finalmente, el IVC cedió ante los reclamos y
procedió a efectuar la primera relocalización combinando
los dos criterios exigidos por los afectados.

En tercer lugar, se analizó el conflicto desatado por la
calidad constructiva del Complejo Urbano “Padre Mugica”
que estaba previsto para la mudanza de los afectados –y al
cual fueron relocalizados los primeros 108 de ellos–. Lue-
go de alarmantes informes periodísticos, protestas de sus
primeros habitantes y relevamientos realizados por arqui-
tectos de la Defensoría General de la Ciudad, se volvió un
eje de reclamo no sólo el estado material de las viviendas,
sino también sus condiciones en materia de seguridad, lim-
pieza de los espacios comunes y accesibilidad, entre otros
problemas detectados. El organismo de defensa reclama-
ría por medio de escritos a la justicia que el complejo no
garantizaba “el desarrollo de una vida digna”, denunciando
que, en definitiva, relocalizar era más que “trasladar a una
familia de un barrio a otro”, y que una vivienda no consistía
solamente en “cuatro paredes y un techo”. Este conflicto
acabaría traduciéndose en reclamos por parte de los afecta-
dos de que los conjuntos habitacionales por venir –aquellos
cuya concreción aún se hallaba pendiente– fueran construi-
dos con técnicas que aseguraran una mayor calidad. Pero
al mismo tiempo, al señalar que el gobierno debía procurar
la disponibilidad de vacantes escolares, atención sanitaria,
seguridad y servicios como el transporte, contribuyó a cris-
talizar bajo el paraguas de un mismo reclamo que las relo-
calizaciones debían garantizar todos los “derechos conexos”
al derecho a la vivienda.

En cuarto lugar, el libro abordó una de las demandas
de mayor centralidad en el repertorio de reclamos de los
afectados: la ubicación de los futuros complejos de vivien-
da. Para los habitantes del camino de sirga, el problema no
consistía solamente en que se mejorasen las condiciones de
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las escasas viviendas que ya estaban previstas para ellos,
sino a dónde serían trasladados los que aún aguardaban su
relocalización. Permanecer en su área de residencia, y evitar
así una pérdida absoluta de los dispositivos de contención
social que existían en la Villa 21-24 y eran cruciales para
el sostenimiento de sus formas de vida, se volvía una nece-
sidad indeclinable. A este respecto, el reclamo de que el
IVC respetase lo que dieron por llamar el “perímetro” cobró
suma relevancia entre sus reivindicaciones. Gracias a un
relevamiento de terrenos realizado por ellos mismos en las
zonas aledañas a su barrio, movilizaciones al organismo de
vivienda y la presentación de sus propuestas en las mesas de
trabajo, lograron finalmente que los siguientes complejos se
construyeran en las cercanías de sus hogares.

Según vimos a partir del capítulo 5, desde el mismo
momento en que el IVC comenzó a realizar las primeras
tareas en pos del cumplimiento de la resolución de Armella,
los afectados convocaron a un conjunto de actores judicia-
les y barriales. Entre ellos, hemos destacado a la ya mencio-
nada Defensoría General de la Ciudad, la Asesoría Tutelar
(a cargo de la defensa de niños, adolescentes y personas
con padecimientos mentales por medio del litigio contra
el gobierno porteño), y la Fundación Temas (una organi-
zación no gubernamental con una larga trayectoria de tra-
bajo social en la villa). Analizamos que en conjunto con
ellos –gracias a su asesoramiento y patrocinio– crearon un
cuerpo de delegados y comenzaron a delinear estrategias
que combinaron la utilización de los recursos propios de
los litigios con vías de acción política ajenas a las reglas
del mundo jurídico.

En la alianza estratégica construida entre estos acto-
res, la adopción por parte de los defensores de un abordaje
territorial-presencial fue una condición ineludible para el
sostenimiento de las demandas de los afectados. Por un
lado, aquellos ejercieron un rol coordinador en las asam-
bleas y de formación entre los vecinos. En la medida en que
el conflicto estaba signado por una primacía del lenguaje
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jurídico y las reglas procedimentales de la justicia, los abo-
gados asumían un papel de intermediación entre las lógicas
y códigos del barrio con aquellos de los tribunales y los
expedientes.

Por otro lado, los integrantes de la Defensoría reque-
rían la consolidación del cuerpo de delegados para legitimar
su estrategia jurídica de no actuar como representantes de
una sumatoria de individualidades (esto es, cada uno de
los habitantes del camino de sirga a quienes le brindaban
formalmente patrocinio) sino de un colectivo de afecta-
dos, entendido como grupo cuya entidad política podría
contribuir a tener una mayor probabilidad de éxito en el
plano jurídico.

En resumen, dado que la causa en cuestión presentaba
el mencionado dilema de la inexistencia formal de los
afectados como actores procesales, los desafíos suscitados
durante la territorialización de la sentencia estuvieron sig-
nados por la construcción de un conflicto social y político
a la par del desarrollo de medidas en el plano judicial. La
imposibilidad de formar parte del expediente, así como el
bajo nivel de coacción de las resoluciones del juez sobre el
IVC, angostaban la potencialidad de los recursos jurídicos y
conducían a explorar la apelación a vías alternativas. Así,
como ilustra con elocuencia el caso del “perímetro”, la ins-
talación e impulso de las demandas de los afectados depen-
día de las presentaciones ante la justicia, pero no de modo
exclusivo. Más bien, la movilización, la difusión pública del
conflicto y la generación de ámbitos de interacción con el
propio IVC donde realizar reclamos directos hacia él fueron
canales imprescindibles para la tramitación del proceso de
relocalizaciones.
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Tensiones entre actores e institucionalización:
los múltiples focos de producción de políticas

El tercer objetivo de este libro consistió en establecer las
cualidades, los límites y las potencialidades de los disposi-
tivos y mecanismos creados por el gobierno porteño para
dar cumplimiento a la orden judicial –y, en vías de ello,
lidiar con el conflicto–. En pos de alcanzar ese propósito,
el capítulo 6 examinó las formas por las que el proceso de
relocalizaciones se institucionalizó, generándose ámbitos
de interacción formalizados, procedimientos estandariza-
dos y reglas de implementación. Desde otro punto de vista,
esta tarea implicó analizar las transformaciones del conflic-
to en la medida en que éste se articuló con la agenda política
del gobierno, sus lógicas institucionales y burocráticas, y
diversos canales más o menos estatalizados.

En primer lugar, se destacó la institucionalización
de una instancia de representación de los habitantes del
camino de sirga. El cuerpo de delegados, creado a partir de
un acta constitutiva de la mano de la Defensoría General de
la Ciudad, habilitó la posibilidad de generar un colectivo de
afectados con capacidad de enfrentar las instancias judicia-
les y políticas desde una posición de fuerza que permitiese
superar la sumatoria de casos individuales.

En segundo lugar, nos detuvimos en la conformación
de las “mesas de trabajo” en el seno del IVC. Este espacio,
que se volvió el ámbito privilegiado para la negociación
entre los actores involucrados en la implementación de las
políticas de relocalización, contó no obstante con una ins-
titucionalidad frágil: su reglamento de funcionamiento, tal
como fue propuesto por las autoridades, no fue aceptado
por los afectados; y sus alcances en materia de decisión,
información y resolución de controversias estuvieron suje-
tos a la capacidad de aquellos de construir posiciones de
negociación más favorables a través de otras vías.
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La puesta en foco de las mesas de trabajo permitió, a
su vez, discernir dos cualidades relevantes a los fines del
objetivo en cuestión. Por un lado, que instancias de parti-
cipación y deliberación como ésta no fueron producto de
la iniciativa de la justicia ni del gobierno en su carácter
de condenado, sino del conflicto tal como fue impulsado
por los actores afectados por la orden de relocalización.
En este marco, nos referimos a su conformación como un
proceso de “institucionalización desde abajo”, debido a que
fue el propio conflicto el dinamizador de procedimientos
de implementación de los mandatos del juez.

Por otro lado, vimos que las mesas de trabajo –enten-
didas como ámbito institucionalizado al cual se desplazó el
conflicto– no implicaron un agotamiento de otros canales,
tales como los recursos judiciales o la movilización social,
sino que más bien los dotaron de nuevos usos y poten-
cialidades.

Con relación a este punto, analizamos en tercer lugar
el derrotero de la demanda del “perímetro”, entendida como
resignificación y rezonificación del territorio (Melé, 2008)
según las expectativas y voluntades de los afectados por las
políticas de relocalización. Al delimitar las fronteras más
allá de las cuales no aceptarían ser trasladados y realizar
un relevamiento de terrenos cercanos a la villa potencial-
mente aptos para la construcción de complejos de vivienda,
los habitantes del camino de sirga iniciaron un conflicto
que circuló por canales como la movilización y la difusión
en medios de comunicación masivos. En particular, subra-
yamos el ingreso del conflicto al ámbito de la Legislatu-
ra como otro momento relevante de institucionalización:
señalamos cómo allí se sancionó un proyecto de ley que
estableció los cambios normativos necesarios para que fue-
se posible conceder las exigencias de los afectados.

La atención brindada a la demanda del perímetro per-
mitió reconocer las formas por las que se imbricaron los
canales políticos y jurídicos, así como los modos en que el
conflicto trazó un recorrido por vías en mayor o menor
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medida institucionalizadas según su potencialidad en mate-
ria de satisfacción de los reclamos de los afectados. Tal
como se destacó, cuando las mesas de trabajo demostraron
sus límites para la tramitación del conflicto, éste se des-
plazó hacia instancias de medición de fuerzas ligadas a la
demostración de las capacidades organizativas del colectivo
de activistas. El hecho de que la institucionalización del
proceso no haya tenido como corolario la eliminación de
las facetas conflictivas y no institucionales del problema
pone de relieve los modos en que se entrelazaron momen-
tos de negociación y participación con otros de tensión y
movilización.

En cuarto lugar, se examinó el desarrollo de meca-
nismos de implementación en el seno del organismo de
vivienda encargado de llevar adelante el cumplimiento de
la sentencia. En función de ello, analizamos el desempe-
ño de los integrantes del equipo territorial del IVC, cuyas
iniciativas tuvieron efectos transformadores sobre el pro-
ceso. En particular, nos detuvimos en la elaboración de un
protocolo que tenía como fin establecer los procedimientos
necesarios para llevar adelante políticas de relocalización
involuntaria de personas. Por medio de este texto, el equi-
po en cuestión institucionalizaba prácticas hasta entonces
inexistentes o bien que eran realizadas ad hoc gracias al
aprovechamiento de los márgenes de libertad propios del
trabajo en el territorio y la escasa erogación presupuestaria
que requerían sus iniciativas.

Aunque este protocolo no tenía carácter vinculante,
el hecho de que condensase derechos reclamados y con-
quistas alcanzadas a lo largo del conflicto lo volvería una
fuente argumental por parte de los defensores públicos
para impugnar eventuales decisiones, medidas y omisio-
nes del IVC en base a sus propios reglamentos internos. En
definitiva, este texto sintetizaba bajo la forma de mecanis-
mos formalizados de actuación un conjunto de modos de
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intervención que hasta entonces dependían de las volunta-
des del equipo territorial y las presiones de los afectados
y sus patrocinadores.

Finalmente, analizamos el accionar del IVC desde el
punto de vista de sus autoridades políticas y los modos en
que las tareas de relocalización se insertaban en las polí-
ticas y la agenda del gobierno porteño –especialmente en
materia de vivienda–. Para ello, se describió cómo a partir
de los años 2015-2016 inició una dinamización del pro-
ceso, caracterizada por la puesta en marcha de obras has-
ta entonces largamente retrasadas, el reemplazo definitivo
del “método rápido” de construcción por el “tradicional”
y el inicio de los procesos de expropiación de los terre-
nos pendientes al interior del perímetro. Y aunque en los
años posteriores la cantidad de relocalizaciones efectuadas
no varió sustancialmente, se redujeron ciertos márgenes de
incertidumbre hasta entonces presentes, generándose pre-
visibilidades a un conflicto que parecía extenderse inde-
terminadamente.

En este cuadro, la clave de lectura propuesta se orientó
por la pregunta sobre la existencia de una relación entre
esta nueva etapa y los cambios en la política hacia las villas
en la ciudad de Buenos Aires, caracterizados por la adop-
ción e impulso de proyectos de urbanización y un incre-
mento de recursos en la función vivienda del presupues-
to local. Según se concluyó, ha existido efectivamente una
correspondencia entre el proceso analizado en este libro
y una nueva orientación gubernamental hacia la cuestión
sociohabitacional, lo cual abre interrogantes respecto de la
influencia de los cambios en las agendas y prioridades polí-
ticas sobre el destino de los conflictos judicializados.

Lo cierto es que lo que un defensor describió como una
nueva “dinámica de gestión” (es decir, un cambio en el fun-
cionamiento del proceso de implementación) no respondió
a una revitalización de la causa Riachuelo –que más bien
permanece en un prolongado letargo– ni a nuevas capa-
cidades aleccionadoras del juzgado de ejecución –que ha
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mostrado aptitudes limitadas de hacer cumplir una orden
que data del año 2010–. Por lo contrario, este hecho requie-
re reflexionar sobre los límites y alcances del conflicto y la
justicia en la producción de las políticas de relocalización
y los modos en que éstas se supeditan a las definiciones
institucionales marco del gobierno condenado.

En resumen, puede concluirse que la definición cuali-
tativa de la ruta de implementación de las relocalizaciones
estuvo fundamentalmente signada por las presiones gene-
radas por los actores: tanto los destinatarios de la política
–y sus defensores– como los operadores técnicos del IVC.
Asimismo, la etapa de mayor aceleración en la implementa-
ción dio cuenta de un “efecto derrame” de las nuevas direc-
tivas sociohabitacionales sobre esta política judicializada.
En cualquier caso, la institucionalización no obedeció a
indicaciones de la justicia ni a planificaciones premeditadas
sino a la dinámica propia del conflicto entre los múltiples
actores involucrados.

Los avatares sociopolíticos del activismo judicial

En estas últimas páginas realizaré unas breves reflexiones
acerca del proceso de implementación de las relocalizacio-
nes desde el punto de vista de los aportes que puede brin-
dar a los debates acerca de la relación entre judicialización,
política y conflicto. Si, retomando la tipología de Abramo-
vich (2005) presentada en el primer capítulo, encuadramos
este caso como uno de aquellos en los que la justicia iden-
tifica un derecho vulnerado y ordena a otras ramas del
Estado –sobre todo la ejecutiva– a que implemente políticas
remediadoras, pueden señalarse aquí un conjunto de obser-
vaciones sobre los efectos de estas decisiones judiciales en
relación con su capacidad de clausurar cuestiones definidas
como problemáticas.
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Deben destacarse, en primer lugar, los claroscuros del
rol de la justicia de acuerdo con las pretensiones de trans-
formación política de sus sentencias activistas. Recordemos
que la resolución dictada por el juez Armella respondía
a un proceso judicial más amplio que pretendía solucio-
nar daños de larga data a la cuenca Matanza-Riachuelo y
reparar, de este modo, una violación estructural al derecho
al ambiente sano. La orden de abrir el camino de sirga
resultaba, a este propósito, una vía para facilitar el sanea-
miento y simultáneamente resguardar a la población más
expuesta al río –entendido como foco de contaminación
por antonomasia–.

Sin embargo, el curso de implementación de sus man-
datos acabó abriendo una multiplicidad de conflictos. Y,
a este respecto, lejos estuvo la orden de relocalización de
clausurar un problema, sino que más bien catalizó otros
nuevos de alcances imprevistos. Al tensionar las ambigüe-
dades inherentes a la posición social de los villeros como
habitantes de la ciudad (según vimos en el capítulo 4),
abrió un proceso que colocó sobre la mesa la capacidad de
aquellos de realizar demandas en términos de derechos a
las autoridades gubernamentales. En el ínterin, los sucesos
acontecidos a partir de que se dictara la resolución judicial
expresaron un alejamiento entre el objetivo social marco
de la causa –que apuntaba a “mejorar la calidad de vida”–
y los sentidos sobre la vida en la ciudad y los usos del
suelo preexistentes.

En esta clave, puede subrayarse la importancia de aten-
der a los efectos no deseados que emergen en aquel espacio
indeterminado donde un problema planteado en clave judi-
cial se traduce hacia una lógica de política pública. Pero
además, debe destacarse la capacidad de generación de con-
flicto que se esconde detrás de las aspiraciones resolutorias
de las sentencias activistas formuladas en los tribunales.
Como habíamos señalado al inicio de este libro, éstas no
deben entenderse como punto de fuga en el cual converge
–y se clausura– un proceso de construcción de un asunto
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problemático, sino como prisma con capacidad de elaborar
problemas y lanzarlos hacia terrenos sociales y políticos
bajo nuevas formas.

Asimismo, resulta de interés mencionar los cambios
y tensiones que generó el proceso de implementación en
el problema tal como había sido planteado en el seno de
la justicia. Si su emergencia estuvo ligada a la protección
del ambiente y la necesidad de reparar negligencias histó-
ricas en el cuidado de un territorio largamente degradado,
la puesta en marcha de la apertura del camino de sirga
disparó una confrontación en clave de derechos que puso
en cuestión aquello que estaba en juego en la ejecución.
Más precisamente, si el proceso tuvo un inicio en términos
ambientales, las primeras controversias jurídicas comenza-
ron a evidenciar una novedosa inscripción de la cuestión
como una problemática habitacional.

Pero estos debates impulsados por los defensores –cen-
trados en la instalación de los derechos económicos, socia-
les y culturales como eje organizador del proceso judicial–
no fueron el único factor en convertir el proceso en una dis-
cusión sobre la vivienda y sus “derechos conexos”. Más bien,
la propia implementación suscitó conflictos territoriales e
insertó al problema en la agenda de políticas habitacionales.
Por ende, no puede sino resaltarse dos reflexiones. Por un
lado, que el proceso de traducción de la sentencia en un
problema de política pública evidenció el desarrollo de una
contradicción entre el derecho al ambiente –tal como fue
interpretado y puesto en práctica por la resolución activista
del juez Armella– y el derecho a la vivienda –según fue
exigido por los defensores públicos y los afectados–. En
otros términos, podría afirmarse también que el derecho
al ambiente fue implícitamente resignificado por los habi-
tantes del camino de sirga en clave social, en reminiscencia
con los movimientos de justicia ambiental que denuncian
la asociación entre desigualdad y peligro ambiental (Har-
vey, 2009). En cualquier caso, los argumentos ambienta-
les que estructuraron el proceso judicial tuvieron como
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efecto material indirecto (Rodríguez Garavito y Rodríguez
Franco, 2015) un corrimiento geográfico de la población
en mayor condición de vulnerabilidad de la ciudad. Como
advierte Azuela (2016: 13), la ambivalencia de las normas
jurídicas contraría las expectativas dominantes sobre el
derecho, según las cuales la “consagración” de un derecho y
su justiciabilidad bastan para producir determinado efecto
sobre la sociedad. Por lo contrario, todos los corpus legales
pueden contribuir a la producción de efectos sociales no
previstos en el momento de su expedición.

Por otro lado, el proceso de implementación habilita
una reflexión sobre cómo la judicialización, además de
tener la capacidad de reencuadrar los conflictos cuando
éstos se trasladan al ámbito de la justicia, refiere también
a un fenómeno inverso: la transformación de los modos de
tratamiento de los conflictos cuando los términos judiciales
se traducen en clave política. Dicho de otro modo, si cuando
un conflicto es llevado al terreno del derecho comienzan
a operar en él las relaciones de poder propias del campo
jurídico –atravesando así una transformación importante
por el solo hecho de que intervienen en él abogados y jueces
como actores principales (Azuela, 2014)–, también es cierto
lo contrario: que cuando un problema construido en térmi-
nos jurídicos es llevado al terreno de las políticas públicas,
comienzan a operar en él las relaciones de poder propias de
los focos de producción de la acción pública.

Este libro evidenció a su vez el potencial de transfor-
mación territorial con el que cuentan las sentencias acti-
vistas, una dimensión no lo suficientemente analizada en la
literatura sobre judicialización. En áreas urbanas como la
ribera del Riachuelo, donde se solapan distintas formas de
tenencia y propiedad, así como diversos usos, actividades,
legalidades y jurisdicciones, la capacidad del poder político
de llevar a cabo reordenamientos integrales está supeditada
a entramados jurídicos superpuestos y la potestad de cada
uno de los actores afectados de apelar al litigio en defensa
de sus propios intereses. En este cuadro, la acción pública
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impulsada por los tribunales –en su doble rol de adminis-
trador del derecho y productor de políticas– cuenta con una
legitimidad que la dota de un mayor poder de intervención,
volviéndose posible aquello que por mera decisión política
podría parecer inviable.

De igual modo, merecen atención las limitaciones de
la justicia en llevar adelante la ejecución de sentencias acti-
vistas de forma sostenida. En el proceso analizado, los pri-
meros años a cargo del juez Armella se destacaron por
una marcada predisposición a generar avances que tuvieron
como contracara fuertes tensiones con el Poder Ejecutivo
–el condenado–, los actores territoriales –los afectados– y
los operadores jurídicos que pujaban por ingresar al litigio
–los defensores–. Pero incluso así (y más aún en los años
venideros), las inercias burocráticas, la ausencia de interés
político por parte del gobierno en llevar adelante los man-
datos, las resistencias de los habitantes del camino de sirga
y la pérdida de dinamismo de la causa Riachuelo en general
replegaron paulatinamente a la justicia a un rol arbitral,
diferenciado de las pretensiones de conducción con las que
contó en los inicios. En otras palabras, el foco del proceso
–tal como se procuró reflejar en el recorrido narrativo de
este libro– se desplazó de los tribunales hacia los territo-
rios y las instituciones, ciñéndose el juez a homologar o
invalidar los pasos de la implementación, sin capacidad o
motivación de establecer plazos de cumplimiento y recupe-
rar su papel rector. Cabe preguntarse entonces cuáles son
las condiciones de posibilidad para el cumplimiento de las
resoluciones activistas una vez que abandonan los tribuna-
les e ingresan en el terreno de la producción de políticas.

En relación con esto, el libro permitió iluminar el rol
productivo de los conflictos en la generación de institucio-
nalidad en los procesos de implementación. A diferencia de
la causa Riachuelo, que había dado lugar a la constitución
de nuevas entidades (como la Acumar) y la formulación de
programas de políticas con una inserción y priorización
definida en la estructura estatal, en nuestro caso las políticas
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–carentes de un impulso decisivo por parte de la justicia–
fueron ejecutadas ad hoc entre la reticencia del gobierno
y las demandas de los afectados. Aquí, fueron iniciativas
tomadas tanto dentro como fuera del organismo de vivien-
da –pero no por la justicia ni por las autoridades políticas–
las que formalizaron, estandarizaron y establecieron már-
genes de previsibilidad al proceso de relocalizaciones. Pue-
de afirmarse, en este marco, que sentencias activistas como
ésta se caracterizan por su capacidad de transformar los
conflictos, pero también que los conflictos son construidos
por los actores para transformar las sentencias y condicio-
nar las rutas de ejecución. Las disputas por el reordena-
miento del proceso en torno al respeto de los derechos eco-
nómicos, sociales y culturales de los habitantes del camino
de sirga son apenas un ejemplo de las retroalimentaciones
y tensiones permanentes entre las resoluciones judiciales
activistas y la conflictividad.

Cabe destacar, por último, tres líneas de indagación
que se desprenden de este libro y resultan de interés para
el enriquecimiento del estudio de las articulaciones entre
lo social, lo político-institucional y lo jurídico en conflictos
signados por el activismo judicial.

En primer lugar, una aproximación a las prácticas insti-
tucionales de los organismos de defensa pública, particular-
mente la Defensoría General de la ciudad de Buenos Aires.
Esta entidad se ha vuelto un engranaje clave en la judicia-
lización de numerosos conflictos en la ciudad de Buenos
Aires y expresa de forma privilegiada el reposicionamien-
to social del derecho y la justicia. Como se pudo observar
en esta investigación, su intervención facilita la exigencia
de derechos, logra alterar el curso de políticas públicas y
contribuye a cambios en la fisionomía de la propia conflicti-
vidad. Sin embargo, es preciso profundizar el análisis de su
rol institucional, colocando el foco en sus estrategias, ámbi-
tos de injerencia y los efectos de sus acciones sobre las polí-
ticas gubernamentales y la justiciabilidad de los derechos.
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En segundo lugar, los recientes cambios en las políticas
sociohabitacionales en la ciudad de Buenos Aires abren un
campo fértil para examinar las transformaciones en la judi-
cialización de las demandas villeras. Si hasta recientemente
subyacía una puja por el propio reconocimiento de las villas
como forma de hábitat popular legítimo, resulta de interés
indagar en cómo se reconvierten los procesos judiciales una
vez que los actores en disputa arriban a consensos sobre la
necesidad de dar lugar a la urbanización de estos barrios,
y cuál es el rol que desempeñan los derechos económi-
cos, sociales y culturales en las argumentaciones jurídicas.
Asimismo, cabe preguntarse en qué medida los debates en
torno a los procesos de urbanización se anclan en discursos,
argumentos y reivindicaciones ambientales, y si acaso se
desarrollan tensiones entre el derecho a la vivienda y el
derecho al ambiente en las interacciones entre los actores
barriales, los defensores y las agencias gubernamentales.

Finalmente, este libro abre interrogantes respecto de
las representaciones y capitales en juego en el seno de los
tribunales que llevan adelante causas activistas. Sea por liti-
gios estructurales que apuntan a reparar derechos dañados
o fenómenos de lawfare que ponen en cuestión las fronte-
ras de lo democrático, el creciente involucramiento de la
justicia en asuntos políticos requiere dar lugar a más inves-
tigaciones que se adentren en este campo de instituciones
y actores, procurando indagar en cómo éstos perciben los
efectos de sus prácticas jurídicas y asimismo explorar las
redes existentes entre ellos y otros protagonistas del acti-
vismo judicial.
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